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§1  LEY 7/1985, DE 2 DE ABRIL, REGULADORA DE LAS 
BASES DEL RÉGIMEN LOCAL

(«BOE» núm. 80, de 9 de abril de 1985)

FELIPE VI

Rey de España

A todos los que la presente vieren y entendieren, sabed:

Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancio-
nar la siguiente Ley:

PREÁMBULO

I

La organización democrática de nuestra convivencia represen-
tada por la Constitución es un hecho singular de nuestra con-
vulsa historia de los últimos siglos; singular por el grado de 
sosegado consenso que alcanzó en su elaboración y aprobación, 
hecho de por sí ya sin precedentes, y singular, también, por la 
importancia de los asuntos y viejas querellas que abordó; así en 
lo tocante a libertades y organización territorial del Estado, en 
torno a los cuales tal historia es pródiga en mostrarnos las nota-
bles y graves diferencias que dividían el sentimiento de los ciu-
dadanos y eran causa de profundas alteraciones en la cosa 
pública.

La implantación de un cimiento tan sólido de convivencia, que 
vale tanto como decir de futuro, por fuerza ha de producir bene-
ficiosos efectos a lo largo y ancho del ser nacional insuflando 
nueva savia y nuevas energías en los últimos reductos de la orga-
nización social; en una palabra, regenerando un tejido social 
desatendido cuando no decrépito y lacerado por los sucesivos 
embates de cuantos vicios y abusos asolaron nuestra vida 
pública, transformándola en campo de agramante de quienes 
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disputaban el dominio de las instituciones para satisfacción de 
privados intereses.

Uno de los ámbitos en que mayores efectos produce y ha pro-
ducido ya la aprobación de nuestra querida Constitución es el 
relativo a la Administración local tan necesitada de adaptación 
a la nueva realidad. En el día son numerosas las pruebas de la 
urgencia de definir desde el Estado el alcance de la autonomía 
que se reconoce a estas Entidades tan ricas en historia y en 
muestras de su importante contribución a la defensa y engran-
decimiento de España, pero tan expuestas a sufrir los males que 
puedan derivarse de una abusiva limitación de su capacidad de 
actuación en los asuntos que son del pro-común de las villas, 
pueblos, parroquias, alfoces, comunidades y otros lugares que 
con distintos nombres son conocidos en las diferentes regiones 
de nuestra patria.

La gravedad del asunto no admite demora y mucho menos 
cuando, por mor de la nueva configuración territorial del Estado, 
las nuevas Comunidades Autónomas esperan, algunas con 
impaciencia, a que el Estado trace las líneas maestras definito-
rias de estas Entidades para, inmediatamente, proceder al ejer-
cicio de las facultades que sus novísimos Estatutos les confían.

Se comprenderá fácilmente que, al elaborar las presentes nor-
mas reguladoras del régimen local, el legislador sienta la carga 
de una especial responsabilidad, que le incita a extender sus 
reflexiones a todos aquellos ámbitos relacionados con el asunto 
y a indagar sobre la misma desde todas las perspectivas posi-
bles y en primer lugar volviendo la vista a la Historia. Y es que 
las Instituciones que conforman el régimen local, además de su 
importancia intrínseca, además de su inmediata proximidad no 
ya a colectivos más o menos nutridos, sino a la práctica totalidad 
de los ciudadanos, poseen extraordinaria densidad histórica; 
cuentan con un pasado multisecular susceptible por sí solo de 
proporcionar valiosas enseñanzas y de orientar el pulso del 
legislador.

Pensemos ante todo en el Municipio, marco por excelencia de 
la convivencia civil, cuya historia es en muy buena medida la del 
Occidente a que pertenecemos. Tanto en España como en 
Europa el progreso y el equilibrio social han estado asociados 
desde la antigüedad al esplendor de la vida urbana y al consi-
guiente florecimiento municipal. Y viceversa, los períodos de 
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estancamiento o de retroceso se han caracterizado igualmente 
por la simultánea decadencia de las comunidades ciudadanas, 
que en siglos ya lejanos llegó a consumarse con la ruina y extin-
ción de los municipios.

Al clausurarse el primer milenio de nuestra era, la confluencia de 
factores múltiples y de diversa índole provocó el resurgimiento 
de la poco menos que inexistente vida urbana. Los países de 
Europa occidental, España entre ellos, volvieron a presenciar la 
erupción de núcleos humanos compactos. Sus asentamientos 
dejan de ser meros centros de población para adquirir superior 
organicidad, personalidad progresivamente definida; para forjar 
lentamente un régimen jurídico específico. El municipio, claro 
es, no equivale sin más a la ciudad, a la materialidad de sus 
calles y edificios. El municipio es la organización jurídica peculiar 
del núcleo urbano y también, con frecuencia, de su entorno 
geográfico. No se olvide, en efecto, que los nacientes munici-
pios medievales fueron durante varios siglos instrumentos esen-
ciales de colonización de territorios ganados a los musulmanes. 
Con el decisivo concurso de los municipios y por impulso suyo 
se repoblaron amplias zonas y se crearon incontables villas y 
aldeas, organizándose, en suma, extensos términos y alfoces 
estrechamente vinculados a las ciudades respectivas. La expre-
sión más acabada del alcance de la expansión municipal segu-
ramente se encuentra en las numerosas comunidades castellanas 
de villa y tierra.

Se ha aludido a la singularidad de la organización municipal, 
pero ¿en que consistió exactamente? Los hombres del siglo XX 
necesitamos ejercitar nuestra adormecida imaginación, trascen-
der el horizonte histórico inmediato, para comprender cabal-
mente lo que antaño representó la emergencia del régimen 
municipal. Es menester recordar la anterior exclusividad de la 
vida agraria, controlada por entero por sectores señoriales cuya 
prepotencia se tradujo en el establecimiento y generalización de 
las relaciones de servidumbre. En ese contexto señorial, el rena-
cimiento de las ciudades y su organización en municipios posi-
bilita el disfrute de libertades hasta entonces inasequibles; 
permite redimirse de los malos usos y de la opresión señorial, así 
como adquirir un estatuto jurídico liberador de las pasadas y 
pesadas restricciones. No le faltaban motivos al hombre medie-
val para pregonar que «el aire de la ciudad hace libre». Si el 
Señorío es el arquetipo de la sujeción personal, el municipio es 
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el reducto de las libertades. En verdad los municipios son encla-
ves liberadores en medio del océano señorial de payeses, sola-
riegos, etcétera, sometidos a servidumbre.

No fue, naturalmente, el altruismo de los señores lo que motivó 
la concesión de esas libertades concretas. La iniciativa y el estí-
mulo provienen de la Corona, interesada en debilitar la hegemo-
nía y contrarrestar la influencia de las fuerzas señoriales, que se 
erige en protectora y aliada de las ciudades. De ahí que sea la 
monarquía la que otorga las normas singulares que cimentan el 
edificio municipal: innumerables y sucesivos fueros, privilegios, 
franquicias, exenciones, jalonan el régimen jurídico de las pobla-
ciones que, tras recibirlas, se convierten en municipios. Como 
consecuencia de ese proceso no se encuentran dos municipios 
con idéntico régimen. Antes bien, coexisten tipos o modelos 
municipales diversos y dotados de distinto grado de desarrollo. 
Común a los municipios de realengo es, empero, el contraste 
jurídico con el señorío rural y la íntima conexión con la monar-
quía, como lo es, desde luego, haber obtenido generosas dosis 
de autogobierno consustanciales al municipio propiamente 
dicho. Porque, aun obviando los excesos interpretativos de la 
historiografía liberal, no es cuestionable que los municipios 
medievales -principal y precozmente los castellanos- cohonesta-
ron su indiscutida dependencia de la realeza con el goce de 
amplia autonomía en todos los órdenes.

No obstante, la participación inicialmente igualitaria de la tota-
lidad de los vecinos en el gobierno municipal ni se mantuvo en 
toda su pureza ni fue demasiado duradera. La aceptación de los 
criterios de estratificación estamental, a los que se sumaron las 
acusadas diferencias de riqueza que entre los convecinos pro-
vocó en determinadas ciudades la prosperidad comercial, no 
favorecía la perpetuación de la democracia municipal. La traduc-
ción jurídica de las distinciones sociales de base estamental (o 
económica) introdujo en el seno de las poblaciones un poderoso 
germen de desunión, engendró incesantes convulsiones y sumió 
a los municipios en una situación de crisis permanente.

La tendencia a la oligarquización del gobierno municipal, la des-
composición y endémicos desórdenes del régimen urbano, la 
paralela propensión del poder central (en camino hacia el abso-
lutismo) a fortalecer sus atribuciones en detrimento de la auto-
nomía local, facilitaron la intervención de la monarquía. Entre 
mediados del siglo XIV y finales del XV la organización municipal 
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experimentó profundas mutaciones que contribuyeron a estre-
char considerablemente el ámbito del anterior autogobierno. 
Mencionemos, a título de ejemplo, sendas manifestaciones 
paradigmáticas del fenómeno que se acaba de indicar: las tem-
pranas reformas de Alfonso XI en Castilla y las tardías de Fer-
nando II en Cataluña, distintas y distanciadas en el tiempo, pero 
inspiradas a la postre en directrices políticas análogas.

A lo largo del bajo medievo los municipios quedaron, pues, lite-
ralmente atenazados de un lado -desde dentro-, por la acción 
de la nobleza y de los patriciados urbanos; de otro -desde 
fuera-, por las pretensiones intervencionistas de la propia 
monarquía. La pugna triangular que esmalta el acaecer del 
municipio hasta muy avanzado el Antiguo régimen desembo-
cará en todo caso en el menoscabo de los sectores ciudadanos, 
a pesar de haberse alineado habitualmente en el bando de la 
realeza. El desarrollo de las oligarquías municipales se vió facili-
tado por la sustitución de las asambleas abiertas a todos los 
vecinos (Concejos abiertos) por organismos reducidos (Cabil-
dos, Consells, Ayuntamientos) de los que todavía suelen formar 
parte, con los titulares de cargos de designación regia y sin con-
fundirse con ellos, otros oficiales en principio rigurosamente 
electivos. La representatividad de las instituciones municipales 
es, sin embargo, decreciente. Mientras los oficios concebidos 
como resortes de protección del común de los vecinos pierden 
sustantividad, se desnaturalizan o se eclipsan, el fenómeno de 
patrimonialización de los cargos públicos que recorre Europa 
rompe el de por sí precario equilibrio y propicia el enquista-
miento de las oligarquías locales gracias a la ocupación de los 
regimientos adquiridos por juro de heredad, transmisibles y 
«perpetuos».

Factores políticos y fiscales condujeron entre tanto a la monar-
quía a estrechar el cerco. Las vicisitudes del Estado absoluto 
repercutieron sobre los municipios en un doble orden de cosas. 
La formación de aquél supuso, en primer término, el notorio 
reforzamiento del control sobre el discurrir ciudadano, que se 
materializará en el despliegue de los corregidores reales por las 
poblaciones de cierta relevancia de la Corona castellana, sea 
cual fuere su posición geográfica (de Guipúzcoa a Cádiz, de La 
Coruña a Murcia). A los efectos que aquí atañen bastará con 
señalar que los corregidores eran los agentes por excelencia del 
poder regio y presidentes de los respectivos Ayuntamientos. La 
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consolidación del Estado y los compromisos exteriores de los 
Austrias originaron, el segundo lugar, muy elevados costes y la 
consiguiente y crónica penuria de la Hacienda, que no reparó en 
medios para satisfacer sus perentorias exigencias. De esta 
suerte, a la desafortunada e inescrupulosa gestión económica 
de las oligarquías que gobiernan las ciudades, a la fortísima 
carga fiscal que gravita sobre la población pechera, se sumaron 
los trastornos ocasionados a los municipios por el innecesario 
acrecentamiento de oficios, por la proliferación de las exencio-
nes de villas y lugares de los alfoces, por la imposición de múlti-
ples gravámenes. Para alimentarse la Hacienda real vende sin 
tasa -oficios, villas, baldíos...-, a riesgo de empobrecer simultá-
neamente a los municipios y de poner en peligro la integridad 
de sus patrimonios.

La historia del municipio moderno es, con todo, sumamente 
compleja y está colmada de hechos de significación ambiva-
lente, de matices aún inexplorados. Desde una óptica general 
es indudable su decadencia. No obstante, el régimen municipal 
preliberal tardó en desplomarse; conservó durante un período 
quizá más prolongado de lo que a menudo se cree parte de su 
potencia y los rescoldos de su pretérita autonomía distaron de 
apagarse al punto. ¿Acaso los denostados corregidores, brazo 
ejecutor de los designios reales, no sirvieron a la vez de freno a 
los abusos de las minorías poderosas?

En el tramo postrero del Antiguo Régimen, la organización 
municipal que los Austrias habían recibido, conservado y expor-
tado a América, fue objeto de reformas inspiradas en los princi-
pios uniformistas y centralizadores característicos de la 
ilustración. Por más que resulten antagónicos de la orientación 
que preside esta Ley rehuyamos, en aras del rigor histórico, la 
tentación de silenciarlos o valorarlos acríticamente. No sería 
aceptable la atribución al Despotismo Ilustrado de pretensiones 
democratizadoras de la vida local. Interesa subrayar, sin 
embargo, tres vertientes de las reformas aludidas. Su gradación 
misma no carece de significado, por cuanto insinúa el orden de 
prioridades de los gobernantes de la época. En una primera 
etapa se acomete la unificación de los modelos municipales reg-
nícolas.

Se aborda luego el saneamiento de las postradas haciendas 
locales. Y se ensaya, en fin, la tímida aplicación de determinados 
mecanismos representativos. Salvo en lo que se refiere al primer 
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aspecto, las transformaciones del longevo régimen municipal 
absolutista no fueron demasiado profundas, a pesar de lo cual 
su ejecución tropezó con los intereses estamentales y provocó 
fuerte resistencia.

La llegada del liberalismo modificó sustancialmente los supues-
tos del régimen municipal que hasta aquí se ha descrito a gran-
des rasgos. El espíritu uniformista y centralizado, entonces al 
servicio de la renovación, se difundió por doquier. La abolición 
de los privilegios estamentales y la consagración del principio 
representativo tornó imposible la continuidad de los regimien-
tos perpetuos, alteró por completo el procedimiento de acceso 
a los cargos municipales y prejuzgó la composición de los Ayun-
tamientos constitucionales. La concepción de la propiedad sus-
tentada por la burguesía no presagiaba, precisamente el disfrute 
pacífico e indefinido de los bienes municipales amortizados. El 
propósito de racionalizar y dotar de homogeneidad a la actua-
ción pública en el ámbito territorial condujo a la introducción de 
la fórmula provincial y a la paralela creación de las Diputaciones.

La versión inicial del régimen local constitucional, regulada en 
Cádiz, se estableció efectivamente en el trienio liberal. Se carac-
terizaba por la implantación de Ayuntamientos de traza uni-
forme en todas las poblaciones que contaran al menos con 
1.000 habitantes y por el tendido de la red provincial en torno 
al binomio Diputación-Jefe político. Los integrantes de los 
Ayuntamientos son elegidos por sufragio indirecto. Es innegable 
que la articulación de los órganos locales con los del poder cen-
tral se realizó con el concurso de las técnicas centralizadoras en 
boga, si bien la esfera de las competencias reservadas a los 
Ayuntamientos era todavía amplia y, por otra parte, los autores 
de la Instrucción de 1823 no vacilaron en dar cabida a algunas 
soluciones que entonces resultaban prudentemente descentra-
lizadoras.

Cuando, tras los consabidos interludios absolutistas se produce 
la definitiva instalación del sistema constitucional, el legado 
doceañista en materia de régimen local es prontamente reem-
plazado por un nuevo modelo de cuño doctrinario que modera-
dos y progresistas comparten en lo fundamental, cierto que con 
variantes y diferencias de grado no desdeñables. El sufragio 
indirecto cede ante el directo en su modalidad censitaria. El 
fortalecimiento del poder ejecutivo y el coetáneo despegue de 
la Administración del Estado reduplican las posibilidades de 
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controlar eficazmente a las entidades locales, sometidas, al fin, 
a la férrea centralización que, ahora ya con miras inmovilistas, los 
moderados llevaron a sus últimas consecuencias en las leyes 
municipal y provincial de 1845. Los progresistas propugnarán, 
por el contrario, la ampliación del censo y consiguiente exten-
sión del sufragio, la suavización de los mecanismos centralizado-
res, el incremento de las facultades de los Ayuntamientos, la 
plena electividad de los alcaldes. En la mayoría de las ocasiones, 
tales propuestas carecieron de eco y obtuvieron, en el mejor de 
los casos, éxitos fugaces. En el periodo isabelino se emprende, 
por lo demás, y a fuerte ritmo, la desamortización civil, que privó 
a los municipios de buena parte de su patrimonio.

La aportación de la inmediata Revolución de septiembre al régi-
men local -que se concretó en la legislación municipal y provin-
cial de 1870- consistirá en la adopción de sufragio universal, en 
la electividad de todos los cargos municipales, en el robusteci-
miento de las Diputaciones provinciales y en la considerable 
atenuación del centralismo. Los gobernantes de la Restauración 
no tardaron, sin embargo, en retornar a la orientación del régi-
men local de corte moderado anterior al Sexenio. La modifica-
ción en ese sentido de las Leyes de 1870 tuvo lugar en diciembre 
de 1876. El Real Decreto de 2 de octubre de 1877 contiene el 
texto refundido de la última Ley municipal del siglo, a la vez que 
la regulación del régimen provincial luego sustituida por la de la 
Ley de 29 de agosto de 1882.

En verdad, el panorama que ofrecían las instituciones locales 
finiseculares era desolador. En el plano provincial, las Diputacio-
nes permanecen subordinadas por completo a los Gobernado-
res civiles; en el municipal, los Ayuntamientos, escasamente 
representativos, siguen sometidos a la estrecha tutela del 
Estado. El poder central continúa investido de atribuciones 
sobradas para intervenir en la designación de los alcaldes, remo-
ver a las autoridades locales o suspender los acuerdos munici-
pales. Los criterios a que respondía la legislación local 
mencionada, lejos de infundir vitalidad a Ayuntamientos y Dipu-
taciones, propiciaron su parálisis. La incidencia del caciquismo 
agravó la situación: atrapó al régimen local en las mallas de la 
inautenticidad, lo rodeó de prácticas corruptoras y lo condenó 
a pervivir en estado agónico. Los testimonios de los contempo-
ráneos, unánimes a este respecto, no dejan lugar a dudas.
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En esa tesitura, el régimen local, constreñido por leyes caducas 
y asfixiado por la espesa trama caciquil, devino en problemas 
político de grueso calibre. Al tiempo que una serie de proyectos 
legislativos predestinados a fracasar desfila por las Cortes, las 
críticas se generalizan hasta alcanzar en la voz de los regenera-
cionistas un volumen clamoroso. Entre tales proyectos merecen 
ser recordados el de Sánchez Toca de 1891, el de Silvela de 
1899 y, sobre todo, el de Maura de 1907, sin duda el más ambi-
cioso y el que fue debatido con mayor ardor. Maura era cons-
ciente de la inocuidad de las reformas parciales y de la 
imposibilidad de frenar la degradación de la vida local sin extir-
par el caciquismo y sin invertir la orientación centralizadora que 
inspiraba las leyes de 1877 y 1882 a la sazón vigentes. El suyo 
fue el intento más serio y meditado de reconsideración del régi-
men local en su conjunto, de lucha contra la corrupción y en 
favor del reforzamiento de los organismos municipales y Provin-
ciales. El Proyecto reconocía la diversidad local, derogaba las 
disposiciones desamortizadoras, fortalecía la posición de los 
alcaldes, aflojaba la tutela del Estado y simultáneamente preten-
día extender la acción de los entes locales por la vía -entre otras- 
de la municipalización de servicios. Los proyectos posteriores al 
de 1907 corrieron la misma suerte. Si hasta entonces la reforma 
del régimen local había concitado fortísima oposición, el plan-
teamiento con caracteres agudos de la cuestión regional que a 
continuación sobrevino, al abrir una nueva brecha en el de por 
sí agrietado sistema político, aumentó las dificultades.

La trayectoria legislativa del régimen local desembocó durante 
la dictadura de Primo de Rivera en los Estatutos municipal de 8 
de marzo de 1924 y Provincial de 20 de marzo de 1925, obra de 
José Calvo Sotelo íntimamente conectada con el ideario local 
maurista. El Estatuto municipal participa, en efecto, de la con-
vicción de que el saneamiento de la vida local dependía, en 
buena parte, del previo abandono de las directrices uniformistas 
y centralizadoras. Se prestó en consecuencia, cierta atención a 
los municipios rurales y a las entidades menores, procedién-
dose, por otro lado, a suprimir algunas de las manifestaciones 
más rigurosas de la subordinación de los Ayuntamientos a la 
Administración del Estado y a ensanchar el ámbito de las com-
petencias municipales. Medidas antes previstas por Maura y ya 
aludidas, como la derogación de la legislación desamortizadora 
y la municipalización de servicios, fueron igualmente incorpora-
das al Estatuto, expresión, en definitiva, de las soluciones técni-
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cas que se habían ido gestando en las décadas precedentes y 
de las doctrinas políticas de signo autoritario, cuyo influjo se 
traduce, por ejemplo, en la introducción de la representación 
corporativa. Con independencia de las declaraciones formales 
en sentido contrario, régimen dictatorial, descentralización y 
vigorización del régimen local se excluían mutuamente; de 
hecho, la aplicación de aquellos preceptos de los Estatutos que 
simbolizaban el reflujo de la centralización se dejó en suspenso 
y no llegó a producirse.

El rapidísimo bosquejo que antecede sugiere algunas reflexio-
nes, demasiado obvias por su misma elementalidad como para 
que el legislador prescinda de ellas y las olvide. La experiencia 
histórica demuestra de modo irrefutable que el florecimiento de 
la vida local presupone el disfrute de amplia autonomía nutrida 
por la participación auténtica de los vecinos. Es igualmente 
indudable que los entes locales precisan recursos suficientes, 
susceptibles de satisfacer las necesidades y de procurar los ser-
vicios que el administrado requiere y reclama. Tampoco parece 
cuestionable, por último, que régimen local y régimen político 
han evolucionado al unísono, vertebrados ambos por idénticos 
principios. No por otro motivo la historia tardía de nuestro régi-
men local es la historia de una prolongada, creciente y devasta-
dora frustración. Cuando, como ocurrió de manera 
particularmente aleccionadora a partir de mediados del ocho-
cientos, se coarta la participación vecinal, se adultera la repre-
sentación, se usa y abusa de la centralización, las instituciones 
locales languidecen hasta agotarse. No se debió al azar que los 
reiterados intentos de reforma del régimen local de la Restaura-
ción resultaran a la postre estériles. El advenimiento del Estado 
democrático y autonómico exige consolidar de forma definitiva 
unas instituciones locales capaces de responsabilizarse de sus 
propios intereses y vivificadoras de todo el tejido del Estado.

II

Como demuestra nuestra historia y proclama hoy la Constitu-
ción, decir régimen local es decir autonomía. La pervivencia 
misma, a lo largo del tiempo y bajo las más diversas circunstan-
cias políticas, de esta nota caracterizadora muestra, no obs-
tante, la indeterminación y ambigüedad del concepto. Sólo su 
configuración positiva desde unos postulados y en un contexto 
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jurídico-político determinado, es capaz de dotarlo de un conte-
nido preciso.

Para empezar, el sentido de la autonomía local no puede pres-
cindir de esa referencia fundamentadora de nuestro orden cons-
titucional en que España, designándose a sí misma como sujeto 
real y protagonista de su historia, se constituye en Estado social 
y democrático de derecho; anticipando así la formalización de 
ese dato en la fórmula concisa de residenciar toda soberanía en 
el pueblo español. La autonomía local ha de situarse, pues, a la 
luz de ese principio y en la perspectiva de los principios nuclea-
res que la Constitución contiene para la total estructuración del 
Estado.

La voluntad del pueblo español ha sido la de enriquecer su 
trama organizativa, multiplicando sus centros de decisión, sin 
mengua de la superior unidad de su realidad unificadora. La 
definición de los Municipios y Provincias se hace de forma sufi-
ciente, aunque no prolija, en el texto supremo. La autonomía 
municipal debe ser el principio rector de la regulación de cada 
entidad. El criterio para evitar contradicciones con otras instan-
cias radica en la determinación de sus intereses respectivos. 
Qué cosa sea el interés respectivo no ha sido desarrollado por 
la Constitución, aunque sí ha determinado los asuntos de interés 
de la Comunidad Autónoma (art. 148.1) y del Estado (art.149.1). 
Con esos elementos y con los datos que se desprenden de la 
realidad misma de las cosas, es posible construir las instituciones 
locales manteniéndolas en el lugar que debe corresponderles en 
un Estado complejo como el actual; y a las Cortes Generales 
compete enriquecer y concretar el diseño básico de las entida-
des locales como una de las piezas de la entera organización 
territorial del Estado. Presupone, pues, una perspectiva territo-
rial, es decir, global y no sectorial. Su desarrollo representa 
poner en pie una institución territorial y, consecuentemente, su 
estatuto subjetivo -puntos de referencia del nuevo ordena-
miento desde y por ellos vertebrado- y la ordenación de la capa-
cidad potencialmente universal de dicha institución. Todos los 
sectores de la realidad a que se extiende la acción pública se 
encuentran, por ello, aludidos y en mayor o menor medida afec-
tados. Se está, en definitiva, ante una Ley que atañe a la cons-
trucción misma del Estado y al diseño de uno de los 
ordenamientos jurídico-administrativos que en él se integran.
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Si en sus orígenes medievales autonomía local es el municipio 
urbano, la ciudad que nace libre por exención del mundo seño-
rial en declive y si, en el momento del surgimiento del Estado 
constitucional, esa caracterización pudo completarse identifi-
cándola con un supuesto orden local de competencias, ninguna 
de esas dos ideas sirve hoy para determinar la autonomía. No se 
trata ahora de utilizar el escalón municipal como pieza decisiva 
en un proceso histórico de emergencia de un nuevo orden polí-
tico, sino más bien de delimitar el espacio y el papel propios de 
las entidades locales en el seno de un orden constituido, pero 
tampoco es posible entender hoy los poderes públicos como 
estructuras monolíticas, construidas en cascada de mayor a 
menor y dotadas de funciones relativamente estables y diferen-
ciadas por serlo también el mundo al que se enfrenta.

Muy al contrario, la realidad social, cultural, tecnológica y eco-
nómica ha roto definitivamente las situaciones singulares de 
relativo aislamiento y hoy la sociedad se nos muestra como un 
todo continuo donde la distancia, antes factor explicativo de 
supuestas autarquías, ha sido vencida por los medios de trans-
porte, por las ondas y por la dependencia de un mercado único 
a nivel nacional a su vez ya íntimamente relacionado con la rea-
lidad internacional.

Esa continuidad del tejido social hace imposible marcar unas 
fronteras nítidas a los intereses cuya tutela respectiva se enco-
mienda a los distintos poderes que destacan así su condición de 
formar parte de un conjunto institucional de arquitectura com-
pleja en que las partes adquieren sentido en función del todo, 
pero articulándose entre sí no por principios formales, sino por 
criterios materiales que tratan de adaptar las competencias a los 
intereses reales en juego.

La autonomía local no puede definirse de forma unidimensional 
desde el puro objetivismo localista o regionalista, sino que 
requiere ser situada en el marco del ordenamiento integral del 
Estado.

La dificultad específica de ese objetivo radica en que éste no es 
único y homogéneo, sino constituido por la acción simultánea 
de los principios de unidad y autonomía de las nacionalidades y 
regiones, que encuentran su expresión organizativa en la distri-
bución del poder entre las instituciones generales de la Nación 
y las Comunidades Autónomas. Puede calificarse de feliz la con-
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ceptuación de esa fórmula como Estado compuesto, un Estado 
con una única soberanía, un solo pueblo con un destino político 
común, que -reconociendo su diversidad- constituye el sistema 
de resolución permanente de sus contradicciones, conflictos y 
tensiones que no otra cosa es el Estado, sobre la base de una 
pluralidad de instancias autónomas y diversas, vertebradas entre 
sí para el mantenimiento del valor de la unidad. Carece, pues, 
de verdadero sentido la apelación sin más a modelos preesta-
blecidos, pues las Corporaciones locales tienen en el sistema así 
descrito una posición propia, que no se define por relación a 
ninguna otra de las instancias territoriales, afirmándose -igual 
que éstas- en su condición, ganada por su peso histórico y 
actual, de partes componentes de la total estructura del Estado.

Huelga decir que la autonomía local, para su realidad, precisa de 
una institución capaz de actuarla; institución que, por expreso 
mandato constitucional y cuando menos en el escalón básico 
municipal, ha de montarse sobre la doble nota de la representa-
tividad directa y la personificación. Pero, en lo que más interesa 
ahora, ello significa que el régimen local tiene que ser, por de 
pronto, la norma institucional de los entes locales. Esta compro-
bación elemental implica dos consecuencias de primera impor-
tancia. En primer término, que esa norma desarrolla la garantía 
constitucional de la autonomía local, función ordinamental que, 
al estarle reservada o, lo que es igual, vedada a cualesquiera 
otras normas, presta a su posición en el ordenamiento en su 
conjunto una vis específica, no obstante su condición formal de 
Ley ordinaria. De otro lado, el hecho de que las entidades loca-
les, no obstante su inequívoca sustancia política, desplieguen su 
capacidad en la esfera de lo administrativo, justifica tanto esta 
última condición del marco definidor de su autonomía, como la 
identificación del título constitucional para su establecimiento 
en el artículo 149.1, apartado 18, en relación con el 148.1, apar-
tado 2.º, del texto fundamental.

Queda explicado, así, que la determinación de ese marco es el 
resultado de la acción conjunta, según la concreta distribución 
de la potestad legislativa en la materia operada por el bloque 
normativo integrado por la Constitución y los Estatutos de Auto-
nomía, de la Ley general y la Ley territorial.

La peculiar estructura de dicho marco -decisión básica constitu-
cional en términos de garantía institucional y remisión al legisla-
dor ordinario de los entes locales-, no significa, sin embargo, 



22

que ese Estatuto deba quedar regulado agotadoramente por la 
Ley. Resurge aquí la vieja polémica entre uniformismo y diversi-
dad en la organización local, en modo alguno resuelta con los 
intentos frustrados de tipificación de regímenes locales (que 
sólo suponen una estéril flexibilización del uniformismo), sólo 
que ahora transmutada en la tensión entre los valores constitu-
cionales de unidad y autonomías (de las nacionalidades y regio-
nes y de los entes locales). La resolución adecuada a esa tensión 
exige desde luego la constricción del marco general a lo estric-
tamente indispensable para satisfacer el interés nacional, pero 
también desde luego una específica ponderación, según su 
valor constitucional relativo, de las exigencias recíprocas del 
interés autonómico y el estrictamente local. De esa ponderación 
resulta que si en lo que trasciende a la conformación de la orga-
nización territorial (procesos de alteración de municipios y crea-
ción de nuevos entes territoriales), debe primar el interés 
autonómico, no sucede lo mismo en el plano de la organización 
interna de las entidades locales; plano en el que procede reco-
nocer la primacía del interés de la acomodación de aquella a las 
características específicas de éstas.

Pero el régimen local, para cumplir su función de garantía de la 
autonomía e, incluso, su cometido específico en cuanto norma 
institucional de la Administración local, precisa extravasar lo 
puramente organizativo y de funcionamiento para penetrar en 
el campo de las competencias, las reglas de la actividad pública 
y el régimen de los medios personales y materiales. Obvio 
resulta decir que, en este campo, la regulación legal ha de tener 
muy presente la opción constitucional, expresada en el artículo 
149.1, apartado 18, en favor de una ordenación común, confi-
gurando las inevitables peculiaridades de la Administración local 
desde ese fondo homogéneo, para su integración coherente en 
el mismo.

En punto al aspecto, absolutamente crucial, de las competen-
cias, la base de partida no puede ser hoy otra que la de la radi-
cal obsolescencia, por las razones ya dichas anteriormente, de 
la vinculación de la autonomía a un bloque de competencias por 
naturaleza sedicentemente locales.

En efecto, salvo algunas excepciones son raras las materias que 
en su integridad puedan atribuirse al exclusivo interés de las 
corporaciones locales; lógicamente también son raras aquellas 
en las que no exista interés local en juego; de ahí que la cuestión 
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de los ámbitos competenciales de los Entes locales deba tener 
en cuenta una composición equilibrada de los siguientes facto-
res:

a)	 La necesidad de la garantía suficiente de la autonomía local, 
que cumple satisfacer en primer término a la Ley general 
por tratarse del desarrollo de una opción constructiva cons-
titucional, que, por tanto, ha de tener vigencia en todo el 
territorio de la nación en términos de, cuando menos, un 
mínimo común denominador en cuento al contenido de 
dicha autonomía.

b)	 La exigencia de la armonización de esa garantía general con 
la distribución territorial de la disposición legislativa sobre 
las distintas materias o sectores orgánicos de acción pública, 
pues es a todas luces claro que una y otra no pueden, so 
pena de inconstitucionalidad, anularse recíprocamente.

c)	 La imposibilidad material, en todo caso, de la definición 
cabal y suficiente de las competencias locales en todos y 
cada uno de los sectores de intervención potencial de la 
Administración local desde la legislación del régimen local.

El sistema legal de concreción competencial de la autonomía 
local pretende realizar esa composición equilibrada a que se ha 
hecho alusión. Sobre el fondo del reconocimiento expreso de 
las potestades y exorbitancias que corresponden a los entes 
locales territoriales en su condición de Administración Pública, 
todo el sistema pivota sobre la plasmación del criterio material 
desde el que debe producirse la concreción legal de las compe-
tencias; criterio que no es otro que el derecho de las Corpora-
ciones locales a intervenir, con la intensidad y el alcance máximos 
-desde el principio constitucional de la descentralización y para 
la realización del derecho fundamental a la participación en los 
asuntos públicos- que permita la implicación relativa de los inte-
reses de las diferentes colectividades territoriales en cuales-
quiera de dichos asuntos públicos. El mecanismo de cierre lo 
proporciona, de un lado, la imposición a la legislación sectorial 
-desde la especial posición ordinamental que a la Ley del régi-
men local es propia según ya se ha hecho notar- de la pondera-
ción del expresado criterio, y de otro, la articulación de las 
competencias administrativas en la materia de que se trate de 
forma consecuente con la misma, así como la atribución a la 
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legislación básica estatal de una función de aseguramiento de 
un mínimo competencial a la Administración Local.

Finalmente, la organización básica de las Corporaciones locales 
y las relaciones de éstas con las otras dos Administraciones 
Públicas territoriales, se inscriben lógicamente en las líneas 
maestras que han quedado trazadas.

Por lo que hace a las relaciones interadministrativas, salta a la 
vista la radical inadecuación del mantenimiento en el nuevo y 
compuesto Estado constitucional de las técnicas y las categorías 
cristalizadas en el Estado centralista y autoritario. En particular, 
ese juicio de radical obsolescencia merece predicarse de las téc-
nicas formalizadas actuables por voluntad unilateral de una de 
las administraciones e incidentes normalmente en la validez o la 
eficacia de los actos emanados de otra, en este sentido subor-
dinada a la anterior, técnicas que no son sino trasunto y conse-
cuencia lógicos de la construcción piramidal y jerárquica del 
poder público administrativo, puesto que la tutela, a la que 
todas ellas se reconducen, no es sino una categoría que expresa 
una situación de fuerte dependencia casi jerárquica. El principio 
constitucional de autonomía y el administrativo de la descentra-
lización, en que se fundamenta el nuevo Estado, implican las 
diversificaciones de los centros del poder público administrativo 
y la actuación de cada uno de ellos, en su ámbito propio, con 
plena capacidad y bajo la propia responsabilidad, es decir, impi-
den la atribución a alguno de ellos de facultades de control que 
recaigan sobre la actividad en general de los otros y que supon-
gan una limitación de la capacidad de éstos. Cierto que ello no 
significa en modo alguno la invertebración del poder público 
administrativo, pues simultáneamente juega el principio de uni-
dad y su traducción administrativa en los de coordinación y efi-
cacia. Sucede sólo que ya no es legítima la realización de estos 
valores por las vías expuestas; antes bien, ha de ser el resultado 
del juego mismo de la vida institucional desde sus presupuestos 
de representatividad democrática y gestión autónoma de las 
propias competencias (con lo que todas las instancias adminis-
trativas son idénticas en cuanto a capacidad en la esfera de sus 
asuntos, derivando la desigualdad únicamente de la estructura 
inherente al interés público) como fruto del esfuerzo perma-
nente de integración político-social en el orden constituido. De 
este modo, las técnicas de relación entre Administraciones han 
de tener por objeto más bien la definición del marco y de los 
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procedimientos que faciliten el encuentro y la comunicación, 
incluso de carácter informal, para la colaboración y la coordina-
ción interadministrativas, fundamentalmente voluntarios y de 
base negocial. Naturalmente que el cuadro de técnicas ha de 
cerrarse por un sistema resolutorio del supuesto límite del con-
flicto, por fracaso de las mismas. La configuración de ese sis-
tema de conflictos tiene que ser, a la vez, respetuosa con la 
esencial igualdad posicional de las Administraciones territoriales 
y aseguradora de que el planteamiento y la sustanciación del 
conflicto no alteran la específica estructura constitucional de los 
intereses públicos a los que sirven dichas Administraciones.

Las anteriores reflexiones son un compendio de la filosofía que 
inspira la Ley. Esta, más que pretender garantizar la autonomía 
sobre la quietud de compartimentos estancos e incomunicados 
y, en definitiva, sobre un equilibrio estático propio de las cosas 
inanimadas, busca fundamentar aquélla en el equilibrio diná-
mico propio de un sistema de distribución del poder, tratando 
de articular los intereses del conjunto, reconociendo a cada uno 
lo suyo y estableciendo las competencias, principios, criterios y 
directrices que guíen la aplicación práctica de la norma en su 
conjunto de forma abierta a la realidad y a las necesidades del 
presente.

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1.

1.	 Los Municipios son entidades básicas de la organización 
territorial del Estado y cauces inmediatos de participación 
ciudadana en los asuntos públicos, que institucionalizan y 
gestionan con autonomía los intereses propios de las corres-
pondientes colectividades.

2.	 La Provincia y, en su caso, la Isla gozan, asimismo, de idén-
tica autonomía para la gestión de los intereses respectivos.

Artículo 2.

1.	 Para la efectividad de la autonomía garantizada constitucio-
nalmente a las entidades locales, la legislación del Estado y 
la de las Comunidades Autónomas, reguladora de los distin-
tos sectores de acción pública, según la distribución consti-
tucional de competencias, deberá asegurar a los Municipios, 
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las Provincias y las Islas su derecho a intervenir en cuantos 
asuntos afecten directamente al círculo de sus intereses, 
atribuyéndoles las competencias que proceda en atención a 
las características de la actividad pública de que se trate y a 
la capacidad de gestión de la Entidad Local, de conformi-
dad con los principios de descentralización, proximidad, 
eficacia y eficiencia, y con estricta sujeción a la normativa de 
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

2.	 Las Leyes básicas del Estado previstas constitucionalmente 
deberán determinar las competencias que ellas mismas atri-
buyan o que, en todo caso, deban corresponder a los entes 
locales en las materias que regulen.

Artículo 3.

1.	 Son Entidades Locales territoriales:

a)	 El Municipio.

b)	 La Provincia.

c)	 La Isla en los archipiélagos balear y canario.

2.	 Gozan, asimismo, de la condición de Entidades Locales:

a)	 Las Comarcas u otras entidades que agrupen varios 
Municipios, instituidas por las Comunidades Autóno-
mas de conformidad con esta Ley y los correspondien-
tes Estatutos de Autonomía.

b)	 Las Áreas Metropolitanas.

c)	 Las Mancomunidades de Municipios.

Artículo 4.

1.	 En su calidad de Administraciones públicas de carácter terri-
torial, y dentro de la esfera de sus competencias, correspon-
den en todo caso a los municipios, las provincias y las islas:

a)	 Las potestades reglamentaria y de autoorganización.

b)	 Las potestades tributaria y financiera.

c)	 La potestad de programación o planificación.

d)	 Las potestades expropiatoria y de investigación, des-
linde y recuperación de oficio de sus bienes.
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e)	 La presunción de legitimidad y la ejecutividad de sus 
actos.

f)	 Las potestades de ejecución forzosa y sancionadora.

g)	 La potestad de revisión de oficio de sus actos y acuer-
dos.

h)	 Las prelaciones y preferencias y demás prerrogativas 
reconocidas a la Hacienda Pública para los créditos de 
la misma, sin perjuicio de las que correspondan a las 
Haciendas del Estado y de las comunidades autóno-
mas; así como la inembargabilidad de sus bienes y 
derechos en los términos previstos en las leyes.

2.	 Lo dispuesto en el número precedente podrá ser de aplica-
ción a las entidades territoriales de ámbito inferior al munici-
pal y, asimismo, a las comarcas, áreas metropolitanas y demás 
entidades locales, debiendo las leyes de las comunidades 
autónomas concretar cuáles de aquellas potestades serán de 
aplicación, excepto en el supuesto de las mancomunidades, 
que se rigen por lo dispuesto en el apartado siguiente.

3.	 Corresponden a las mancomunidades de municipios, para la 
prestación de los servicios o la ejecución de las obras de su 
competencia, las potestades señaladas en el apartado 1 de 
este artículo que determinen sus Estatutos. En defecto de 
previsión estatutaria, les corresponderán todas las potesta-
des enumeradas en dicho apartado, siempre que sean pre-
cisas para el cumplimiento de su finalidad, y de acuerdo con 
la legislación aplicable a cada una de dichas potestades, en 
ambos casos.

Artículo 5.

Para el cumplimiento de sus fines y en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, las Entidades locales, de acuerdo con la 
Constitución y las leyes, tendrán plena capacidad jurídica para 
adquirir, poseer, reivindicar, permutar, gravar o enajenar toda 
clase de bienes, celebrar contratos, establecer y explotar obras 
o servicios públicos, obligarse, interponer los recursos estable-
cidos y ejercitar las acciones previstas en las leyes.

Artículo 6.

1.	 Las entidades locales sirven con objetividad los intereses 
públicos que les están encomendados y actúan de acuerdo 
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con los principios de eficacia, descentralización, desconcen-
tración y coordinación, con sometimiento pleno a la ley y al 
Derecho.

2.	 Los Tribunales ejercen el control de legalidad de los acuer-
dos y actos de las entidades locales.

Artículo 7.

1.	 Las competencias de las Entidades Locales son propias o 
atribuidas por delegación.

2.	 Las competencias propias de los Municipios, las Provincias, 
las Islas y demás Entidades Locales territoriales solo podrán 
ser determinadas por Ley y se ejercen en régimen de auto-
nomía y bajo la propia responsabilidad, atendiendo siempre 
a la debida coordinación en su programación y ejecución 
con las demás Administraciones Públicas.

3.	 El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de 
sus respectivas competencias, podrán delegar en las Entida-
des Locales el ejercicio de sus competencias.

Las competencias delegadas se ejercen en los términos 
establecidos en la disposición o en el acuerdo de delega-
ción, según corresponda, con sujeción a las reglas estable-
cidas en el artículo 27, y preverán técnicas de dirección y 
control de oportunidad y eficiencia.

4.	 Las Entidades Locales solo podrán ejercer competencias 
distintas de las propias y de las atribuidas por delegación 
cuando no se ponga en riesgo la sostenibilidad financiera 
del conjunto de la Hacienda municipal, de acuerdo con los 
requerimientos de la legislación de estabilidad presupues-
taria y sostenibilidad financiera y no se incurra en un 
supuesto de ejecución simultánea del mismo servicio 
público con otra Administración Pública. A estos efectos, 
serán necesarios y vinculantes los informes previos de la 
Administración competente por razón de materia, en el que 
se señale la inexistencia de duplicidades, y de la Administra-
ción que tenga atribuida la tutela financiera sobre la soste-
nibilidad financiera de las nuevas competencias.

En todo caso, el ejercicio de estas competencias deberá rea-
lizarse en los términos previstos en la legislación del Estado 
y de las Comunidades Autónomas.
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Artículo 8.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las Provincias 
y las islas podrán realizar la gestión ordinaria de servicios pro-
pios de la Administración autonómica, de conformidad con los 
Estatutos de Autonomía y la legislación de las Comunidades 
Autónomas.

Artículo 9.

Las normas de desarrollo de esta Ley que afecten a los Munici-
pios, Provincias, islas u otras entidades locales territoriales no 
podrán limitar su ámbito de aplicación a una o varias de dichas 
entidades con carácter singular, sin perjuicio de lo dispuesto en 
esta Ley para los regímenes municipales o provinciales especiales.

Artículo 10.

1.	 La Administración Local y las demás Administraciones públi-
cas ajustarán sus relaciones recíprocas a los deberes de 
información mutua, colaboración coordinación y respeto a 
los ámbitos competenciales respectivos.

2.	 Procederá la coordinación de las competencias de las Enti-
dades Locales entre sí y, especialmente, con las de las res-
tantes Administraciones públicas, cuando las actividades o 
los servicios locales trasciendan el interés propio de las 
correspondientes Entidades, incidan o condicionen relevan-
temente los de dichas Administraciones o sean concurrentes 
o complementarios de los de éstas.

3.	 En especial, la coordinación de las Entidades Locales tendrá 
por objeto asegurar el cumplimiento de la legislación de 
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

4.	 Las funciones de coordinación serán compatibles con la 
autonomía de las Entidades Locales.

TÍTULO I I

El municipio

Artículo 11.

1.	 El Municipio es la entidad local básica de la organización 
territorial del Estado. Tiene personalidad jurídica y plena 
capacidad para el cumplimiento de sus fines.
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2.	 Son elementos del Municipio el territorio, la población y la 
organización.

CAPÍTULO I

Territorio y población

Artículo 12.

1.	 El término municipal es el territorio en que el ayuntamiento 
ejerce sus competencias.

2.	 Cada municipio pertenecerá a una sola provincia.

Artículo 13.

1.	 La creación o supresión de municipios, así como la altera-
ción de términos municipales, se regularán por la legislación 
de las Comunidades Autónomas sobre régimen local, sin 
que la alteración de términos municipales pueda suponer, 
en ningún caso, modificación de los límites provinciales. 
Requerirán en todo caso audiencia de los municipios intere-
sados y dictamen del Consejo de Estado o del órgano con-
sultivo superior de los Consejos de Gobierno de las 
Comunidades Autónomas, si existiere, así como informe de 
la Administración que ejerza la tutela financiera. Simultánea-
mente a la petición de este dictamen se dará conocimiento 
a la Administración General del Estado.

2.	 La creación de nuevos municipios solo podrá realizarse 
sobre la base de núcleos de población territorialmente dife-
renciados, de al menos 4.000 habitantes y siempre que los 
municipios resultantes sean financieramente sostenibles, 
cuenten con recursos suficientes para el cumplimiento de las 
competencias municipales y no suponga disminución en la 
calidad de los servicios que venían siendo prestados.

3.	 Sin perjuicio de las competencias de las Comunidades Autó-
nomas, el Estado, atendiendo a criterios geográficos, socia-
les, económicos y culturales, podrá establecer medidas que 
tiendan a fomentar la fusión de municipios con el fin de 
mejorar la capacidad de gestión de los asuntos públicos 
locales.

4.	 Los municipios, con independencia de su población, colindan-
tes dentro de la misma provincia podrán acordar su fusión 
mediante un convenio de fusión, sin perjuicio del procedimiento 
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previsto en la normativa autonómica. El nuevo municipio resul-
tante de la fusión no podrá segregarse hasta transcurridos diez 
años desde la adopción del convenio de fusión.

Al municipio resultante de esta fusión le será de aplicación 
lo siguiente:

a)	 El coeficiente de ponderación que resulte de aplicación 
de acuerdo con el artículo 124.1 del texto refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado 
mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo se incrementará en 0,10.

b)	 El esfuerzo fiscal y el inverso de la capacidad tributaria 
que le corresponda en ningún caso podrá ser inferior al 
más elevado de los valores previos que tuvieran cada 
municipio por separado antes de la fusión de acuerdo 
con el artículo 124.1 del texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado 
mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo.

c)	 Su financiación mínima será la suma de las financiacio-
nes mínimas que tuviera cada municipio por separado 
antes de la fusión de acuerdo con el artículo 124.2 del 
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo.

d)	 De la aplicación de las reglas contenidas en las letras 
anteriores no podrá derivarse, para cada ejercicio, un 
importe total superior al que resulte de lo dispuesto en 
el artículo 123 del citado texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales.

e)	 Se sumarán los importes de las compensaciones que, 
por separado, corresponden a los municipios que se 
fusionen y que se derivan de la reforma del Impuesto 
sobre Actividades Económicas de la disposición adicio-
nal décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, de 
Reforma de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Regu-
ladora de las Haciendas Locales, actualizadas en los 
mismos términos que los ingresos tributarios del Estado 
en cada ejercicio respecto a 2004, así como la compen-
sación adicional, regulada en la disposición adicional 
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segunda de la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, actua-
lizada en los mismos términos que los ingresos tributa-
rios del Estado en cada ejercicio respecto a 2006.

f)	 Queda dispensado de prestar nuevos servicios mínimos 
de los previstos en el artículo 26 que le corresponda 
por razón de su aumento poblacional.

g)	 Durante, al menos, los cinco primeros años desde la 
adopción del convenio de fusión, tendrá preferencia en 
la asignación de planes de cooperación local, subven-
ciones, convenios u otros instrumentos basados en la 
concurrencia. Este plazo podrá prorrogarse por la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado.

La fusión conllevará:

a)	 La integración de los territorios, poblaciones y organi-
zaciones de los municipios, incluyendo los medios per-
sonales, materiales y económicos, del municipio 
fusionado. A estos efectos, el Pleno de cada Corpora-
ción aprobará las medidas de redimensionamiento para 
la adecuación de las estructuras organizativas, inmobi-
liarias, de personal y de recursos resultantes de su 
nueva situación. De la ejecución de las citadas medidas 
no podrá derivarse incremento alguno de la masa sala-
rial en los municipios afectados.

b)	 El órgano del gobierno del nuevo municipio resultante 
estará constituido transitoriamente por la suma de los 
concejales de los municipios fusionados en los términos 
previstos en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del 
Régimen Electoral General.

c)	 Si se acordara en el Convenio de fusión, cada uno de 
los municipios fusionados, o alguno de ellos podrá fun-
cionar como forma de organización desconcentrada de 
conformidad con lo previsto en el artículo 24 bis.

d)	 El nuevo municipio se subrogará en todos los derechos 
y obligaciones de los anteriores municipios, sin perjui-
cio de lo previsto en la letra e).

e)	 Si uno de los municipios fusionados estuviera en situa-
ción de déficit se podrán integrar, por acuerdo de los 
municipios fusionados, las obligaciones, bienes y dere-
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chos patrimoniales que se consideren liquidables en un 
fondo, sin personalidad jurídica y con contabilidad sepa-
rada, adscrito al nuevo municipio, que designará un 
liquidador al que le corresponderá la liquidación de este 
fondo. Esta liquidación deberá llevarse a cabo durante 
los cinco años siguientes desde la adopción del convenio 
de fusión, sin perjuicio de los posibles derechos que 
puedan corresponder a los acreedores. La aprobación 
de las normas a las que tendrá que ajustarse la contabi-
lidad del fondo corresponderá al Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas, a propuesta de la Interven-
ción General de la Administración del Estado.

f)	 El nuevo municipio aprobará un nuevo presupuesto 
para el ejercicio presupuestario siguiente a la adopción 
del convenio de fusión.

5.	 Las Diputaciones provinciales o entidades equivalentes, en 
colaboración con la Comunidad Autónoma, coordinarán y 
supervisarán la integración de los servicios resultantes del 
proceso de fusión.

6.	 El convenio de fusión deberá ser aprobado por mayoría sim-
ple de cada uno de los plenos de los municipios fusionados. 
La adopción de los acuerdos previstos en el artículo 47.2, 
siempre que traigan causa de una fusión, será por mayoría 
simple de los miembros de la corporación.

Artículo 14.

1.	 Los cambios de denominación de los Municipios solo ten-
drán carácter oficial cuando, tras haber sido anotados en un 
Registro creado por la Administración del Estado para la 
inscripción de todas las entidades a que se refiere la pre-
sente Ley, se publiquen en el «Boletín Oficial del Estado».

2.	 La denominación de los Municipios podrá ser, a todos los 
efectos, en castellano, en cualquier otra lengua española 
oficial en la respectiva Comunidad Autónoma, o en ambas.

Artículo 15.

Toda persona que viva en España está obligada a inscribirse en 
el Padrón del municipio en el que resida habitualmente. Quien 
viva en varios municipios deberá inscribirse únicamente en el 
que habite durante más tiempo al año.
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El conjunto de personas inscritas en el Padrón municipal consti-
tuye la población del municipio.

Los inscritos en el Padrón municipal son los vecinos del municipio.

La condición de vecino se adquiere en el mismo momento de su 
inscripción en el Padrón.

Artículo 16.

1.	 El Padrón municipal es el registro administrativo donde 
constan los vecinos de un municipio. Sus datos constituyen 
prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habi-
tual en el mismo. Las certificaciones que de dichos datos se 
expidan tendrán carácter de documento público y feha-
ciente para todos los efectos administrativos.

La inscripción en el Padrón Municipal sólo surtirá efecto de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 por el tiempo 
que subsista el hecho que la motivó y, en todo caso, deberá 
ser objeto de renovación periódica cada dos años cuando 
se trate de la inscripción de extranjeros sin autorización de 
residencia de larga duración, no pertenecientes a un Estado 
miembro de la Unión Europea, a Estados parte en el 
Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o a otros 
Estados a los que, en virtud de un convenio internacional se 
extienda el régimen jurídico previsto para los ciudadanos de 
los Estados mencionados anteriormente.

El transcurso del plazo señalado en el párrafo anterior será 
causa para acordar la caducidad de las inscripciones que 
deban ser objeto de renovación periódica, siempre que el 
interesado no hubiese procedido a tal renovación. En este 
caso, la caducidad podrá declararse sin necesidad de 
audiencia previa del interesado.

2.	 La inscripción en el Padrón municipal contendrá como obli-
gatorios sólo los siguientes datos:

a)	 Nombre y apellidos.

b)	 Sexo.

c)	 Domicilio habitual, con especificación de la referencia 
catastral, en el territorio fiscal común o el código equi-
valente en los territorios forales, siempre que el domici-
lio cuente con referencia catastral o código equivalente.
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d)	 Nacionalidad.

e)	 Lugar y fecha de nacimiento.

f)	 Número de documento nacional de identidad o, tratán-
dose de extranjeros:

1.º	 Número de identidad de extranjero que conste en el 
certificado de inscripción en el Registro Central de 
Extranjeros expedido por las autoridades españolas, 
o en su defecto, número del documento acreditativo 
de la identidad o del pasaporte en vigor expedido 
por las autoridades del país de procedencia, tratán-
dose de ciudadanos nacionales de Estados miem-
bros de la Unión Europea, de otros Estados parte en 
el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo o 
de Estados a los que, en virtud de un convenio inter-
nacional se extienda el régimen jurídico previsto 
para los ciudadanos de los Estados mencionados.

2.º	 Número de identidad de extranjero que conste en 
documento, en vigor, expedido por las autoridades 
españolas o, en su defecto, por no ser titulares de 
estos, el número del pasaporte en vigor expedido 
por las autoridades del país de procedencia, tratán-
dose de ciudadanos nacionales de Estados no com-
prendidos en el párrafo anterior, salvo que, por 
virtud de Tratado o Acuerdo Internacional, disfruten 
de un régimen específico de exención de visado en 
materia de pequeño tráfico fronterizo con el munici-
pio en el que se pretenda el empadronamiento, en 
cuyo caso, se exigirá el correspondiente visado.

g)	 Certificado o título escolar o académico que se posea.

h)	 Cuantos otros datos puedan ser necesarios para la ela-
boración del Censo Electoral, siempre que se garantice 
el respeto a los derechos fundamentales reconocidos 
en la Constitución Española.

Asimismo, de conformidad con la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, la inscripción en el Padrón muni-
cipal podrá recoger la aportación voluntaria de los datos 
relativos a la designación de las personas que pueden repre-
sentar a cada vecino ante la administración municipal a efec-
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tos padronales, el número de teléfono de contacto y la 
dirección de correo electrónico.

3.	 Los datos obligatorios del Padrón Municipal se cederán a 
otras Administraciones públicas que lo soliciten sin consen-
timiento previo del afectado solamente cuando les sean 
necesarios para el ejercicio de sus respectivas competen-
cias, y exclusivamente para asuntos en los que la residencia 
o el domicilio sean datos relevantes. También pueden servir 
para elaborar estadísticas oficiales sometidas al secreto 
estadístico, en los términos previstos en la Ley 12/1989, de 
9 de mayo, de la Función Estadística Pública y en las leyes 
de estadística de las Comunidades Autónomas con compe-
tencia en la materia. Los datos de aportación voluntaria no 
serán susceptibles de cesión en ningún caso.

Artículo 17.

1.	 La formación, mantenimiento, revisión y custodia del Padrón 
municipal corresponde al Ayuntamiento, de acuerdo con lo 
que establezca la legislación del Estado.

Con este fin, los distintos organismos de la Administración 
General del Estado, competentes por razón de la materia, 
remitirán periódicamente a cada Ayuntamiento información 
sobre las variaciones de los datos de sus vecinos que con 
carácter obligatorio deben figurar en el Padrón municipal, 
en la forma que se establezca reglamentariamente.

La gestión del Padrón municipal se llevará por los Ayunta-
mientos con medios informáticos. Las Diputaciones Provin-
ciales o entidades equivalentes, Cabildos y Consejos 
insulares asumirán la gestión informatizada de los Padrones 
de los municipios que, por su insuficiente capacidad econó-
mica y de gestión, no puedan mantener los datos de forma 
automatizada.

2.	 Los Ayuntamientos realizarán las actuaciones y operaciones 
necesarias para mantener actualizados sus Padrones de modo 
que los datos contenidos en éstos concuerden con la realidad.

Si un ayuntamiento no llevara a cabo dichas actuaciones, el 
Instituto Nacional de Estadística, previo informe del Consejo 
de Empadronamiento, podrá requerirle previamente concre-
tando la inactividad, y si fuere rechazado, sin perjuicio de los 
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recursos jurisdiccionales que procedan, podrá acudir a la eje-
cución sustitutoria prevista en el artículo 60 de la presente ley.

3.	 Los Ayuntamientos remitirán al Instituto Nacional de Esta-
dística los datos de sus respectivos Padrones, en la forma 
que reglamentariamente se determine por la Administra-
ción General del Estado, a fin de que pueda llevarse a cabo 
la coordinación entre los Padrones de todos los municipios.

El Instituto Nacional de Estadística, en aras a subsanar posi-
bles errores y evitar duplicidades, realizará las comprobacio-
nes oportunas, y comunicará a los Ayuntamientos las 
actuaciones y operaciones necesarias para que los datos 
padronales puedan servir de base para la elaboración de 
estadísticas de población a nivel nacional, para que las cifras 
resultantes de las revisiones anuales puedan ser declaradas 
oficiales, y para que los Ayuntamientos puedan remitir, debi-
damente actualizados, los datos del Censo Electoral.

Corresponderá a la persona que ejerza la Presidencia del 
Instituto Nacional de Estadística la resolución de las discre-
pancias que, en materia de empadronamiento, surjan entre 
los Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales o entidades 
equivalentes, Cabildos y Consejos insulares o entre estos 
entes y el Instituto Nacional de Estadística, así como elevar 
al Gobierno de la Nación la propuesta de cifras oficiales de 
población de los municipios españoles, comunicándolo en 
los términos que reglamentariamente se determinan al 
Ayuntamiento interesado.

El Instituto Nacional de Estadística podrá ceder los datos de 
su base padronal a otras Administraciones Públicas en las 
mismas condiciones señaladas en el artículo 16.3. Asimismo, 
el Instituto Nacional de Estadística facilitará a los Institutos 
estadísticos de las Comunidades Autónomas, u órganos 
competentes en la materia, los datos relativos a los padro-
nes de los municipios de su ámbito territorial en las condi-
ciones previstas en el artículo 16.3, y con la periodicidad 
que se acuerde entre las partes.

4.	 Adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda se crea el 
Consejo de Empadronamiento como órgano colegiado de 
colaboración entre la Administración General del Estado y 
los Entes Locales en materia padronal, de acuerdo con lo 
que reglamentariamente se establezca.
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El Consejo será presidido por el Presidente del Instituto Nacio-
nal de Estadística y estará formado por representantes de la 
Administración General del Estado y de los Entes Locales.

El Consejo funcionará en Pleno y en Comisión, existiendo en 
cada provincia una Sección Provincial bajo la presidencia del 
Delegado del Instituto Nacional de Estadística y con repre-
sentación de los Entes Locales.

El Consejo de Empadronamiento desempeñará las siguien-
tes funciones:

a)	 Elevar a la decisión de la persona que ejerza la Presi-
dencia del Instituto Nacional de Estadística propuesta 
vinculante de resolución de las discrepancias que surjan 
en materia de empadronamiento entre Ayuntamientos, 
Diputaciones Provinciales o entidades equivalentes, 
Cabildos, Consejos insulares o entre estos entes y el 
Instituto Nacional de Estadística.

b)	 Informar, con carácter vinculante, las propuestas que 
eleve al Gobierno el Presidente del Instituto Nacional 
de Estadística sobre cifras oficiales de población de los 
municipios españoles.

c)	 Proponer la aprobación de las instrucciones técnicas 
precisas para la gestión de los padrones municipales.

d)	 Cualquier otra función que se le atribuya por disposi-
ción legal o reglamentaria.

5.	 La Administración General del Estado, en colaboración con 
los Ayuntamientos y Administraciones de las Comunidades 
Autónomas confeccionará un Padrón de españoles residen-
tes en el extranjero, al que será de aplicación las normas de 
esta Ley que regulan el Padrón municipal.

Las personas inscritas en este Padrón se considerarán vecinos 
del municipio español que figura en los datos de su inscripción 
únicamente a efectos del ejercicio del derecho de sufragio, no 
constituyendo, en ningún caso, población del municipio.

Artículo 18.

1.	 Son derechos y deberes de los vecinos:

a)	 Ser elector y elegible de acuerdo con lo dispuesto en 
la legislación electoral.
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b)	 Participar en la gestión municipal de acuerdo con lo 
dispuesto en las leyes y, en su caso, cuando la colabo-
ración con carácter voluntario de los vecinos sea intere-
sada por los órganos de gobierno y administración 
municipal.

c)	 Utilizar, de acuerdo con su naturaleza, los servicios 
públicos municipales, y acceder a los aprovechamien-
tos comunales, conforme a las normas aplicables.

d)	 Contribuir mediante las prestaciones económicas y per-
sonales legalmente previstas a la realización de las 
competencias municipales.

e)	 Ser informado, previa petición razonada, y dirigir solici-
tudes a la Administración municipal en relación a todos 
los expedientes y documentación municipal, de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 105 de la Constitución.

f)	 Pedir la consulta popular en los términos previstos en 
la ley.

g)	 Exigir la prestación y, en su caso, el establecimiento del 
correspondiente servicio público, en el supuesto de 
constituir una competencia municipal propia de carác-
ter obligatorio.

h)	 Ejercer la iniciativa popular en los términos previstos en 
el artículo 70 bis.

i)	 Aquellos otros derechos y deberes establecidos en las 
leyes.

2.	 La inscripción de los extranjeros en el padrón municipal no 
constituirá prueba de su residencia legal en España ni les 
atribuirá ningún derecho que no les confiera la legislación 
vigente, especialmente en materia de derechos y libertades 
de los extranjeros en España.

CAPÍTULO II

Organización

Artículo 19.

1.	 El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos 
municipios que legalmente funcionen en régimen de Con-
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cejo Abierto, corresponde al ayuntamiento, integrado por 
el Alcalde y los Concejales.

2.	 Los Concejales son elegidos mediante sufragio universal, 
igual, libre, directo y secreto, y el Alcalde es elegido por los 
Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que 
establezca la legislación electoral general.

3.	 El régimen de organización de los municipios señalados en 
el título X de esta ley se ajustará a lo dispuesto en el mismo. 
En lo no previsto por dicho título, será de aplicación el régi-
men común regulado en los artículos siguientes.

Artículo 20.

1.	 La organización municipal responde a las siguientes reglas:

a)	 El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen 
en todos los ayuntamientos.

b)	 La Junta de Gobierno Local existe en todos los munici-
pios con población superior a 5.000 habitantes y en los 
de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgá-
nico o así lo acuerde el Pleno de su ayuntamiento.

c)	 En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los 
de menos en que así lo disponga su reglamento orgá-
nico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación 
autonómica no prevé en este ámbito otra forma orga-
nizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, 
informe o consulta de los asuntos que han de ser some-
tidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento 
de la gestión del Alcalde, la Junta de Gobierno Local y 
los concejales que ostenten delegaciones, sin perjuicio 
de las competencias de control que corresponden al 
Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la cor-
poración tendrán derecho a participar en dichos órga-
nos, mediante la presencia de concejales pertenecientes 
a los mismos en proporción al número de Concejales 
que tengan en el Pleno.

d)	 La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones 
existe en los municipios señalados en el título X, y en 
aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el 
voto favorable de la mayoría absoluta del número legal 
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de sus miembros, o así lo disponga su Reglamento 
orgánico.

e)	 La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los 
municipios, de acuerdo con la estructura prevista en el 
artículo 116.

2.	 Las leyes de las comunidades autónomas sobre el régimen 
local podrán establecer una organización municipal comple-
mentaria a la prevista en el número anterior.

3.	 Los propios municipios, en los reglamentos orgánicos, 
podrán establecer y regular otros órganos complementa-
rios, de conformidad con lo previsto en este artículo y en las 
leyes de las comunidades autónomas a las que se refiere el 
número anterior.

Artículo 21.

1.	 El Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta las 
siguientes atribuciones:

a)	 Dirigir el gobierno y la administración municipal.

b)	 Representar al ayuntamiento.

c)	 Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los 
supuestos previstos en esta ley y en la legislación elec-
toral general, de la Junta de Gobierno Local, y de cua-
lesquiera otros órganos municipales cuando así se 
establezca en disposición legal o reglamentaria, y deci-
dir los empates con voto de calidad.

d)	 Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras 
municipales.

e)	 Dictar bandos.

f)	 El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con 
el Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro de 
los límites de su competencia, concertar operaciones 
de crédito, con exclusión de las contempladas en el 
artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, 
Reguladora de las Haciendas Locales, siempre que 
aquéllas estén previstas en el Presupuesto y su importe 
acumulado dentro de cada ejercicio económico no 
supere el 10 por ciento de sus recursos ordinarios, salvo 
las de tesorería que le corresponderán cuando el 
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importe acumulado de las operaciones vivas en cada 
momento no supere el 15 por ciento de los ingresos 
corrientes liquidados en el ejercicio anterior, ordenar 
pagos y rendir cuentas ; todo ello de conformidad con 
lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales.

g)	 Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el 
Presupuesto y la plantilla aprobados por el Pleno, apro-
bar las bases de las pruebas para la selección del per-
sonal y para los concursos de provisión de puestos de 
trabajo y distribuir las retribuciones complementarias 
que no sean fijas y periódicas.

h)	 Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y 
acordar su nombramiento y sanciones, incluida la sepa-
ración del servicio de los funcionarios de la Corpora-
ción y el despido del personal laboral, dando cuenta al 
Pleno, en estos dos últimos casos, en la primera sesión 
que celebre. Esta atribución se entenderá sin perjuicio 
de lo dispuesto en los artículos 99.1 y 3 de esta ley.

i)	 Ejercer la jefatura de la Policía Municipal.

j)	 Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento 
de desarrollo del planeamiento general no expresa-
mente atribuidas al Pleno, así como la de los instrumen-
tos de gestión urbanística y de los proyectos de 
urbanización.

k)	 El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la 
defensa del ayuntamiento en las materias de su compe-
tencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro 
órgano, y, en caso de urgencia, en materias de la compe-
tencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo 
en la primera sesión que celebre para su ratificación.

l)	 La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de 
lesividad en materias de la competencia de la Alcaldía.

m)	 Adoptar personalmente, y bajo su responsabilidad, en 
caso de catástrofe o de infortunios públicos o grave 
riesgo de los mismos, las medidas necesarias y adecua-
das dando cuenta inmediata al Pleno.

n)	 Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o 
por infracción de las ordenanzas municipales, salvo en 
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los casos en que tal facultad esté atribuida a otros 
órganos.

ñ)	 (Derogada)

o)	 La aprobación de los proyectos de obras y de servicios 
cuando sea competente para su contratación o conce-
sión y estén previstos en el presupuesto.

p)	 (Derogada)

q)	 El otorgamiento de las licencias, salvo que las leyes sec-
toriales lo atribuyan expresamente al Pleno o a la Junta 
de Gobierno Local.

r)	 Ordenar la publicación, ejecución y hacer cumplir los 
acuerdos del Ayuntamiento.

s)	 Las demás que expresamente le atribuyan las leyes y 
aquellas que la legislación del Estado o de las comuni-
dades autónomas asignen al municipio y no atribuyan a 
otros órganos municipales.

2.	 Corresponde asimismo al Alcalde el nombramiento de los 
Tenientes de Alcalde.

3.	 El Alcalde puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, 
salvo las de convocar y presidir las sesiones del Pleno y de 
la Junta de Gobierno Local, decidir los empates con el voto 
de calidad, la concertación de operaciones de crédito, la 
jefatura superior de todo el personal, la separación del ser-
vicio de los funcionarios y el despido del personal laboral, y 
las enunciadas en los párrafos a), e), j), k), l) y m) del apar-
tado 1 de este artículo. No obstante, podrá delegar en la 
Junta de Gobierno Local el ejercicio de las atribuciones con-
templadas en el párrafo j).

Artículo 22.

1.	 El Pleno, integrado por todos los Concejales, es presidido 
por el Alcalde.

2.	 Corresponden, en todo caso, al Pleno municipal en los 
Ayuntamientos, y a la Asamblea vecinal en el régimen de 
Concejo Abierto, las siguientes atribuciones:

a)	 El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.
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b)	 Los acuerdos relativos a la participación en organizacio-
nes supramunicipales; alteración del término municipal; 
creación o supresión de municipios y de las entidades 
a que se refiere el artículo 45; creación de órganos des-
concentrados; alteración de la capitalidad del munici-
pio y el cambio de nombre de éste o de aquellas 
entidades y la adopción o modificación de su bandera, 
enseña o escudo.

c)	 La aprobación inicial del planeamiento general y la 
aprobación que ponga fin a la tramitación municipal de 
los planes y demás instrumentos de ordenación previs-
tos en la legislación urbanística, así como los convenios 
que tengan por objeto la alteración de cualesquiera de 
dichos instrumentos.

d)	 La aprobación del reglamento orgánico y de las orde-
nanzas.

e)	 La determinación de los recursos propios de carácter 
tributario; la aprobación y modificación de los presu-
puestos, y la disposición de gastos en materia de su 
competencia y la aprobación de las cuentas; todo ello 
de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Reguladora de 
las Haciendas Locales.

f)	 La aprobación de las formas de gestión de los servicios 
y de los expedientes de municipalización.

g)	 La aceptación de la delegación de competencias hecha 
por otras Administraciones públicas.

h)	 El planteamiento de conflictos de competencias a otras 
entidades locales y demás Administraciones públicas.

i)	 La aprobación de la plantilla de personal y de la rela-
ción de puestos de trabajo, la fijación de la cuantía de 
las retribuciones complementarias fijas y periódicas de 
los funcionarios y el número y régimen del personal 
eventual.

j)	 El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la 
defensa de la corporación en materias de competencia 
plenaria.

k)	 La declaración de lesividad de los actos del Ayunta-
miento.
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l)	 La alteración de la calificación jurídica de los bienes de 
dominio público.

m)	 La concertación de las operaciones de crédito cuya 
cuantía acumulada, dentro de cada ejercicio econó-
mico, exceda del 10 por ciento de los recursos ordina-
rios del Presupuesto -salvo las de tesorería, que le 
corresponderán cuando el importe acumulado de las 
operaciones vivas en cada momento supere el 15 por 
ciento de los ingresos corrientes liquidados en el ejer-
cicio anterior- todo ello de conformidad con lo dis-
puesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

n)	 (Derogada)

ñ)	 La aprobación de los proyectos de obras y servicios 
cuando sea competente para su contratación o concesión, 
y cuando aún no estén previstos en los presupuestos.

o)	 (Derogada)

p)	 Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por 
exigir su aprobación una mayoría especial.

q)	 Las demás que expresamente le confieran las leyes.

3.	 Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la 
moción de censura al Alcalde y sobre la cuestión de con-
fianza planteada por el mismo, que serán públicas y se rea-
lizarán mediante llamamiento nominal en todo caso, y se 
rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.

4.	 El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el 
Alcalde y en la Junta de Gobierno Local, salvo las enuncia-
das en el apartado 2, párrafos a), b), c), d), e), f), g), h), i), l) 
y p), y en el apartado 3 de este artículo.

Artículo 23.

1.	 La Junta de Gobierno Local se integra por el Alcalde y un 
número de Concejales no superior al tercio del número legal 
de los mismos, nombrados y separados libremente por 
aquél, dando cuenta al Pleno.

2.	 Corresponde a la Junta de Gobierno Local:

a)	 La asistencia al Alcalde en el ejercicio de sus atribuciones.
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b)	 Las atribuciones que el Alcalde u otro órgano municipal 
le delegue o le atribuyan las leyes.

3.	 Los Tenientes de Alcalde sustituyen, por el orden de su 
nombramiento y en los casos de vacante, ausencia o enfer-
medad, al Alcalde, siendo libremente designados y removi-
dos por éste de entre los miembros de la Junta de Gobierno 
Local y, donde ésta no exista, de entre los Concejales.

4.	 El Alcalde puede delegar el ejercicio de determinadas atri-
buciones en los miembros de la Junta de Gobierno Local y, 
donde ésta no exista, en los Tenientes de Alcalde, sin per-
juicio de las delegaciones especiales que, para cometidos 
específicos, pueda realizar en favor de cualesquiera Conce-
jales, aunque no pertenecieran a aquélla.

Artículo 24.

1.	 Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los 
asuntos locales y mejorar ésta, los municipios podrán esta-
blecer órganos territoriales de gestión desconcentrada, con 
la organización, funciones y competencias que cada ayunta-
miento les confiera, atendiendo a las características del 
asentamiento de la población en el término municipal, sin 
perjuicio de la unidad de gobierno y gestión del municipio.

2.	 En los municipios señalados en el artículo 121 será de apli-
cación el régimen de gestión desconcentrada establecido 
en el artículo 128.

Artículo 24 bis.

1.	 Las leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen 
local regularán los entes de ámbito territorial inferior al 
Municipio, que carecerán de personalidad jurídica, como 
forma de organización desconcentrada del mismo para la 
administración de núcleos de población separados, bajo su 
denominación tradicional de caseríos, parroquias, aldeas, 
barrios, anteiglesias, concejos, pedanías, lugares anejos y 
otros análogos, o aquella que establezcan las leyes.

2.	 La iniciativa corresponderá indistintamente a la población 
interesada o al Ayuntamiento correspondiente. Este último 
debe ser oído en todo caso.

3.	 Solo podrán crearse este tipo de entes si resulta una opción 
más eficiente para la administración desconcentrada de 
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núcleos de población separados de acuerdo con los princi-
pios previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

CAPÍTULO III

Competencias

Artículo 25.

1.	 El Municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito 
de sus competencias, puede promover actividades y prestar 
los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las nece-
sidades y aspiraciones de la comunidad vecinal en los térmi-
nos previstos en este artículo.

2.	 El Municipio ejercerá en todo caso como competencias pro-
pias, en los términos de la legislación del Estado y de las 
Comunidades Autónomas, en las siguientes materias:

a)	 Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disci-
plina urbanística. Protección y gestión del Patrimonio 
histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protec-
ción pública con criterios de sostenibilidad financiera. 
Conservación y rehabilitación de la edificación.

b)	 Medio ambiente urbano: en particular, parques y jardi-
nes públicos, gestión de los residuos sólidos urbanos y 
protección contra la contaminación acústica, lumínica y 
atmosférica en las zonas urbanas.

c)	 Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacua-
ción y tratamiento de aguas residuales.

d)	 Infraestructura viaria y otros equipamientos de su titu-
laridad.

e)	 Evaluación e información de situaciones de necesidad 
social y la atención inmediata a personas en situación o 
riesgo de exclusión social.

f)	 Policía local, protección civil, prevención y extinción de 
incendios.

g)	 Tráfico, estacionamiento de vehículos y movilidad. 
Transporte colectivo urbano.
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h)	 Información y promoción de la actividad turística de 
interés y ámbito local.

i)	 Ferias, abastos, mercados, lonjas y comercio ambu-
lante.

j)	 Protección de la salubridad pública.

k)	 Cementerios y actividades funerarias.

l)	 Promoción del deporte e instalaciones deportivas y de 
ocupación del tiempo libre.

m)	 Promoción de la cultura y equipamientos culturales.

n)	 Participar en la vigilancia del cumplimiento de la esco-
laridad obligatoria y cooperar con las Administraciones 
educativas correspondientes en la obtención de los 
solares necesarios para la construcción de nuevos cen-
tros docentes. La conservación, mantenimiento y vigi-
lancia de los edificios de titularidad local destinados a 
centros públicos de educación infantil, de educación 
primaria o de educación especial.

ñ)	 Promoción en su término municipal de la participación 
de los ciudadanos en el uso eficiente y sostenible de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones.

o)	 Actuaciones en la promoción de la igualdad entre hom-
bres y mujeres así como contra la violencia de género.

3.	 Las competencias municipales en las materias enunciadas en 
este artículo se determinarán por Ley debiendo evaluar la 
conveniencia de la implantación de servicios locales con-
forme a los principios de descentralización, eficiencia, esta-
bilidad y sostenibilidad financiera.

4.	 La Ley a que se refiere el apartado anterior deberá ir acom-
pañada de una memoria económica que refleje el impacto 
sobre los recursos financieros de las Administraciones Públi-
cas afectadas y el cumplimiento de los principios de estabi-
lidad, sostenibilidad financiera y eficiencia del servicio o la 
actividad. La Ley debe prever la dotación de los recursos 
necesarios para asegurar la suficiencia financiera de las Enti-
dades Locales sin que ello pueda conllevar, en ningún caso, 
un mayor gasto de las Administraciones Públicas.
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Los proyectos de leyes estatales se acompañarán de un 
informe del Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas en el que se acrediten los criterios antes señalados.

5.	 La Ley determinará la competencia municipal propia de que 
se trate, garantizando que no se produce una atribución simul-
tánea de la misma competencia a otra Administración Pública.

6.	 Con carácter previo a la atribución de competencias a los 
municipios, de acuerdo con el principio de diferenciación, 
deberá realizarse una ponderación específica de la capaci-
dad de gestión de la entidad local, dejando constancia de 
tal ponderación en la motivación del instrumento jurídico 
que realice la atribución competencial, ya sea en su parte 
expositiva o en la memoria justificativa correspondiente.

Artículo 26.

1.	 Los Municipios deberán prestar, en todo caso, los servicios 
siguientes:

a)	 En todos los Municipios: alumbrado público, cemente-
rio, recogida de residuos, limpieza viaria, abasteci-
miento domiciliario de agua potable, alcantarillado, 
acceso a los núcleos de población y pavimentación de 
las vías públicas.

b)	 En los Municipios con población superior a 5.000 habi-
tantes, además: parque público, biblioteca pública y 
tratamiento de residuos.

c)	 En los Municipios con población superior a 20.000 habi-
tantes, además: protección civil, evaluación e informa-
ción de situaciones de necesidad social y la atención 
inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión 
social, prevención y extinción de incendios e instalacio-
nes deportivas de uso público.

d)	 En los Municipios con población superior a 50.000 habi-
tantes, además: transporte colectivo urbano de viajeros 
y medio ambiente urbano.

2.	 En los municipios con población inferior a 20.000 habitantes 
será la Diputación provincial o entidad equivalente la que 
coordinará la prestación de los siguientes servicios:

a)	 Recogida y tratamiento de residuos.
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b)	 Abastecimiento de agua potable a domicilio y evacua-
ción y tratamiento de aguas residuales.

c)	 Limpieza viaria.

d)	 Acceso a los núcleos de población.

e)	 Pavimentación de vías urbanas.

f)	 Alumbrado público.

Para coordinar la citada prestación de servicios la Dipu-
tación propondrá, con la conformidad de los munici-
pios afectados, al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas la forma de prestación, con-
sistente en la prestación directa por la Diputación o la 
implantación de fórmulas de gestión compartida a tra-
vés de consorcios, mancomunidades u otras fórmulas. 
Para reducir los costes efectivos de los servicios el men-
cionado Ministerio decidirá sobre la propuesta formu-
lada que deberá contar con el informe preceptivo de la 
Comunidad Autónoma si es la Administración que 
ejerce la tutela financiera.

Téngase en cuenta que se declaran inconstitucionales y nulos los 
incisos destacados, en la redacción dada por el art. 1.9 de la Ley 
27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756., por Sen-
tencia del TC 111/2016, de 9 de junio. 

Cuando el municipio justifique ante la Diputación que 
puede prestar estos servicios con un coste efectivo 
menor que el derivado de la forma de gestión propuesta 
por la Diputación provincial o entidad equivalente, el 
municipio podrá asumir la prestación y coordinación de 
estos servicios si la Diputación lo considera acreditado.

Cuando la Diputación o entidad equivalente asuma la 
prestación de estos servicios repercutirá a los munici-
pios el coste efectivo del servicio en función de su uso. 
Si estos servicios estuvieran financiados por tasas y 
asume su prestación la Diputación o entidad equiva-
lente, será a ésta a quien vaya destinada la tasa para la 
financiación de los servicios.
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3.	 La asistencia de las Diputaciones o entidades equivalentes 
a los Municipios, prevista en el artículo 36, se dirigirá prefe-
rentemente al establecimiento y adecuada prestación de los 
servicios mínimos.

Artículo 27.

1.	 El Estado y las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de 
sus respectivas competencias, podrán delegar en los Muni-
cipios el ejercicio de sus competencias.

La delegación habrá de mejorar la eficiencia de la gestión 
pública, contribuir a eliminar duplicidades administrativas y 
ser acorde con la legislación de estabilidad presupuestaria 
y sostenibilidad financiera.

La delegación deberá determinar el alcance, contenido, 
condiciones y duración de ésta, que no podrá ser inferior a 
cinco años, así como el control de eficiencia que se reserve 
la Administración delegante y los medios personales, mate-
riales y económicos, que ésta asigne sin que pueda suponer 
un mayor gasto de las Administraciones Públicas.

La delegación deberá acompañarse de una memoria econó-
mica donde se justifiquen los principios a que se refiere el 
párrafo segundo de este apartado y se valore el impacto en el 
gasto de las Administraciones Públicas afectadas sin que, en 
ningún caso, pueda conllevar un mayor gasto de las mismas.

2.	 Cuando el Estado o las Comunidades Autónomas deleguen 
en dos o más municipios de la misma provincia una o varias 
competencias comunes, dicha delegación deberá realizarse 
siguiendo criterios homogéneos.

La Administración delegante podrá solicitar la asistencia de 
las Diputaciones provinciales o entidades equivalentes para 
la coordinación y seguimiento de las delegaciones previstas 
en este apartado.

3.	 Con el objeto de evitar duplicidades administrativas, mejo-
rar la transparencia de los servicios públicos y el servicio a la 
ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de racio-
nalización administrativa, generando un ahorro neto de 
recursos, la Administración del Estado y las de las Comuni-
dades Autónomas podrán delegar, siguiendo criterios 
homogéneos, entre otras, las siguientes competencias:
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a)	 Vigilancia y control de la contaminación ambiental.

b)	 Protección del medio natural.

c)	 Prestación de los servicios sociales, promoción de la 
igualdad de oportunidades y la prevención de la violen-
cia contra la mujer.

d)	 Conservación o mantenimiento de centros sanitarios 
asistenciales de titularidad de la Comunidad Autó-
noma.

e)	 Creación, mantenimiento y gestión de las escuelas 
infantiles de educación de titularidad pública de primer 
ciclo de educación infantil.

f)	 Realización de actividades complementarias en los cen-
tros docentes.

g)	 Gestión de instalaciones culturales de titularidad de la 
Comunidad Autónoma o del Estado, con estricta suje-
ción al alcance y condiciones que derivan del artículo 
149.1.28.ª de la Constitución Española.

h)	 Gestión de las instalaciones deportivas de titularidad 
de la Comunidad Autónoma o del Estado, incluyendo 
las situadas en los centros docentes cuando se usen 
fuera del horario lectivo.

i)	 Inspección y sanción de establecimientos y actividades 
comerciales.

j)	 Promoción y gestión turística.

k)	 Comunicación, autorización, inspección y sanción de 
los espectáculos públicos.

l)	 Liquidación y recaudación de tributos propios de la 
Comunidad Autónoma o del Estado.

m)	 Inscripción de asociaciones, empresas o entidades en 
los registros administrativos de la Comunidad Autó-
noma o de la Administración del Estado.

n)	 Gestión de oficinas unificadas de información y tramita-
ción administrativa.
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o)	 Cooperación con la Administración educativa a través 
de los centros asociados de la Universidad Nacional de 
Educación a Distancia.

4.	 La Administración delegante podrá, para dirigir y controlar 
el ejercicio de los servicios delegados, dictar instrucciones 
técnicas de carácter general y recabar, en cualquier 
momento, información sobre la gestión municipal, así como 
enviar comisionados y formular los requerimientos pertinen-
tes para la subsanación de las deficiencias observadas. En 
caso de incumplimiento de las directrices, denegación de 
las informaciones solicitadas, o inobservancia de los reque-
rimientos formulados, la Administración delegante podrá 
revocar la delegación o ejecutar por sí misma la competen-
cia delegada en sustitución del Municipio. Los actos del 
Municipio podrán ser recurridos ante los órganos compe-
tentes de la Administración delegante.

5.	 La efectividad de la delegación requerirá su aceptación por 
el Municipio interesado.

6.	 La delegación habrá de ir acompañada en todo caso de la 
correspondiente financiación, para lo cual será necesaria la 
existencia de dotación presupuestaria adecuada y suficiente 
en los presupuestos de la Administración delegante para 
cada ejercicio económico, siendo nula sin dicha dotación.

El incumplimiento de las obligaciones financieras por parte de 
la Administración autonómica delegante facultará a la Entidad 
Local delegada para compensarlas automáticamente con 
otras obligaciones financieras que ésta tenga con aquélla.

7.	 La disposición o acuerdo de delegación establecerá las cau-
sas de revocación o renuncia de la delegación. Entre las 
causas de renuncia estará el incumplimiento de las obliga-
ciones financieras por parte de la Administración delegante 
o cuando, por circunstancias sobrevenidas, se justifique sufi-
cientemente la imposibilidad de su desempeño por la Admi-
nistración en la que han sido delegadas sin menoscabo del 
ejercicio de sus competencias propias. El acuerdo de renun-
cia se adoptará por el Pleno de la respectiva Entidad Local.

8.	 Las competencias delegadas se ejercen con arreglo a la 
legislación del Estado o de las Comunidades Autónomas.
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Artículo 28.

Podrán establecerse, en municipios determinados de menos de 
20.000 habitantes, sistemas de gestión colaborativa dirigidos a 
garantizar los recursos suficientes para el cumplimiento de las 
competencias municipales y, en particular, para una prestación 
de calidad, financieramente sostenible, de los servicios públicos 
mínimos obligatorios, mediante medidas de racionalización 
organizativa y de funcionamiento; de garantía de la prestación 
de dichos servicios mediante fórmulas de gestión comunes o 
asociativas; de sostenimiento del personal en común con otro u 
otros municipios; y, en general, de fomento del desarrollo eco-
nómico y social de los municipios.

La aplicación efectiva a un municipio de la gestión colaborativa 
requerirá decisión en tal sentido de la Comunidad Autónoma 
respectiva, adoptada conforme a su legislación de régimen local 
propia, y en todo caso, con la conformidad previa del municipio 
afectado y el informe de las entidades locales afectadas.

CAPÍTULO IV

Regímenes Especiales

Artículo 29.

1.	 Funcionan en Concejo Abierto:

a)	 Los municipios que tradicional y voluntariamente cuenten 
con ese singular régimen de gobierno y administración.

b)	 Aquellos otros en los que por su localización geográ-
fica, la mejor gestión de los intereses municipales u 
otras circunstancias lo hagan aconsejable.

2.	 La constitución en concejo abierto de los municipios a que 
se refiere el apartado b) del número anterior, requiere peti-
ción de la mayoría de los vecinos, decisión favorable por 
mayoría de dos tercios de los miembros del Ayuntamiento 
y aprobación por la Comunidad Autónoma.

3.	 En el régimen de Concejo Abierto, el gobierno y la adminis-
tración municipales corresponden a un Alcalde y una asam-
blea vecinal de la que forman parte todos los electores. 
Ajustan su funcionamiento a los usos, costumbres y tradicio-
nes locales y, en su defecto, a lo establecido en esta Ley y las 
leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen local.
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4.	 No obstante lo anterior, los alcaldes de las corporaciones de 
municipios de menos de 100 residentes podrán convocar a 
sus vecinos a Concejo Abierto para decisiones de especial 
trascendencia para el municipio. Si así lo hicieren deberán 
someterse obligatoriamente al criterio de la Asamblea veci-
nal constituida al efecto.

Los municipios que con anterioridad venían obligados por Ley 
en función del número de residentes a funcionar en Concejo 
Abierto, podrán continuar con ese régimen especial de gobierno 
y administración si tras la sesión constitutiva de la Corporación, 
convocada la Asamblea Vecinal, así lo acordaran por unanimi-
dad los tres miembros electos y la mayoría de los vecinos.

Artículo 30.

Las Leyes sobre régimen local de las Comunidades Autónomas, 
en el marco de lo establecido en esta Ley, podrán establecer 
regímenes especiales para Municipios pequeños o de carácter 
rural y para aquellos que reúnan otras características que lo 
hagan aconsejable, como su carácter histórico-artístico o el pre-
dominio en su término de las actividades turísticas, industriales, 
mineras u otras semejantes.

TÍTULO I I I

La Provincia

Artículo 31.

1.	 La Provincia es una entidad local determinada por la agru-
pación de Municipios, con personalidad jurídica propia y 
plena capacidad para el cumplimiento de sus fines.

2.	 Son fines propios y específicos de la Provincia garantizar los 
principios de solidaridad y equilibrio intermunicipales, en el 
marco de la política económica y social, y, en particular:

a)	 Asegurar la prestación integral y adecuada en la totali-
dad del territorio provincial de los servicios de compe-
tencia municipal.

b)	 Participar en la coordinación de la Administración local 
con la de la Comunidad Autónoma y la del Estado.
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3.	 El gobierno y la administración autónoma de la Provincia 
corresponden a la Diputación u otras Corporaciones de 
carácter representativo.

CAPÍTULO I

Organización

Artículo 32.

La organización provincial responde a las siguientes reglas:

1.	 El Presidente, los Vicepresidentes, la Junta de Gobierno y el 
Pleno existen en todas las Diputaciones.

2.	 Asimismo, existirán en todas las Diputaciones órganos que 
tengan por objeto el estudio, informe o consulta de los 
asuntos que han de ser sometidos a la decisión del Pleno, 
así como el seguimiento de la gestión del Presidente, la 
Junta de Gobierno y los Diputados que ostenten delegacio-
nes, siempre que la respectiva legislación autonómica no 
prevea una forma organizativa distinta en este ámbito y sin 
perjuicio de las competencias de control que corresponden 
al Pleno.

Todos los grupos políticos integrantes de la corporación 
tendrán derecho a participar en dichos órganos, mediante 
la presencia de Diputados pertenecientes a los mismos, en 
proporción al número de Diputados que tengan en el Pleno.

3.	 El resto de los órganos complementarios de los anteriores 
se establece y regula por las propias Diputaciones. No obs-
tante las leyes de las comunidades autónomas sobre régi-
men local podrán establecer una organización provincial 
complementaria de la prevista en este texto legal.

Artículo 32 bis.  Personal Directivo de Diputaciones, Cabildos 
y Consejos Insulares

El nombramiento del personal directivo que, en su caso, hubiera 
en las Diputaciones, Cabildos y Consejos Insulares deberá efec-
tuarse de acuerdo a criterios de competencia profesional y 
experiencia, entre funcionarios de carrera del Estado, de las 
Comunidades Autónomas, de las Entidades Locales o con habi-
litación de carácter nacional que pertenezcan a cuerpos o esca-
las clasificados en el subgrupo A1, salvo que el correspondiente 
Reglamento Orgánico permita que, en atención a las caracterís-
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ticas específicas de las funciones de tales órganos directivos, su 
titular no reúna dicha condición de funcionario.

Artículo 33.

1.	 El Pleno de la Diputación está constituido por el Presidente 
y los Diputados.

2.	 Corresponde en todo caso al Pleno:

a)	 La organización de la Diputación.

b)	 La aprobación de las ordenanzas.

c)	 La aprobación y modificación de los Presupuestos, la 
disposición de gastos dentro de los límites de su com-
petencia y la aprobación provisional de las cuentas; 
todo ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Regu-
ladora de las Haciendas Locales.

d)	 La aprobación de los planes de carácter provincial.

e)	 El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.

f)	 La aprobación de la plantilla de personal, la relación de 
puestos de trabajo, la fijación de la cuantía de las retri-
buciones complementarias fijas y periódicas de los fun-
cionarios, y el número y régimen del personal eventual.

g)	 La alteración de la calificación jurídica de los bienes de 
dominio público.

h)	 El planteamiento de conflictos de competencias a otras 
Entidades locales y demás Administraciones públicas.

i)	 El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la 
defensa de la Corporación en materias de competencia 
plenaria.

j)	 La declaración de lesividad de los actos de la Diputación.

k)	 La concertación de las operaciones de crédito cuya 
cuantía acumulada en el ejercicio económico exceda del 
10 por 100 de los recursos ordinarios, salvo las de teso-
rería, que le corresponderán cuando el importe acumu-
lado de las operaciones vivas en cada momento supere 
el 15 por 100 de los ingresos corrientes liquidados en el 
ejercicio anterior, todo ello de conformidad con lo dis-
puesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
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l)	 (Derogada)

m)	 La aprobación de los proyectos de obra y de servicios 
cuando sea competente para su contratación o conce-
sión y cuando aún no estén previstos en los Presupues-
tos.

n)	 (Derogada)

ñ)	 Aquellas atribuciones que deban corresponder al Pleno 
por exigir su aprobación una mayoría especial.

o)	 Las demás que expresamente la atribuyan las leyes.

3.	 Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la 
moción de censura al Presidente y sobre la cuestión de con-
fianza planteada por el mismo, que serán públicas y se rea-
lizarán mediante llamamiento nominal en todo caso, y se 
rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.

4.	 El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el 
Presidente y en la Comisión de Gobierno, salvo las enuncia-
das en el número 2, letras a), b), c), d), e), f), h) y ñ), y número 
3 de este artículo.

Artículo 34.

1.	 Corresponde en todo caso al Presidente de la Diputación:

a)	 Dirigir el gobierno y la administración de la provincia.

b)	 Representar a la Diputación.

c)	 Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los 
supuestos previstos en la presente Ley y en la legisla-
ción electoral general, de la Junta de Gobierno y cual-
quier otro órgano de la Diputación, y decidir los 
empates con voto de calidad.

d)	 Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras 
cuya titularidad o ejercicio corresponde a la Diputación 
Provincial.

e)	 Asegurar la gestión de los servicios propios de la 
Comunidad Autónoma cuya gestión ordinaria esté 
encomendada a la Diputación.

f)	 El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el 
Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro de los 
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límites de su competencia, concertar operaciones de 
crédito, con exclusión de las contempladas en el artículo 
158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Regula-
dora de las Haciendas Locales, siempre que aquéllas 
estén previstas en el Presupuesto y su importe acumu-
lado dentro de cada ejercicio económico no supere el 10 
por 100 de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería 
que le corresponderán cuando el importe acumulado de 
las operaciones vivas en cada momento no supere el 15 
por 100 de los ingresos corrientes liquidados en el ejer-
cicio anterior, ordenar pagos y rendir cuentas ; todo ello 
de conformidad con lo dispuesto en la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales.

g)	 Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el 
Presupuesto y la plantilla aprobados por el Pleno, apro-
bar las bases de las pruebas para la selección del per-
sonal y para los concursos de provisión de puestos de 
trabajo y distribuir las retribuciones complementarias 
que no sean fijas y periódicas.

h)	 Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y 
acordar su nombramiento y sanciones, incluida la sepa-
ración del servicio de los funcionarios de la Corpora-
ción y el despido del personal laboral, dando cuenta al 
Pleno en la primera sesión que celebre. Esta atribución 
se entenderá sin perjuicio de lo previsto en el artículo 
99.1 y 3 de esta Ley.

i)	 El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y 
la defensa de la Diputación en las materias de su com-
petencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro 
órgano, y, en caso de urgencia, en materias de la com-
petencia del Pleno, en este último supuesto dando 
cuenta al mismo en la primera sesión que celebre para 
su ratificación.

j)	 La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de 
lesividad en materia de la competencia del Presidente.

k)	 (Derogada)

l)	 La aprobación de los proyectos de obras y de servicios 
cuando sea competente para su contratación o conce-
sión y estén previstos en el Presupuesto.
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m)	 (Derogada)

n)	 Ordenar la publicación y ejecución y hacer cumplir los 
acuerdos de la Diputación.

ñ)	 Las demás que expresamente les atribuyan las leyes.

o)	 El ejercicio de aquellas otras atribuciones que la legis-
lación del Estado o de las Comunidades Autónomas 
asigne a la Diputación y no estén expresamente atribui-
das a otros órganos.

2.	 El Presidente puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, 
salvo la de convocar y presidir las sesiones del Pleno y de la 
Junta de Gobierno, decidir los empates con el voto de cali-
dad, concertar operaciones de crédito, la jefatura superior 
de todo el personal, la separación del servicio de funciona-
rios y el despido del personal laboral, y las enunciadas en los 
párrafos a), i) y j) del número anterior.

3.	 Corresponde, asimismo, al Presidente el nombramiento de 
los Vicepresidentes.

Artículo 35.

1.	 La Junta de Gobierno se integra por el Presidente y un 
número de Diputados no superior al tercio del número legal 
de los mismos, nombrados y separados libremente por 
aquél, dando cuenta al Pleno.

2.	 Corresponde a la Junta de Gobierno:

a)	 La asistencia al Presidente en el ejercicio de sus atribu-
ciones.

b)	 Las atribuciones que el Presidente le delegue o le atri-
buyan las leyes.

3.	 El Presidente puede delegar el ejercicio de determinadas 
atribuciones en los miembros de la Junta de Gobierno, sin 
perjuicio de las delegaciones especiales que para cometidos 
específicos pueda realizar a favor de cualesquiera Diputa-
dos, aunque no perteneciera a la Junta de Gobierno.

4.	 Los Vicepresidentes sustituyen, por el orden de su nombra-
miento y en los casos de vacante, ausencia o enfermedad, 
al Presidente, siendo libremente designados por éste entre 
los miembros de la Junta de Gobierno.
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CAPÍTULO II

Competencias

Artículo 36.

1.	 Son competencias propias de la Diputación o entidad equi-
valente las que le atribuyan en este concepto las leyes del 
Estado y de las Comunidades Autónomas en los diferentes 
sectores de la acción pública y, en todo caso, las siguientes:

a)	 La coordinación de los servicios municipales entre sí 
para la garantía de la prestación integral y adecuada a 
que se refiere el apartado a) del número 2 del artículo 
31.

b)	 La asistencia y cooperación jurídica, económica y téc-
nica a los Municipios, especialmente los de menor 
capacidad económica y de gestión. En todo caso 
garantizará en los municipios de menos de 1.000 habi-
tantes la prestación de los servicios de secretaría e 
intervención.

c)	 La prestación de servicios públicos de carácter supra-
municipal y, en su caso, supracomarcal y el fomento o, 
en su caso, coordinación de la prestación unificada de 
servicios de los municipios de su respectivo ámbito 
territorial. En particular, asumirá la prestación de los 
servicios de tratamiento de residuos en los municipios 
de menos de 5.000 habitantes, y de prevención y extin-
ción de incendios en los de menos de 20.000 habitan-
tes, cuando éstos no procedan a su prestación.

d)	 La cooperación en el fomento del desarrollo econó-
mico y social y en la planificación en el territorio provin-
cial, de acuerdo con las competencias de las demás 
Administraciones Públicas en este ámbito.

e)	 El ejercicio de funciones de coordinación en los casos 
previstos en el artículo 116 bis.

f)	 Asistencia en la prestación de los servicios de gestión 
de la recaudación tributaria, en periodo voluntario y 
ejecutivo, y de servicios de apoyo a la gestión finan-
ciera de los municipios con población inferior a 20.000 
habitantes.
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g)	 La prestación de los servicios de administración electró-
nica y la contratación centralizada en los municipios con 
población inferior a 20.000 habitantes.

h)	 El seguimiento de los costes efectivos de los servicios 
prestados por los municipios de su provincia. Cuando 
la Diputación detecte que estos costes son superiores 
a los de los servicios coordinados o prestados por ella, 
ofrecerá a los municipios su colaboración para una ges-
tión coordinada más eficiente de los servicios que per-
mita reducir estos costes.

i)	 La coordinación mediante convenio, con la Comunidad 
Autónoma respectiva, de la prestación del servicio de 
mantenimiento y limpieza de los consultorios médicos 
en los municipios con población inferior a 5000 habi-
tantes.

2.	 A los efectos de lo dispuesto en las letras a), b) y c) del apar-
tado anterior, la Diputación o entidad equivalente:

a)	 Aprueba anualmente un plan provincial de cooperación 
a las obras y servicios de competencia municipal, en 
cuya elaboración deben participar los Municipios de la 
Provincia. El plan, que deberá contener una memoria 
justificativa de sus objetivos y de los criterios de distri-
bución de los fondos, criterios que en todo caso han de 
ser objetivos y equitativos y entre los que estará el aná-
lisis de los costes efectivos de los servicios de los muni-
cipios, podrá financiarse con medios propios de la 
Diputación o entidad equivalente, las aportaciones 
municipales y las subvenciones que acuerden la Comu-
nidad Autónoma y el Estado con cargo a sus respecti-
vos presupuestos. Sin perjuicio de las competencias 
reconocidas en los Estatutos de Autonomía y de las 
anteriormente asumidas y ratificadas por éstos, la 
Comunidad Autónoma asegura, en su territorio, la 
coordinación de los diversos planes provinciales, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 59 de esta Ley.

Cuando la Diputación detecte que los costes efectivos 
de los servicios prestados por los municipios son supe-
riores a los de los servicios coordinados o prestados 
por ella, incluirá en el plan provincial fórmulas de pres-
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tación unificada o supramunicipal para reducir sus cos-
tes efectivos.

El Estado y la Comunidad Autónoma, en su caso, pue-
den sujetar sus subvenciones a determinados criterios 
y condiciones en su utilización o empleo y tendrán en 
cuenta el análisis de los costes efectivos de los servicios 
de los municipios.

b)	 Asegura el acceso de la población de la Provincia al 
conjunto de los servicios mínimos de competencia 
municipal y a la mayor eficacia y economía en la presta-
ción de éstos mediante cualesquiera fórmulas de asis-
tencia y cooperación municipal.

Con esta finalidad, las Diputaciones o entidades equi-
valentes podrán otorgar subvenciones y ayudas con 
cargo a sus recursos propios para la realización y el 
mantenimiento de obras y servicios municipales, que se 
instrumentarán a través de planes especiales u otros 
instrumentos específicos.

c)	 Garantiza el desempeño de las funciones públicas 
necesarias en los Ayuntamientos y les presta apoyo en 
la selección y formación de su personal sin perjuicio de 
la actividad desarrollada en estas materias por la Admi-
nistración del Estado y la de las Comunidades Autóno-
mas.

d)	 Da soporte a los Ayuntamientos para la tramitación de 
procedimientos administrativos y realización de activi-
dades materiales y de gestión, asumiéndolas cuando 
aquéllos se las encomienden.

Artículo 37.

1.	 Las Comunidades Autónomas podrán delegar competen-
cias en las Diputaciones, así como encomendar a éstas la 
gestión ordinaria de servicios propios en los términos pre-
vistos en los Estatutos correspondientes. En este último 
supuesto las Diputaciones actuarán con sujeción plena a las 
instrucciones generales y particulares de las Comunidades.

2.	 El Estado podrá, asimismo, previa consulta e informe de la 
Comunidad Autónoma interesada, delegar en las Diputacio-
nes competencias de mera ejecución cuando el ámbito pro-
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vincial sea el más idóneo para la prestación de los 
correspondientes servicios.

3.	 El ejercicio por las Diputaciones de las facultades delegadas 
se acomodará a lo dispuesto en el artículo 27.

Artículo 38.

Las previsiones establecidas para la Diputación en este Capítulo 
y en los restantes de la presente Ley serán de aplicación a aque-
llas otras Corporaciones de carácter representativo a las que 
corresponda el gobierno y la administración autónoma de la 
Provincia.

CAPÍTULO III

Regímenes especiales

Artículo 39.

Los órganos forales de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya conservan su 
régimen peculiar en el marco del Estatuto de Autonomía de la 
Comunidad Autónoma del País Vasco. No obstante, las disposi-
ciones de la presente Ley les serán de aplicación con carácter 
supletorio.

Artículo 40.

Las Comunidades Autónomas uniprovinciales y la Foral de Nava-
rra asumen las competencias, medios y recursos que correspon-
den en el régimen ordinario a las Diputaciones Provinciales. Se 
exceptúa la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares en los 
términos de su Estatuto propio.

Artículo 41.

1.	 Los Cabildos Insulares Canarios, como órganos de gobierno, 
administración y representación de cada isla, se rigen por las 
normas contenidas en la disposición adicional decimocuarta 
de esta ley y supletoriamente por las normas que regulan la 
organización y funcionamiento de las Diputaciones provin-
ciales, asumiendo las competencias de éstas, sin perjuicio de 
lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía de Canarias.

2.	 En el Archipiélago Canario subsisten las mancomunidades 
provinciales interinsulares exclusivamente como órganos de 
representación y expresión de los intereses provinciales. Inte-
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gran dichos órganos los Presidentes de los Cabildos insulares 
de las provincias correspondientes, presidiéndolos el del 
Cabildo de la Isla en que se halle la capital de la provincia.

3.	 Los Consejos Insulares de las Islas Baleares, a los que son de 
aplicación las normas de esta ley que regulan la organiza-
ción y funcionamiento de las Diputaciones provinciales, asu-
men sus competencias de acuerdo con lo dispuesto en esta 
ley y las que les correspondan de conformidad con el Esta-
tuto de Autonomía de Baleares.

TÍTULO IV

Otras Entidades locales

Artículo 42.

1.	 Las Comunidades Autónomas, de acuerdo con lo dispuesto 
en sus respectivos Estatutos, podrán crear en su territorio 
comarcas u otras entidades que agrupen varios Municipios, 
cuyas características determinen intereses comunes precisa-
dos de una gestión propia o demanden la prestación de 
servicios de dicho ámbito.

2.	 La iniciativa para la creación de una comarca podrá partir 
de los propios Municipios interesados. En cualquier caso, 
no podrá crearse la comarca si a ello se oponen expresa-
mente las dos quintas partes de los Municipios que 
debieran agruparse en ella, siempre que, en este caso, 
tales Municipios representen al menos la mitad del censo 
electoral del territorio correspondiente. Cuando la 
comarca deba agrupar a Municipios de más de una Pro-
vincia, será necesario el informe favorable de las Diputa-
ciones Provinciales a cuyo ámbito territorial pertenezcan 
tales Municipios.

3.	 Las Leyes de las Comunidades Autónomas determinarán el 
ámbito territorial de las comarcas, la composición y el funcio-
namiento de sus órganos de gobierno, que serán represen-
tativos de los Ayuntamientos que agrupen, así como las 
competencias y recursos económicos que, en todo caso, se 
les asignen.

4.	 La creación de las Comarcas no podrá suponer la pérdida 
por los Municipios de la competencia para prestar los servi-
cios enumerados en el artículo 26, ni privar a los mismos de 
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toda intervención en cada una de las materias enumeradas 
en el apartado 2 del artículo 25.

Artículo 43.

1.	 Las Comunidades Autónomas, previa audiencia de la Admi-
nistración del Estado y de los Ayuntamientos y Diputaciones 
afectados, podrán crear, modificar y suprimir, mediante Ley, 
áreas metropolitanas, de acuerdo con lo dispuesto en sus 
respectivos Estatutos.

2.	 Las áreas metropolitanas son entidades locales integra-
das por los Municipios de grandes aglomeraciones urba-
nas entre cuyos núcleos de población existan vinculaciones 
económicas y sociales que hagan necesaria la planifica-
ción conjunta y la coordinación de determinados servicios 
y obras.

3.	 La legislación de la Comunidad Autónoma determinará los 
órganos de gobierno y administración, en los que estarán 
representados todos los Municipios integrados en el área; 
el régimen económico y de funcionamiento, que garantizará 
la participación de todos los Municipios en la toma de deci-
siones y una justa distribución de las cargas entre ellos; así 
como los servicios y obras de prestación o realización metro-
politana y el procedimiento para su ejecución.

Artículo 44.

1.	 Se reconoce a los municipios el derecho a asociarse con 
otros en mancomunidades para la ejecución en común de 
obras y servicios determinados de su competencia.

2.	 Las mancomunidades tienen personalidad y capacidad jurí-
dicas para el cumplimiento de sus fines específicos y se 
rigen por sus Estatutos propios. Los Estatutos han de regu-
lar el ámbito territorial de la entidad, su objeto y competen-
cia, órganos de gobierno y recursos, plazo de duración y 
cuantos otros extremos sean necesarios para su funciona-
miento.

En todo caso, los órganos de gobierno serán representati-
vos de los ayuntamientos mancomunados.

3.	 El procedimiento de aprobación de los estatutos de las 
mancomunidades se determinará por la legislación de las 
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comunidades autónomas y se ajustará, en todo caso, a las 
siguientes reglas:

a)	 La elaboración corresponderá a los concejales de la 
totalidad de los municipios promotores de la manco-
munidad, constituidos en asamblea.

b)	 La Diputación o Diputaciones provinciales interesadas 
emitirán informe sobre el proyecto de estatutos.

c)	 Los Plenos de todos los ayuntamientos aprueban los 
estatutos.

4.	 Se seguirá un procedimiento similar para la modificación o 
supresión de mancomunidades.

5.	 Podrán integrarse en la misma mancomunidad municipios 
pertenecientes a distintas comunidades autónomas, siem-
pre que lo permitan las normativas de las comunidades 
autónomas afectadas.

Artículo 45.

(Sin contenido)

TÍTULO V

Disposiciones comunes a las Entidades locales

CAPÍTULO I

Régimen de funcionamiento

Artículo 46.

1.	 Los órganos colegiados de las entidades locales funcionan 
en régimen de sesiones ordinarias de periodicidad preesta-
blecida y extraordinarias, que pueden ser, además, urgentes.

2.	 En todo caso, el funcionamiento del Pleno de las Corpora-
ciones Locales se ajusta a las siguientes reglas:

a)	 El Pleno celebra sesión ordinaria como mínimo cada 
mes en los Ayuntamientos de municipios de más de 
20.000 habitantes y en las Diputaciones Provinciales; 
cada dos meses en los Ayuntamientos de los munici-
pios de una población entre 5.001 habitantes y 20.000 
habitantes; y cada tres en los municipios de hasta 5.000 
habitantes. Asimismo, el Pleno celebra sesión extraor-
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dinaria cuando así lo decida el Presidente o lo solicite 
la cuarta parte, al menos, del número legal de miem-
bros de la Corporación, sin que ningún concejal pueda 
solicitar más de tres anualmente. En este último caso, 
la celebración del mismo no podrá demorarse por más 
de quince días hábiles desde que fuera solicitada, no 
pudiendo incorporarse el asunto al orden del día de un 
Pleno ordinario o de otro extraordinario con más asun-
tos si no lo autorizan expresamente los solicitantes de 
la convocatoria.

Si el Presidente no convocase el Pleno extraordinario 
solicitado por el número de concejales indicado dentro 
del plazo señalado, quedará automáticamente convo-
cado para el décimo día hábil siguiente al de la finaliza-
ción de dicho plazo, a las doce horas, lo que será 
notificado por el Secretario de la Corporación a todos 
los miembros de la misma al día siguiente de la finaliza-
ción del plazo citado anteriormente. En ausencia del 
Presidente o de quien legalmente haya de sustituirle, el 
Pleno quedará válidamente constituido siempre que 
concurra el quórum requerido en la letra c) de este pre-
cepto, en cuyo caso será presidido por el miembro de 
la Corporación de mayor edad entre los presentes.

b)	 Las sesiones plenarias han de convocarse, al menos, 
con dos días hábiles de antelación, salvo las extraordi-
narias que lo hayan sido con carácter urgente, cuya 
convocatoria con este carácter deberá ser ratificada 
por el Pleno. La documentación íntegra de los asuntos 
incluidos en el orden del día, que deba servir de base 
al debate y, en su caso, votación, deberá figurar a dis-
posición de los Concejales o Diputados, desde el 
mismo día de la convocatoria, en la Secretaría de la 
Corporación.

c)	 El Pleno se constituye válidamente con la asistencia de 
un tercio del mínimo legal de miembros del mismo, que 
nunca podrá ser inferior a tres. En los municipios de 
hasta 100 residentes, que no funcionen en régimen de 
Concejo Abierto, el Pleno se constituirá válidamente 
con la asistencia del número legal de miembros del 
mismo, que nunca deberá ser inferior a dos. Estos quó-
rums deberán mantenerse durante toda la sesión.
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En todo caso, se requiere la asistencia del Presidente y 
del Secretario de la Corporación o de quienes legal-
mente les sustituyan.

d)	 La adopción de acuerdos se produce mediante vota-
ción ordinaria, salvo que el propio Pleno acuerde, para 
un caso concreto, la votación nominal. El voto puede 
emitirse en sentido afirmativo o negativo, pudiendo los 
miembros de las Corporaciones abstenerse de votar.

La ausencia de uno o varios Concejales o Diputados, una 
vez iniciada la deliberación de un asunto, equivale, a 
efectos de la votación correspondiente, a la abstención.

En el caso de votaciones con resultado de empate, se 
efectuará una nueva votación, y si persistiera el empate, 
decidirá el voto de calidad del Presidente.

e)	 En los plenos ordinarios la parte dedicada al control de 
los demás órganos de la Corporación deberá presentar 
sustantividad propia y diferenciada de la parte resolu-
tiva, debiéndose garantizar de forma efectiva en su fun-
cionamiento y, en su caso, en su regulación, la 
participación de todos los grupos municipales en la 
formulación de ruegos, preguntas y mociones.

3.	 En todo caso, cuando concurran situaciones excepcionales 
de fuerza mayor, de grave riesgo colectivo, o catástrofes 
públicas que impidan o dificulten de manera desproporcio-
nada el normal funcionamiento del régimen presencial de 
las sesiones de los órganos colegiados de las Entidades 
Locales, estos podrán, apreciada la concurrencia de la situa-
ción descrita por el Alcalde o Presidente o quien válida-
mente les sustituya al efecto de la convocatoria de acuerdo 
con la normativa vigente, constituirse, celebrar sesiones y 
adoptar acuerdos a distancia por medios electrónicos y tele-
máticos, siempre que sus miembros participantes se encuen-
tren en territorio español y quede acreditada su identidad. 
Asimismo, se deberá asegurar la comunicación entre ellos 
en tiempo real durante la sesión, disponiéndose los medios 
necesarios para garantizar el carácter público o secreto de 
las mismas según proceda legalmente en cada caso.

A los efectos anteriores, se consideran medios electrónicos 
válidos las audioconferencias, videoconferencias, u otros sis-
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temas tecnológicos o audiovisuales que garanticen adecua-
damente la seguridad tecnológica, la efectiva participación 
política de sus miembros, la validez del debate y votación 
de los acuerdos que se adopten.

Artículo 47.

1.	 Los acuerdos de las corporaciones locales se adoptan, como 
regla general, por mayoría simple de los miembros presen-
tes. Existe mayoría simple cuando los votos afirmativos son 
más que los negativos.

2.	 Se requiere el voto favorable de la mayoría absoluta del 
número legal de miembros de las corporaciones para la 
adopción de acuerdos en las siguientes materias:

a)	 Creación y supresión de municipios y alteración de tér-
minos municipales.

b)	 Creación, modificación y supresión de las entidades a 
que se refiere el artículo 45 de esta ley.

c)	 Aprobación de la delimitación del término municipal.

d)	 Alteración del nombre y de la capitalidad del munici-
pio.

e)	 Adopción o modificación de su bandera, enseña o 
escudo.

f)	 Aprobación y modificación del reglamento orgánico 
propio de la corporación.

g)	 Creación, modificación o disolución de mancomunida-
des u otras organizaciones asociativas, así como la 
adhesión a las mismas y la aprobación y modificación 
de sus estatutos.

h)	 Transferencia de funciones o actividades a otras Admi-
nistraciones públicas, así como la aceptación de las 
delegaciones o encomiendas de gestión realizadas por 
otras administraciones, salvo que por ley se impongan 
obligatoriamente.

i)	 Cesión por cualquier título del aprovechamiento de los 
bienes comunales.
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j)	 Concesión de bienes o servicios por más de cinco años, 
siempre que su cuantía exceda del 20 por ciento de los 
recursos ordinarios del presupuesto.

k)	 Municipalización o provincialización de actividades en 
régimen de monopolio y aprobación de la forma con-
creta de gestión del servicio correspondiente.

l)	 Aprobaciones de operaciones financieras o de crédito 
y concesiones de quitas o esperas, cuando su importe 
supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios de su 
presupuesto, así como las operaciones de crédito pre-
vistas en el artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de 
diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.

ll)	 Los acuerdos que corresponda adoptar a la corpora-
ción en la tramitación de los instrumentos de planea-
miento general previstos en la legislación urbanística.

m)	 Enajenación de bienes, cuando su cuantía exceda del 
20 por ciento de los recursos ordinarios de su presu-
puesto.

n)	 Alteración de la calificación jurídica de los bienes dema-
niales o comunales.

ñ)	 Cesión gratuita de bienes a otras Administraciones o 
instituciones públicas.

o)	 Las restantes determinadas por la ley.

3.	 Las normas relativas a adopción de acuerdos en los munici-
pios señalados en el artículo 121 de esta ley, son las conte-
nidas en el apartado 2 del artículo 123.

Artículo 48.

En los asuntos en que sea preceptivo el dictamen del Consejo 
de Estado, la correspondiente solicitud se cursará por conducto 
del Presidente de la Comunidad Autónoma.

Cuando el dictamen deba ser solicitado conjuntamente por Enti-
dades pertenecientes al ámbito territorial de distintas Comuni-
dades Autónomas, la solicitud se cursará por conducto del 
Ministerio de Administraciones Públicas a petición de la Entidad 
de mayor población.
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Artículo 49.

La aprobación de las Ordenanzas locales se ajustará al siguiente 
procedimiento:

a)	 Aprobación inicial por el Pleno.

b)	 Información pública y audiencia a los interesados por el 
plazo mínimo de treinta días para la presentación de 
reclamaciones y sugerencias.

c)	 Resolución de todas las reclamaciones y sugerencias 
presentadas dentro del plazo y aprobación definitiva 
por el Pleno.

En el caso de que no se hubiera presentado ninguna 
reclamación o sugerencia, se entenderá definitiva-
mente adoptado el acuerdo hasta entonces provisional.

Artículo 50.

1.	 Los conflictos de atribuciones que surjan entre órganos y 
entidades dependientes de una misma Corporación local se 
resolverán:

a)	 Por el Pleno, cuando se trate de conflictos que afecten 
a órganos colegiados, miembros de éstos o entidades 
locales de las previstas en el artículo 45.

b)	 Por el Alcalde o Presidente de la Corporación, en el 
resto de los supuestos.

2.	 Los conflictos de competencias planteados entre diferentes 
entidades locales serán resueltos por la Administración de 
la Comunidad Autónoma o por la Administración del Estado, 
previa audiencia de las Comunidades Autónomas afectadas, 
según se trate de entidades pertenecientes a la misma o a 
distinta Comunidad, y sin perjuicio de la ulterior posibilidad 
de impugnar la resolución dictada ante la Jurisdicción con-
tencioso-administrativa.

3.	 Las cuestiones que se susciten entre municipios pertene-
cientes a distintas Comunidades Autónomas sobre deslinde 
de sus términos municipales se resolverán por la Administra-
ción del Estado, previo informe del Instituto Geográfico 
Nacional, audiencia de los municipios afectados y de las 
respectivas Comunidades Autónomas y dictamen del Con-
sejo de Estado.
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Artículo 51.

Los actos de las entidades locales son inmediatamente ejecuti-
vos, salvo en aquellos casos en que una disposición legal esta-
blezca lo contrario o cuando se suspenda su eficacia de acuerdo 
con la Ley.

Artículo 52.

1.	 Contra los actos y acuerdos de las Entidades locales que 
pongan fin a la vía administrativa, los interesados podrán 
ejercer las acciones que procedan ante la jurisdicción com-
petente, pudiendo no obstante interponer con carácter pre-
vio y potestativo recurso de reposición.

2.	 Ponen fin a la vía administrativa las resoluciones de los 
siguientes órganos y autoridades:

a)	 Las del Pleno, los Alcaldes o Presidentes y las Juntas de 
Gobierno, salvo en los casos excepcionales en que una 
ley sectorial requiera la aprobación ulterior de la Admi-
nistración del Estado o de la comunidad autónoma, o 
cuando proceda recurso ante éstas en los supuestos del 
artículo 27.2.

b)	 Las de autoridades y órganos inferiores en los casos 
que resuelvan por delegación del Alcalde, del Presi-
dente o de otro órgano cuyas resoluciones pongan fin 
a la vía administrativa.

c)	 Las de cualquier otra autoridad u órgano cuando así lo 
establezca una disposición legal.

Artículo 53.

Sin perjuicio de las previsiones específicas contenidas en los artí-
culos 65, 67 y 110 de esta Ley, las Corporaciones locales podrán 
revisar sus actos y acuerdos en los términos y con el alcance que, 
para la Administración del Estado, se establece en la legislación 
del Estado reguladora del procedimiento administrativo común.

Artículo 54.

Las entidades locales responderán directamente de los daños y 
perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos 
como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos 
o de la actuación de sus autoridades, funcionarios o agentes, en 
los términos establecidos en la legislación general sobre respon-
sabilidad administrativa.
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CAPÍTULO II

Relaciones interadministrativas

Artículo 55.

Para la efectiva coordinación y eficacia administrativa, la Admi-
nistración General del Estado, así como las Administraciones 
autonómica y local, de acuerdo con el principio de lealtad insti-
tucional, deberán en sus relaciones recíprocas:

a)	 Respetar el ejercicio legítimo por las otras Administraciones 
de sus competencias y las consecuencias que del mismo se 
deriven para las propias.

b)	 Ponderar, en la actuación de las competencias propias, la 
totalidad de los intereses públicos implicados y, en con-
creto, aquellos cuya gestión esté encomendada a otras 
Administraciones.

c)	 Valorar el impacto que sus actuaciones, en materia presu-
puestaria y financiera, pudieran provocar en el resto de 
Administraciones Públicas.

d)	 Facilitar a las otras Administraciones la información sobre la 
propia gestión que sea relevante para el adecuado desarro-
llo por éstas de sus cometidos.

e)	 Prestar, en el ámbito propio, la cooperación y asistencia 
activas que las otras Administraciones pudieran precisar 
para el eficaz cumplimiento de sus tareas.

Artículo 56.

1.	 Las entidades locales tienen el deber de remitir a las Admi-
nistraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, 
en los plazos y forma que reglamentariamente se determi-
nen, copia o, en su caso, extracto comprensivo de los actos 
y acuerdos de las mismas. Los Presidentes y, de forma inme-
diata, los Secretarios de las Corporaciones serán responsa-
bles del cumplimiento de este deber.

2.	 En todo caso, las Administraciones del Estado y de las 
Comunidades Autónomas estarán facultadas, con el fin de 
comprobar la efectividad, en su aplicación y, respectiva-
mente, de la legislación estatal y la autonómica, para reca-
bar y obtener información concreta sobre la actividad 
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municipal, pudiendo solicitar incluso la exhibición de expe-
dientes y la emisión de informes.

3.	 La Administración del Estado y la de las Comunidades Autó-
nomas deberán facilitar el acceso de los representantes 
legales de las entidades locales a los instrumentos de plani-
ficación, programación y gestión de obras y servicios que les 
afecten directamente.

Artículo 57.

1.	 La cooperación económica, técnica y administrativa entre la 
Administración local y las Administraciones del Estado y de 
las Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales 
como en asuntos de interés común, se desarrollará con 
carácter voluntario, bajo las formas y en los términos previs-
tos en las leyes, pudiendo tener lugar, en todo caso, 
mediante los consorcios o los convenios administrativos que 
suscriban.

De cada acuerdo de cooperación formalizado por alguna de 
estas Administraciones se dará comunicación a aquellas 
otras que, resultando interesadas, no hayan intervenido en 
el mismo, a los efectos de mantener una recíproca y cons-
tante información.

2.	 La suscripción de convenios y constitución de consorcios 
deberá mejorar la eficiencia de la gestión pública, eliminar 
duplicidades administrativas y cumplir con la legislación de 
estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.

3.	 La constitución de un consorcio solo podrá tener lugar 
cuando la cooperación no pueda formalizarse a través de un 
convenio y siempre que, en términos de eficiencia econó-
mica, aquélla permita una asignación más eficiente de los 
recursos económicos. En todo caso, habrá de verificarse que 
la constitución del consorcio no pondrá en riesgo la sosteni-
bilidad financiera del conjunto de la Hacienda de la Entidad 
Local de que se trate, así como del propio consorcio, que no 
podrá demandar más recursos de los inicialmente previstos.

Artículo 57 bis.  Garantía de pago en el ejercicio de competen-
cias delegadas.

(Anulado)
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Artículo 58.

1.	 Las leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas 
podrán crear, para la coordinación administrativa, órganos 
de colaboración de las Administraciones correspondientes 
con las entidades locales. Estos órganos, que serán única-
mente deliberantes o consultivos, podrán tener ámbito 
autonómico o provincial y carácter general o sectorial.

Para asegurar la colaboración entre la Administración del 
Estado y la Administración Local en materia de inversiones 
y de prestación de servicios, el Gobierno podrá crear en 
cada Comunidad Autónoma una Comisión Territorial de 
Administración Local. Reglamentariamente, se establecerá 
la composición, organización y funcionamiento de la Comi-
sión.

2.	 Tanto la Administración del Estado como las de las Comu-
nidades Autónomas podrán participar en los respectivos 
órganos de colaboración establecidos por cada una de ellas.

En todo caso, las Administraciones que tengan atribuidas la 
formulación y aprobación de instrumentos de planificación 
deberán otorgar a las restantes una participación que per-
mita armonizar los intereses públicos afectados.

La participación de los municipios en la formación de los 
planes generales de obras públicas que les afecten se reali-
zará en todo caso de conformidad con lo que disponga la 
correspondiente legislación sectorial. Asimismo, en la deter-
minación de usos y en la adopción de resoluciones por parte 
de otras Administraciones públicas en materia de concesio-
nes o autorizaciones relativa al dominio público de su com-
petencia, será requisito indispensable para su aprobación el 
informe previo de los municipios en cuyo territorio se 
encuentre dicho dominio público, de acuerdo con lo esta-
blecido en los artículos 82 y 83 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 59.

1.	 A fin de asegurar la coherencia de la actuación de las Admi-
nistraciones Públicas, en los supuestos previstos en el 
número 2 del artículo 10 y para el caso de que dicho fin no 
pueda alcanzarse por los procedimientos contemplados en 
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los artículos anteriores o éstos resultaran manifiestamente 
inadecuados por razón de las características de la tarea 
pública de que se trate, las leyes del Estado y las de las 
Comunidades Autónomas, reguladoras de los distintos sec-
tores de la acción pública, podrán atribuir al Gobierno de la 
Nación, o al Consejo de Gobierno, la facultad de coordinar 
la actividad de la Administración Local y, en especial, de las 
Diputaciones Provinciales en el ejercicio de sus competen-
cias.

La coordinación se realizará mediante la definición concreta 
y en relación con una materia, servicio o competencia deter-
minados de los intereses generales o comunitarios, a través 
de planes sectoriales para la fijación de los objetivos y la 
determinación de las prioridades de la acción pública en la 
materia correspondiente. En la tramitación de los mismos se 
observará lo dispuesto en el número 2 del artículo anterior.

Las entidades locales ejercerán sus facultades de programa-
ción, planificación u ordenación de los servicios o activida-
des de su competencia en el marco de las previsiones de los 
planes a que se refiere el párrafo anterior.

2.	 En todo caso, la Ley deberá precisar, con el suficiente grado 
de detalle, las condiciones y los límites de la coordinación, 
así como las modalidades de control que se reserven las 
Cortes Generales o las correspondientes Asambleas Legis-
lativas.

Artículo 60.

Cuando una entidad local incumpliera las obligaciones impues-
tas directamente por la Ley de forma que tal incumplimiento 
afectará al ejercicio de competencias de la Administración del 
Estado o de la Comunidad Autónoma, y cuya cobertura econó-
mica estuviere legalmente o presupuestariamente garantizada, 
una u otra, según su respectivo ámbito competencial, deberá 
recordarle su cumplimiento concediendo al efecto el plazo que 
fuere necesario. Si, transcurrido dicho plazo, nunca inferior a un 
mes, el incumplimiento persistiera, se procederá a adoptar las 
medidas necesarias para el cumplimiento de la obligación a 
costa y en sustitución de la entidad local.
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Artículo 61.

1.	 El Consejo de Ministros, a iniciativa propia y con conoci-
miento del Consejo de Gobierno de la comunidad autó-
noma correspondiente o a solicitud de éste y, en todo caso, 
previo acuerdo favorable del Senado, podrá proceder, 
mediante real decreto, a la disolución de los órganos de las 
corporaciones locales en el supuesto de gestión grave-
mente dañosa para los intereses generales que suponga 
incumplimiento de sus obligaciones constitucionales.

2.	 Se considerarán, en todo caso, decisiones gravemente 
dañosas para los intereses generales en los términos previs-
tos en el apartado anterior, los acuerdos o actuaciones de 
los órganos de las corporaciones locales que den cobertura 
o apoyo, expreso o tácito, de forma reiterada y grave, al 
terrorismo o a quienes participen en su ejecución, lo enal-
tezcan o justifiquen, y los que menosprecien o humillen a las 
víctimas o a sus familiares.

3.	 Acordada la disolución, será de aplicación la legislación 
electoral general, cuando proceda, en relación a la convo-
catoria de elecciones parciales y, en todo caso, la normativa 
reguladora de la provisional administración ordinaria de la 
corporación.

Artículo 62.

En aquellos casos en que la naturaleza de la actividad de que se 
trate haga muy difícil o inconveniente una asignación diferen-
ciada y distinta de facultades decisorias en la materia, las Leyes 
reguladoras de la acción pública en relación con la misma ase-
gurarán, en todo caso, a las entidades locales su participación o 
integración en actuaciones o procedimientos conjuntamente 
con la Administración del Estado y/o con la de la Comunidad 
Autónoma correspondiente, atribuyéndole a una de éstas la 
decisión final.

En ningún caso estas técnicas podrán afectar a la potestad de 
autoorganización de los servicios que corresponde a la entidad 
local.
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CAPÍTULO III

Impugnación de actos y acuerdos y ejercicio de acciones

Artículo 63.

1.	 Junto a los sujetos legitimados en el régimen general del 
proceso contencioso-administrativo podrán impugnar los 
actos y acuerdos de las entidades locales que incurran en 
infracción del ordenamiento jurídico:

a)	 La Administración del Estado y la de las Comunidades 
Autónomas, en los casos y términos previstos en este 
Capítulo.

b)	 Los miembros de las corporaciones que hubieran 
votado en contra de tales actos y acuerdos.

2.	 Están igualmente legitimadas en todo caso las entidades 
locales territoriales para la impugnación de las disposiciones 
y actos de la Administraciones del Estado y de las Comuni-
dades Autónomas que lesionen su autonomía, tal como ésta 
resulta garantizada por la Constitución y esta Ley.

3.	 Asimismo, las entidades locales territoriales estarán legiti-
madas para promover, en los términos del artículo 119 de 
esta Ley, la impugnación ante el Tribunal Constitucional de 
leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas cuando 
se estime que son éstas las que lesionan la autonomía cons-
titucionalmente garantizada.

Artículo 64.

La Administración del Estado y la de las Comunidades Autóno-
mas pueden solicitar ampliación de la información a que se 
refiere el número 1 del artículo 56, que deberá remitirse en el 
plazo máximo de veinte días hábiles, excepto en el caso previsto 
en el artículo 67 de esta Ley, en el que lo será de cinco días 
hábiles. En tales casos se suspende el cómputo de los plazos a 
que se refieren el número 2 del artículo 65 y el 1 del artículo 67, 
que se reanudarán a partir de la recepción de la documentación 
interesada.

Artículo 65.

1.	 Cuando la Administración del Estado o de las Comunidades 
Autónomas considere, en el ámbito de las respectivas com-
petencias, que un acto o acuerdo de alguna Entidad local 
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infringe el ordenamiento jurídico, podrá requerirla, invo-
cando expresamente el presente artículo, para que anule 
dicho acto en el plazo máximo de un mes.

2.	 El requerimiento deberá ser motivado y expresar la norma-
tiva que se estime vulnerada. Se formulará en el plazo de 
quince días hábiles a partir de la recepción de la comunica-
ción del acuerdo.

3.	 La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comu-
nidad Autónoma, podrá impugnar el acto o acuerdo ante la 
jurisdicción contencioso-administrativa dentro del plazo 
señalado para la interposición del recurso de tal naturaleza 
señalado en la Ley Reguladora de dicha Jurisdicción, con-
tado desde el día siguiente a aquel en que venza el reque-
rimiento dirigido a la Entidad local, o al de la recepción de 
la comunicación de la misma rechazando el requerimiento, 
si se produce dentro del plazo señalado para ello.

4.	 La Administración del Estado o, en su caso, la de la Comu-
nidad Autónoma, podrá también impugnar directamente el 
acto o acuerdo ante la jurisdicción contencioso-administra-
tiva, sin necesidad de formular requerimiento, en el plazo 
señalado en la Ley Reguladora de dicha Jurisdicción.

Artículo 66.

Los actos o acuerdos de las Entidades locales que menoscaben 
competencias del Estado o de las Comunidades Autónomas, 
interfieran su ejercicio o excedan de la competencia de dichas 
Entidades, podrán ser impugnados por cualquiera de los proce-
dimientos previstos en el artículo anterior.

La impugnación deberá precisar la lesión o, en su caso, extrali-
mitación competencial que la motiva y las normas legales vulne-
radas en que se funda. En el caso de que, además, contuviera 
petición expresa de suspensión del acto o acuerdo impugnado, 
razonada en la integridad y efectividad del interés general o 
comunitario afectado, el Tribunal, si la estima fundada, acordará 
dicha suspensión en el primer trámite subsiguiente a la presen-
tación de la impugnación. No obstante, a instancia de la entidad 
local y oyendo a la Administración demandante, podrá alzar en 
cualquier momento, en todo o en parte, la suspensión decre-
tada, en caso de que de ella hubiera de derivarse perjuicio al 
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interés local no justificado por las exigencias del interés general 
o comunitario hecho valer en la impugnación.

Artículo 67.

1.	 Si una Entidad local adoptara actos o acuerdos que atenten 
gravemente al interés general de España, el Delegado del 
Gobierno, previo requerimiento para su anulación al Presi-
dente de la Corporación efectuado dentro de los diez días 
siguientes al de la recepción de aquéllos, podrá suspender-
los y adoptar las medidas pertinentes para la protección de 
dicho interés.

2.	 El plazo concedido al Presidente de la Corporación en el 
requerimiento de anulación no podrá ser superior a cinco 
días. El del ejercicio de la facultad de suspensión será de 
diez días, contados a partir del siguiente al de la finalización 
del plazo del requerimiento o al de la respuesta del Presi-
dente de la Corporación, si fuese anterior.

3.	 Acordada la suspensión de un acto o acuerdo, el Delegado 
del Gobierno deberá impugnarlo en el plazo de diez días 
desde la suspensión ante la Jurisdicción Contencioso-admi-
nistrativa.

Artículo 68.

1.	 Las entidades locales tienen la obligación de ejercer las 
acciones necesarias para la defensa de sus bienes y dere-
chos.

2.	 Cualquier vecino que se hallare en pleno goce de sus dere-
chos civiles y políticos podrá requerir su ejercicio a la enti-
dad interesada. Este requerimiento, del que se dará 
conocimiento a quienes pudiesen resultar afectados por las 
correspondientes acciones, suspenderá el plazo para el ejer-
cicio de las mismas por un término de treinta días hábiles.

3.	 Si en el plazo de esos treinta días la entidad no acordara el 
ejercicio de las acciones solicitadas, los vecinos podrán ejer-
citar dicha acción en nombre e interés de la entidad local.

4.	 De prosperar la acción, el actor tendrá derecho a ser reem-
bolsado por la entidad de las costas procesales y a la indem-
nización de cuantos daños y perjuicios se le hubieran 
seguido.
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CAPÍTULO IV

Información y participación ciudadanas

Artículo 69.

1.	 Las Corporaciones locales facilitarán la más amplia informa-
ción sobre su actividad y la participación de todos los ciuda-
danos en la vida local.

2.	 Las formas, medios y procedimientos de participación que 
las Corporaciones establezcan en ejercicio de su potestad 
de autoorganización no podrán en ningún caso menoscabar 
las facultades de decisión que corresponden a los órganos 
representativos regulados por la Ley.

Artículo 70.

1.	 Las sesiones del Pleno de las corporaciones locales son 
públicas. No obstante, podrán ser secretos el debate y vota-
ción de aquellos asuntos que puedan afectar al derecho 
fundamental de los ciudadanos a que se refiere el artículo 
18.1 de la Constitución, cuando así se acuerde por mayoría 
absoluta.

No son públicas las sesiones de la Junta de Gobierno Local.

2.	 Los acuerdos que adopten las corporaciones locales se 
publican o notifican en la forma prevista por la Ley. Las 
ordenanzas, incluidos el articulado de las normas de los pla-
nes urbanísticos, así como los acuerdos correspondientes a 
éstos cuya aprobación definitiva sea competencia de los 
entes locales, se publicarán en el “Boletín Oficial” de la Pro-
vincia y no entrarán en vigor hasta que se haya publicado 
completamente su texto y haya transcurrido el plazo pre-
visto en el artículo 65.2 salvo los presupuestos y las orde-
nanzas fiscales que se publican y entran en vigor en los 
términos establecidos en la Ley 39/1988, de 28 de diciem-
bre, reguladora de las Haciendas Locales. Las Administra-
ciones públicas con competencias urbanísticas deberán 
tener, a disposición de los ciudadanos que lo soliciten, 
copias completas del planeamiento vigente en su ámbito 
territorial.

3.	 Todos los ciudadanos tienen derecho a obtener copias y 
certificaciones acreditativas de los acuerdos de las corpora-
ciones locales y sus antecedentes, así como a consultar los 
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archivos y registros en los términos que disponga la legisla-
ción de desarrollo del artículo 105, párrafo b), de la Consti-
tución. La denegación o limitación de este derecho, en todo 
cuanto afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averi-
guación de los delitos o la intimidad de las personas, deberá 
verificarse mediante resolución motivada.

Artículo 70 bis.

1.	 Los ayuntamientos deberán establecer y regular en normas 
de carácter orgánico procedimientos y órganos adecuados 
para la efectiva participación de los vecinos en los asuntos 
de la vida pública local, tanto en el ámbito del municipio en 
su conjunto como en el de los distritos, en el supuesto de 
que existan en el municipio dichas divisiones territoriales.

2.	 Los vecinos que gocen del derecho de sufragio activo en las 
elecciones municipales podrán ejercer la iniciativa popular, 
presentando propuestas de acuerdos o actuaciones o pro-
yectos de reglamentos en materias de la competencia muni-
cipal.

Dichas iniciativas deberán ir suscritas al menos por el 
siguiente porcentaje de vecinos del municipio:

a)	 Hasta 5.000 habitantes, el 20 por ciento.

b)	 De 5.001 a 20.000 habitantes, el 15 por ciento.

c)	 A partir de 20.001 habitantes, el 10 por ciento.

Tales iniciativas deberán ser sometidas a debate y votación 
en el Pleno, sin perjuicio de que sean resueltas por el órgano 
competente por razón de la materia. En todo caso, se 
requerirá el previo informe de legalidad del secretario del 
ayuntamiento, así como el informe del interventor cuando la 
iniciativa afecte a derechos y obligaciones de contenido 
económico del ayuntamiento. En los municipios a que se 
refiere el artículo 121 de esta ley, el informe de legalidad 
será emitido por el secretario general del Pleno y cuando la 
iniciativa afecte a derechos y obligaciones de contenido 
económico, el informe será emitido por el Interventor gene-
ral municipal.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de 
la legislación autonómica en esta materia.
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Tales iniciativas pueden llevar incorporada una propuesta de 
consulta popular local, que será tramitada en tal caso por el 
procedimiento y con los requisitos previstos en el artículo 71.

3.	 Asimismo, las Entidades Locales y, especialmente, los muni-
cipios, deberán impulsar la utilización interactiva de las tec-
nologías de la información y la comunicación para facilitar la 
participación y la comunicación con los vecinos, para la pre-
sentación de documentos y para la realización de trámites 
administrativos, de encuestas y, en su caso, de consultas 
ciudadanas.

Las Diputaciones provinciales, Cabildos y Consejos insulares 
colaborarán con los municipios que, por su insuficiente 
capacidad económica y de gestión, no puedan desarrollar 
en grado suficiente el deber establecido en este apartado.

4.	 Cuando se trate de procedimientos y trámites relativos a 
una actividad de servicios y a su ejercicio incluida en el 
ámbito de aplicación de la Ley 17/2009, de 23 de noviem-
bre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su 
ejercicio, los prestadores podrán realizarlos, por medio de 
una ventanilla única, por vía electrónica y a distancia, salvo 
que se trate de la inspección del lugar o del equipo que se 
utiliza en la prestación del servicio.

Asimismo, las Entidades Locales garantizarán, dentro del 
ámbito de sus competencias, que los prestadores de servi-
cios puedan a través de la ventanilla única obtener la infor-
mación y formularios necesarios para el acceso a una 
actividad y su ejercicio, y conocer las resoluciones y resto de 
comunicaciones de las autoridades competentes en relación 
con sus solicitudes. Las Entidades Locales impulsarán la 
coordinación para la normalización de los formularios nece-
sarios para el acceso a una actividad y su ejercicio.

Artículo 70 ter.

1.	 Las Administraciones públicas con competencias de ordena-
ción territorial y urbanística deberán tener a disposición de 
los ciudadanos o ciudadanas que lo soliciten, copias com-
pletas de los instrumentos de ordenación territorial y urba-
nística vigentes en su ámbito territorial, de los documentos 
de gestión y de los convenios urbanísticos.
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2.	 Las Administraciones públicas con competencias en la mate-
ria, publicarán por medios telemáticos el contenido actuali-
zado de los instrumentos de ordenación territorial y 
urbanística en vigor, del anuncio de su sometimiento a infor-
mación pública y de cualesquiera actos de tramitación que 
sean relevantes para su aprobación o alteración.

En los municipios menores de 5.000 habitantes, esta publi-
cación podrá realizarse a través de los entes supramunicipa-
les que tengan atribuida la función de asistencia y 
cooperación técnica con ellos, que deberán prestarles dicha 
cooperación.

3.	 Cuando una alteración de la ordenación urbanística, que no 
se efectúe en el marco de un ejercicio pleno de la potestad 
de ordenación, incremente la edificabilidad o la densidad o 
modifique los usos del suelo, deberá hacerse constar en el 
expediente la identidad de todos los propietarios o titulares 
de otros derechos reales sobre las fincas afectadas durante 
los cinco años anteriores a su iniciación, según conste en el 
registro o instrumento utilizado a efectos de notificaciones 
a los interesados de conformidad con la legislación en la 
materia.

Artículo 70 quater.

1.	 Las Entidades Locales deberán adoptar las medidas necesa-
rias para facilitar la accesibilidad de los servicios públicos a los 
vecinos, promoviendo la utilización de las tecnologías de la 
información y la comunicación en la prestación de los mismos. 
Para ello, elaborarán planes que tengan por objeto la imple-
mentación de mecanismos digitales que faciliten la accesibi-
lidad de los vecinos y de las empresas a los servicios públicos.

2.	 Las Entidades Locales deberán crear y mantener un portal de 
internet de información a los vecinos y de acceso a los servi-
cios públicos digitalizados para los que así se determine, que 
opere como plataforma tecnológica de comunicación entre 
aquellos y la Administración local destinada a promover la 
digitalización progresiva de los servicios públicos.

3.	 En este portal deberán publicar la información que las 
Administraciones locales consideren adecuada a este efecto 
y, en su caso, la relación de servicios públicos a los que se 
pueda acceder por el portal o los vínculos a la información 
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sobre el acceso a los servicios públicos disponibles en el 
territorio, en los términos en los que disponga la normativa 
autonómica.

4.	 En el caso de los municipios de menos de 20.000 habitantes, 
los servicios previstos en este artículo se prestarán con las 
adaptaciones y plazos de implementación correspondientes 
a sus especialidades en los términos que se determinen por 
la legislación autonómica.

Artículo 71.

De conformidad con la legislación del Estado y de la Comunidad 
Autónoma, cuando ésta tenga competencia estatutariamente 
atribuida para ello, los Alcaldes, previo acuerdo por mayoría 
absoluta del Pleno y autorización del Gobierno de la Nación, 
podrán someter a consulta popular aquellos asuntos de la com-
petencia propia municipal y de carácter local que sean de espe-
cial relevancia para los intereses de los vecinos, con excepción 
de los relativos a la Hacienda local.

Artículo 72.

Las Corporaciones locales favorecen el desarrollo de las asocia-
ciones para la defensa de los intereses generales o sectoriales 
de los vecinos, les facilitan la más amplia información sobre sus 
actividades y, dentro de sus posibilidades, el uso de los medios 
públicos y el acceso a las ayudas económicas para la realización 
de sus actividades e impulsan su participación en la gestión de 
la Corporación en los términos del número 2 del artículo 69. A 
tales efectos pueden ser declaradas de utilidad pública.

CAPÍTULO V

Estatuto de los miembros de las Corporaciones locales

Artículo 73.

1.	 La determinación del número de miembros de las Corpora-
ciones locales, el procedimiento para su elección, la dura-
ción de su mandato y los supuestos de inelegibilidad e 
incompatibilidad se regularán en la legislación electoral.

2.	 Los miembros de las Corporaciones locales gozan, una vez 
que tomen posesión de su cargo, de los honores, prerroga-
tivas y distinciones propios del mismo que se establezcan 
por la Ley del Estado o de las Comunidades Autónomas y 
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están obligados al cumplimiento estricto de los deberes y 
obligaciones inherentes a aquél.

3.	 A efectos de su actuación corporativa, los miembros de las 
corporaciones locales se constituirán en grupos políticos, en la 
forma y con los derechos y las obligaciones que se establezcan 
con excepción de aquéllos que no se integren en el grupo 
político que constituya la formación electoral por la que fueron 
elegidos o que abandonen su grupo de procedencia, que ten-
drán la consideración de miembros no adscritos.

El Pleno de la corporación, con cargo a los Presupuestos 
anuales de la misma, podrá asignar a los grupos políticos 
una dotación económica que deberá contar con un compo-
nente fijo, idéntico para todos los grupos y otro variable, en 
función del número de miembros de cada uno de ellos, den-
tro de los límites que, en su caso, se establezcan con carác-
ter general en las Leyes de Presupuestos Generales del 
Estado y sin que puedan destinarse al pago de remunera-
ciones de personal de cualquier tipo al servicio de la corpo-
ración o a la adquisición de bienes que puedan constituir 
activos fijos de carácter patrimonial.

Los derechos económicos y políticos de los miembros no 
adscritos no podrán ser superiores a los que les hubiesen 
correspondido de permanecer en el grupo de procedencia, 
y se ejercerán en la forma que determine el reglamento 
orgánico de cada corporación.

Esta previsión no será de aplicación en el caso de candidatu-
ras presentadas como coalición electoral, cuando alguno de 
los partidos políticos que la integren decida abandonarla.

Los grupos políticos deberán llevar con una contabilidad 
específica de la dotación a que se refiere el párrafo segundo 
de este apartado 3, que pondrán a disposición del Pleno de 
la Corporación, siempre que éste lo pida.

Cuando la mayoría de los concejales de un grupo político 
municipal abandonen la formación política que presentó la 
candidatura por la que concurrieron a las elecciones o sean 
expulsados de la misma, serán los concejales que permanez-
can en la citada formación política los legítimos integrantes 
de dicho grupo político a todos los efectos. En cualquier 
caso, el secretario de la corporación podrá dirigirse al repre-
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sentante legal de la formación política que presentó la 
correspondiente candidatura a efectos de que notifique la 
acreditación de las circunstancias señaladas.

Artículo 74.

1.	 Los miembros de las Corporaciones locales quedan en situa-
ción de servicios especiales en los siguientes supuestos:

a)	 Cuando sean funcionarios de la propia Corporación 
para la que han sido elegidos.

b)	 Cuando sean funcionarios de carrera de otras Adminis-
traciones públicas y desempeñen en la Corporación 
para la que han sido elegidos un cargo retribuido y de 
dedicación exclusiva.

En ambos supuestos, las Corporaciones afectadas abo-
narán las cotizaciones de las mutualidades obligatorias 
correspondientes para aquellos funcionarios que dejen 
de prestar el servicio que motivaba su pertenencia a 
ellas, extendiéndose a las cuotas de clases pasivas.

2.	 Para el personal laboral rigen idénticas reglas, de acuerdo 
con lo previsto en su legislación específica.

3.	 Los miembros de las Corporaciones locales que no tengan 
dedicación exclusiva en dicha condición tendrán garanti-
zada, durante el período de su mandato, la permanencia en 
el centro o centros de trabajo públicos o privados en el que 
estuvieran prestando servicios en el momento de la elec-
ción, sin que puedan ser trasladados u obligados a concur-
sar a otras plazas vacantes en distintos lugares.

Artículo 75.

1.	 Los miembros de las Corporaciones locales percibirán retri-
buciones por el ejercicio de sus cargos cuando los desem-
peñen con dedicación exclusiva, en cuyo caso serán dados 
de alta en el Régimen general de la Seguridad Social, asu-
miendo las Corporaciones el pago de las cuotas empresa-
riales que corresponda, salvo lo dispuesto en el artículo 
anterior.

En el supuesto de tales retribuciones, su percepción será 
incompatible con la de otras retribuciones con cargo a los 
presupuestos de las Administraciones públicas y de los 
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entes, organismos o empresas de ellas dependientes, así 
como para el desarrollo de otras actividades, todo ello en 
los términos de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de 
Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Adminis-
traciones Públicas.

2.	 Los miembros de las Corporaciones locales que desempe-
ñen sus cargos con dedicación parcial por realizar funciones 
de presidencia, vicepresidencia u ostentar delegaciones, o 
desarrollar responsabilidades que así lo requieran, percibi-
rán retribuciones por el tiempo de dedicación efectiva a las 
mismas, en cuyo caso serán igualmente dados de alta en el 
Régimen General de la Seguridad Social en tal concepto, 
asumiendo las Corporaciones las cuotas empresariales que 
corresponda, salvo lo dispuesto en el artículo anterior. 
Dichas retribuciones no podrán superar en ningún caso los 
límites que se fijen, en su caso, en las Leyes de Presupuestos 
Generales del Estado. En los acuerdos plenarios de deter-
minación de los cargos que lleven aparejada esta dedica-
ción parcial y de las retribuciones de los mismos, se deberá 
contener el régimen de la dedicación mínima necesaria para 
la percepción de dichas retribuciones.

Los miembros de las Corporaciones locales que sean perso-
nal de las Administraciones públicas y de los entes, organis-
mos y empresas de ellas dependientes solamente podrán 
percibir retribuciones por su dedicación parcial a sus funcio-
nes fuera de su jornada en sus respectivos centros de tra-
bajo, en los términos señalados en el artículo 5 de la Ley 
53/1984, de 26 de diciembre, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el apartado sexto del presente artículo.

3.	 Sólo los miembros de la Corporación que no tengan dedi-
cación exclusiva ni dedicación parcial percibirán asistencias 
por la concurrencia efectiva a las sesiones de los órganos 
colegiados de la Corporación de que formen parte, en la 
cuantía señalada por el pleno de la misma.

4.	 Los miembros de las Corporaciones locales percibirán 
indemnizaciones por los gastos efectivos ocasionados en el 
ejercicio de su cargo, según las normas de aplicación gene-
ral en las Administraciones públicas y las que en desarrollo 
de las mismas apruebe el pleno corporativo.
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5.	 Las Corporaciones locales consignarán en sus presupuestos 
las retribuciones, indemnizaciones y asistencias a que se hace 
referencia en los cuatro números anteriores, dentro de los 
límites que con carácter general se establezcan, en su caso. 
Deberán publicarse íntegramente en el “Boletín Oficial” de 
la Provincia y fijarse en el tablón de anuncios de la Corpora-
ción los acuerdos plenarios referentes a retribuciones de los 
cargos con dedicación exclusiva y parcial y régimen de dedi-
cación de estos últimos, indemnizaciones y asistencias, así 
como los acuerdos del Presidente de la Corporación deter-
minando los miembros de la misma que realizarán sus funcio-
nes en régimen de dedicación exclusiva o parcial.

6.	 A efectos de lo dispuesto en el artículo 37.3.d) del Estatuto 
de los Trabajadores y en el artículo 30.2 de la Ley 30/1984, 
se entiende por tiempo indispensable para el desempeño 
del cargo electivo de una Corporación local, el necesario 
para la asistencia a las sesiones del pleno de la Corporación 
o de las Comisiones y atención a las Delegaciones de que 
forme parte o que desempeñe el interesado.

7.	 Los representantes locales, así como los miembros no elec-
tos de la Junta de Gobierno Local, formularán declaración 
sobre causas de posible incompatibilidad y sobre cualquier 
actividad que les proporcione o pueda proporcionar ingre-
sos económicos.

Formularán asimismo declaración de sus bienes patrimonia-
les y de la participación en sociedades de todo tipo, con 
información de las sociedades por ellas participadas y de las 
autoliquidaciones de los impuestos sobre la Renta, Patrimo-
nio y, en su caso, Sociedades.

Tales declaraciones, efectuadas en los modelos aprobados 
por los plenos respectivos, se llevarán a cabo antes de la 
toma de posesión, con ocasión del cese y al final del man-
dato, así como cuando se modifiquen las circunstancias de 
hecho.

Las declaraciones anuales de bienes y actividades serán 
publicadas con carácter anual, y en todo caso en el momento 
de la finalización del mandato, en los términos que fije el 
Estatuto municipal.
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Tales declaraciones se inscribirán en los siguientes Registros 
de intereses, que tendrán carácter público:

a)	 La declaración sobre causas de posible incompatibili-
dad y actividades que proporcionen o puedan propor-
cionar ingresos económicos, se inscribirá, en el Registro 
de Actividades constituido en cada Entidad local.

b)	 La declaración sobre bienes y derechos patrimoniales 
se inscribirá en el Registro de Bienes Patrimoniales de 
cada Entidad local, en los términos que establezca su 
respectivo estatuto.

Los representantes locales y miembros no electos de la 
Junta de Gobierno Local respecto a los que, en virtud de su 
cargo, resulte amenazada su seguridad personal o la de sus 
bienes o negocios, la de sus familiares, socios, empleados o 
personas con quienes tuvieran relación económica o profe-
sional podrán realizar la declaración de sus bienes y dere-
chos patrimoniales ante el Secretario o la Secretaria de la 
Diputación Provincial o, en su caso, ante el órgano compe-
tente de la Comunidad Autónoma correspondiente. Tales 
declaraciones se inscribirán en el Registro Especial de Bie-
nes Patrimoniales, creado a estos efectos en aquellas insti-
tuciones.

En este supuesto, aportarán al Secretario o Secretaria de su 
respectiva entidad mera certificación simple y sucinta, acre-
ditativa de haber cumplimentado sus declaraciones, y que 
éstas están inscritas en el Registro Especial de Intereses a 
que se refiere el párrafo anterior, que sea expedida por el 
funcionario encargado del mismo.

8.	 Durante los dos años siguientes a la finalización de su man-
dato, a los representantes locales a que se refiere el apar-
tado primero de este artículo que hayan ostentado 
responsabilidades ejecutivas en las diferentes áreas en que 
se organice el gobierno local, les serán de aplicación en el 
ámbito territorial de su competencia las limitaciones al ejer-
cicio de actividades privadas establecidas en el artículo 15 
de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio 
del alto cargo de la Administración General del Estado.

A estos efectos, los Ayuntamientos podrán contemplar una 
compensación económica durante ese periodo para aqué-
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llos que, como consecuencia del régimen de incompatibili-
dades, no puedan desempeñar su actividad profesional, ni 
perciban retribuciones económicas por otras actividades.

Artículo 75 bis.  Régimen retributivo de los miembros de las 
Corporaciones Locales y del personal al servicio de las Entida-
des Locales.

1.	 Los miembros de las Corporaciones Locales serán retribui-
dos por el ejercicio de su cargo en los términos establecidos 
en el artículo anterior. Los Presupuestos Generales del 
Estado determinarán, anualmente, el límite máximo total 
que pueden percibir los miembros de las Corporaciones 
Locales por todos los conceptos retributivos y asistencias, 
excluidos los trienios a los que en su caso tengan derecho 
aquellos funcionarios de carrera que se encuentren en situa-
ción de servicios especiales, atendiendo entre otros criterios 
a la naturaleza de la Corporación local y a su población 
según la siguiente tabla:

Habitantes Referencia

Más de 500.000 Secretario de Estado.

300.001 a 500.000 Secretario de Estado -10%.

150.001 a 300.000 Secretario de Estado -20%.

75.001 a 150.000 Secretario de Estado -25%.

50.001 a 75.000 Secretario de Estado -35%.

20.001 a 50.000 Secretario de Estado -45%.

10.001 a 20.000 Secretario de Estado -50%.

5.001 a 10.000 Secretario de Estado -55%.

1.000 a 5.000 Secretario de Estado -60%.

Los miembros de Corporaciones locales de población infe-
rior a 1.000 habitantes no tendrán dedicación exclusiva. 
Excepcionalmente, podrán desempeñar sus cargos con 
dedicación parcial, percibiendo sus retribuciones dentro de 
los límites máximos señalados al efecto en la Ley de Presu-
puestos Generales del Estado.

2.	 Sin perjuicio de la regla general establecida en el apartado 
anterior, en el caso de las retribuciones de los Presidentes 
de las Diputaciones provinciales o entidades equivalentes, 
tendrán un límite máximo por todos los conceptos retribu-
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tivos y asistencias que será igual a la retribución del tramo 
correspondiente al Alcalde o Presidente de la Corporación 
municipal más poblada de su provincia.

En el caso de los Cabildos y Consejos Insulares, sus Presi-
dentes tendrán un límite máximo por todos los conceptos 
retributivos y asistencias referenciado a la retribución del 
tramo correspondiente al Alcalde o Presidente de la Corpo-
ración municipal más poblada de su provincia, según la 
siguiente tabla:

Habitantes Referencia

Más de 150.000 Alcalde o Presidente de la Corporación municipal más 
poblada de su provincia.

25.000 a 150.000 70% del Alcalde o Presidente de la Corporación 
municipal más poblada de su provincia.

0 a 25.000 50% del Alcalde o Presidente de la Corporación 
municipal más poblada de su provincia.

Los concejales que sean proclamados diputados provincia-
les o equivalentes deberán optar por mantener el régimen 
de dedicación exclusiva en una u otra Entidad Local, sin que 
en ningún caso puedan acumularse ambos regímenes de 
dedicación.

3.	 Solo los miembros de la Corporación que no tengan dedi-
cación exclusiva ni dedicación parcial percibirán asistencias 
por la concurrencia efectiva a las sesiones de los órganos 
colegiados de la Corporación de que formen parte, en la 
cuantía señalada por el Pleno de la misma.

4.	 En el marco de lo establecido en la Ley Orgánica 2/2012, de 
27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera, y en el artículo 93.2 de esta Ley, las Leyes anua-
les de Presupuestos Generales del Estado podrán estable-
cer un límite máximo y mínimo total que por todos los 
conceptos retributivos pueda percibir el personal al servicio 
de las Entidades Locales y entidades de ellas dependientes 
en función del grupo profesional de los funcionarios públi-
cos o equivalente del personal laboral, así como de otros 
factores que se puedan determinar en las Leyes de Presu-
puestos Generales del Estado de cada año.
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Artículo 75 ter.  Limitación en el número de los cargos públicos 
de las Entidades Locales con dedicación exclusiva.

1.	 De conformidad con lo establecido en el artículo 75 de esta 
Ley, la prestación de servicios en los Ayuntamientos en régi-
men de dedicación exclusiva por parte de sus miembros 
deberá ajustarse en todo caso a los siguientes límites:

a)	 En los Ayuntamientos de Municipios con población infe-
rior a 1.000 habitantes, ningún miembro podrá prestar 
sus servicios en régimen de dedicación exclusiva.

b)	 En los Ayuntamientos de Municipios con población 
comprendida entre 1.001 y 2.000 habitantes, solo un 
miembro podrá prestar sus servicios en régimen de 
dedicación exclusiva.

c)	 En los Ayuntamientos de Municipios con población 
comprendida entre 2.001 y 3.000 habitantes, los miem-
bros que podrán prestar sus servicios en régimen de 
dedicación exclusiva no excederá de dos.

d)	 En los Ayuntamientos de Municipios con población 
comprendida entre  3.001 y 10.000 habitantes, los 
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen 
de dedicación exclusiva no excederá de tres.

e)	 En los Ayuntamientos de Municipios con población 
comprendida entre  10.001 y 15.000 habitantes, los 
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen 
de dedicación exclusiva no excederá de cinco.

f)	 En Ayuntamientos de Municipios con población com-
prendida entre 15.001 y 20.000 habitantes, los miem-
bros que podrán prestar sus servicios en régimen de 
dedicación exclusiva no excederá de siete.

g)	 En los Ayuntamientos de Municipios con población 
comprendida entre  20.001 y 35.000 habitantes, los 
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen 
de dedicación exclusiva no excederá de diez.

h)	 En los Ayuntamientos de Municipios con población 
comprendida entre  35.001 y 50.000 habitantes, los 
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen 
de dedicación exclusiva no excederá de once.
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i)	 En los Ayuntamientos de Municipios con población 
comprendida entre 50.001 y 100.000 habitantes, los 
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen 
de dedicación exclusiva no excederá de quince.

j)	 En los Ayuntamientos de Municipios con población 
comprendida entre 100.001 y 300.000 habitantes, los 
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen 
de dedicación exclusiva no excederá de dieciocho.

k)	 En los Ayuntamientos de Municipios con población 
comprendida entre 300.001 y 500.000 habitantes, los 
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen 
de dedicación exclusiva no excederá de veinte.

l)	 En los Ayuntamientos de Municipios con población 
comprendida entre 500.001 y 700.000 habitantes, los 
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen 
de dedicación exclusiva no excederá de veintidós.

m)	 En los Ayuntamientos de Municipios con población 
comprendida entre 700.001 y 1.000.000 habitantes, los 
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen 
de dedicación exclusiva no excederá de veinticinco.

n)	 En los Ayuntamientos de Municipios de Madrid y Bar-
celona, los miembros que podrán prestar sus servicios 
en régimen de dedicación exclusiva no excederán, res-
pectivamente, de cuarenta y cinco y de treinta y dos.

2.	 El número máximo de miembros que podrán prestar sus 
servicios en régimen de dedicación exclusiva en las Diputa-
ciones provinciales será el mismo que el del tramo corres-
pondiente a la Corporación del municipio más poblado de 
su provincia.

3.	 En los Cabildos y Consejos Insulares el número máximo de 
miembros que podrán prestar sus servicios en régimen de 
dedicación exclusiva se determinará en función del siguiente 
criterio: en las islas con más de 800.000 habitantes se reduce 
en 2 respecto al número actual de miembros de cabildo, y 
en las de menos de 800.000 habitantes el 60% de los cargos 
electos en cada Cabildo Insular.
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Artículo 76.

Sin perjuicio de las causas de incompatibilidad establecidas por 
la Ley, los miembros de las Corporaciones locales deberán abs-
tenerse de participar en la deliberación, votación, decisión y 
ejecución de todo asunto cuando concurra alguna de las causas 
a que se refiere la legislación de procedimiento administrativo y 
contratos de las Administraciones Públicas. La actuación de los 
miembros en que concurran tales motivos implicará, cuando 
haya sido determinante, la invalidez de los actos en que hayan 
intervenido.

Artículo 77.

Todos los miembros de las Corporaciones locales tienen dere-
cho a obtener del Alcalde o Presidente o de la Comisión de 
Gobierno cuantos antecedentes, datos o informaciones obren 
en poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos 
para el desarrollo de su función.

La solicitud de ejercicio del derecho recogido en el párrafo ante-
rior habrá de ser resuelta motivadamente en los cinco días natu-
rales siguientes a aquél en que se hubiese presentado.

Artículo 78.

1.	 Los miembros de las Corporaciones locales están sujetos a 
responsabilidad civil y penal por los actos y omisiones reali-
zados en el ejercicio de su cargo. Las responsabilidades se 
exigirán ante los Tribunales de Justicia competentes y se 
tramitarán por el procedimiento ordinario aplicable.

2.	 Son responsables de los acuerdos de las Corporaciones 
locales los miembros de las mismas que los hubiesen votado 
favorablemente.

3.	 Las Corporaciones locales podrán exigir la responsabilidad 
de sus miembros cuando por dolo o culpa grave, hayan cau-
sado daños y perjuicios a la Corporación o a terceros, si 
éstos hubiesen sido indemnizados por aquélla.

4.	 Los Presidentes de las Corporaciones locales podrán sancio-
nar con multa a los miembros de las mismas, por falta no 
justificada de asistencia a las sesiones o incumplimiento rei-
terado de sus obligaciones, en los términos que determine 
la Ley de la Comunidad Autónoma y, supletoriamente, la del 
Estado.
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TÍTULO VI

Bienes, actividades y servicios, y contratación

CAPÍTULO I

Bienes

Artículo 79.

1.	 El patrimonio de las entidades locales está constituido por 
el conjunto de bienes, derechos y acciones que les perte-
nezcan.

2.	 Los bienes de las entidades locales son de dominio público 
o patrimoniales.

3.	 Son bienes de dominio público los destinados a un uso o 
servicio público. Tienen la consideración de comunales 
aquellos cuyo aprovechamiento corresponda al común de 
los vecinos.

Artículo 80.

1.	 Los bienes comunales y demás bienes de dominio público 
son inalienables, inembargables e imprescriptibles y no 
están sujetos a tributo alguno.

2.	 Los bienes patrimoniales se rigen por su legislación especí-
fica y, en su defecto, por las normas de Derecho privado.

Artículo 81.

1.	 La alteración de la calificación jurídica de los bienes de las 
entidades locales requiere expediente en el que se acredi-
ten su oportunidad y legalidad.

2.	 No obstante, la alteración se produce automáticamente en 
los siguientes supuestos:

a)	 Aprobación definitiva de los planes de ordenación 
urbana y de los proyectos de obras y servicios.

b)	 Adscripción de bienes patrimoniales por más de veinti-
cinco años a un uso o servicio públicos.

Artículo 82.  Las entidades locales gozan, respecto de 
sus bienes, de las siguientes prerrogativas:
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a)	 La de recuperar por sí mismas su posesión en cualquier 
momento cuando se trate de los de dominio público, y 
en el plazo de un año, los patrimoniales.

b)	 La de deslinde, que se ajustará a lo dispuesto en la 
legislación del Patrimonio del Estado y, en su caso, en 
la legislación de los montes.

Artículo 83.

Los montes vecinales en mano común se regulan por su legisla-
ción específica.

CAPÍTULO II

Actividades y servicios

Artículo 84.

1.	 Las Entidades locales podrán intervenir la actividad de los 
ciudadanos a través de los siguientes medios:

a)	 Ordenanzas y bandos.

b)	 Sometimiento a previa licencia y otros actos de control 
preventivo. No obstante, cuando se trate del acceso y 
ejercicio de actividades de servicios incluidas en el 
ámbito de aplicación de la Ley 17/2009, de 23 de 
noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio, se estará a lo dispuesto en la 
misma.

c)	 Sometimiento a comunicación previa o a declaración 
responsable, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común.

d)	 Sometimiento a control posterior al inicio de la activi-
dad, a efectos de verificar el cumplimiento de la norma-
tiva reguladora de la misma.

e)	 Órdenes individuales constitutivas de mandato para la 
ejecución de un acto o la prohibición del mismo.

2.	 La actividad de intervención de las Entidades locales se ajus-
tará, en todo caso, a los principios de igualdad de trato, 
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necesidad y proporcionalidad con el objetivo que se persi-
gue.

3.	 Las licencias o autorizaciones otorgadas por otras Adminis-
traciones Públicas no eximen a sus titulares de obtener las 
correspondientes licencias de las Entidades locales, respe-
tándose en todo caso lo dispuesto en las correspondientes 
leyes sectoriales.

Artículo 84 bis.

1.	 Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, con 
carácter general, el ejercicio de actividades no se someterá 
a la obtención de licencia u otro medio de control preven-
tivo.

No obstante, podrá exigirse una licencia u otro medio de con-
trol preventivo respecto a aquellas actividades económicas:

a)	 Cuando esté justificado por razones de orden público, 
seguridad pública, salud pública o protección del 
medio ambiente en el lugar concreto donde se realiza 
la actividad, y estas razones no puedan salvaguardarse 
mediante la presentación de una declaración responsa-
ble o de una comunicación.

b)	 Cuando por la escasez de recursos naturales, la utiliza-
ción de dominio público, la existencia de inequívocos 
impedimentos técnicos o en función de la existencia de 
servicios públicos sometidos a tarifas reguladas, el 
número de operadores económicos del mercado sea 
limitado.

2.	 Las instalaciones o infraestructuras físicas para el ejercicio 
de actividades económicas solo se someterán a un régimen 
de autorización cuando lo establezca una Ley que defina sus 
requisitos esenciales y las mismas sean susceptibles de 
generar daños sobre el medioambiente y el entorno urbano, 
la seguridad o la salud públicas y el patrimonio histórico y 
resulte proporcionado. La evaluación de este riesgo se 
determinará en función de las características de las instala-
ciones, entre las que estarán las siguientes:

a)	 La potencia eléctrica o energética de la instalación.

b)	 La capacidad o aforo de la instalación.
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c)	 La contaminación acústica.

d)	 La composición de las aguas residuales que emita la 
instalación y su capacidad de depuración.

e)	 La existencia de materiales inflamables o contaminan-
tes.

f)	 Las instalaciones que afecten a bienes declarados inte-
grantes del patrimonio histórico.

3.	 En caso de existencia de licencias o autorizaciones concu-
rrentes entre una Entidad Local y otra Administración, la 
Entidad Local deberá motivar expresamente en la justifica-
ción de la necesidad de la autorización o licencia el interés 
general concreto que se pretende proteger y que éste no 
se encuentra ya cubierto mediante otra autorización ya exis-
tente.

Artículo 84 ter.

Cuando el ejercicio de actividades no precise autorización habi-
litante y previa, las Entidades locales deberán establecer y pla-
nificar los procedimientos de comunicación necesarios, así como 
los de verificación posterior del cumplimiento de los requisitos 
precisos para el ejercicio de la misma por los interesados previs-
tos en la legislación sectorial.

Artículo 85.

1.	 Son servicios públicos locales los que prestan las entidades 
locales en el ámbito de sus competencias.

2.	 Los servicios públicos de competencia local habrán de ges-
tionarse de la forma más sostenible y eficiente de entre las 
enumeradas a continuación:

A)	 Gestión directa:

a)	 Gestión por la propia Entidad Local.

b)	 Organismo autónomo local.

c)	 Entidad pública empresarial local.

d)	 Sociedad mercantil local, cuyo capital social sea de 
titularidad pública.
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Solo podrá hacerse uso de las formas previstas en las 
letras c) y d) cuando quede acreditado mediante memo-
ria justificativa elaborada al efecto que resultan más sos-
tenibles y eficientes que las formas dispuestas en las 
letras a) y b), para lo que se deberán tener en cuenta los 
criterios de rentabilidad económica y recuperación de la 
inversión. Además, deberá constar en el expediente la 
memoria justificativa del asesoramiento recibido que se 
elevará al Pleno para su aprobación en donde se inclui-
rán los informes sobre el coste del servicio, así como, el 
apoyo técnico recibido, que deberán ser publicitados. A 
estos efectos, se recabará informe del interventor local 
quien valorará la sostenibilidad financiera de las propues-
tas planteadas, de conformidad con lo previsto en el artí-
culo 4 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

B)	 Gestión indirecta, mediante las distintas formas previs-
tas para el contrato de gestión de servicios públicos en 
el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, 
de 14 de noviembre.

La forma de gestión por la que se opte deberá tener en 
cuenta lo dispuesto en el artículo 9 del Estatuto Básico 
del Empleado Público, aprobado por Ley 7/2007, de 12 
de abril, en lo que respecta al ejercicio de funciones 
que corresponden en exclusiva a funcionarios públicos.

Artículo 85 bis.

1.	 La gestión directa de los servicios de la competencia local 
mediante las formas de organismos autónomos locales y de 
entidades públicas empresariales locales se regirán, respec-
tivamente, por lo dispuesto en los artículos 45 a 52 y 53 a 60 
de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcio-
namiento de la Administración General del Estado, en cuanto 
les resultase de aplicación, con las siguientes especialidades:

a)	 Su creación, modificación, refundición y supresión 
corresponderá al Pleno de la entidad local, quien apro-
bará sus estatutos. Deberán quedar adscritas a una 
Concejalía, Área u órgano equivalente de la entidad 
local, si bien, en el caso de las entidades públicas 
empresariales, también podrán estarlo a un organismo 
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autónomo local. Excepcionalmente, podrán existir enti-
dades públicas empresariales cuyos estatutos les asig-
nen la función de dirigir o coordinar a otros entes de la 
misma o distinta naturaleza.

b)	 El titular del máximo órgano de dirección de los mis-
mos deberá ser un funcionario de carrera o laboral de 
las Administraciones públicas o un profesional del sec-
tor privado, titulados superiores en ambos casos, y con 
más de cinco años de ejercicio profesional en el 
segundo. En los municipios señalados en el título X, 
tendrá la consideración de órgano directivo.

c)	 En los organismos autónomos locales deberá existir un 
consejo rector, cuya composición se determinará en sus 
estatutos.

d)	 En las entidades públicas empresariales locales deberá 
existir un consejo de administración, cuya composición se 
determinará en sus Estatutos. El secretario del Consejo 
de Administración, que debe ser un funcionario público 
al que se exija para su ingreso titulación superior, ejercerá 
las funciones de fe pública y asesoramiento legal de los 
órganos unipersonales y colegiados de estas entidades.

e)	 La determinación y modificación de las condiciones 
retributivas, tanto del personal directivo como del resto 
del personal, deberán ajustarse en todo caso a las nor-
mas que al respecto apruebe el Pleno o la Junta de 
Gobierno, según corresponda.

f)	 Estarán sometidos a controles específicos sobre la evo-
lución de los gastos de personal y de la gestión de sus 
recursos humanos por las correspondientes concejalías, 
áreas u órganos equivalentes de la entidad local.

g)	 Su inventario de bienes y derechos se remitirá anual-
mente a la concejalía, área u órgano equivalente de la 
entidad local.

h)	 Será necesaria la autorización de la concejalía, área u 
órgano equivalente de la entidad local a la que se 
encuentren adscritos, para celebrar contratos de cuantía 
superior a las cantidades previamente fijadas por aquélla.
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i)	 Estarán sometidos a un control de eficacia por la con-
cejalía, área u órgano equivalente de la entidad local a 
la que estén adscritos.

j)	 Cualquier otra referencia a órganos estatales efectuada 
en la Ley 6/1997, de 14 de abril, y demás normativa 
estatal aplicable, se entenderá realizada a los órganos 
competentes de la entidad local.

Las referencias efectuadas en el presente artículo a la 
Junta de Gobierno, se entenderán efectuadas al Pleno 
en los municipios en que no exista aquélla.

2.	 Los estatutos de los organismos autónomos locales y de las 
entidades públicas empresariales locales comprenderán los 
siguientes extremos:

a)	 La determinación de los máximos órganos de dirección 
del organismo, ya sean unipersonales o colegiados, así 
como su forma de designación, con respeto en todo 
caso a lo dispuesto en el apartado anterior, con indica-
ción de aquellos actos y resoluciones que agoten la vía 
administrativa.

b)	 Las funciones y competencias del organismo, con indi-
cación de las potestades administrativas generales que 
éste puede ejercitar.

c)	 En el caso de las entidades públicas empresariales, los 
estatutos también determinarán los órganos a los que 
se confiera el ejercicio de las potestades administrativas.

d)	 El patrimonio que se les asigne para el cumplimiento 
de sus fines y los recursos económicos que hayan de 
financiar el organismo.

e)	 El régimen relativo a recursos humanos, patrimonio y 
contratación.

f)	 El régimen presupuestario, económico-financiero, de 
contabilidad, de intervención, control financiero y con-
trol de eficacia, que serán, en todo caso, conformes con 
la legislación sobre las Haciendas Locales y con lo dis-
puesto en el capítulo III del título X de esta ley.
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3.	 Los estatutos deberán ser aprobados y publicados con 
carácter previo a la entrada en funcionamiento efectivo del 
organismo público correspondiente.

Artículo 85 ter.

1.	 Las sociedades mercantiles locales se regirán íntegramente, 
cualquiera que sea su forma jurídica, por el ordenamiento 
jurídico privado, salvo las materias en que les sea de aplica-
ción la normativa presupuestaria, contable, de control finan-
ciero, de control de eficacia y contratación, y sin perjuicio de 
lo señalado en el apartado siguiente de este artículo.

2.	 La sociedad deberá adoptar una de las formas previstas en 
el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, 
y en la escritura de constitución constará el capital que 
deberá ser aportado por las Administraciones Públicas o por 
las entidades del sector público dependientes de las mismas 
a las que corresponda su titularidad.

3.	 Los estatutos determinarán la forma de designación y el fun-
cionamiento de la Junta General y del Consejo de Adminis-
tración, así como los máximos órganos de dirección de las 
mismas.

Artículo 86.

1.	 Las Entidades Locales podrán ejercer la iniciativa pública 
para el desarrollo de actividades económicas, siempre que 
esté garantizado el cumplimiento del objetivo de estabili-
dad presupuestaria y de la sostenibilidad financiera del ejer-
cicio de sus competencias. En el expediente acreditativo de 
la conveniencia y oportunidad de la medida habrá de justi-
ficarse que la iniciativa no genera riesgo para la sostenibili-
dad financiera del conjunto de la Hacienda municipal 
debiendo contener un análisis del mercado, relativo a la 
oferta y a la demanda existente, a la rentabilidad y a los 
posibles efectos de la actividad local sobre la concurrencia 
empresarial.

Corresponde al pleno de la respectiva Corporación local la 
aprobación del expediente, que determinará la forma con-
creta de gestión del servicio.
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2.	 Se declara la reserva en favor de las Entidades Locales de 
las siguientes actividades o servicios esenciales: abasteci-
miento domiciliario y depuración de aguas; recogida, trata-
miento y aprovechamiento de residuos, y transporte público 
de viajeros, de conformidad con lo previsto en la legislación 
sectorial aplicable. El Estado y las Comunidades Autóno-
mas, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán 
establecer, mediante Ley, idéntica reserva para otras activi-
dades y servicios.

La efectiva ejecución de estas actividades en régimen de 
monopolio requiere, además del acuerdo de aprobación del 
pleno de la correspondiente Corporación local, la aproba-
ción por el órgano competente de la Comunidad Autó-
noma.

3.	 En todo caso, la Administración del Estado podrá impugnar 
los actos y acuerdos previstos en este artículo, con arreglo 
a lo dispuesto en el Capítulo III del Título V de esta Ley, 
cuando incumplan la legislación de estabilidad presupues-
taria y sostenibilidad financiera.

Artículo 87.

(Derogado).

CAPÍTULO III

Contratación

Artículo 88.

(Derogado)

TÍTULO VII

Personal al servicio de las Entidades locales

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 89.

El personal al servicio de las entidades locales estará integrado 
por funcionarios de carrera, contratados en régimen de derecho 
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laboral y personal eventual que desempeña puestos de con-
fianza o asesoramiento especial.

Artículo 90.

1.	 Corresponde a cada Corporación local aprobar anualmente, 
a través del Presupuesto, la plantilla, que deberá compren-
der todos los puestos de trabajo reservados a funcionarios, 
personal laboral y eventual.

Las plantillas deberán responder a los principios de raciona-
lidad, economía y eficiencia y establecerse de acuerdo con 
la ordenación general de la economía, sin que los gastos de 
personal puedan rebasar los límites que se fijen con carácter 
general.

2.	 Las Corporaciones locales formarán la relación de todos los 
puestos de trabajo existentes en su organización, en los tér-
minos previstos en la legislación básica sobre función 
pública.

Corresponde al Estado establecer las normas con arreglo a 
las cuales hayan de confeccionarse las relaciones de puestos 
de trabajo, la descripción de puestos de trabajo tipo y las 
condiciones requeridas para su creación, así como las nor-
mas básicas de la carrera administrativa, especialmente por 
lo que se refiere a la promoción de los funcionarios a niveles 
y grupos superiores.

3.	 Las Corporaciones locales constituirán Registros de perso-
nal, coordinados con los de las demás Administraciones 
públicas, según las normas aprobadas por el Gobierno. Los 
datos inscritos en tal Registro determinarán las nóminas, a 
efectos de la debida justificación de todas las retribuciones.

Artículo 91.

1.	 Las Corporaciones locales formarán públicamente su oferta 
de empleo, ajustándose a los criterios fijados en la norma-
tiva básica estatal.

2.	 La selección de todo el personal, sea funcionario o laboral, 
debe realizarse de acuerdo con la oferta de empleo público, 
mediante convocatoria pública y a través del sistema de 
concurso, oposición o concurso-oposición libre en los que 
se garanticen, en todo caso, los principios constitucionales 
de igualdad, mérito y capacidad, así como el de publicidad.
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CAPÍTULO II

Disposiciones comunes a los funcionarios de carrera

Artículo 92.  Funcionarios al servicio de la Administración local.

1.	 Los funcionarios al servicio de la Administración local se 
rigen, en lo no dispuesto en esta Ley, por la Ley 7/2007, de 
12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, por 
la restante legislación del Estado en materia de función 
pública, así como por la legislación de las Comunidades 
Autónomas, en los términos del artículo 149.1.18.ª de la 
Constitución.

2.	 Con carácter general, los puestos de trabajo en la Adminis-
tración local y sus Organismos Autónomos serán desempe-
ñados por personal funcionario.

3.	 Corresponde exclusivamente a los funcionarios de carrera al 
servicio de la Administración local el ejercicio de las funcio-
nes que impliquen la participación directa o indirecta en el 
ejercicio de las potestades públicas o en la salvaguardia de 
los intereses generales. Igualmente son funciones públicas, 
cuyo cumplimiento queda reservado a funcionarios de 
carrera, las que impliquen ejercicio de autoridad, y en gene-
ral, aquellas que en desarrollo de la presente Ley, se reser-
ven a los funcionarios para la mejor garantía de la 
objetividad, imparcialidad e independencia en el ejercicio 
de la función.

Artículo 92 bis.  Funcionarios de administración local con habi-
litación de carácter nacional.

1.	 Son funciones públicas necesarias en todas las Corporacio-
nes locales, cuya responsabilidad administrativa está reser-
vada a funcionarios de administración local con habilitación 
de carácter nacional:

a)	 La de Secretaría, comprensiva de la fe pública y el ase-
soramiento legal preceptivo.

b)	 El control y la fiscalización interna de la gestión econó-
mico-financiera y presupuestaria, y la contabilidad, 
tesorería y recaudación.

No obstante, en los municipios de gran población se 
tendrá en cuenta lo dispuesto en el Título X de la pre-
sente Ley y en los municipios de Madrid y de Barcelona 
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la regulación contenida en las Leyes 22/2006, de 4 de 
julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid y 
1/2006, de 13 de marzo, por la que se regula el Régimen 
Especial del municipio de Barcelona respectivamente.

2.	 La escala de funcionarios de administración local con habili-
tación de carácter nacional se subdivide en las siguientes 
subescalas:

a)	 Secretaría, a la que corresponden las funciones conte-
nidas en el apartado 1.a) anterior.

b)	 Intervención-tesorería, a la que corresponden las fun-
ciones contenidas en el apartado 1.b).

c)	 Secretaría-intervención a la que corresponden las fun-
ciones contenidas en los apartados 1.a) y 1.b).

3.	 Los funcionarios de las subescalas de Secretaría e Interven-
ción-tesorería estarán integrados en una de estas dos cate-
gorías: entrada o superior.

4.	 El Gobierno, mediante real decreto, regulará las especiali-
dades de la creación, clasificación y supresión de puestos 
reservados a funcionarios de administración local con habi-
litación de carácter nacional así como las que puedan 
corresponder a su régimen disciplinario y de situaciones 
administrativas.

5.	 La aprobación de la oferta de empleo público, selección, 
formación y habilitación de los funcionarios de administra-
ción local con habilitación de carácter nacional corresponde 
al Estado, a través del Ministerio de Hacienda y Administra-
ciones Públicas, conforme a las bases y programas aproba-
dos reglamentariamente.

6.	 El Gobierno, mediante real decreto, regulará las especiali-
dades correspondientes de la forma de provisión de puestos 
reservados a funcionarios de administración local con habi-
litación de carácter nacional. En todo caso, el concurso será 
el sistema normal de provisión de puestos de trabajo. El 
ámbito territorial de los concursos será de carácter estatal.

Los méritos generales, de preceptiva valoración, se determi-
narán por la Administración del Estado, y su puntuación 
alcanzará un mínimo del 80% del total posible conforme al 
baremo correspondiente. Los méritos correspondientes a 
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las especialidades de la Comunidad Autónoma se fijarán por 
cada una de ellas y su puntuación podrá alcanzar hasta un 
15% del total posible. Los méritos correspondientes a las 
especialidades de la Corporación local se fijarán por ésta, y 
su puntuación alcanzará hasta un 5% del total posible.

Existirán dos concursos anuales: el concurso ordinario y el 
concurso unitario. El concurso unitario será convocado por 
la Administración del Estado. Las Corporaciones locales con 
puestos vacantes aprobarán las bases del concurso ordina-
rio, de acuerdo con el modelo de convocatoria y bases 
comunes que se aprueben en el real decreto previsto en el 
apartado anterior, y efectuarán las convocatorias, remitién-
dolas a la correspondiente Comunidad Autónoma para su 
publicación simultánea en los diarios oficiales.

Excepcionalmente, los puestos de trabajo reservados a fun-
cionarios de administración local con habilitación de carác-
ter nacional podrán cubrirse por el sistema de libre 
designación, en los municipios incluidos en el ámbito subje-
tivo definido en los artículos 111 y 135 del texto refundido 
de la Ley Reguladora de Haciendas Locales, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, así como 
las Diputaciones Provinciales, Áreas Metropolitanas, Cabil-
dos y Consejos Insulares y las ciudades con estatuto de 
autonomía de Ceuta y Melilla, entre funcionarios de la sub-
escala y categoría correspondiente. Cuando se trate de 
puestos de trabajo que tengan asignadas las funciones con-
tenidas en el apartado 1.b) de este artículo, será precisa la 
autorización expresa del órgano competente de la Adminis-
tración General del Estado en materia de Haciendas locales.

Igualmente, será necesario informe preceptivo previo del 
órgano competente de la Administración General del 
Estado en materia de Haciendas locales para el cese de 
aquellos funcionarios que tengan asignadas las funciones 
contenidas en el apartado 1.b) de este artículo y que hubie-
ran sido nombrados por libre designación.

En caso de cese de un puesto de libre designación, la Cor-
poración local deberá asignar al funcionario cesado un 
puesto de trabajo de su mismo grupo de titulación.

7.	 Las Comunidades Autónomas efectuarán, de acuerdo con la 
normativa establecida por la Administración del Estado, los 
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nombramientos provisionales de funcionarios con habilita-
ción de carácter nacional, así como las comisiones de servi-
cios, acumulaciones, nombramientos de personal interino y 
de personal accidental.

8.	 Los funcionarios deberán permanecer en cada puesto de 
trabajo, obtenido por concurso, un mínimo de dos años 
para poder participar en los concursos de provisión de 
puestos de trabajo o ser nombrados con carácter provisio-
nal en otro puesto de trabajo, salvo en el ámbito de una 
misma Entidad Local.

Excepcionalmente, antes del transcurso de dicho plazo, se 
podrán efectuar nombramientos con carácter provisional 
por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 
siempre que existan razones y circunstancias que requieran 
la cobertura del puesto con carácter urgente por estos fun-
cionarios, y la imposibilidad de efectuar un nombramiento 
provisional conforme a lo establecido en el párrafo anterior.

Reglamentariamente se establecerán las circunstancias 
excepcionales que justifiquen la solicitud de un nombra-
miento provisional, debiendo tenerse en cuenta, en todo 
caso, el posible perjuicio o menoscabo que se generaría en 
la Entidad Local en la que se ocupe el puesto en el momento 
de la solicitud.

9.	 En el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
existirá un Registro de funcionarios de administración local 
con habilitación de carácter nacional integrado con las 
Comunidades Autónomas, donde se inscribirán y anotarán 
todos los actos que afecten a la vida administrativa de estos 
funcionarios.

10.	Son órganos competentes para la incoación de expedientes 
disciplinarios a los funcionarios de administración local con 
habilitación de carácter nacional los siguientes:

a)	 El órgano correspondiente de la Corporación donde el 
funcionario hubiera cometido los hechos que se le 
imputan, cuando pudieran ser constitutivos de falta 
leve.

b)	 La Comunidad Autónoma respecto a funcionarios de 
corporaciones locales en su ámbito territorial, salvo 
cuando los hechos denunciados pudieran ser constitu-
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tivos de faltas muy graves tipificadas en la normativa 
básica estatal.

c)	 El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
cuando los hechos denunciados pudieran ser constitu-
tivos de faltas muy graves, tipificadas en la normativa 
básica estatal.

El órgano competente para acordar la incoación del 
expediente lo será también para nombrar instructor del 
mismo y decretar o alzar la suspensión provisional del 
expedientado, así como para instruir diligencias previas 
antes de decidir sobre tal incoación.

La instrucción del expediente se efectuará por un fun-
cionario de carrera de cualquiera de los Cuerpos o 
Escalas del Subgrupo A1 de titulación, incluida la Escala 
de Funcionarios con Habilitación de carácter nacional, 
que cuente con conocimientos en la materia a la que se 
refiera la infracción.

11.	Son órganos competentes para la imposición de sanciones 
disciplinarias a los funcionarios de administración local con 
habilitación de carácter nacional los siguientes:

a)	 El Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, 
cuando la sanción que recaiga sea por falta muy grave, 
tipificada en la normativa básica estatal.

b)	 La Comunidad Autónoma, cuando se trate de imponer 
sanciones de suspensión de funciones y destitución, no 
comprendidas en el párrafo anterior.

c)	 El órgano local competente, cuando se trate de impo-
ner sanciones por faltas leves.

La sanción impuesta se ejecutará en sus propios térmi-
nos, aun cuando en el momento de la ejecución, el fun-
cionario se encontrara ocupando un puesto distinto a 
aquel en el que se produjeron los hechos que dieron 
lugar a la sanción.

La sanción de destitución implicará la pérdida del 
puesto de trabajo, con la prohibición de obtener des-
tino en la misma Corporación en la que tuvo lugar la 
sanción, en el plazo que se fije, con el máximo de seis 
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años, para las faltas muy graves, y de tres años para las 
faltas graves.

La sanción de suspensión de funciones tendrá una 
duración máxima de seis años, para las faltas muy gra-
ves, y de tres años para las faltas graves.

Artículo 93.

1.	 Las retribuciones básicas de los funcionarios locales tendrán 
la misma estructura e idéntica cuantía que las establecidas 
con carácter general para toda la función pública.

2.	 Las retribuciones complementarias se atendrán, asimismo, a 
la estructura y criterios de valoración objetiva de las del 
resto de los funcionarios públicos. Su cuantía global será 
fijada por el Pleno de la Corporación dentro de los límites 
máximos y mínimos que se señalen por el Estado.

3.	 Las Corporaciones locales reflejarán anualmente en sus pre-
supuestos la cuantía de las retribuciones de sus funcionarios 
en los términos previstos en la legislación básica sobre fun-
ción pública.

Artículo 94.

La jornada de trabajo de los funcionarios de la Administración 
local será en cómputo anual la misma que se fije para los funcio-
narios de la Administración Civil del Estado.

Se les aplicarán las mismas normas sobre equivalencia y reduc-
ción de jornada.

Artículo 95.

La participación de los funcionarios, a través de sus organizacio-
nes sindicales, en la determinación de sus condiciones de empleo, 
será la establecida con carácter general para todas las Adminis-
traciones Públicas en el Estatuto básico de la función publica.

Artículo 96.

El Instituto de Estudios de Administración Local desarrollará cur-
sos de perfeccionamiento, especialización y promoción para los 
funcionarios al servicio de las entidades locales, y colaborará en 
dichas funciones con los Institutos o Escuelas de funcionarios de 
las Comunidades Autónomas, así como con las instituciones de 
este tipo que acuerden constituir las propias Corporaciones.
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Artículo 97.

Los anuncios de convocatorias de pruebas de acceso a la fun-
ción pública local y de concursos para la provisión de puestos 
de trabajo deberán publicarse en el «Boletín Oficial del Estado».

Las bases se publicarán en el «Boletín Oficial de la Provincia», 
salvo las relativas a las convocatorias de pruebas selectivas para 
la obtención de la habilitación de carácter nacional, que se 
publicarán en el «Boletín Oficial del Estado».

CAPÍTULO III

Selección y formación de los funcionarios con habilitación de 
carácter nacional y sistema de provisión de plazas

Téngase en cuenta que este Capítulo, derogado por la disposición 
derogatoria única.d) de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre. Se mantendrá vigente en tanto no se 
oponga a lo establecido en el mismo hasta que se dicten las Leyes 
de Función Pública y las normas reglamentarias de desarrollo, se-
gún establece su disposición final 4.2.

Artículo 98.

1.	 La selección, formación y habilitación de los funcionarios a 
que se refiere el número 3 del artículo 92 corresponde al 
Instituto de Estudios de Administración Local, conforme a 
las bases y programas aprobados reglamentariamente.

Podrá descentralizarse territorialmente la realización de las 
pruebas de selección para el acceso a los cursos de forma-
ción en relación con las Corporaciones de determinado nivel 
de población, en los términos que establezca la Administra-
ción del Estado.

El Instituto de Estudios de Administración Local, deberá 
encomendar, mediante convenio, a los Institutos o Escuelas 
de funcionarios de las Comunidades Autónomas que así lo 
soliciten, la formación, por delegación, de los funcionarios 
que deben obtener una habilitación de carácter nacional.

2.	 Quienes hayan obtenido la habilitación a que se refiere el 
número anterior ingresarán en la Función Pública Local y 
estarán legitimados para participar en los concursos de 
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méritos convocados para la provisión de las plazas o pues-
tos de trabajo reservados a estos funcionarios en las planti-
llas de cada entidad local.

Artículo 99.

1.	 El concurso será el sistema normal de provisión de puestos 
de trabajo y en él se tendrán en cuenta los méritos genera-
les, entre los que figuran la posesión de un determinado 
grado personal, la valoración del trabajo desarrollado, los 
cursos de formación y perfeccionamiento superados y la 
antigüedad; los méritos correspondientes al conocimiento 
de las especialidades de la organización territorial de cada 
Comunidad Autónoma y de la normativa autonómica, y los 
méritos específicos directamente relacionados con las carac-
terísticas del puesto.

Los méritos generales serán de preceptiva valoración en 
todo caso, se determinarán por la Administración del 
Estado, y su puntuación alcanzará el 65 por 100 del total 
posible conforme al baremo correspondiente. No regirá 
esta limitación cuando no se establezcan otros méritos.

Los méritos correspondientes al conocimiento de las espe-
cialidades de la organización territorial de la Comunidad 
Autónoma y de su normativa específica se fijará por cada 
Comunidad Autónoma, y su puntuación podrá alcanzar 
hasta un 10 por 100 del total posible.

Los méritos específicos se podrán determinar por cada Cor-
poración local, y su puntuación alcanzará hasta un 25 por 
100 del total posible.

Las Corporaciones locales aprobarán las bases del concurso, 
con inclusión de los méritos específicos que puedan estable-
cer los determinados por su Comunidad Autónoma, así 
como el conocimiento de la lengua oficial propia de la 
misma en los términos previstos en la legislación autonó-
mica respectiva.

Los Presidentes de las Corporaciones locales efectuarán las 
convocatorias de los concursos y las remitirán a las corres-
pondientes Comunidades Autónomas para su publicación 
simultánea en los diarios oficiales, dentro de los plazos fija-
dos reglamentariamente. Asimismo, el Ministerio para las 
Administraciones Públicas publicará en el “Boletín Oficial 
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del Estado” extracto de las mismas, que servirá de base 
para el cómputo de plazos.

Las resoluciones de los concursos se efectuarán por las Cor-
poraciones locales y se remitirán al Ministerio para las Admi-
nistraciones Públicas, quien previa coordinación de las 
mismas para evitar la pluralidad simultánea de adjudicacio-
nes a favor de un mismo concursante, procederá a formali-
zar los nombramientos, que serán objeto de publicación en 
los diarios oficiales de las Comunidades Autónomas y en el 
“Boletín Oficial del Estado”.

El Ministerio de Administraciones Públicas efectuará, suple-
toriamente, en función de los méritos generales y los de 
valoración autonómica y de acuerdo con las Comunidades 
Autónomas respecto del requisito de la lengua, la convoca-
toria anual de los puestos de trabajo vacantes reservados a 
funcionarios de Administración Local con habilitación de 
carácter nacional que deban proveerse mediante concurso 
y que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:

a)	 Aquellos puestos que, encontrándose vacantes, no 
hubiesen sido convocados por las Corporaciones Loca-
les en el concurso ordinario.

b)	 Aquellos puestos que, habiendo sido convocados en el 
concurso ordinario, se hubiesen quedado desiertos.

c)	 Aquellos puestos que, habiendo sido incluidos en el 
concurso ordinario, no se hubieran adjudicado por la 
Corporación Local por otras causas.

d)	 Aquellos puestos cuyas Corporaciones Locales soliciten 
expresamente su inclusión, a pesar de haber resultado 
vacantes con posterioridad a la convocatoria del con-
curso ordinario. La solicitud de la inclusión de nuevos 
puestos en el concurso unitario se efectuará por el Pre-
sidente de la Corporación que la enviará a la Dirección 
General para la Administración Local del Ministerio de 
Administraciones Públicas.

2.	 Excepcionalmente, podrán cubrirse por el sistema de libre 
designación, entre habilitados de carácter nacional de la 
subescala y categoría correspondientes, los puestos a ellos 
reservados que se determinen en las relaciones de puestos 
de trabajo. Dicho sistema sólo podrá adoptarse, en atención 
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al carácter directivo de sus funciones o a la especial respon-
sabilidad que asuman, respecto de los puestos en Diputa-
ciones Provinciales, Cabildos y Consejos Insulares, 
Ayuntamientos, capitales de Comunidad Autónoma o de 
provincia y de municipios con población superior a cien mil 
habitantes, siempre que tengan asignado nivel 30 de com-
plemento de destino.

Cuando se trate de puestos de intervención o tesorería, 
además de los requisitos anteriores, la cuantía mínima del 
presupuesto ordinario de la Corporación habrá de ser supe-
rior a tres mil millones de pesetas. A los funcionarios cesa-
dos en los mismos se les garantizará un puesto de trabajo 
de su subescala y categoría en la Corporación, que deberá 
figurar en su relación de puestos de trabajo.

Las bases de la convocatoria para cubrir estos puestos serán 
aprobadas por el Presidente de la Corporación y conten-
drán la denominación y requisitos indispensables para des-
empeñarlos.

La convocatoria, que se realizará con los requisitos de publi-
cidad de los concursos, y la resolución, previa constatación 
de la concurrencia de los requisitos exigidos en la convoca-
toria, corresponden al Presidente de la Corporación, quien 
dará cuenta de esta última al Pleno de la misma.

3.	 La toma de posesión determina la adquisición de los dere-
chos y deberes funcionariales inherentes a la situación en 
activo, pasando a depender el funcionario de la correspon-
diente Corporación, sin perjuicio de la facultad disciplinaria 
de destitución del cargo y de separación definitiva del ser-
vicio que queda reservada en todo caso a la Administración 
del Estado.

4.	 En todo caso, en esta última Administración se llevará un 
Registro relativo a los funcionarios locales con habilitación 
nacional, en el que deberán inscribirse, para su efectividad, 
todas las incidencias y situaciones de dichos funcionarios.
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CAPÍTULO IV

Selección de los restantes funcionarios y reglas sobre provisión de 
puestos de trabajo

Artículo 100.

1.	 Es competencia de cada Corporación local la selección de 
los funcionarios con la excepción de los funcionarios con 
habilitación de carácter nacional.

2.	 Corresponde, no obstante, a la Administración del Estado, 
establecer reglamentariamente:

a)	 Las reglas básicas y los programas mínimos a que debe 
ajustarse el procedimiento de selección y formación de 
tales funcionarios.

b)	 Los títulos académicos requeridos para tomar parte en 
las pruebas selectivas, así como los Diplomas expedi-
dos por el Instituto de Estudios de Administración Local 
o por los Institutos o Escuelas de funcionarios estable-
cidos por las Comunidades Autónomas, complementa-
rios de los títulos académicos, que puedan exigirse 
para participar en las mismas.

Artículo 101.

Los puestos de trabajo vacantes que deban ser cubiertos por los 
funcionarios a que se refiere el artículo anterior se proveerán en 
convocatoria pública por los procedimientos de concurso de 
méritos o de libre designación, de acuerdo con las normas que 
regulen estos procedimientos en todas las Administraciones 
públicas.

En dichas convocatorias de provisión de puestos de trabajo, 
además de la participación de los funcionarios propios de la 
entidad convocante, podrán participar los funcionarios que per-
tenezcan a cualquiera de las Administraciones públicas, que-
dando en este caso supeditada la participación a lo que al 
respecto establezcan las relaciones de puestos de trabajo.

Artículo 102.

1.	 Las pruebas de selección y los concursos para la provisión 
de puestos de trabajo, a que se refiere el presente Capítulo, 
se regirán por las bases que apruebe el Presidente de la 
Corporación, a quien corresponderá su convocatoria.
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2.	 En las pruebas selectivas, el tribunal u órgano similar elevará 
la correspondiente relación de aprobados al Presidente de 
la Corporación para hacer el nombramiento, a quien tam-
bién corresponderá la resolución motivada de los concursos 
para la provisión de puestos de trabajo, previa propuesta de 
aquellos órganos de selección.

CAPÍTULO V

Del personal laboral y eventual

Artículo 103.

El personal laboral será seleccionado por la propia Corporación 
ateniéndose, en todo caso, a lo dispuesto en el artículo 91 y con 
el máximo respeto al principio de igualdad de oportunidades de 
cuantos reúnan los requisitos exigidos.

Artículo 103 bis.  Masa salarial del personal laboral del sector 
público local.

1.	 Las Corporaciones locales aprobarán anualmente la masa 
salarial del personal laboral del sector público local respe-
tando los límites y las condiciones que se establezcan con 
carácter básico en la correspondiente Ley de Presupuestos 
Generales del Estado.

2.	 La aprobación indicada en el apartado anterior compren-
derá la referente a la propia Entidad Local, organismos, enti-
dades públicas empresariales y demás entes públicos y 
sociedades mercantiles locales de ella dependientes, así 
como las de los consorcios adscritos a la misma en virtud de 
lo previsto en la legislación básica de régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas y de las fundaciones en las que 
concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a)	 Que se constituyan con una aportación mayoritaria, 
directa o indirecta, de las entidades citadas en este 
apartado.

b)	 Que su patrimonio fundacional, con un carácter de per-
manencia, esté formado en más de un 50 por 100 por 
bienes o derechos aportados o cedidos por las referi-
das entidades.

3.	 La masa salarial aprobada será publicada en la sede electró-
nica de la Corporación y en el Boletín Oficial de la Provincia 
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o, en su caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial en 
el plazo de 20 días.

Artículo 104.

1.	 El número, características y retribuciones del personal even-
tual será determinado por el Pleno de cada Corporación, al 
comienzo de su mandato. Estas determinaciones sólo 
podrán modificarse con motivo de la aprobación de los pre-
supuestos anuales.

2.	 El nombramiento y cese de estos funcionarios es libre y 
corresponde al Alcalde o al Presidente de la entidad local 
correspondiente. Cesan automáticamente en todo caso 
cuando se produzca el cese o expire el mandato de la auto-
ridad a la que presten su función de confianza o asesora-
miento.

3.	 Los nombramientos de funcionarios de empleo, el régimen 
de sus retribuciones y su dedicación se publicarán en el 
«Boletín Oficial» de la Provincia y, en su caso, en el propio 
de la Corporación.

Artículo 104 bis.  Personal eventual de las Entidades Locales.

1.	 Las dotaciones de puestos de trabajo cuya cobertura corres-
ponda a personal eventual en los Ayuntamientos deberán 
ajustarse a los siguientes límites y normas:

a)	 Los Municipios de población entre 2.000 a 5.000 habi-
tantes podrán excepcionalmente contar con un puesto 
de trabajo cuya cobertura corresponda a personal 
eventual cuando no haya miembros de la corporación 
local con dedicación exclusiva.

b)	 Los Ayuntamientos de Municipios con población supe-
rior a 5.000 y no superior a 10.000 habitantes podrán 
incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal 
eventual por un número que no podrá exceder de uno.

c)	 Los Ayuntamientos de Municipios con población supe-
rior a 10.000 y no superior a 20.000 habitantes podrán 
incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal 
eventual por un número que no podrá exceder de dos.

d)	 Los Ayuntamientos de Municipios con población supe-
rior a 20.000 y no superior a 50.000 habitantes podrán 



120

incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal 
eventual por un número que no podrá exceder de 
siete.

e)	 Los Ayuntamientos de Municipios con población supe-
rior a 50.000 y no superior a 75.000 habitantes podrán 
incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal 
eventual por un número que no podrá exceder de la 
mitad de concejales de la Corporación local.

f)	 Los Ayuntamientos de Municipios con población supe-
rior a 75.000 y no superior a 500.000 habitantes podrán 
incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal 
eventual por un número que no podrá exceder del 
número de concejales de la Corporación local.

g)	 Los Ayuntamientos de Municipios con población supe-
rior a 500.000 habitantes podrán incluir en sus plantillas 
puestos de trabajo de personal eventual por un número 
que no podrá exceder al 0,7 por ciento del número 
total de puestos de trabajo de la plantilla de las respec-
tivas Entidades Locales, considerando, a estos efectos, 
los entes que tengan la consideración de Administra-
ción pública en el marco del Sistema Europeo de Cuen-
tas.

Estos Ayuntamientos, si lo fueran del Municipio de 
mayor población dentro de un Área Metropolitana, 
podrán incluir en sus plantillas un número adicional de 
puestos de trabajo de personal eventual, que no podrá 
exceder del siguiente número:

–	 Seis, si el Municipio tiene una población 
entre 500.000 y 1.000.000 de habitantes.

–	 Doce, si el Municipio tiene una población 
entre 1.000.001 y 1.500.000 habitantes.

–	 Dieciocho, si el Municipio tiene una población de 
más de 1.500.000 habitantes.

2.	 El número de puestos de trabajo cuya cobertura corres-
ponda a personal eventual en las Diputaciones provinciales 
será el mismo que el del tramo correspondiente a la Corpo-
ración del Municipio más poblado de su Provincia. En el 
caso de los Consejos y Cabildos insulares, no podrá exceder 
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de lo que resulte de aplicar el siguiente criterio: en las islas 
con más de 800.000 habitantes, se reduce en 2 respecto al 
número actual de miembros de cabildo, y, en las de menos 
de 800.000 habitantes, el 60% de los cargos electos en cada 
Cabildo o Consejo Insular.

3.	 (Anulado).

4.	 (Anulado).

5.	 Las Corporaciones locales publicarán semestralmente en su 
sede electrónica y en el Boletín Oficial de la Provincia o, en 
su caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial el número 
de los puestos de trabajo reservados a personal eventual.

6.	 El Presidente de la Entidad Local informará al Pleno con 
carácter trimestral del cumplimiento de lo previsto en este 
artículo.

TÍTULO VII I

Haciendas Locales

Artículo 105.

1.	 De conformidad con la legislación prevista en el artículo 5, 
se dotará a las Haciendas locales de recursos suficientes 
para el cumplimiento de los fines de las entidades locales.

2.	 Las Haciendas locales se nutren, además de tributos propios 
y de las participaciones reconocidas en los del Estado y en 
los de las Comunidades Autónomas, de aquellos otros 
recursos que prevea la Ley.

Artículo 106.

1.	 Las entidades locales tendrán autonomía para establecer y 
exigir tributos de acuerdo con lo previsto en la legislación 
del Estado reguladora de las Haciendas locales y en las 
Leyes que dicten las Comunidades Autónomas en los 
supuestos expresamente previstos en aquélla.

2.	 La potestad reglamentaria de las entidades locales en mate-
ria tributaria se ejercerá a través de Ordenanzas fiscales 
reguladoras de sus tributos propios y de Ordenanzas gene-
rales de gestión, recaudación e inspección. Las Corporacio-
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nes locales podrán emanar disposiciones interpretativas y 
aclaratorias de las mismas.

3.	 Es competencia de las entidades locales la gestión, recau-
dación e inspección de sus tributos propios, sin perjuicio de 
las delegaciones que puedan otorgar a favor de las entida-
des locales de ámbito superior o de las respectivas Comu-
nidades Autónomas, y de las fórmulas de colaboración con 
otras entidades locales, con las Comunidades Autónomas o 
con el Estado, de acuerdo con lo que establezca la legisla-
ción del Estado.

Artículo 107.

1.	 Las Ordenanzas fiscales reguladoras de los tributos locales 
comenzarán a aplicarse en el momento de su publicación 
definitiva en el “Boletín Oficial” de la provincia o, en su 
caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial, salvo que 
en las mismas se señale otra fecha.

2.	 Las Ordenanzas fiscales obligan en el territorio de la respec-
tiva entidad local y se aplican conforme a los principios de 
residencia efectiva y de territorialidad, según los casos.

Artículo 108.

Contra los actos sobre aplicación y efectividad de los tributos 
locales, y de los restantes ingresos de Derecho Público de las 
entidades locales, tales como prestaciones patrimoniales de 
carácter público no tributarias, precios públicos, y multas y san-
ciones pecuniarias, se formulará el recurso de reposición espe-
cíficamente previsto a tal efecto en la Ley reguladora de las 
Haciendas Locales. Dicho recurso tendrá carácter potestativo en 
los municipios a que se refiere el título X de esta ley.

Artículo 109.

1.	 La extinción total o parcial de las deudas que el Estado, las 
Comunidades Autónomas, la Seguridad Social y cuales-
quiera entidades de Derecho público dependientes de las 
anteriores tengan respectivamente con las Entidades Loca-
les, o viceversa, podrá acordarse por vía de compensación, 
cuando se trate de deudas vencidas, líquidas y exigibles.

Lo previsto en este apartado se aplicará de conformidad 
con lo dispuesto en la normativa específica de la Seguridad 
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Social y de la Hacienda Pública en materia de compensación 
de deudas.

2.	 La extinción total o parcial de las deudas de derecho público 
que las Comunidades Autónomas y cualesquiera otras enti-
dades de Derecho público dependientes de ellas tengan 
con las entidades de Derecho público o sociedades vincula-
das, dependientes o íntegramente participadas por las Enti-
dades Locales, o viceversa, podrá acordarse por vía de 
compensación, cuando se trate de deudas vencidas, líquidas 
y exigibles.

Artículo 110.

1.	 Corresponderá al Pleno de la Corporación la declaración de 
nulidad de pleno derecho y la revisión de los actos dictados 
en vía de gestión tributaria, en los casos y de acuerdo con 
el procedimiento establecido en los artículos 153 y 154 de 
la Ley General Tributaria.

2.	 En los demás casos, las entidades locales no podrán anular 
sus propios actos declarativos de derechos, y su revisión 
requerirá la previa declaración de lesividad para el interés 
público y su impugnación en vía contencioso-administrativa, 
con arreglo a la Ley de dicha Jurisdicción.

Artículo 111.

Los acuerdos de establecimiento, supresión y ordenación de tri-
butos locales, así como las modificaciones de las correspondien-
tes Ordenanzas fiscales, serán aprobados, publicados y entrarán 
en vigor, de acuerdo con lo dispuesto en las normas especiales 
reguladoras de la Imposición y Ordenación de tributos locales, 
sin que les sea de aplicación lo previsto en el artículo 70.2 en 
relación con el 65.2, ambos de la presente Ley.

Artículo 112.

1.	 Las entidades locales aprueban anualmente un presupuesto 
único que constituye la expresión cifrada, conjunta y siste-
mática de las obligaciones que, como máximo, pueden 
reconocer, y de los derechos con vencimiento o que se pre-
vean realizar durante el correspondiente ejercicio econó-
mico. El Presupuesto coincide con el año natural y está 
integrado por el de la propia entidad y los de todos los 
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organismos y empresas locales con personalidad jurídica 
propia dependientes de aquélla.

2.	 La Administración del Estado determinará con carácter 
general la estructura de los Presupuestos de las entidades 
locales.

3.	 Aprobado inicialmente el presupuesto, se expondrá al 
público durante el plazo que señale la legislación del Estado 
reguladora de las Haciendas locales, con objeto de que los 
interesados puedan interponer reclamaciones frente al 
mismo. Una vez resueltas las que se hayan presentado, en 
los términos que prevea la Ley, el presupuesto definitiva-
mente aprobado será insertado en el «Boletín Oficial» de la 
Corporación, si lo tuviera, y resumido, en el de la Provincia.

4.	 La aprobación definitiva del presupuesto por el Pleno de la 
Corporación habrá de realizarse antes del 31 de diciembre 
del año anterior al del ejercicio en que deba aplicarse.

5.	 Si el presupuesto no fuera aprobado antes del primer día 
del ejercicio económico correspondiente, quedará automá-
ticamente prorrogada la vigencia del anterior.

Artículo 113.

1.	 Contra los actos que pongan fin a las reclamaciones formu-
ladas en relación con los acuerdos de las Corporaciones en 
materia de presupuestos, imposición, aplicación y efectivi-
dad de tributos o aprobación y modificación de Ordenanzas 
fiscales, los interesados podrán interponer directamente el 
recurso contencioso-administrativo.

2.	 El Tribunal de Cuentas deberá en todo caso emitir informe 
cuando la impugnación afecte o se refiera a la nivelación 
presupuestaria.

3.	 La interposición del recurso previsto en el párrafo primero y 
de las reclamaciones establecidas en los artículos 49, 108 y 
112, número 3, no suspenderá por sí sola la efectividad del 
acto o acuerdo impugnado.

Artículo 114.

Las entidades locales quedan sometidas al régimen de contabi-
lidad pública. La Administración del Estado establecerá, con 
carácter general, el plan de cuentas de las entidades locales.
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Artículo 115.

La fiscalización externa de las cuentas y de la gestión económica 
de las entidades locales corresponde al Tribunal de Cuentas, 
con el alcance y condiciones que establece la Ley Orgánica que 
lo regula, y sin perjuicio de los supuestos de delegación previs-
tos en la misma.

Artículo 116.

Las cuentas anuales se someterán antes del 1 de junio a informe 
de la Comisión Especial de Cuentas de la entidad local, la cual 
estará constituida por miembros de los distintos grupos políti-
cos integrantes de la Corporación, y serán asimismo objeto de 
información pública antes de someterse a la aprobación del 
Pleno, a fin de que puedan formularse contra las mismas recla-
maciones, reparos u observaciones. Todo ello sin perjuicio de 
que pueda denunciarse ante el Tribunal de Cuentas la existencia 
de irregularidades en la gestión económica y en las cuentas 
aprobadas.

Artículo 116 bis.  Contenido y seguimiento del plan econó-
mico-financiero.

1.	 Cuando por incumplimiento del objetivo de estabilidad pre-
supuestaria, del objetivo de deuda pública o de la regla de 
gasto, las corporaciones locales incumplidoras formulen su 
plan económico-financiero lo harán de conformidad con los 
requisitos formales que determine el Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas.

2.	 Adicionalmente a lo previsto en el artículo 21 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupues-
taria y Sostenibilidad Financiera, el mencionado plan incluirá 
al menos las siguientes medidas:

a)	 Supresión de las competencias que ejerza la Entidad 
Local que sean distintas de las propias y de las ejercidas 
por delegación.

b)	 Gestión integrada o coordinada de los servicios obliga-
torios que presta la Entidad Local para reducir sus cos-
tes.

c)	 Incremento de ingresos para financiar los servicios obli-
gatorios que presta la Entidad Local.
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d)	 Racionalización organizativa.

e)	 Supresión de entidades de ámbito territorial inferior al 
municipio que, en el ejercicio presupuestario inmediato 
anterior, incumplan con el objetivo de estabilidad pre-
supuestaria o con el objetivo de deuda pública o que el 
período medio de pago a proveedores supere en más 
de treinta días el plazo máximo previsto en la normativa 
de morosidad.

f)	 Una propuesta de fusión con un municipio colindante 
de la misma provincia.

3.	 La Diputación provincial o entidad equivalente asistirá al 
resto de corporaciones locales y colaborará con la Adminis-
tración que ejerza la tutela financiera, según corresponda, 
en la elaboración y el seguimiento de la aplicación de las 
medidas contenidas en los planes económicos-financiero. La 
Diputación o entidad equivalente propondrá y coordinará 
las medidas recogidas en el apartado anterior cuando ten-
gan carácter supramunicipal, que serán valoradas antes de 
aprobarse el plan económico-financiero, así como otras 
medidas supramunicipales distintas que se hubieran pre-
visto, incluido el seguimiento de la fusión de Entidades 
Locales que se hubiera acordado.

Artículo 116 ter.  Coste efectivo de los servicios.

1.	 Todas las Entidades Locales calcularán antes del día 1 de 
noviembre de cada año el coste efectivo de los servicios que 
prestan, partiendo de los datos contenidos en la liquidación 
del presupuesto general y, en su caso, de las cuentas anua-
les aprobadas de las entidades vinculadas o dependientes, 
correspondiente al ejercicio inmediato anterior.

2.	 El cálculo del coste efectivo de los servicios tendrá en cuenta 
los costes reales directos e indirectos de los servicios con-
forme a los datos de ejecución de gastos mencionados en 
el apartado anterior: Por Orden del Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas se desarrollarán estos criterios de 
cálculo.

3.	 Todas las Entidades Locales comunicarán los costes efecti-
vos de cada uno de los servicios al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas para su publicación.
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TÍTULO IX

Organizaciones para la cooperación entre las Administracio-
nes Públicas en materia de Administración Local

Artículo 117.

1.	 La Comisión Nacional de Administración Local es el órgano 
permanente para la colaboración entre la Administración 
General del Estado y la Administración local.

2.	 La Comisión estará formada, bajo la presidencia del Ministro 
de Administraciones Públicas, por un número igual de 
representantes de las entidades locales y de la Administra-
ción General del Estado. La designación de los representan-
tes de las entidades locales corresponde en todo caso a la 
asociación de ámbito estatal con mayor implantación.

Su composición, funcionamiento y régimen de adopción de 
acuerdos se determinará reglamentariamente, mediante 
real decreto aprobado por el Consejo de Ministros, a pro-
puesta del Ministro de Administraciones Públicas.

3.	 La Comisión se reúne previa convocatoria de su Presidente, 
a iniciativa propia o a solicitud de la representación local. A 
sus reuniones podrán asistir, cuando sean convocados por 
su Presidente, representantes de las comunidades autóno-
mas.

4.	 El Pleno de la Comisión Nacional de Administración Local 
podrá delegar funciones en sus Subcomisiones, con excep-
ción del informe de los anteproyectos de ley que versen 
sobre las siguientes materias:

a)	 Normativa básica de régimen local.

b)	 Haciendas Locales.

c)	 Leyes Orgánicas que afecten a la Administración Local.

Artículo 118.

1.	 Corresponde a la Comisión:

A)	 Emitir informe en los siguientes supuestos:

a)	 Anteproyectos de Ley y proyectos de disposiciones 
administrativas de competencia del Estado en las 
materias que afecten a la Administración local, 
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tales como las referentes a su régimen organizativo 
y de funcionamiento; régimen sustantivo de sus 
funciones y servicios -incluidas la atribución o 
supresión de competencias-; régimen estatutario 
de sus funcionarios; procedimiento administrativo, 
contratos, concesiones y demás formas de presta-
ción de los servicios públicos; expropiación y res-
ponsabilidad patrimonial; régimen de sus bienes y 
haciendas locales.

b)	 Criterios para las autorizaciones de operaciones de 
endeudamiento de las Corporaciones locales.

c)	 Previamente y en los supuestos en que el Consejo 
de Ministros acuerde la aplicación de lo dispuesto 
en el artículo 61 de la presente Ley.

B)	 Efectuar propuestas y sugerencias al Gobierno en 
materia de Administración local y, en especial, sobre:

a)	 Atribución y delegación de competencias en favor 
de las entidades locales.

b)	 Distribución de las subvenciones, créditos y trans-
ferencias del Estado a la Administración local.

c)	 Participación de las Haciendas locales en los tribu-
tos del Estado.

d)	 Previsiones de los Presupuestos Generales del 
Estado que afecten a las entidades locales.

2.	 La Comisión, para el cumplimiento de sus funciones, puede 
requerir del Instituto de Estudios de Administración Local la 
realización de estudios y la emisión de informes.

Artículo 119.

La Comisión podrá solicitar de los órganos constitucionalmente 
legitimados para ello la impugnación ante el Tribunal Constitu-
cional de las leyes del Estado o de las Comunidades Autónomas 
que estime lesivas para la autonomía local garantizada constitu-
cionalmente.

Esta misma solicitud podrá realizarla la representación de las 
entidades locales en la Comisión.
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Artículo 120.

1.	 El Instituto de Estudios de Administración Local, adscrito al 
Ministerio de Administración Territorial, es una entidad de 
Derecho público, dotada de personalidad y capacidad jurí-
dicas y patrimonio propios, que actúa con plena autonomía 
funcional para el cumplimiento de sus fines.

Son fines esenciales del Instituto la investigación, el estudio, 
la información y la difusión sobre todas las materias que 
afecten a la Administración local, así como la selección, for-
mación y perfeccionamiento de funcionarios de las entida-
des locales.

2.	 Son órganos de gobierno del Instituto el Director y el Con-
sejo Rector. El Director asume las funciones representativas, 
ejecutivas, de programación y coordinación, así como de 
dirección de los servicios. El Consejo Rector, al que corres-
ponde la aprobación del presupuesto, programa de activi-
dades y Memoria anuales, está integrado por el Director, 
que lo preside, y por ocho representantes de las entidades 
locales designados por la asociación de éstas de ámbito 
estatal de mayor implantación, tres representantes de las 
Comunidades Autónomas designados por un período anual 
y por el orden cronológico de aprobación de los Estatutos 
de Autonomía y cinco representantes de la Administración 
del Estado designados por el Ministerio de Administración 
Territorial.

3.	 El Instituto, comprendido entre las entidades a que se 
refiere el artículo 5 de la Ley de Entidades Estatales Autó-
nomas de 26 de diciembre de 1958, tendrá la consideración 
de organismo autónomo de carácter administrativo a los 
efectos de lo establecido en el artículo 4 de la Ley General 
Presupuestaria de 4 de enero de 1977.

El Reglamento de régimen interior regula su organización y 
funcionamiento, y será aprobado por el Ministerio de Admi-
nistración Territorial, a propuesta del Consejo Rector.

Artículo 120 bis.

El Estado impulsará la colaboración con las comunidades autó-
nomas con el fin de crear órganos de cooperación conjuntos en 
materia de régimen local, tanto bajo la forma jurídica de Confe-
rencia Sectorial como de otra naturaleza, de acuerdo con lo dis-
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puesto en el artículo 5 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del pro-
cedimiento Administrativo Común.

TÍTULO X

Régimen de organización de los municipios de gran población

CAPÍTULO I

Ámbito de aplicación

Artículo 121.  Ámbito de aplicación.

1.	 Las normas previstas en este título serán de aplicación:

a)	 A los municipios cuya población supere los 250.000 
habitantes.

b)	 A los municipios capitales de provincia cuya población 
sea superior a los 175.000 habitantes.

c)	 A los municipios que sean capitales de provincia, capi-
tales autonómicas o sedes de las instituciones autonó-
micas.

d)	 Asimismo, a los municipios cuya población supere los 
75.000 habitantes, que presenten circunstancias econó-
micas, sociales, históricas o culturales especiales.

En los supuestos previstos en los párrafos c) y d), se exigirá 
que así lo decidan las Asambleas Legislativas correspon-
dientes a iniciativa de los respectivos ayuntamientos.

2.	 Cuando un municipio, de acuerdo con las cifras oficiales de 
población resultantes de la revisión del padrón municipal 
aprobadas por el Gobierno con referencia al 1 de enero del 
año anterior al del inicio de cada mandato de su ayunta-
miento, alcance la población requerida para la aplicación 
del régimen previsto en este título, la nueva corporación 
dispondrá de un plazo máximo de seis meses desde su 
constitución para adaptar su organización al contenido de 
las disposiciones de este Título.

A estos efectos, se tendrá en cuenta exclusivamente la 
población resultante de la indicada revisión del padrón, y no 
las correspondientes a otros años de cada mandato.
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3.	 Los municipios a los que resulte de aplicación el régimen 
previsto en este título, continuarán rigiéndose por el mismo 
aun cuando su cifra oficial de población se reduzca poste-
riormente por debajo del límite establecido en esta ley.

CAPÍTULO II

Organización y funcionamiento de los órganos municipales 
necesarios

Artículo 122.  Organización del Pleno.

1.	 El Pleno, formado por el Alcalde y los Concejales, es el 
órgano de máxima representación política de los ciudada-
nos en el gobierno municipal.

2.	 El Pleno será convocado y presidido por el Alcalde, salvo en 
los supuestos previstos en esta ley y en la legislación electo-
ral general, al que corresponde decidir los empates con 
voto de calidad. El Alcalde podrá delegar exclusivamente la 
convocatoria y la presidencia del Pleno, cuando lo estime 
oportuno, en uno de los concejales.

3.	 El Pleno se dotará de su propio reglamento, que tendrá la 
naturaleza de orgánico. No obstante, la regulación de su 
organización y funcionamiento podrá contenerse también 
en el reglamento orgánico municipal.

En todo caso, el Pleno contará con un secretario general y 
dispondrá de Comisiones, que estarán formadas por los 
miembros que designen los grupos políticos en proporción 
al número de concejales que tengan en el Pleno.

4.	 Corresponderán a las comisiones las siguientes funciones:

a)	 El estudio, informe o consulta de los asuntos que hayan 
de ser sometidos a la decisión del Pleno.

b)	 El seguimiento de la gestión del Alcalde y de su equipo 
de gobierno, sin perjuicio del superior control y fiscali-
zación que, con carácter general, le corresponde al 
Pleno.

c)	 Aquéllas que el Pleno les delegue, de acuerdo con lo 
dispuesto en esta ley.
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En todo caso, serán de aplicación a estas Comisiones las 
previsiones contenidas para el Pleno en el artículo 46.2, 
párrafos b), c) y d).

5.	 Corresponderá al secretario general del Pleno, que lo será 
también de las comisiones, las siguientes funciones:

a)	 La redacción y custodia de las actas, así como la super-
visión y autorización de las mismas, con el visto bueno 
del Presidente del Pleno.

b)	 La expedición, con el visto bueno del Presidente del 
Pleno, de las certificaciones de los actos y acuerdos que 
se adopten.

c)	 La asistencia al Presidente del Pleno para asegurar la 
convocatoria de las sesiones, el orden en los debates y 
la correcta celebración de las votaciones, así como la 
colaboración en el normal desarrollo de los trabajos del 
Pleno y de las comisiones.

d)	 La comunicación, publicación y ejecución de los acuer-
dos plenarios.

e)	 El asesoramiento legal al Pleno y a las comisiones, que 
será preceptivo en los siguientes supuestos:

1.º	 Cuando así lo ordene el Presidente o cuando lo 
solicite un tercio de sus miembros con antelación 
suficiente a la celebración de la sesión en que el 
asunto hubiere de tratarse.

2.º	 Siempre que se trate de asuntos sobre materias 
para las que se exija una mayoría especial.

3.º	 Cuando una ley así lo exija en las materias de la 
competencia plenaria.

4.º	 Cuando, en el ejercicio de la función de control y 
fiscalización de los órganos de gobierno, lo solicite 
el Presidente o la cuarta parte, al menos, de los 
Concejales.

Dichas funciones quedan reservadas a funcionarios de 
Administración local con habilitación de carácter nacional. 
Su nombramiento corresponderá al Presidente en los térmi-
nos previstos en la disposición adicional octava, teniendo la 
misma equiparación que los órganos directivos previstos en 
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el artículo 130 de esta ley, sin perjuicio de lo que determi-
nen a este respecto las normas orgánicas que regulen el 
Pleno.

Artículo 123.  Atribuciones del Pleno.

1.	 Corresponden al Pleno las siguientes atribuciones:

a)	 El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.

b)	 La votación de la moción de censura al Alcalde y de la 
cuestión de confianza planteada por éste, que será 
pública y se realizará mediante llamamiento nominal en 
todo caso y se regirá en todos sus aspectos por lo dis-
puesto en la legislación electoral general.

c)	 La aprobación y modificación de los reglamentos de 
naturaleza orgánica. Tendrán en todo caso naturaleza 
orgánica:

La regulación del Pleno.

La regulación del Consejo Social de la ciudad.

La regulación de la Comisión Especial de Sugerencias y 
Reclamaciones.

La regulación de los órganos complementarios y de los 
procedimientos de participación ciudadana.

La división del municipio en distritos, y la determina-
ción y regulación de los órganos de los distritos y de las 
competencias de sus órganos representativos y partici-
pativos, sin perjuicio de las atribuciones del Alcalde 
para determinar la organización y las competencias de 
su administración ejecutiva.

La determinación de los niveles esenciales de la organi-
zación municipal, entendiendo por tales las grandes 
áreas de gobierno, los coordinadores generales, 
dependientes directamente de los miembros de la 
Junta de Gobierno Local, con funciones de coordina-
ción de las distintas Direcciones Generales u órganos 
similares integradas en la misma área de gobierno, y de 
la gestión de los servicios comunes de éstas u otras 
funciones análogas y las Direcciones Generales u órga-
nos similares que culminen la organización administra-
tiva, sin perjuicio de las atribuciones del Alcalde para 
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determinar el número de cada uno de tales órganos y 
establecer niveles complementarios inferiores.

La regulación del órgano para la resolución de las recla-
maciones económico-administrativas.

d)	 La aprobación y modificación de las ordenanzas y regla-
mentos municipales.

e)	 Los acuerdos relativos a la delimitación y alteración del 
término municipal; la creación o supresión de las enti-
dades a que se refiere el artículo 45 de esta ley; la alte-
ración de la capitalidad del municipio y el cambio de 
denominación de éste o de aquellas Entidades, y la 
adopción o modificación de su bandera, enseña o 
escudo.

f)	 Los acuerdos relativos a la participación en organizacio-
nes supramunicipales.

g)	 La determinación de los recursos propios de carácter 
tributario.

h)	 La aprobación de los presupuestos, de la plantilla de 
personal, así como la autorización de gastos en las 
materias de su competencia. Asimismo, aprobará la 
cuenta general del ejercicio correspondiente.

i)	 La aprobación inicial del planeamiento general y la 
aprobación que ponga fin a la tramitación municipal de 
los planes y demás instrumentos de ordenación previs-
tos en la legislación urbanística.

j)	 La transferencia de funciones o actividades a otras 
Administraciones públicas, así como la aceptación de 
las delegaciones o encomiendas de gestión realizadas 
por otras Administraciones, salvo que por ley se impon-
gan obligatoriamente.

k)	 La determinación de las formas de gestión de los servi-
cios, así como el acuerdo de creación de organismos 
autónomos, de entidades públicas empresariales y de 
sociedades mercantiles para la gestión de los servicios 
de competencia municipal, y la aprobación de los expe-
dientes de municipalización.
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l)	 Las facultades de revisión de oficio de sus propios actos 
y disposiciones de carácter general.

m)	 El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la 
defensa jurídica del Pleno en las materias de su compe-
tencia.

n)	 Establecer el régimen retributivo de los miembros del 
Pleno, de su secretario general, del Alcalde, de los 
miembros de la Junta de Gobierno Local y de los órga-
nos directivos municipales.

ñ)	 El planteamiento de conflictos de competencia a otras 
entidades locales y otras Administraciones públicas.

o)	 Acordar la iniciativa prevista en el último inciso del artí-
culo 121.1, para que el municipio pueda ser incluido en 
el ámbito de aplicación del título X de esta ley.

p)	 Las demás que expresamente le confieran las leyes.

2.	 Se requerirá el voto favorable de la mayoría absoluta del 
número legal de miembros del Pleno, para la adopción de 
los acuerdos referidos en los párrafos c), e), f), j) y o) y para 
los acuerdos que corresponda adoptar al Pleno en la trami-
tación de los instrumentos de planeamiento general previs-
tos en la legislación urbanística.

Los demás acuerdos se adoptarán por mayoría simple de 
votos.

3.	 Únicamente pueden delegarse las competencias del Pleno 
referidas en los párrafos d), k), m) y ñ) a favor de las comisio-
nes referidas en el apartado 4 del artículo anterior.

Artículo 124.  El Alcalde.

1.	 El Alcalde ostenta la máxima representación del municipio.

2.	 El Alcalde es responsable de su gestión política ante el 
Pleno.

3.	 El Alcalde tendrá el tratamiento de Excelencia.

4.	 En particular, corresponde al Alcalde el ejercicio de las 
siguientes funciones:

a)	 Representar al ayuntamiento.
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b)	 Dirigir la política, el gobierno y la administración muni-
cipal, sin perjuicio de la acción colegiada de colabora-
ción en la dirección política que, mediante el ejercicio 
de las funciones ejecutivas y administrativas que le son 
atribuidas por esta ley, realice la Junta de Gobierno 
Local.

c)	 Establecer directrices generales de la acción de 
gobierno municipal y asegurar su continuidad.

d)	 Convocar y presidir las sesiones del Pleno y las de la 
Junta de Gobierno Local y decidir los empates con voto 
de calidad.

e)	 Nombrar y cesar a los Tenientes de Alcalde y a los Pre-
sidentes de los Distritos.

f)	 Ordenar la publicación, ejecución y cumplimiento de 
los acuerdos de los órganos ejecutivos del ayunta-
miento.

g)	 Dictar bandos, decretos e instrucciones.

h)	 Adoptar las medidas necesarias y adecuadas en casos 
de extraordinaria y urgente necesidad, dando cuenta 
inmediata al Pleno.

i)	 Ejercer la superior dirección del personal al servicio de 
la Administración municipal.

j)	 La Jefatura de la Policía Municipal.

k)	 Establecer la organización y estructura de la Adminis-
tración municipal ejecutiva, sin perjuicio de las compe-
tencias atribuidas al Pleno en materia de organización 
municipal, de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo c) 
del apartado 1 del artículo 123.

l)	 El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas 
en materia de su competencia y, en caso de urgencia, 
en materias de la competencia del Pleno, en este 
supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión 
que celebre para su ratificación.

m)	 Las facultades de revisión de oficio de sus propios 
actos.
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n)	 La autorización y disposición de gastos en las materias 
de su competencia.

ñ)	 Las demás que le atribuyan expresamente las leyes y 
aquéllas que la legislación del Estado o de las comuni-
dades autónomas asignen al municipio y no se atribu-
yan a otros órganos municipales.

5.	 El Alcalde podrá delegar mediante decreto las competen-
cias anteriores en la Junta de Gobierno Local, en sus miem-
bros, en los demás concejales y, en su caso, en los 
coordinadores generales, directores generales u órganos 
similares, con excepción de las señaladas en los párrafos b), 
e), h) y j), así como la de convocar y presidir la Junta de 
Gobierno Local, decidir los empates con voto de calidad y 
la de dictar bandos. Las atribuciones previstas en los párra-
fos c) y k) sólo serán delegables en la Junta de Gobierno 
Local.

Artículo 125.  Los Tenientes de Alcalde.

1.	 El Alcalde podrá nombrar entre los concejales que formen 
parte de la Junta de Gobierno Local a los Tenientes de 
Alcalde, que le sustituirán, por el orden de su nombra-
miento, en los casos de vacante, ausencia o enfermedad.

2.	 Los Tenientes de Alcalde tendrán el tratamiento de Ilustrí-
sima.

Artículo 126.  Organización de la Junta de Gobierno Local.

1.	 La Junta de Gobierno Local es el órgano que, bajo la presi-
dencia del Alcalde, colabora de forma colegiada en la fun-
ción de dirección política que a éste corresponde y ejerce 
las funciones ejecutivas y administrativas que se señalan en 
el artículo 127 de esta ley.

2.	 Corresponde al Alcalde nombrar y separar libremente a los 
miembros de la Junta de Gobierno Local, cuyo número no 
podrá exceder de un tercio del número legal de miembros 
del Pleno, además del Alcalde.

El Alcalde podrá nombrar como miembros de la Junta de 
Gobierno Local a personas que no ostenten la condición de 
concejales, siempre que su número no supere un tercio de 
sus miembros, excluido el Alcalde. Sus derechos económi-
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cos y prestaciones sociales serán los de los miembros elec-
tivos.

Declarado inconstitucional y nulo el inciso destacado del párrafo 
segundo del apartado 2 por Sentencia del TC 103/2013, de 25 
de abril.

En todo caso, para la válida constitución de la Junta de 
Gobierno Local se requiere que el número de miembros de 
la Junta de Gobierno Local que ostentan la condición de 
concejales presentes sea superior al número de aquellos 
miembros presentes que no ostentan dicha condición.

Los miembros de la Junta de Gobierno Local podrán asistir 
a las sesiones del Pleno e intervenir en los debates, sin per-
juicio de las facultades que corresponden a su Presidente.

3.	 La Junta de Gobierno Local responde políticamente ante el 
Pleno de su gestión de forma solidaria, sin perjuicio de la 
responsabilidad directa de cada uno de sus miembros por 
su gestión.

4.	 La Secretaría de la Junta de Gobierno Local corresponderá 
a uno de sus miembros que reúna la condición de concejal, 
designado por el Alcalde, quien redactará las actas de las 
sesiones y certificará sobre sus acuerdos. Existirá un órgano 
de apoyo a la Junta de Gobierno Local y al concejal-secre-
tario de la misma, cuyo titular será nombrado entre funcio-
narios de Administración local con habilitación de carácter 
nacional. Sus funciones serán las siguientes:

a)	 La asistencia al concejal-secretario de la Junta de 
Gobierno Local.

b)	 La remisión de las convocatorias a los miembros de la 
Junta de Gobierno Local.

c)	 El archivo y custodia de las convocatorias, órdenes del 
día y actas de las reuniones.

d)	 Velar por la correcta y fiel comunicación de sus acuer-
dos.

5.	 Las deliberaciones de la Junta de Gobierno Local son secre-
tas. A sus sesiones podrán asistir los concejales no pertene-
cientes a la Junta y los titulares de los órganos directivos, en 
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ambos supuestos cuando sean convocados expresamente 
por el Alcalde.

Artículo 127.  Atribuciones de la Junta de Gobierno Local.

1.	 Corresponde a la Junta de Gobierno Local:

a)	 La aprobación de los proyectos de ordenanzas y de los 
reglamentos, incluidos los orgánicos, con excepción de 
las normas reguladoras del Pleno y sus comisiones.

b)	 La aprobación del proyecto de presupuesto.

c)	 La aprobación de los proyectos de instrumentos de 
ordenación urbanística cuya aprobación definitiva o 
provisional corresponda al Pleno.

d)	 Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento 
de desarrollo del planeamiento general no atribuidas 
expresamente al Pleno, así como de los instrumentos 
de gestión urbanística y de los proyectos de urbaniza-
ción.

e)	 La concesión de cualquier tipo de licencia, salvo que la 
legislación sectorial la atribuya expresamente a otro 
órgano.

f)	 (Derogada)

g)	 El desarrollo de la gestión económica, autorizar y dis-
poner gastos en materia de su competencia, disponer 
gastos previamente autorizados por el Pleno, y la ges-
tión del personal.

h)	 Aprobar la relación de puestos de trabajo, las retribu-
ciones del personal de acuerdo con el presupuesto 
aprobado por el Pleno, la oferta de empleo público, las 
bases de las convocatorias de selección y provisión de 
puestos de trabajo, el número y régimen del personal 
eventual, la separación del servicio de los funcionarios 
del Ayuntamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 99 de esta ley, el despido del personal laboral, 
el régimen disciplinario y las demás decisiones en 
materia de personal que no estén expresamente atri-
buidas a otro órgano.

La composición de los tribunales de oposiciones será 
predominantemente técnica, debiendo poseer todos 
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sus miembros un nivel de titulación igual o superior al 
exigido para el ingreso en las plazas convocadas. Su 
presidente podrá ser nombrado entre los miembros de 
la Corporación o entre el personal al servicio de las 
Administraciones públicas.

i)	 El nombramiento y el cese de los titulares de los órga-
nos directivos de la Administración municipal, sin per-
juicio de lo dispuesto en la disposición adicional octava 
para los funcionarios de Administración local con habi-
litación de carácter nacional.

j)	 El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas 
en materia de su competencia.

k)	 Las facultades de revisión de oficio de sus propios 
actos.

l)	 Ejercer la potestad sancionadora salvo que por ley esté 
atribuida a otro órgano.

m)	 Designar a los representantes municipales en los órga-
nos colegiados de gobierno o administración de los 
entes, fundaciones o sociedades, sea cual sea su natu-
raleza, en los que el Ayuntamiento sea partícipe.

n)	 Las demás que le correspondan, de acuerdo con las 
disposiciones legales vigentes.

2.	 La Junta de Gobierno Local podrá delegar en los Tenientes 
de Alcalde, en los demás miembros de la Junta de Gobierno 
Local, en su caso, en los demás concejales, en los coordina-
dores generales, directores generales u órganos similares, 
las funciones enumeradas en los párrafos e), f), g), h) con 
excepción de la aprobación de la relación de puestos de 
trabajo, de las retribuciones del personal, de la oferta de 
empleo público, de la determinación del número y del régi-
men del personal eventual y de la separación del servicio de 
los funcionarios, y l) del apartado anterior.

Artículo 128.  Los distritos.

1.	 Los ayuntamientos deberán crear distritos, como divisiones 
territoriales propias, dotadas de órganos de gestión des-
concentrada, para impulsar y desarrollar la participación ciu-
dadana en la gestión de los asuntos municipales y su mejora, 
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sin perjuicio de la unidad de gobierno y gestión del munici-
pio.

2.	 Corresponde al Pleno de la Corporación la creación de los 
distritos y su regulación, en los términos y con el alcance 
previsto en el artículo 123, así como determinar, en una 
norma de carácter orgánico, el porcentaje mínimo de los 
recursos presupuestarios de la corporación que deberán 
gestionarse por los distritos, en su conjunto.

3.	 La presidencia del distrito corresponderá en todo caso a un 
concejal.

Artículo 129.  La asesoría jurídica.

1.	 Sin perjuicio de las funciones reservadas al secretario del 
Pleno por el párrafo e) del apartado 5 del artículo 122 de 
esta ley, existirá un órgano administrativo responsable de la 
asistencia jurídica al Alcalde, a la Junta de Gobierno Local y 
a los órganos directivos, comprensiva del asesoramiento 
jurídico y de la representación y defensa en juicio del ayun-
tamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 
segundo del artículo 447 de la Ley 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial.

2.	 Su titular será nombrado y separado por la Junta de 
Gobierno Local, entre personas que reúnan los siguientes 
requisitos:

a)	 Estar en posesión del título de licenciado en derecho.

b)	 Ostentar la condición de funcionario de administración 
local con habilitación de carácter nacional, o bien fun-
cionario de carrera del Estado, de las comunidades 
autónomas o de las entidades locales, a los que se exija 
para su ingreso el título de doctor, licenciado, inge-
niero, arquitecto o equivalente.

Artículo 130.  Órganos superiores y directivos.

1.	 Son órganos superiores y directivos municipales los siguien-
tes:

A)	 Órganos superiores:

a)	 El Alcalde.

b)	 Los miembros de la Junta de Gobierno Local.
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B)	 Órganos directivos:

a)	 Los coordinadores generales de cada área o conce-
jalía.

b)	 Los directores generales u órganos similares que 
culminen la organización administrativa dentro de 
cada una de las grandes áreas o concejalías.

c)	 El titular del órgano de apoyo a la Junta de 
Gobierno Local y al concejal-secretario de la misma.

d)	 El titular de la asesoría jurídica.

e)	 El Secretario general del Pleno.

f)	 El interventor general municipal.

g)	 En su caso, el titular del órgano de gestión tributaria.

2.	 Tendrán también la consideración de órganos directivos, los 
titulares de los máximos órganos de dirección de los orga-
nismos autónomos y de las entidades públicas empresaria-
les locales, de conformidad con lo establecido en el artículo 
85 bis, párrafo b).

3.	 El nombramiento de los coordinadores generales y de los 
directores generales, atendiendo a criterios de competencia 
profesional y experiencia deberá efectuarse entre funciona-
rios de carrera del Estado, de las Comunidades Autónomas, 
de las Entidades Locales o con habilitación de carácter 
nacional que pertenezcan a cuerpos o escalas clasificados 
en el subgrupo A1, salvo que el Reglamento Orgánico 
Municipal permita que, en atención a las características 
específicas de las funciones de tales órganos directivos, su 
titular no reúna dicha condición de funcionario.

4.	 Los órganos superiores y directivos quedan sometidos al 
régimen de incompatibilidades establecido en la Ley 
53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del 
personal al servicio de las Administraciones públicas, y en 
otras normas estatales o autonómicas que resulten de apli-
cación.

Artículo 131.  El Consejo Social de la Ciudad.

1.	 En los municipios señalados en este título, existirá un Con-
sejo Social de la Ciudad, integrado por representantes de 
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las organizaciones económicas, sociales, profesionales y de 
vecinos más representativas.

2.	 Corresponderá a este Consejo, además de las funciones que 
determine el Pleno mediante normas orgánicas, la emisión 
de informes, estudios y propuestas en materia de desarrollo 
económico local, planificación estratégica de la ciudad y 
grandes proyectos urbanos.

Artículo 132.  Defensa de los derechos de los vecinos.

1.	 Para la defensa de los derechos de los vecinos ante la Admi-
nistración municipal, el Pleno creará una Comisión especial 
de Sugerencias y Reclamaciones, cuyo funcionamiento se 
regulará en normas de carácter orgánico.

2.	 La Comisión especial de Sugerencias y Reclamaciones estará 
formada por representantes de todos los grupos que inte-
gren el Pleno, de forma proporcional al número de miem-
bros que tengan en el mismo.

3.	 La citada Comisión podrá supervisar la actividad de la Admi-
nistración municipal, y deberá dar cuenta al Pleno, mediante 
un informe anual, de las quejas presentadas y de las defi-
ciencias observadas en el funcionamiento de los servicios 
municipales, con especificación de las sugerencias o reco-
mendaciones no admitidas por la Administración municipal. 
No obstante, también podrá realizar informes extraordina-
rios cuando la gravedad o la urgencia de los hechos lo acon-
sejen.

4.	 Para el desarrollo de sus funciones, todos los órganos de 
Gobierno y de la Administración municipal están obligados 
a colaborar con la Comisión de Sugerencias y Reclamacio-
nes.

CAPÍTULO III

Gestión económico-financiera

Artículo 133.  Criterios de la gestión económico-financiera.

La gestión económico-financiera se ajustará a los siguientes cri-
terios:

a)	 Cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, 
de acuerdo con lo dispuesto en la legislación que lo regule.



144

b)	 Separación de las funciones de contabilidad y de fiscaliza-
ción de la gestión económico-financiera.

c)	 La contabilidad se ajustará en todo caso a las previsiones 
que en esta materia contiene la Ley 39/1988, de 28 de 
diciembre, reguladora de las Haciendas Locales.

d)	 El ámbito en el que se realizará la fiscalización y el control 
de legalidad presupuestaria será el presupuesto o el estado 
de previsión de ingresos y gastos, según proceda.

e)	 Introducción de la exigencia del seguimiento de los costes 
de los servicios.

f)	 La asignación de recursos, con arreglo a los principios de 
eficacia y eficiencia, se hará en función de la definición y el 
cumplimiento de objetivos.

g)	 La administración y rentabilización de los excedentes líqui-
dos y la concertación de operaciones de tesorería se reali-
zarán de acuerdo con las bases de ejecución del presupuesto 
y el plan financiero aprobado.

h)	 Todos los actos, documentos y expedientes de la Adminis-
tración municipal y de todas las entidades dependientes de 
ella, sea cual fuere su naturaleza jurídica, de los que se deri-
ven derechos y obligaciones de contenido económico esta-
rán sujetos al control y fiscalización interna por el órgano 
que se determina en esta Ley, en los términos establecidos 
en los artículos 194 a 203 de la Ley 39/1988, de 28 de 
diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales.

Artículo 134.  Órgano u órganos de gestión económico-finan-
ciera y presupuestaria.

1.	 Las funciones de presupuestación, contabilidad, tesorería y 
recaudación serán ejercidas por el órgano u órganos que se 
determinen en el Reglamento orgánico municipal.

2.	 El titular o titulares de dicho órgano u órganos deberá ser 
un funcionario de Administración local con habilitación de 
carácter nacional, salvo el del órgano que desarrolle las fun-
ciones de presupuestación.

Artículo 135.  Órgano de Gestión Tributaria.

1.	 Para la consecución de una gestión integral del sistema tri-
butario municipal, regido por los principios de eficiencia, 
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suficiencia, agilidad y unidad en la gestión, se habilita al 
Pleno de los ayuntamientos de los municipios de gran 
población para crear un órgano de gestión tributaria, res-
ponsable de ejercer como propias las competencias que a 
la Administración Tributaria local le atribuye la legislación 
tributaria.

2.	 Corresponderán a este órgano de gestión tributaria, al 
menos, las siguientes competencias:

a)	 La gestión, liquidación, inspección, recaudación y revi-
sión de los actos tributarios municipales.

b)	 La recaudación en período ejecutivo de los demás 
ingresos de derecho público del ayuntamiento.

c)	 La tramitación y resolución de los expedientes sancio-
nadores tributarios relativos a los tributos cuya compe-
tencia gestora tenga atribuida.

d)	 El análisis y diseño de la política global de ingresos 
públicos en lo relativo al sistema tributario municipal.

e)	 La propuesta, elaboración e interpretación de las nor-
mas tributarias propias del ayuntamiento.

f)	 El seguimiento y la ordenación de la ejecución del pre-
supuesto de ingresos en lo relativo a ingresos tributa-
rios.

3.	 En el caso de que el Pleno haga uso de la habilitación pre-
vista en el apartado 1, la función de recaudación y su titular 
quedarán adscritos a este órgano, quedando sin efecto lo 
dispuesto en el artículo 134.1 en lo que respecta a la función 
de recaudación.

Artículo 136.  Órgano responsable del control y de la fiscaliza-
ción interna.

1.	 La función pública de control y fiscalización interna de la 
gestión económico-financiera y presupuestaria, en su triple 
acepción de función interventora, función de control finan-
ciero y función de control de eficacia, corresponderá a un 
órgano administrativo, con la denominación de Intervención 
general municipal.

2.	 La Intervención general municipal ejercerá sus funciones con 
plena autonomía respecto de los órganos y entidades muni-
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cipales y cargos directivos cuya gestión fiscalice, teniendo 
completo acceso a la contabilidad y a cuantos documentos 
sean necesarios para el ejercicio de sus funciones.

3.	 Su titular será nombrado entre funcionarios de Administra-
ción local con habilitación de carácter nacional.

Artículo 137.  Órgano para la resolución de las reclamaciones 
económico-administrativas.

1.	 Existirá un órgano especializado en las siguientes funciones:

a)	 El conocimiento y resolución de las reclamaciones 
sobre actos de gestión, liquidación, recaudación e ins-
pección de tributos e ingresos de derecho público, que 
sean de competencia municipal.

b)	 El dictamen sobre los proyectos de ordenanzas fiscales.

c)	 En el caso de ser requerido por los órganos municipales 
competentes en materia tributaria, la elaboración de 
estudios y propuestas en esta materia.

2.	 La resolución que se dicte pone fin a la vía administrativa y 
contra ella sólo cabrá la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo.

3.	 No obstante, los interesados podrán, con carácter potesta-
tivo, presentar previamente contra los actos previstos en el 
apartado 1 a) el recurso de reposición regulado en el artí-
culo 14 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora 
de las Haciendas Locales. Contra la resolución, en su caso, 
del citado recurso de reposición, podrá interponerse recla-
mación económico-administrativa ante el órgano previsto 
en el presente artículo.

4.	 Estará constituido por un número impar de miembros, con 
un mínimo de tres, designados por el Pleno, con el voto 
favorable de la mayoría absoluta de los miembros que legal-
mente lo integren, de entre personas de reconocida com-
petencia técnica, y cesarán por alguna de las siguientes 
causas:

a)	 A petición propia.

b)	 Cuando lo acuerde el Pleno con la misma mayoría que 
para su nombramiento.
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c)	 Cuando sean condenados mediante sentencia firme 
por delito doloso.

d)	 Cuando sean sancionados mediante resolución firme 
por la comisión de una falta disciplinaria muy grave o 
grave.

Solamente el Pleno podrá acordar la incoación y la resolu-
ción del correspondiente expediente disciplinario, que se 
regirá, en todos sus aspectos, por la normativa aplicable en 
materia de régimen disciplinario a los funcionarios del ayun-
tamiento.

5.	 Su funcionamiento se basará en criterios de independencia 
técnica, celeridad y gratuidad. Su composición, competen-
cias, organización y funcionamiento, así como el procedi-
miento de las reclamaciones se regulará por reglamento 
aprobado por el Pleno, de acuerdo en todo caso con lo 
establecido en la Ley General Tributaria y en la normativa 
estatal reguladora de las reclamaciones económico-adminis-
trativas, sin perjuicio de las adaptaciones necesarias en con-
sideración al ámbito de actuación y funcionamiento del 
órgano.

6.	 La reclamación regulada en el presente artículo se entiende 
sin perjuicio de los supuestos en los que la ley prevé la recla-
mación económico-administrativa ante los Tribunales Eco-
nómico-Administrativos del Estado.

CAPÍTULO IV

Conferencia de Ciudades

Artículo 138.

En el seno de la Conferencia sectorial para asuntos locales, exis-
tirá una Conferencia de ciudades de la que formarán parte la 
Administración General del Estado, las comunidades autónomas 
y los alcaldes de los municipios comprendidos en el ámbito de 
aplicación del título X de esta ley.
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TÍTULO XI

Tipificación de las infracciones y sanciones por las Entidades 
Locales en determinadas materias

Artículo 139.  Tipificación de infracciones y sanciones en deter-
minadas materias.

Para la adecuada ordenación de las relaciones de convivencia de 
interés local y del uso de sus servicios, equipamientos, infraes-
tructuras, instalaciones y espacios públicos, los entes locales 
podrán, en defecto de normativa sectorial específica, establecer 
los tipos de las infracciones e imponer sanciones por el incum-
plimiento de deberes, prohibiciones o limitaciones contenidos 
en las correspondientes ordenanzas, de acuerdo con los criterios 
establecidos en los artículos siguientes.

Artículo 140.  Clasificación de las infracciones.

1.	 Las infracciones a las ordenanzas locales a que se refiere el 
artículo anterior se clasificarán en muy graves, graves y 
leves.

Serán muy graves las infracciones que supongan:

a)	 Una perturbación relevante de la convivencia que 
afecte de manera grave, inmediata y directa a la tran-
quilidad o al ejercicio de derechos legítimos de otras 
personas, al normal desarrollo de actividades de toda 
clase conformes con la normativa aplicable o a la salu-
bridad u ornato públicos, siempre que se trate de con-
ductas no subsumibles en los tipos previstos en el 
capítulo IV de la Ley 1/1992, de 21 de febrero, de Pro-
tección de la Seguridad Ciudadana.

b)	 El impedimento del uso de un servicio público por otra 
u otras personas con derecho a su utilización.

c)	 El impedimento o la grave y relevante obstrucción al 
normal funcionamiento de un servicio público.

d)	 Los actos de deterioro grave y relevante de equipa-
mientos, infraestructuras, instalaciones o elementos de 
un servicio público.

e)	 El impedimento del uso de un espacio público por otra 
u otras personas con derecho a su utilización.
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f)	 Los actos de deterioro grave y relevante de espacios 
públicos o de cualquiera de sus instalaciones y elemen-
tos, sean muebles o inmuebles, no derivados de altera-
ciones de la seguridad ciudadana.

2.	 Las demás infracciones se clasificarán en graves y leves, de 
acuerdo con los siguientes criterios:

a)	 La intensidad de la perturbación ocasionada en la tran-
quilidad o en el pacífico ejercicio de los derechos de 
otras personas o actividades.

b)	 La intensidad de la perturbación causada a la salubri-
dad u ornato públicos.

c)	 La intensidad de la perturbación ocasionada en el uso 
de un servicio o de un espacio público por parte de las 
personas con derecho a utilizarlos.

d)	 La intensidad de la perturbación ocasionada en el nor-
mal funcionamiento de un servicio público.

e)	 La intensidad de los daños ocasionados a los equipa-
mientos, infraestructuras, instalaciones o elementos de 
un servicio o de un espacio público.

Artículo 141.  Límites de las sanciones económicas.

Salvo previsión legal distinta, las multas por infracción de Orde-
nanzas locales deberán respetar las siguientes cuantías:

Infracciones muy graves: hasta 3.000 euros.

Infracciones graves: hasta 1.500 euros.

Infracciones leves: hasta 750 euros.

Disposición adicional primera.

1.	 Las competencias legislativas o de desarrollo de la legisla-
ción del Estado sobre régimen local asumidas, según lo dis-
puesto en sus respectivos Estatutos, por las Comunidades 
Autónomas del Principado de Asturias, Cantabria, La Rioja, 
Murcia, Aragón, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Islas 
Baleares, Extremadura y Madrid, se ejercerán, según los 
casos, en el marco de lo establecido en el artículo 13 y en el 
Título IV de esta Ley, así como, si procediere, en los térmi-
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nos y con el alcance previstos en los artículos 20.2, 32.2, 29 
y 30 de la misma.

2.	 Las funciones administrativas que la presente Ley atribuye a 
las Comunidades Autónomas se entienden transferidas a las 
mencionadas en el número anterior, que ostentarán, asi-
mismo, todas aquellas otras funciones de la misma índole 
que les transfiera la legislación estatal que ha de dictarse 
conforme a lo establecido en la disposición final primera de 
la misma.

Disposición adicional segunda.  Régimen foral vasco.

Las disposiciones de la presente Ley, de acuerdo con la Consti-
tución y el Estatuto de Autonomía para el País Vasco, se aplica-
rán en los Territorios Históricos de Araba/Álava, Gipuzkoa y 
Bizkaia, sin perjuicio de las siguientes peculiaridades:

1.	 De acuerdo con la disposición adicional primera de la Cons-
titución y con lo dispuesto en los artículos 3, 24.2 y 37 del 
Estatuto Vasco, los Territorios Históricos de Araba/Álava, 
Gipuzkoa y Bizkaia organizarán libremente sus propias insti-
tuciones y dictarán las normas necesarias para su funciona-
miento, amparando y garantizando, asimismo, las 
peculiaridades históricas de las Entidades Locales de sus 
territorios, sin que les sean de aplicación las contenidas en 
la presente Ley en materia de organización provincial.

2.	 Los Territorios Históricos de Araba/Álava, Gipuzkoa y 
Bizkaia ejercerán las competencias que les atribuyen el Esta-
tuto Vasco y la legislación interna de la Comunidad Autó-
noma que se dicte en su desarrollo y aplicación, así como las 
que la presente Ley asigna con carácter general a las Dipu-
taciones provinciales.

3.	 En el ejercicio de las competencias que el Estatuto y la legis-
lación de la Comunidad Autónoma que se dicte en su desa-
rrollo y aplicación les asignen, corresponde a las Instituciones 
Forales de los Territorios Históricos el desarrollo normativo 
y ejecución de la legislación básica del Estado en las mate-
rias correspondientes, cuando así se les atribuyan.

4.	 Cuando las Instituciones Forales de los Territorios Históricos 
realicen actividades en campos cuya titularidad competen-
cial corresponde a la Administración del Estado o a la 
Comunidad Autónoma, les serán de aplicación las normas 
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de esta Ley que disciplinen las relaciones de las Diputacio-
nes provinciales con la Administración del Estado y la Admi-
nistración Autónoma, en su caso, siempre y cuando dichas 
actividades las ejerciten en calidad de Diputaciones provin-
ciales ordinarias, y no como Instituciones Forales de acuerdo 
con su régimen especial privativo, en cuyo caso solo serán 
de aplicación tales normas cuando desarrollen o apliquen la 
legislación básica del Estado o invadan las competencias de 
éste.

5.	 En materia de Hacienda las relaciones de los Territorios His-
tóricos con la Administración del Estado se ajustarán a lo 
dispuesto en la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se 
aprueba el concierto económico con la Comunidad Autó-
noma del País Vasco. Las funciones que los artículos 7.4 y 
26.2 atribuyen a la Administración que ejerza la tutela finan-
ciera, serán ejercidas en el País Vasco por sus Instituciones 
competentes de conformidad con el artículo 48.5 de la men-
cionada Ley 12/2002, de 23 de mayo.

6.	 Los Territorios Históricos del País Vasco continuarán conser-
vando su régimen especial en materia municipal en lo que 
afecta al régimen económico-financiero en los términos de 
la Ley del Concierto Económico, sin que ello pueda signifi-
car un nivel de autonomía de las Corporaciones Locales vas-
cas inferior al que tengan las demás Corporaciones Locales, 
sin perjuicio de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 
115 de la presente Ley y de las competencias que a este 
respecto puedan corresponder a la Comunidad Autónoma.

A dichos efectos, las Diputaciones Forales desarrollarán los 
criterios de cálculo de conformidad con lo establecido en el 
artículo 116 ter de esta Ley recibiendo la comunicación del 
coste efectivo de los servicios que prestan las Entidades 
Locales de sus respectivos territorios.

Asimismo, en relación con el artículo 116 bis de esta Ley, en 
ejercicio de las facultades de tutela financiera, correspon-
derá a las Diputaciones Forales la aprobación, concretando 
las reglas necesarias para su formulación, de los planes eco-
nómico-financieros de sus respectivas corporaciones, de 
conformidad con la normativa dictada al efecto por el 
Estado.
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Igualmente, de acuerdo con lo previsto en la disposición 
transitoria cuarta de la Ley 27/2013 de racionalización y sos-
tenibilidad de la Administración Local, las entidades de 
ámbito territorial inferior al municipio comunicarán a las Ins-
tituciones Forales sus cuentas y serán estas Instituciones 
Forales quienes acuerden su disolución si así procede en 
aplicación de la mencionada disposición.

7.	 En el ámbito de la Comunidad Autónoma del País Vasco, la 
normativa básica reguladora de los funcionarios de Adminis-
tración local con habilitación de carácter nacional se aplicará 
de conformidad con la disposición adicional primera de la 
Constitución, con el artículo 149.1.18.ª de la misma y con la 
Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, por la que se 
aprueba el Estatuto de Autonomía para el País Vasco, 
teniendo en cuenta que todas las facultades previstas res-
pecto a dicho personal serán asumidas en los términos que 
establezca la normativa autonómica, incluyendo entre las 
mismas la facultad de selección, la aprobación de la oferta 
pública de empleo para cubrir las vacantes existentes de las 
plazas correspondientes a las mismas en su ámbito territo-
rial, convocar exclusivamente para su territorio los procesos 
de provisión para las plazas vacantes en el mismo, la facul-
tad de nombramiento del personal funcionario en dichos 
procesos de provisión, la asignación del primer destino y las 
situaciones administrativas.

8.	 El porcentaje de baremo reservado al Estado en el artículo 
92 bis.6 se establece en el 65 por 100, atribuyéndose un 30 
por 100 del total posible a las instituciones competentes de 
la Comunidad Autónoma del País Vasco para que fije los 
méritos que correspondan al conocimiento de las especiali-
dades jurídicas y económico-administrativas que se derivan 
de sus derechos históricos y especialmente del Concierto 
Económico.

Dentro del 5 por 100 restante, la Corporación Local intere-
sada podrá establecer libremente los méritos específicos que 
estime convenientes en razón a las características locales.

9.	 En el convenio que se establecerá entre Instituciones que 
tengan encomendada la formación de este personal en el 
ámbito nacional y el Instituto Vasco de Administración 
Pública (IVAP) para la formación por este último de los fun-
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cionarios a que se refiere el artículo 92 bis de esta Ley, la 
Comunidad Autónoma del País Vasco podrá incluir materias 
o disciplinas propias de sus específicas peculiaridades, con 
la única condición del cumplimiento de los requisitos míni-
mos de orden académico que con carácter general estén 
establecidos para las cuestiones de exigencia común en 
todo el Estado, nunca superiores a los que rijan para el pro-
pio Instituto Nacional de Administración Pública.

10.	El control y la fiscalización interna de la gestión económico-
financiera y presupuestaria y la contabilidad, tesorería y 
recaudación de las Diputaciones Forales se organizará libre-
mente por éstas en el marco del Concierto Económico sin 
que sea de aplicación lo dispuesto en el artículo 92 bis de la 
presente Ley.

11.	En el marco de los objetivos de estabilidad presupuestaria 
y en virtud de las competencias y facultades que en materia 
de régimen local y financiación local les confiere la disposi-
ción adicional primera de la Constitución Española, el Esta-
tuto de Autonomía, la Ley del Concierto Económico y la 
disposición adicional segunda de la Ley de Bases de Régi-
men Local, los órganos forales de los Territorios Históricos 
vascos determinarán los límites máximos totales del con-
junto de las retribuciones y asistencias de los miembros de 
las Corporaciones Locales, del personal eventual y del resto 
de personal al servicio de las Corporaciones Locales y su 
sector público y de los funcionarios con habilitación de 
carácter nacional. La determinación de tales retribuciones 
atenderá a los principios y estructura establecidos, en su 
caso, por la legislación estatal.

Disposición adicional tercera.

La presente Ley regirá en Navarra en lo que no se oponga al 
régimen que para su Administración local establece el artículo 
46 de la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegra-
ción y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra. A estos 
efectos, la normativa estatal que, de acuerdo con las Leyes cita-
das en el mencionado precepto, rige en Navarra, se entenderá 
modificada por las disposiciones contenidas en la presente Ley.

De acuerdo con lo dispuesto en el número 1 del citado artículo 
46, será de aplicación a la Comunidad Foral de Navarra lo esta-
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blecido en el número 2 de la disposición adicional primera de 
esta Ley.

Disposición adicional cuarta.

En el supuesto de que, en aplicación de lo previsto en el número 
2 del artículo 42 de esta Ley, se impidiera de forma parcial y 
minoritaria la organización comarcal del conjunto del territorio 
de la Comunidad Autónoma, la Generalidad de Cataluña, por 
haber tenido aprobada en el pasado una organización comarcal 
para la totalidad de su territorio y prever su Estatuto, asimismo, 
una organización comarcal de carácter general, podrá, mediante 
Ley aprobada por mayoría absoluta de su Asamblea Legislativa, 
acordar la constitución de la comarca o las comarcas que resten 
para extender dicha organización a todo su ámbito territorial.

Disposición adicional quinta.

1.	 Las Entidades Locales pueden constituir asociaciones, de 
ámbito estatal o autonómico, para la protección y promo-
ción de sus intereses comunes, a las que se les aplicará su 
normativa específica y, en lo no previsto en él, la legislación 
del Estado en materia de asociaciones.

2.	 Las asociaciones de Entidades Locales se regirán por sus 
estatutos, aprobados por los representantes de las entida-
des asociadas, los cuales deberán garantizar la participación 
de sus miembros en las tareas asociativas y la representati-
vidad de sus órganos de gobierno. Asimismo, se señalará en 
los estatutos la periodicidad con la que hayan de celebrarse 
las Asambleas Generales Ordinarias, en caso de que dicha 
periodicidad sea superior a la prevista, con carácter general, 
en el artículo 11.3 de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de 
marzo, reguladora del Derecho de Asociación.

3.	 Dichas asociaciones, en el ámbito propio de sus funciones, 
podrán celebrar convenios con las distintas Administracio-
nes Públicas. Asimismo, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 12.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, podrán actuar como entidades 
colaboradoras de la Administración en la gestión de las sub-
venciones de la que puedan ser beneficiarias las Entidades 
Locales y sus organismos dependientes.

Las asociaciones de Entidades Locales podrán adherirse al 
sistema de contratación centralizada estatal regulado en el 
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artículo 206 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del 
Sector Público, aprobado por Real Decreto Legisla-
tivo 3/2011, de 14 de noviembre, en los mismos términos 
que las Entidades Locales.

Conforme a lo previsto en el artículo 203 del Texto Refun-
dido de la Ley de Contratos del Sector Público, estas aso-
ciaciones podrán crear centrales de contratación. Las 
Entidades Locales a ellas asociadas, podrán adherirse a 
dichas centrales para aquéllos servicios, suministros y obras 
cuya contratación se haya efectuado por aquéllas, de 
acuerdo con las normas previstas en ese Texto Refundido, 
para la preparación y adjudicación de los contratos de las 
Administraciones Públicas.

4.	 Las asociaciones de Entidades Locales de ámbito estatal con 
mayor implantación en todo el territorio ostentarán la repre-
sentación institucional de la Administración local en sus rela-
ciones con la Administración General del Estado.

Disposición adicional sexta.

1.	 El régimen especial del Municipio de Madrid, contenido en 
el Texto articulado aprobado por Decreto 1674/1963, de 11 
de julio, modificado por Decreto 2482/1970, de 22 de 
agosto, continuará vigente, hasta tanto se dicte la Ley pre-
vista en el artículo 6.º de la Ley Orgánica 3/1983, de 25 de 
febrero, del Estatuto de Autonomía de la Comunidad de 
Madrid, salvo en lo que se oponga, contradiga o resulte 
incompatible con lo establecido en la presente Ley. En par-
ticular, quedan expresamente derogados los artículos 2.º, 
apartado c); 4.º, párrafo 2, inciso final; 11, 12, 13 y 39, 
párrafo 2, de la mencionada Ley especial, así como todos 
aquellos que configuren un sistema de relaciones interadmi-
nistrativas distinto al previsto en esta Ley.

2.	 El régimen especial del Municipio de Barcelona, contenido 
en el texto articulado aprobado por Decreto 1166/1960, de 
23 de mayo; el Decreto-ley 5/1974, de 24 de agosto, y el 
Decreto 3276/1974, de 28 de noviembre, de constitución y 
desarrollo de la Entidad Metropolitana de Barcelona y sus 
disposiciones concordantes continuarán vigentes salvo en lo 
que se oponga, contradiga o resulte incompatible con lo 
establecido en la presente Ley.
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3.	 Sin perjuicio de lo establecido en los apartados anteriores, 
mediante ley de las Comunidades Autónomas respectivas, 
se podrán actualizar dichos regímenes especiales, a cuyo 
efecto, respetando el principio de autonomía local y a ins-
tancia de los correspondientes Ayuntamientos, podrán esta-
blecerse las siguientes especialidades al régimen general de 
organización municipal previsto en la presente Ley:

1.ª	 Se podrá modificar la denominación de los órganos 
necesarios contemplados en el artículo 20.1 de esta 
Ley.

2.ª	 El Pleno u órgano equivalente podrá funcionar también 
mediante Comisiones. Corresponde, en este caso, a las 
Comisiones, además de las funciones previstas en el 
artículo 20.1.c) de esta Ley para los órganos comple-
mentarios que tengan como función el estudio, informe 
o consulta de los asuntos que hayan de ser sometidos 
a la decisión del Pleno, aquéllas que les atribuya o dele-
gue dicho Pleno, salvo las contenidas en los apartados 
2 y 3 del artículo 47 y las atribuciones contenidas en el 
apartado 3 del artículo 22 de esta Ley.

3.ª	 Se podrán atribuir a la Comisión de Gobierno prevista 
en el artículo 23 de esta Ley, como propias, competen-
cias en las siguientes materias:

a)	 Aquéllas que la presente Ley no reserve en exclu-
siva al Pleno, por ser delegables o por no requerir 
una mayoría específica para la adopción de acuer-
dos.

b)	 Las que esta Ley atribuye al Alcalde en relación con 
el urbanismo, contratación, personal y adquisición 
y enajenación de bienes.

c)	 La aprobación de proyectos de reglamentos y 
ordenanzas y el proyecto de Presupuesto.

4.ª	 Se podrán atribuir al Alcalde, como propias, aquellas 
competencias que la presente Ley no reserva en exclu-
siva al Pleno, por ser delegables o por no requerir una 
mayoría específica para la adopción de acuerdos.
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Disposición adicional séptima.  Acceso a los datos del padrón.

Para la exclusiva finalidad del ejercicio de las competencias esta-
blecidas en la Ley orgánica de derechos y libertades de los 
extranjeros en España y su integración social, sobre control y 
permanencia de extranjeros en España, la Dirección General de 
la Policía accederá a los datos de inscripción padronal de los 
extranjeros existentes en los Padrones Municipales, preferente-
mente por vía telemática.

A fin de asegurar el estricto cumplimiento de la legislación de 
protección de datos de carácter personal, los accesos se realiza-
rán con las máximas medidas de seguridad. A estos efectos, 
quedará constancia en la Dirección General de la Policía de cada 
acceso, la identificación de usuario, fecha y hora en que se rea-
lizó, así como de los datos consultados.

Con el fin de mantener actualizados los datos de inscripción 
padronal de extranjeros en los padrones municipales, la Direc-
ción General de la Policía, comunicará, al menos mensualmente, 
al Instituto Nacional de Estadística, para el ejercicio de sus com-
petencias, los datos de los extranjeros anotados en el Registro 
Central de Extranjeros.

Se habilita a los Ministros de Economía y del Interior para dictar 
las disposiciones que regulen las comunicaciones de los datos 
de los extranjeros anotados en el Registro Central de Extranje-
ros por medios electrónicos, informáticos o telemáticos al Insti-
tuto Nacional de Estadística.

Disposición adicional octava.  Especialidades de las funciones 
correspondientes a los funcionarios de Administración Local con 
habilitación de carácter nacional en los municipios incluidos en 
el ámbito de aplicación del título X y en los Cabildos Insulares 
Canarios regulados en la disposición adicional decimocuarta.

En los municipios incluidos en el ámbito de aplicación del título 
X de esta ley y en los Cabildos Insulares Canarios regulados en 
la disposición adicional decimocuarta, se aplicarán las siguientes 
normas:

a)	 Las funciones reservadas en dicho título a los funcionarios 
de Administración local con habilitación de carácter nacio-
nal serán desempeñadas por funcionarios de las subescalas 
que correspondan, de acuerdo con lo dispuesto en su nor-
mativa reglamentaria.
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b)	 La provisión de los puestos reservados a estos funcionarios 
se efectuará por los sistemas previstos en el artículo 99 de 
esta ley y en las disposiciones reglamentarias de desarrollo 
y requerirá en todo caso una previa convocatoria pública.

c)	 Las funciones que la legislación electoral general asigna a 
los secretarios de los ayuntamientos, así como la llevanza y 
custodia del registro de intereses de miembros de la Corpo-
ración, serán ejercidas por el secretario del Pleno.

d)	 Las funciones de fe pública de los actos y acuerdos de los 
órganos unipersonales y las demás funciones de fe pública, 
salvo aquellas que estén atribuidas al secretario general del 
Pleno, al concejal secretario de la Junta de Gobierno Local 
y al secretario del consejo de administración de las entida-
des públicas empresariales, serán ejercidas por el titular del 
órgano de apoyo al secretario de la Junta de Gobierno 
Local, sin perjuicio de que pueda delegar su ejercicio en 
otros funcionarios del ayuntamiento.

e)	 Las funciones que la legislación sobre contratos de las Admi-
nistraciones públicas asigna a los secretarios de los ayunta-
mientos, corresponderán al titular de asesoría jurídica, salvo 
las de formalización de los contratos en documento admi-
nistrativo.

f)	 El secretario general del Pleno y el titular del órgano de 
apoyo al secretario de la Junta de Gobierno Local, dentro 
de sus respectivos ámbitos de actuación, deberán remitir a 
la Administración del Estado y a la de la comunidad autó-
noma copia o, en su caso, extracto, de los actos y acuerdos 
de los órganos decisorios del ayuntamiento.

Disposición adicional novena.  Redimensionamiento del sec-
tor público local.

1.	 Las Entidades Locales del artículo 3.1 de esta Ley y los orga-
nismos autónomos de ellas dependientes no podrán adqui-
rir, constituir o participar en la constitución, directa o 
indirectamente, de nuevos organismos, entidades, socieda-
des, consorcios, fundaciones, unidades y demás entes 
durante el tiempo de vigencia de su plan económico-finan-
ciero o de su plan de ajuste.

Las entidades mencionadas en el párrafo anterior durante el 
tiempo de vigencia de su plan económico-financiero o de su 
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plan de ajuste no podrán realizar aportaciones patrimoniales 
ni suscribir ampliaciones de capital de entidades públicas 
empresariales o de sociedades mercantiles locales que ten-
gan necesidades de financiación. Excepcionalmente las Enti-
dades Locales podrán realizar las citadas aportaciones 
patrimoniales si, en el ejercicio presupuestario inmediato 
anterior, hubieren cumplido con los objetivos de estabilidad 
presupuestaria y deuda pública y su período medio de pago 
a proveedores no supere en más de treinta días el plazo 
máximo previsto en la normativa de morosidad.

2.	 Aquellas entidades que a la entrada en vigor de la presente 
Ley desarrollen actividades económicas, estén adscritas a 
efectos del Sistema Europeo de Cuentas a cualesquiera de 
las Entidades Locales del artículo 3.1 de esta Ley o de sus 
organismos autónomos, y se encuentren en desequilibrio 
financiero, dispondrán del plazo de dos meses desde la 
entrada en vigor de esta Ley para aprobar, previo informe 
del órgano interventor de la Entidad Local, un plan de 
corrección de dicho desequilibrio. A estos efectos, y como 
parte del mencionado plan de corrección, la Entidad Local 
de la que dependa podrá realizar aportaciones patrimonia-
les o suscribir ampliaciones de capital de sus entidades solo 
si, en el ejercicio presupuestario inmediato anterior, esa 
Entidad Local hubiere cumplido con los objetivos de estabi-
lidad presupuestaria y deuda pública y su período medio de 
pago a proveedores no supere en más de treinta días el 
plazo máximo previsto en la normativa de morosidad.

Si esta corrección no se cumpliera a 31 diciembre de 2014, 
la Entidad Local en el plazo máximo de los seis meses 
siguientes a contar desde la aprobación de las cuentas 
anuales o de la liquidación del presupuesto del ejercicio 
2014 de la entidad, según proceda, disolverá cada una de 
las entidades que continúe en situación de desequilibrio. De 
no hacerlo, dichas entidades quedarán automáticamente 
disueltas el 1 de diciembre de 2015.

Los plazos citados en el párrafo anterior de este apartado 2 
se ampliarán hasta el 31 de diciembre de 2015 y el 1 de 
diciembre de 2016, respectivamente, cuando las entidades 
en desequilibrio estén prestando alguno de los siguientes 
servicios esenciales: abastecimiento domiciliario y depura-
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ción de aguas, recogida, tratamiento y aprovechamiento de 
residuos, y transporte público de viajeros.

Esta situación de desequilibrio financiero se referirá, para los 
entes que tengan la consideración de Administración 
pública a efectos del Sistema Europeo de Cuentas, a su 
necesidad de financiación en términos del Sistema Europeo 
de Cuentas, mientras que para los demás entes se enten-
derá como la situación de desequilibrio financiero manifes-
tada en la existencia de resultados negativos de explotación 
en dos ejercicios contables consecutivos.

3.	 Los organismos, entidades, sociedades, consorcios, funda-
ciones, unidades y demás entes que estén adscritos, vincu-
lados o sean dependientes, a efectos del Sistema Europeo 
de Cuentas, a cualquiera de las Entidades Locales del artí-
culo 3.1 de esta Ley o de sus organismos autónomos, no 
podrán constituir, participar en la constitución ni adquirir 
nuevos entes de cualquier tipología, independientemente 
de su clasificación sectorial en términos de contabilidad 
nacional.

4.	 Aquellos organismos, entidades, sociedades, consorcios, 
fundaciones, unidades y demás entes que a la entrada en 
vigor de esta Ley no estén en situación de superávit, equili-
brio o resultados positivos de explotación, estuvieran con-
trolados exclusivamente por unidades adscritas, vinculadas 
o dependientes, a efectos del Sistema Europeo de Cuentas, 
de cualquiera de las Entidades Locales del artículo 3.1 de 
esta Ley, o de sus organismos autónomos deberán estar 
adscritos, vinculados o dependientes directamente a las 
Entidades Locales del artículo 3.1 de esta Ley, o bien ser 
disueltos, en ambos casos, en el plazo de tres meses desde 
la entrada en vigor de esta Ley e iniciar, si se disuelve, el 
proceso de liquidación en el plazo de tres meses a contar 
desde la fecha de disolución. De no hacerlo, dichas entida-
des quedarán automáticamente disueltas transcurridos seis 
meses desde la entrada en vigor de esta Ley.

En el caso de que aquel control no se ejerza con carácter 
exclusivo las citadas unidades dependientes deberán proce-
der a la transmisión de su participación en el plazo de tres 
meses desde la entrada en vigor de esta Ley.
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Los plazos para el cambio de adscripción, vinculación o 
dependencia, la disolución y para proceder a la transmisión 
de la correspondiente participación citados en los dos 
párrafos anteriores de este apartado 4 se ampliarán en un 
año más, cuando las entidades en desequilibrio estén pres-
tando alguno de los siguientes servicios esenciales: abaste-
cimiento domiciliario y depuración de aguas, recogida, 
tratamiento y aprovechamiento de residuos, y transporte 
público de viajeros.

Disposición adicional décima.  Policías locales.

En el marco de lo dispuesto en las Leyes Orgánicas 6/1985, de 
1 de julio, del Poder Judicial ; 2/1986, de 13 de marzo, de Fuer-
zas y Cuerpos de Seguridad ; 1/1992, de 21 de febrero, sobre 
Protección de la Seguridad Ciudadana, y en las disposiciones 
legales reguladoras del régimen local, se potenciará la partici-
pación de los Cuerpos de policía local en el mantenimiento de 
la seguridad ciudadana, como policía de proximidad, así como 
en el ejercicio de las funciones de policía judicial, a cuyos efec-
tos, por el Gobierno de la Nación, se promoverán las actuacio-
nes necesarias para la elaboración de una norma que defina y 
concrete el ámbito material de dicha participación.

Disposición adicional undécima.  Régimen especial de los 
municipios de gran población.

Las disposiciones contenidas en el título X para los municipios 
de gran población prevalecerán respecto de las demás normas 
de igual o inferior rango en lo que se opongan, contradigan o 
resulten incompatibles.

Disposición adicional duodécima.  Retribuciones en los con-
tratos mercantiles y de alta dirección del sector público local y 
número máximo de miembros de los órganos de gobierno.

1.	 Las retribuciones a fijar en los contratos mercantiles o de 
alta dirección suscritos por los entes, consorcios, socieda-
des, organismos y fundaciones que conforman el sector 
público local se clasifican, exclusivamente, en básicas y com-
plementarias.

Las retribuciones básicas lo serán en función de las caracte-
rísticas de la entidad e incluyen la retribución mínima obli-
gatoria asignada a cada máximo responsable, directivo o 
personal contratado.
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Las retribuciones complementarias, comprenden un com-
plemento de puesto y un complemento variable. El comple-
mento de puesto retribuiría las características específicas de 
las funciones o puestos directivos y el complemento variable 
retribuiría la consecución de unos objetivos previamente 
establecidos.

2.	 Corresponde al Pleno de la Corporación local la clasificación 
de las entidades vinculadas o dependientes de la misma que 
integren el sector público local, en tres grupos, atendiendo 
a las siguientes características: volumen o cifra de negocio, 
número de trabajadores, necesidad o no de financiación 
pública, volumen de inversión y características del sector en 
que desarrolla su actividad.

Esta clasificación determinará el nivel en que la entidad se 
sitúa a efectos de:

a)	 Número máximo de miembros del consejo de adminis-
tración y de los órganos superiores de gobierno o 
administración de las entidades, en su caso.

b)	 Estructura organizativa, con fijación del número mínimo 
y máximo de directivos, así como la cuantía máxima de 
la retribución total, con determinación del porcentaje 
máximo del complemento de puesto y variable.

3.	 Las retribuciones en especie que, en su caso, se perciban 
computarán a efectos de cumplir los límites de la cuantía 
máxima de la retribución total. La cuantía máxima de la retri-
bución total no podrá superar los límites fijados anualmente 
en la Ley de presupuestos generales del Estado.

4.	 El número máximo de miembros del consejo de administra-
ción y órganos superiores de gobierno o administración de 
las citadas entidades no podrá exceder de:

a)	 15 miembros en las entidades del grupo 1.

b)	 12 miembros en las entidades del grupo 2.

c)	 9 miembros en las entidades del grupo 3.

5.	 Sin perjuicio de la publicidad legal a que estén obligadas, 
las entidades incluidas en el sector público local difundirán 
a través de su página web la composición de sus órganos de 
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administración, gestión, dirección y control, incluyendo los 
datos y experiencia profesional de sus miembros.

Las retribuciones que perciban los miembros de los citados 
órganos se recogerán anualmente en la memoria de activi-
dades de la entidad.

6.	 El contenido de los contratos mercantiles o de alta dirección 
celebrados, con anterioridad a la entrada en vigor de esta 
Ley, deberá ser adaptados a la misma en el plazo de dos 
meses desde la entrada en vigor.

La adaptación no podrá producir ningún incremento, en 
relación a su situación anterior.

Las entidades adoptarán las medidas necesarias para adap-
tar sus estatutos o normas de funcionamiento interno a lo 
previsto en esta Ley en el plazo máximo de tres meses con-
tados desde la comunicación de la clasificación.

7.	 La extinción de los contratos mercantiles o de alta dirección 
no generará derecho alguno a integrarse en la estructura de 
la Administración Local de la que dependa la entidad del 
sector público en la que se prestaban tales servicios, fuera 
de los sistemas ordinarios de acceso.

Disposición adicional decimotercera.

El Gobierno adoptará las medidas necesarias para hacer efectiva 
la participación de las entidades locales, a través de la asocia-
ción de ámbito estatal más representativa, en la formación de la 
voluntad nacional en la fase ascendente del proceso de elabo-
ración de todas aquellas políticas comunitarias que afectan de 
manera directa a las competencias locales.

Disposición adicional decimocuarta.  Régimen especial de 
organización de los Cabildos Insulares Canarios.

1.	 Las normas contenidas en los capítulos II y III del título X de 
esta ley, salvo los artículos 128, 132 y 137, serán de aplica-
ción:

a)	 A los Cabildos Insulares Canarios de islas cuya pobla-
ción sea superior a 175.000 habitantes.

b)	 A los restantes Cabildos Insulares de islas cuya pobla-
ción sea superior a 75.000 habitantes, siempre que así 
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lo decida mediante Ley el Parlamento Canario a inicia-
tiva de los Plenos de los respectivos Cabildos.

2.	 Serán órganos insulares necesarios de los Cabildos el Pleno, 
el Presidente y el Consejo de Gobierno Insular.

3.	 Las referencias contenidas en los artículos 122, 123, 124, 
125 y 126 al Alcalde, se entenderán hechas al Presidente del 
Cabildo; las contenidas en los artículos 124, 125 y 127 a los 
Tenientes de Alcalde, a los Vicepresidentes ; las contenidas 
en los artículos 123, 126, 127, 129 y 130 a la Junta de 
Gobierno local, al Consejo de Gobierno Insular y las conte-
nidas en los artículos 122, 124 y 126 a los Concejales, a los 
Consejeros.

4.	 Las competencias atribuidas a los órganos mencionados en 
el apartado anterior serán asumidas por el respectivo 
órgano insular del Cabildo, siempre que las mismas no sean 
materias estrictamente municipales.

5.	 La Asesoría Jurídica, los Órganos Superiores y Directivos y 
el Consejo Social Insular, tendrán las competencias asigna-
das a los mismos en los artículos 129, 130 y 131. El nombra-
miento de los titulares de la Asesoría Jurídica y de los 
Órganos Directivos se efectuará teniendo en cuenta los 
requisitos exigidos en los artículos 129 y 130.

Disposición adicional decimoquinta.  Régimen de incompati-
bilidades y declaraciones de actividades y bienes de los Directi-
vos locales y otro personal al servicio de las Entidades locales.

1.	 Los titulares de los órganos directivos quedan sometidos al 
régimen de incompatibilidades establecido en la Ley 
53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del 
Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, y en 
otras normas estatales o autonómicas que resulten de apli-
cación.

No obstante, les serán de aplicación las limitaciones al ejer-
cicio de actividades privadas establecidas en el artículo 15 
de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio 
del alto cargo de la Administración General del Estado, en 
los términos en que establece el artículo 75.8 de esta Ley.

A estos efectos, tendrán la consideración de personal direc-
tivo los titulares de órganos que ejerzan funciones de ges-
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tión o ejecución de carácter superior, ajustándose a las 
directrices generales fijadas por el órgano de gobierno de 
la Corporación, adoptando al efecto las decisiones oportu-
nas y disponiendo para ello de un margen de autonomía, 
dentro de esas directrices generales.

2.	 El régimen previsto en el artículo 75.7 de esta Ley será de 
aplicación al personal directivo local y a los funcionarios de 
las Corporaciones Locales con habilitación de carácter esta-
tal que, conforme a lo previsto en el artículo 5.2 de la dispo-
sición adicional segunda de la Ley 7/2007, de 12 de abril, 
del Estatuto Básico del Empleado Público, desempeñen en 
las Entidades locales puestos que hayan sido provistos 
mediante libre designación en atención al carácter directivo 
de sus funciones o a la especial responsabilidad que asu-
man.

Disposición adicional decimosexta.  Mayoría requerida para la 
adopción de acuerdos en las Corporaciones Locales.

(Anulada)

Disposición adicional decimoséptima.  Derechos históricos 
de Cataluña.

Las previsiones de esta Ley se aplicarán respetando en todo 
caso la posición singular en materia de sistema institucional 
recogida en el artículo 5 del Estatuto de Autonomía de Cata-
luña, así como las competencias exclusivas y compartidas en 
materia de régimen local y organización territorial previstas en 
dicho Estatuto, de acuerdo con el marco competencial estable-
cido en la Constitución y en especial en el Estatuto de Autono-
mía de Cataluña.

Disposición derogatoria.

Quedan derogadas, en cuanto se opongan, contradigan o resul-
ten incompatibles con las disposiciones de esta Ley:

a)	 La Ley de Régimen Local, texto articulado y refundido, apro-
bado por Decreto de 24 de junio de 1955.

b)	 El texto articulado parcial de la Ley 41/1975, de Bases del 
Estatuto de Régimen Local, aprobado por Real Decreto 
3046/1977, de 6 de octubre.
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c)	 La Ley 40/1981, de 28 de octubre, sobre Régimen Jurídico 
de las Corporaciones Locales, sin perjuicio de la vigencia 
transitoria del régimen de reclamaciones económico-admi-
nistrativas en los términos previstos en la disposición transi-
toria décima.

d)	 La Ley 11/1960, de 12 de mayo, por la que se crea y regula 
la Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración 
Local.

e)	 Cuantas otras normas, de igual o inferior rango, incurran en 
la oposición, contradicción o incompatibilidad a que se 
refiere el párrafo inicial de esta disposición.

Disposición transitoria primera.

Las disposiciones que ha de refundir el Gobierno en uso de la 
autorización que le confiere la disposición final primera de esta 
Ley constituyen la legislación del Estado transitoriamente apli-
cable en los términos de los diferentes apartados de su artículo 
5, teniendo, en consecuencia, según los diversos supuestos en 
él contemplados, el carácter de normativa estatal básica o, en 
su caso, supletoria de la que puedan ir aprobando las Comuni-
dades Autónomas.

Disposición transitoria segunda.

Hasta tanto la legislación del Estado y la de las Comunidades 
Autónomas que se dicte de conformidad con lo establecido en 
los artículos 5, apartado B), letra a); 25, apartado 2; y 36 de esta 
Ley, no disponga otra cosa, los Municipios, las Provincias y las 
Islas conservarán las competencias que les atribuye la legislación 
sectorial vigente en la fecha de entrada en vigor de esta Ley.

Los Municipios ostentarán, además, en las materias a que se 
refiere el artículo 28 de esta Ley, cuantas competencias de eje-
cución no se encuentren conferidas por dicha legislación secto-
rial a otras Administraciones Públicas.

Disposición transitoria tercera.

Las Comisiones Permanentes municipales y las Comisiones de 
Gobierno de las Diputaciones provinciales constituidas con arre-
glo a la Ley 39/1978, de 17 de julio, de elecciones locales, cesa-
rán en sus funciones en el momento en que queden designadas 
por el Presidente de la Corporación las respectivas Comisiones 
de Gobierno, lo que habrá de hacerse en el plazo máximo de 
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tres meses desde la entrada en vigor de esta Ley en todos los 
Ayuntamientos y Diputaciones en que, de acuerdo con ella, la 
existencia de tal órgano resulta preceptiva.

Disposición transitoria cuarta.

Los Municipios que vean afectada su organización actual por lo 
establecido en la letra a) del número 1 del artículo 29 de la pre-
sente Ley, la mantendrán hasta la celebración de las próximas 
elecciones locales.

Disposición transitoria quinta.

En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la pre-
sente Ley, la Administración del Estado organizará el Registro 
previsto en el artículo 14, inscribiendo, en un primer momento, 
todas las entidades locales a que se refiere esta Ley, bajo su 
actual denominación.

Disposición transitoria sexta.

1.	 Dentro de los cinco meses siguientes a la entrada en vigor 
de esta Ley, el Gobierno aprobará el Reglamento de Orga-
nización y Funcionamiento de la Comisión Nacional de 
Administración Local.

2.	 Dentro del mismo plazo indicado en el número anterior, por 
el Ministro de Administración Territorial se aprobará el 
Reglamento del Instituto de Estudios de Administración 
Local.

3.	 Dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigor de 
los Reglamentos a que se alude en los números anteriores 
deberán quedar constituidos la Comisión Nacional de Admi-
nistración Local y el Consejo Rector del Instituto de Estudios 
de Administración Local de acuerdo con sus previsiones y 
con lo dispuesto en esta Ley.

Disposición transitoria séptima.

1.	 En tanto no se desarrolle lo dispuesto en esta Ley para los 
funcionarios públicos que precisen habilitación nacional, 
será de aplicación a quienes integran los actuales Cuerpos 
Nacionales de Administración Local el régimen estatutario 
vigente en todo aquello que sea compatible y no quede 
derogado por la presente Ley y por la legislación general 
del Estado en materia de Función Pública. Los actuales 
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miembros de los Cuerpos Nacionales de Secretarios, Inter-
ventores y Depositarios tendrán a todos los efectos la habi-
litación de carácter nacional regulada en esta Ley.

2.	 Se autoriza al Gobierno para que, a iniciativa del Ministro de 
Administración Territorial y a propuesta del Ministro de la 
Presidencia, declare a extinguir determinados Cuerpos 
cuando lo exija el proceso general de racionalización o el 
debido cumplimiento de la presente Ley, estableciendo los 
criterios, requisitos y condiciones para que los funcionarios 
de estos Cuerpos se integren en otros.

3.	 Los funcionarios del actual Cuerpo Nacional de Directores 
de Bandas de Música Civiles, que queda suprimido en virtud 
de lo dispuesto en esta Ley, pasarán a formar parte de la 
plantilla de la respectiva Corporación como funcionarios 
propios de la misma, con respeto íntegro de sus derechos y 
situación jurídica surgidos al amparo de la legislación ante-
rior, incluido el de traslado a otras Corporaciones locales, 
para lo cual gozarán de preferencia absoluta en los concur-
sos que éstas convoquen para cubrir plazas de esa natura-
leza.

Disposición transitoria octava.

1.	 No podrán celebrarse por las Administraciones locales con-
tratos de colaboración temporal en régimen de Derecho 
administrativo, ni renovarse los existentes.

2.	 En el plazo de seis meses, a partir de la fecha de entrada en 
vigor de la presente Ley, las Administraciones locales pro-
cederán a realizar la clasificación de las funciones desempe-
ñadas hasta ese momento por el personal contratado 
administrativo.

Esta clasificación determinará los puestos a desempeñar, 
según los casos, por funcionarios públicos o por personal 
laboral fijo o temporal.

De la citada clasificación podrán derivarse las modificacio-
nes precisas en la plantilla.

3.	 Todo el personal que haya prestado servicios como contra-
tado administrativo de colaboración temporal o como fun-
cionario de empleo interino podrá participar en las pruebas 
de acceso para cubrir las correspondientes plazas.
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En todo caso, estas convocatorias de acceso deberán respe-
tar los criterios de mérito y capacidad, mediante las pruebas 
selectivas que reglamentariamente se determinen, en las 
que se valorarán los servicios efectivos prestados por este 
personal.

4.	 Mientras existan en vigor contratos administrativos y nom-
bramientos de funcionarios de empleo en cualquier Admi-
nistración Pública, éstos quedarán en suspenso durante el 
tiempo en que quienes los ocupan desempeñan en una Cor-
poración local un cargo electivo retribuido y de dedicación 
exclusiva. Durante los treinta días siguientes al cese en estas 
condiciones, éstos tendrán derecho a reintegrarse en el 
puesto de trabajo que ocupaban hasta la suspensión, siem-
pre que continuaran dándose las condiciones legales para el 
restablecimiento pleno de las correspondientes relaciones.

Asimismo, conservarán los derechos adquiridos hasta el 
momento de la suspensión y se les reconocerán, a título 
personal, los que pudieran haber adquirido durante la 
misma por aplicación de disposiciones de carácter general.

Disposición transitoria novena.

En el plazo máximo de un año desde la entrada en vigor de la 
presente Ley el Gobierno dispondrá, mediante Real Decreto, la 
disolución de la Mancomunidad de Diputaciones de Régimen 
Común, estableciendo lo necesario para la liquidación del patri-
monio, obligaciones y personal de la misma.

Disposición transitoria décima.

1.	 A los acuerdos de aprobación de presupuestos y de Orde-
nanzas fiscales de imposición y ordenación de tributos loca-
les, así como a los actos de aplicación y efectividad de 
dichas Ordenanzas, aprobados o dictados por las Corpora-
ciones locales dentro del plazo de un año desde la entrada 
en vigor de esta Ley, les será de aplicación el régimen de 
reclamaciones económico-administrativas actualmente 
vigente.

2.	 Asimismo continuarán en todo caso tramitándose en vía 
económico-administrativa las reclamaciones interpuestas 
ante los Tribunales Económico-Administrativos Provinciales 
y los recursos de alzada presentados ante el Tribunal Eco-
nómico-Administrativo Central, con anterioridad a la fecha 
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señalada en el número anterior y que para entonces se 
hallen pendientes de resolución.

Disposición final primera.

Se autoriza al Gobierno de la Nación para refundir en el plazo 
de un año, y en un solo texto, las disposiciones legales vigentes 
de acuerdo con lo dispuesto en la disposición derogatoria. La 
refundición comprenderá también la regularización, aclaración y 
armonización de dichas disposiciones.

El Gobierno, en idéntico plazo, procederá a actualizar y acomo-
dar a lo dispuesto en la misma, todas las normas reglamentarias 
que continúen vigentes y, en particular, los siguientes Reglamen-
tos:

a)	 El Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las 
Entidades Locales, aprobado por Decreto de 17 de mayo de 
1952, con las modificaciones de que haya sido objeto por 
disposiciones posteriores.

b)	 El Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen 
Jurídico de las Corporaciones Locales, aprobado por 
Decreto de 17 de mayo de 1952, con las modificaciones de 
que haya sido objeto por disposiciones posteriores.

c)	 El Reglamento de Funcionarios de Administración Local, 
aprobado por Decreto de 30 de mayo de 1952, con las 
modificaciones de que haya sido objeto por disposiciones 
posteriores.

d)	 El Reglamento de Contratación de las Corporaciones Loca-
les, aprobado por Decreto de 9 de enero de 1953, con las 
modificaciones de que haya sido objeto por disposiciones 
posteriores.

e)	 El Reglamento de Bienes de las Entidades locales, aprobado 
por Decreto de 27 de mayo de 1955, con las modificaciones 
de que haya sido objeto por disposiciones posteriores.

f)	 El Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, 
aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955, con las 
modificaciones de que haya sido objeto por disposiciones 
posteriores.
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Disposición final segunda.

1.	 Los funcionarios públicos de la Administración local tendrán 
la misma protección social, en extensión e intensidad, que 
la que se dispense a los funcionarios públicos de la Adminis-
tración del Estado y estará integrada en el Sistema de Segu-
ridad Social.

2.	 La aportación de los funcionarios de la Administración local 
para la financiación de su Seguridad Social será la misma 
que se establezca para los funcionarios públicos de la Admi-
nistración del Estado, cuando sea idéntica la acción protec-
tora.

3.	 La gestión de la Seguridad Social de los funcionarios de la 
Administración Local correrá a cargo de la MUNPAL, per-
sona jurídica de Derecho público dotada de plena capaci-
dad jurídica y patrimonio propio para el cumplimiento de 
sus fines, adscrita orgánicamente al Ministerio de Adminis-
tración Territorial, al que corresponde su superior dirección 
y tutela.

La MUNPAL gozará de los mismos beneficios de pobreza, 
franquicia postal y telegráfica y exenciones tributarias, reco-
nocidos a las entidades gestoras de la Seguridad Social, de 
acuerdo con lo establecido en la Ley General de Seguridad 
Social, siendo en lo demás de aplicación la Ley 11/1960, en 
lo que no se oponga a la presente Ley, y sus normas de 
desarrollo.

Disposición final tercera.

El personal de las Policías Municipales y de los Cuerpos de Bom-
beros gozará de un Estatuto específico, aprobado reglamenta-
riamente, teniendo en cuenta respecto de los primeros la Ley de 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

Disposición final cuarta.

1.	 Quedan expresamente derogados los artículos 344 a 360, 
ambos inclusive, de la Ley de Régimen Local, de 24 de junio 
de 1955, sobre el Servicio Nacional de Inspección y Aseso-
ramiento de las Corporaciones Locales.

2.	 El Gobierno regulará en el plazo de tres meses, a contar 
desde la entrada en vigor de la presente Ley, las peculiari-
dades del régimen orgánico y funcional del personal ante-
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riormente adscrito a dicho Servicio, que se regirá por la 
legislación de funcionarios civiles del Estado.

3.	 Para el debido cumplimiento de las funciones que le com-
peten a la Administración del Estado, en relación con las 
entidades locales, el Gobierno podrá adscribir a sus servi-
cios funcionarios de las Corporaciones Locales.

Disposición final quinta.

A partir de la entrada en vigor de esta Ley, los Municipios cabeza 
de partido judicial en que no exista establecimiento penitencia-
rio alguno asumirán, en régimen de competencia delegada, la 
ejecución del servicio de depósito de detenidos a disposición 
judicial, correspondiendo la custodia de dichos detenidos a la 
Policía Municipal en funciones de Policía Judicial.

La Administración competente en materia penitenciaria pondrá 
a disposición de los Municipios a que se refiere el párrafo ante-
rior los medios económicos suficientes para el mantenimiento 
del referido servicio en los términos previstos por la legislación 
sectorial correspondiente.

Por tanto,

Mando a todos los españoles, particulares y autoridades que 
guarden y hagan guardar esta Ley.

Palma de Mallorca a 2 de abril de 1985.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

FELIPE GONZALEZ MARQUEZ
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§2  REAL DECRETO LEGISLATIVO 781/1986, DE 18 DE 
ABRIL, POR EL QUE SE APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE 
LAS DISPOSICIONES LEGALES VIGENTES EN MATERIA DE 

RÉGIMEN LOCAL

(«BOE» núm. 96, de 22 de abril de 1986)

La disposición final primera de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local, autorizó al Gobierno 
de la Nación para refundir en un solo texto las disposiciones 
legales vigentes en materia de Régimen Local, de acuerdo con 
lo dispuesto en su disposición derogatoria, en cuanto no se 
opongan, contradigan o resulten incompatibles con las disposi-
ciones de dicha Ley.

En cumplimiento de tal autorización, se ha procedido a redactar 
el Texto Refundido, adecuando los preceptos no derogados de 
la legislación anterior, con las aclaraciones y armonizaciones pro-
cedentes.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Administración Territo-
rial y, además, en cuanto al título VIII, a propuesta del Ministro 
de Economía y Hacienda, de acuerdo con el Consejo de Estado 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del 
día 18 de abril de 1986,

DISPONGO:

Artículo único.

De conformidad con lo establecido en la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, se aprueba el 
Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en mate-
ria de Régimen Local, que se inserta a continuación.

Dado en Madrid a 18 de abril de 1986.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Administración Territorial,

FELIX PONS IRAZAZABAL
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TEXTO REFUNDIDO DE LAS DISPOSICIONES LEGALES 
VIGENTES EN MATERIA DE REGIMEN LOCAL

TITULO I

Disposiciones generales

Art. 1.

1.	 Para el cumplimiento de sus fines, los Ayuntamientos, en 
representación de los Municipios, las Diputaciones u otras 
Corporaciones de carácter representativo, en representa-
ción de las Provincias, y los Consejos y Cabildos, en repre-
sentación de las Islas, tendrán plena capacidad jurídica 
para adquirir, poseer, reivindicar, permutar, gravar o ena-
jenar toda clase de bienes, celebrar contratos, establecer 
y explotar obras y servicios públicos, obligarse, interponer 
los recursos establecidos y ejercitar las acciones previstas 
en las leyes.

2.	 La misma capacidad jurídica tendrán los órganos correspon-
dientes en representación de las respectivas Entidades de 
ámbito territorial inferior al municipal.

3.	 Los Municipios, las Provincias, las Islas y las otras Entidades 
locales territoriales estarán exentos de impuestos del 
Estado y de las Comunidades Autónomas, en los términos 
de la Ley.

TITULO I I

El Municipio

CAPITULO I

Territorio y población

Art. 2.

Cada Municipio pertenecerá a una sola provincia.

Art. 3.

1.	 La alteración de términos municipales podrá producirse:
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a)	 Por incorporación de uno o más Municipios a otro u 
otros limítrofes.

b)	 Por fusión de dos o más Municipios limítrofes.

c)	 Por segregación de parte del territorio de uno o varios 
Municipios para constituir otro independiente.

d)	 Por segregación de parte del territorio de un Municipio 
para agregarlo a otro limítrofe.

2.	 En ningún caso la alteración de términos municipales podrá 
suponer modificación de los límites provinciales.

Art. 4.

La incorporación de uno o más Municipios a otro u otros limítro-
fes solamente podrá acordarse cuando se den notorios motivos 
de necesidad o conveniencia económica o administrativa.

Art. 5.

La fusión de Municipios limítrofes a fin de constituir uno solo 
podrá realizarse:

a)	 Cuando separadamente carezcan de recursos suficientes 
para atender los servicios mínimos exigidos por la Ley.

b)	 Cuando se confundan sus núcleos urbanos como conse-
cuencia del desarrollo urbanístico.

c)	 Cuando existan notorios motivos de necesidad o convenien-
cia económica o administrativa.

Art. 6.

La segregación de parte del territorio de uno o varios Munici-
pios para constituir otro independiente podrá realizarse cuando 
existan motivos permanentes de interés público, relacionados 
con la colonización interior, explotación de minas, instalación de 
nuevas industrias, creación de regadíos, obras públicas u otras 
análogas.

Art. 7.

La segregación de parte del territorio de un Municipio para 
agregarlo a otro limítrofe, podrá realizarse cuando concurra 
alguna de las causas señaladas en los apartados b) y c) del artí-
culo 5.
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Art. 8.

1.	 No podrá segregarse parte de un Municipio si con ello se 
privara a éste de las condiciones previstas en el artículo 13.2 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Tampoco podrá segregarse ningún núcleo de población de 
un término municipal cuando se halle unido por calle o zona 
urbana a otro del Municipio originario.

2.	 En los supuestos de segregación parcial de un término 
municipal, conjuntamente con la división del territorio se 
hará la de los bienes, derechos y acciones, así como la de las 
deudas y cargas, en función del número de habitantes y de 
la riqueza imponible del núcleo que se trate de segregar.

Art. 9.

1.	 El procedimiento para la alteración de los términos munici-
pales en los supuestos previstos por los artículos 4, 5, 6 y 7 
de esta Ley, se iniciará de oficio por la correspondiente 
Comunidad Autónoma o a instancia del Ayuntamiento inte-
resado, de la respectiva Diputación o de la Administración 
del Estado. En todo caso, será preceptiva la audiencia de la 
Diputación Provincial y de los Ayuntamientos interesados.

2.	 En los supuestos de fusión o de incorporación voluntaria de 
Municipios limítrofes, el procedimiento se promoverá por 
acuerdo de los respectivos Ayuntamientos, adoptado con el 
voto favorable de las dos terceras partes del número de 
hecho y, en todo caso, de la mayoría absoluta del número 
legal de miembros de la Corporación. Los acuerdos se 
someterán a información pública, y las alegaciones y recla-
maciones que puedan formularse serán resueltas por los 
mismos Ayuntamientos con idéntica mayoría.

3.	 En los casos de segregación parcial de carácter voluntario 
se cumplirán los mismos requisitos del número anterior, 
salvo que haya mediado previamente petición escrita de la 
mayoría de los vecinos residentes en la porción que haya de 
segregarse, en cuyo caso el expediente se elevará al órgano 
competente para su resolución definitiva, aun cuando los 
acuerdos municipales no hubieran sido favorables.

4.	 En todos los casos de alteración de términos municipales 
será necesario el previo dictamen del órgano consultivo 
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superior del Consejo de Gobierno de la respectiva Comuni-
dad Autónoma, si existiere o, en su defecto, del Consejo de 
Estado. Simultánea-mente a la petición del dictamen se 
dará conocimiento del expediente a la Administración del 
Estado.

5.	 La resolución definitiva del procedimiento se hará por 
Decreto del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autó-
noma correspondiente, del que se dará traslado a la Admi-
nistración del Estado a efectos de lo previsto en el artículo 
14.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Art. 10.

Las cuestiones que se susciten entre Municipios sobre deslinde 
de sus términos municipales serán resueltas por la correspon-
diente Comunidad Autónoma, previo informe del Instituto Geo-
gráfico Nacional y dictamen del órgano consultivo superior del 
Consejo de Gobierno de aquélla, si existiere o, en su defecto, 
del Consejo de Estado.

Art. 11.

1.	 La alteración del nombre y capitalidad de los Municipios 
podrá llevarse a efecto por el Consejo de Gobierno de la 
Comunidad Autónoma, previo acuerdo del Ayuntamiento e 
informe de la Diputación Provincial respectiva.

2.	 El acuerdo corporativo deberá ser adoptado con la mayoría 
prevista en el artículo 47.2.d), de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril.

3.	 De la resolución que adopte el Consejo de Gobierno de la 
Comunidad Autónoma deberá darse traslado a la Adminis-
tración del Estado a los efectos previstos en el artículo 14.1 
de la citada Ley.

Art. 12.

(Derogado)

Art. 13.

(Derogado)

Art. 14.

(Derogado)
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Art. 15.

(Derogado)

Art. 16.

(Derogado)

Art. 17.

Para cuanto se refiere a la administración económica local y al 
régimen de derechos y obligaciones que de ella emanen para 
los residentes, los propietarios ausentes tendrán obligación de 
comunicar a la Alcaldía el nombre de la persona que los repre-
sente. Faltando esta comunicación, tendrán la consideración de 
representantes de los propietarios por las fincas que labren, 
ocupen o administren:

1.°	 Los administradores, apoderados o encargados de los pro-
pietarios forasteros.

2.°	 En defecto de los anteriores, los colonos, arrendatarios o 
aparceros de las fincas rústicas cuando sus propietarios o 
administradores no residieran en el término municipal.

3.°	 Los inquilinos de fincas urbanas cuando cada una de ellas 
estuviere arrendada a una sola persona o no residiere en la 
localidad el dueño, administrador o encargado.

CAPITULO II

Organización

Art. 18.

Antes de comenzar el ejercicio de sus funciones, el Alcalde 
deberá jurar o prometer el cargo ante el Ayuntamiento Pleno.

Art. 19.

Los Alcaldes de Madrid y Barcelona tendrán tratamiento de 
Excelencia: los de las demás capitales de provincia, tratamiento 
de Ilustrísima; y los de los Municipios restantes, tratamiento de 
Señoría. Se respetan, no obstante, los tratamientos que respon-
dan a tradiciones reconocidas por disposiciones legales.
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Art. 20.

1.	 En cada uno de los poblados y barriadas separados del 
casco urbano y que no constituyan Entidad local, el Alcalde 
podrá nombrar un representante personal entre los vecinos 
residentes en el mismo.

2.	 También podrá nombrar el Alcalde dichos representantes 
en aquellas ciudades en que el desenvolvimiento de los ser-
vicios así lo aconseje. El representante habrá de estar ave-
cindado en el propio núcleo en el que ejerza sus funciones.

3.	 Lo dispuesto en los dos números anteriores sólo será de 
aplicación en los términos que disponga el Reglamento 
orgánico propio de la Corporación.

Art. 21.

Cuando el Alcalde se ausente del término municipal por más de 
veinticuatro horas sin haber conferido la delegación, o cuando 
por una causa imprevista le hubiere resultado imposible otor-
garla, le sustituirá el Teniente de Alcalde a quien corresponda, 
quien deberá dar cuenta de ello al resto de la Corporación.

Art. 22.

En los Municipios con Comisión de Gobierno, el número de 
Tenientes de Alcalde no podrá exceder del número de miem-
bros de aquélla. En aquellos otros en que no exista tal Comisión, 
el número de Tenientes de Alcalde no podrá exceder del tercio 
del número legal de los miembros de la Corporación.

Art. 23.

1.	 Además de las señaladas en el artículo 22 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, corresponden al Pleno, una vez constituido 
conforme a lo dispuesto en la legislación electoral, las 
siguientes atribuciones:

a)	 (Derogada)

b)	 La regulación del aprovechamiento de los bienes comu-
nales en los términos previstos en la legislación aplica-
ble.

c)	 (Derogada)
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d)	 La aprobación de los proyectos de obras cuando la con-
tratación de su ejecución sea de su competencia, con-
forme al apartado anterior.

e)	 El reconocimiento extrajudicial de créditos, siempre 
que no exista dotación presupuestaria, operaciones de 
crédito o concesión de quita y espera.

f)	 La defensa en los procedimientos incoados contra el 
Ayuntamiento,

2.	 El ejercicio de las atribuciones establecidas en el número 
anterior será delegable, salvo en los supuestos previstos en 
el artículo 47 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Art. 24.

Además de las previstas en el artículo 21.1 de la Ley 7/1985, de 
2 de abril, el Alcalde ejercerá las siguientes atribuciones:

a)	 Decidir los empates con voto de calidad.

b)	 La organización de los servicios administrativos de la Corpo-
ración, en el marco del Reglamento orgánico.

c)	 (Derogada).

d)	 Todas las atribuciones en materia de personal que no com-
petan al Pleno.

e)	 La concesión de licencias, salvo que las Ordenanzas o las 
Leyes sectoriales la atribuyan expresamente al Pleno o a la 
Comisión de Gobierno.

f)	 El desarrollo de la gestión económica conforme al presu-
puesto aprobado.

g)	 Publicar, ejecutar y hacer cumplir los acuerdos del Ayunta-
miento.

h)	 Presidir las subastas y concursos para ventas, arrendamien-
tos, suministros y toda clase de adjudicaciones de servicios 
y obras municipales.
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TITULO I I I

La provincia

CAPITULO I

Disposiciones generales

Art. 25.

1.	 El Territorio de la Nación española se divide en cincuenta 
provincias con los límites, denominación y capitales que tie-
nen actualmente.

2.	 Sólo mediante Ley aprobada por las Cortes Generales 
puede modificarse la denominación y capitalidad de las pro-
vincias. Cualquier alteración de sus límites requerirá Ley 
Orgánica.

CAPITULO II

Organización

Art. 26.

Antes de comenzar el ejercicio de sus funciones, el Presidente 
de la Diputación deberá jurar o prometer el cargo ante el Pleno 
de la misma.

Art. 27.

Los Presidentes de las Diputaciones provinciales tendrán el tra-
tamiento de Ilustrísima, salvo el de la de Barcelona, que tendrá 
el de Excelencia. Se respetan, no obstante, los tratamientos que 
respondan a tradiciones reconocidas por disposiciones legales.

Art. 28.

1.	 Además de las señaladas en el artículo 33.2 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, corresponden al Pleno de la Diputación, una 
vez constituido conforme a lo dispuesto en la legislación 
electoral, las siguientes funciones:

a)	 La creación, modificación y disolución de organismos y 
establecimientos provinciales.

b)	 Informar en los expedientes de fusión, agregación o 
segregación de Municipios de su territorio.
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c)	 (Derogada)

d)	 (Derogada)

e)	 La provincialización de servicios.

f)	 La aprobación de planes generales de carreteras y el 
establecimiento de servicios de comunicaciones provin-
ciales y de suministro de energía eléctrica.

2.	 El ejercicio de las atribuciones establecidas en el número 
anterior será delegable, salvo las de los apartados a), b), e) 
y f).

Art. 29.

Además de las establecidas en el artículo 34 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, corresponden al Presidente de la Diputación las 
siguientes atribuciones:

a)	 Todas las facultades en materia de personal que no tenga 
atribuidas el Pleno.

b)	 (Derogada)

c)	 El desarrollo de la gestión económica conforme al presu-
puesto aprobado.

d)	 Rendir cuentas de las operaciones efectuadas en cada ejer-
cicio económico.

e)	 El cumplimiento de las cargas que impongan las Leyes a la 
Administración Provincial.

CAPITULO III

Competencias

Art. 30.

1.	 La Diputación cooperará a la efectividad de los servicios 
municipales, preferentemente de los obligatorios, aplicando 
a tal fin:

a)	 Los medios económicos propios de la misma que se 
asignen.

b)	 Las subvenciones o ayudas financieras que concedan el 
Estado o la Comunidad Autónoma.
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c)	 Las subvenciones o ayudas de cualquier otra proceden-
cia.

d)	 El producto de operaciones de crédito.

2.	 La cooperación podrá ser total o parcial, según aconsejen 
las circunstancias económicas de los Municipios interesados.

3.	 Los servicios a que debe alcanzar la cooperación serán, en 
todo caso, los relacionados como mínimos en el artículo 26 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

4.	 La preferencia entre los distintos servicios mínimos a que 
alude el número anterior, se determinará sobre la base de 
los objetivos a que se refiere el artículo 36.2.a) de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, atendiendo a las circunstancias de 
cada Municipio y con respeto de las prioridades sectoriales 
que se determinan en la forma establecida en el artículo 59 
de dicha Ley.

5.	 También cooperará la Diputación en la elaboración de pla-
nes territoriales y urbanísticos, redacción de proyectos, 
dirección de obras o instalaciones, informes técnicos previos 
al otorgamiento de licencias y gestión tributaria, construc-
ción y conservación de caminos y vías rurales y demás obras 
y servicios de la competencia municipal.

6.	 Las formas de cooperación serán:

a)	 La asistencia administrativa en el ejercicio de las funcio-
nes públicas necesarias.

b)	 El asesoramiento jurídico, económico y técnico.

c)	 Ayudas de igual carácter en la redacción de estudios y 
proyectos.

d)	 Subvenciones a fondo perdido.

e)	 Ejecución de obras e instalación de servicios.

f)	 La concesión de créditos y la creación de Cajas de Cré-
dito para facilitar a los Ayuntamientos operaciones de 
este tipo,

g)	 La creación de consorcios u otras formas asociativas 
legalmente autorizadas.

h)	 La suscripción de convenios administrativos.
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i)	 Cualesquiera otras que establezca la Diputación con 
arreglo a la Ley.

Art. 31.

La aportación de los Municipios para el establecimiento de ser-
vicios por el sistema de cooperación, se fijará en cada caso con 
arreglo a su capacidad económica, pudiendo hacerse efectiva 
con cargo a sus propios ingresos o por créditos de la Diputación 
provincial. En este último supuesto, y sin perjuicio de cuales-
quiera otras garantías, los ingresos que produzca el servicio 
establecido quedarán afectos preceptivamente al reintegro de 
los mismos hasta su total extinción.

Art. 32.

1.	 Para el desarrollo de la cooperación, las Diputaciones, con 
participación de los Ayuntamientos, redactarán los planes 
provinciales establecidos en el artículo 36 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril.

2.	 Su contenido podrá diferenciarse por servicios o zonas.

3.	 Dichos planes se insertarán en el “Boletín Oficial de la Pro-
vincia” para que puedan formularse alegaciones y reclama-
ciones sobre los mismos durante un plazo de diez días.

4.	 Los planes de cooperación serán aprobados por las Diputa-
ciones después de haber dado participación a las Adminis-
traciones del Estado y de la Comunidad Autónoma, y previo 
informe de la Comisión Provincial de Colaboración con las 
Corporaciones Locales.

5.	 Aprobados definitivamente los planes, cualquier modifica-
ción requerirá el cumplimiento de los mismos trámites pre-
venidos en este artículo.

Art. 33.

En la formación y ejecución de los planes se observarán las 
siguientes reglas:

1.ª	 La subvención estatal para su financiación se librará a las 
Diputaciones.

2.ª	 La ejecución corresponde a la Diputación sin perjuicio de la 
posibilidad de que la asuman los Municipios afectados, 
siempre que así lo soliciten
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3.ª	 Las obras y adquisiciones se efectuarán por los procedi-
mientos señalados en la legislación sobre contratación de 
las Entidades locales, pudiendo agrupar los proyectos por 
servicios o zonas, a fin de obtener ventajas económicas y 
facilitar la concurrencia de licitadores de reconocida solven-
cia.

4.ª	 Efectuada la recepción definitiva de las obras que se ejecu-
ten por las Diputaciones, se entregarán las mismas a la Enti-
dad local que corresponda, a cuyo cargo correrá su 
conservación y mantenimiento.

Art. 34.

Con independencia de las cuentas generales que hayan de remi-
tir las Diputaciones, enviarán al Ministerio de Administración 
Territorial, con la periodicidad que reglamentariamente se esta-
blezca, un estado comprensivo del desarrollo económico de los 
créditos destinados a cooperación, así como una Memoria deta-
llada de las realizaciones conseguidas en el año anterior.

TITULO IV

Otras Entidades Locales

Art. 35.

1.	 Para que los Municipios se mancomunen no será indispen-
sable que pertenezcan a la misma provincia ni que exista 
entre ellos continuidad territorial, si ésta no es requerida por 
la naturaleza de los fines de la Mancomunidad.

2.	 Las Mancomunidades no podrán asumir la totalidad de las 
competencias asignadas a los respectivos Municipios.

3.	 De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47.3 b) de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, los acuerdos aprobatorios de la cons-
titución y Estatutos de la Mancomunidad deberán adop-
tarse por cada Ayuntamiento con el voto favorable de la 
mayoría absoluta del número legal de miembros de la Cor-
poración, previa información pública por plazo de un mes. 
Cuando se trate de Municipios que sean de distintas Provin-
cias habrá de darse audiencia a las Diputaciones Provincia-
les respectivas.
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4.	 El órgano de gobierno de la mancomunidad estará inte-
grado por representantes de los Municipios mancomunados 
en la forma que determinen los correspondientes Estatutos.

Art. 36.

Los Estatutos de las Mancomunidades municipales habrán de 
expresar al menos:

1.º	 Los Municipios que comprenden.

2.° El lugar en que radiquen sus órganos de gobierno y adminis-
tración.

3.° El número y forma de designación de los representantes de 
los Ayuntamientos que han de integrar los órganos de 
gobierno de la Mancomunidad.

4.° Los fines de ésta.

5.° Los recursos económicos.

6.° El plazo de vigencia.

7.º	 El procedimiento para modificar los Estatutos, y

8.º	 Las causas de disolución.

Art. 37.

Las Entidades conocidas con las denominaciones de Mancomu-
nidades o Comunidades de Tierra o de Villa y Tierra, o de Ciu-
dad y Tierra, Asocios, Reales Señoríos, Universidades, 
Comunidades de Pastos, Leñas, Aguas, y otras análogas, conti-
nuarán rigiéndose por sus normas consuetudinarias o tradicio-
nales y, sin perjuicio de la autonomía de que disfrutan, deberán 
ajustar su régimen económico a lo prescrito en la legislación de 
régimen local sobre formación de presupuestos y rendición de 
cuentas, liquidaciones, inventarios y balances.

Art. 38.

Las Entidades locales de ámbito territorial inferior al municipal 
tendrán las siguientes competencias:

a)	 La construcción, conservación y reparación de fuentes, lava-
deros y abrevaderos.

b)	 La policía de caminos rurales, montes, fuentes y ríos.
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c)	 La limpieza de calles.

d)	 La mera administración y conservación de su patrimonio, 
incluido el forestal, y la regulación del aprovechamiento de 
sus bienes comunales.

e)	 La ejecución de obras y la prestación de servicios compren-
didos en la competencia municipal y de exclusivo interés de 
la Entidad, cuando no esté a cargo del respectivo Municipio.

Art. 39.

El Alcalde pedáneo, órgano unipersonal ejecutivo de la Entidad 
local, preside la Junta Vecinal y es elegido conforme a la Ley 
Electoral.

Art. 40.

El Alcalde pedáneo tendrá las atribuciones que la Ley señale al 
Alcalde, circunscritas a la administración de su Entidad, y en 
particular las siguientes:

a)	 Convocar y presidir las sesiones de la Junta o Asamblea 
vecinal, dirigir sus deliberaciones y decidir los empates con 
voto de calidad.

b)	 Ejecutar y hacer cumplir los acuerdos de la Junta o Asam-
blea vecinal.

c)	 Aplicar el Presupuesto de la Entidad, ordenando pagos con 
cargo al mismo, y rendir cuentas de su gestión.

d)	 Vigilar la conservación de caminos rurales, fuentes públicas 
y montes, así como los servicios de policía urbana y de sub-
sistencias.

e)	 Todas las demás facultades de administración de la Entidad 
no reservadas expresamente a la Junta o Asamblea vecinal.

Art. 41.

1.	 La Junta o Asamblea vecinal tendrá las siguientes atribucio-
nes:

a)	 La aprobación de Presupuestos y Ordenanzas de exac-
ciones, la censura de cuentas y el reconocimiento de 
créditos, siempre que no exista dotación presupuesta-
ria.
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b)	 La administración y conservación de bienes y derechos 
propios de la Entidad y la regulación del aprovecha-
miento de bienes comunales.

c)	 El ejercicio de acciones judiciales y administrativas.

d)	 En general, cuantas atribuciones se asignan por la Ley 
al Ayuntamiento Pleno con respecto a la administración 
del Municipio, en el ámbito de la Entidad.

2.	 Los acuerdos de la Junta o Asamblea vecinal sobre disposi-
ciones de bienes y operaciones de crédito y expropiación 
forzosa deberán ser ratificados por el Ayuntamiento respec-
tivo.

Art. 42.

1.	 La constitución de nuevas Entidades locales de ámbito terri-
torial inferior al municipal estará sujeta al cumplimiento de 
los siguientes requisitos:

a)	 Petición escrita de la mayoría de los vecinos residentes 
en el territorio que haya de ser base de la Entidad, o 
alternativamente acuerdo del Ayuntamiento.

b)	 Información pública vecinal.

c)	 Informe del Ayuntamiento, y

d)	 Resolución definitiva por el Consejo de Gobierno de la 
Comunidad Autónoma.

2.	 No podrá constituirse en Entidad local de ámbito territorial 
inferior al Municipio el núcleo territorial en que resida el 
Ayuntamiento.

Art. 43.

1.	 Una vez constituida la Entidad se establecerán sus límites 
territoriales y se hará la separación patrimonial.

2.	 Los acuerdos municipales en esta materia requerirán la 
aprobación del órgano competente de la Comunidad Autó-
noma, que se entenderá otorgada si no resolviere en el tér-
mino de tres meses.
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Art. 44.

La modificación y supresión de Entidades locales de ámbito 
territorial inferior al municipal podrá llevarse a efecto:

a)	 A petición de la propia Entidad cumpliendo los requisitos 
consignados en el artículo 42.

b)	 Por acuerdo del Consejo de Gobierno de la respectiva 
Comunidad Autónoma adoptado previa audiencia de las 
Entidades y Ayuntamientos interesados, con informe del 
órgano consultivo superior de aquél, donde existiere o, en 
su defecto, del Consejo de Estado y conforme a lo dispuesto 
en el artículo siguiente.

Art. 45.

Para que el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma 
acuerde la supresión de Entidades Locales de ámbito territorial 
inferior al municipal, será necesario instruir el oportuno expe-
diente en el que se demuestre la insuficiencia de recursos para 
sostener los servicios mínimos que le estén atribuidos, o se apre-
cien notorios motivos de necesidad económica o administrativa.

TITULO V

Disposiciones comunes a las Entidades Locales

CAPITULO I

Régimen de funcionamiento

Art. 46.

Las Comisiones Municipales y Provinciales de Gobierno celebra-
rán sesión ordinaria con la periodicidad que establezca el Regla-
mento orgánico de la Corporación.

Corresponde al Presidente de cada Comisión fijar el día en que 
deba celebrarse la sesión.

Art. 47.

1.	 Las Corporaciones locales podrán establecer ellas mismas 
su régimen de sesiones. Los días de las reuniones ordinarias 
serán fijados previamente por acuerdo de la Corporación.
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2.	 Salvo en casos de urgencia, no se tratarán más asuntos que 
los señalados en el orden del día de cada sesión, que for-
mará el Presidente y se distribuirá a los miembros de la Cor-
poración con antelación mínima de dos días hábiles.

Art. 48.

1.	 Cuando la cuarta parte de los miembros que legalmente 
integran la Corporación solicite la celebración de sesión 
extraordinaria del Pleno, el Presidente vendrá obligado a 
convocarla dentro de los cuatro días siguientes al de la soli-
citud.

2.	 La convocatoria de sesión extraordinaria del Pleno de las 
Corporaciones locales habrá de hacerse, al menos, con dos 
días de antelación al de su celebración, salvo en supuestos 
de urgencia debidamente motivada y con expresión de los 
asuntos a que se han de circunscribir las deliberaciones y 
acuerdos, sin que puedan tratarse otros distintos.

Art. 49.

Las sesiones se celebrarán en la Casa Consistorial o en el Palacio 
Provincial que constituya la sede de la respectiva Corporación. 
En los casos de fuerza mayor, podrán celebrarse en edificio habi-
litado al efecto.

Art. 50.

De cada sesión se extenderá acta por el Secretario de la Corpo-
ración o, en su caso, del órgano correspondiente, haciendo 
constar, como mínimo, la fecha y hora de comienzo y fin; los 
nombres del Presidente y demás asistentes; los asuntos trata-
dos; el resultado de los votos emitidos y los acuerdos adopta-
dos. En las sesiones plenarias deberán recogerse sucintamente 
las opiniones emitidas.

Art. 51.

Serán nulos los acuerdos adoptados en sesiones extraordinarias 
sobre asuntos no comprendidos en su convocatoria, así como 
los que se adopten en sesiones ordinarias sobre materias no 
incluidas en el respectivo orden del día, salvo especial y previa 
declaración de urgencia hecha por el órgano correspondiente, 
con el voto favorable de la mayoría prevista en el artículo 47.3 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
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Art. 52.

1.	 El libro de actas tiene la consideración de instrumento 
público solemne, y deberá llevar en todas sus hojas, debida-
mente foliadas, la rúbrica del Presidente y el sello de la Cor-
poración.

2.	 No serán válidos los acuerdos no reflejados en el correspon-
diente libro de actas que reúna los requisitos expresados en 
el apartado anterior.

Art. 53.

Las Juntas o Asambleas vecinales de las Entidades locales de 
ámbito territorial inferior al municipal ajustarán, también, su fun-
cionamiento a lo dispuesto en los artículos anteriores, que se 
aplicarán, asimismo, para las Asambleas vecinales en el régimen 
de Concejo abierto en todo aquello que no sea específico de 
este régimen ni se oponga a los usos, costumbres o tradiciones 
locales. Los acuerdos se adoptarán siempre por mayoría de 
votos.

Art. 54.

1.	 Será necesario el informe previo del Secretario, y, además, 
en su caso, del Interventor o de quienes legalmente les sus-
tituyan, para la adopción de los siguientes acuerdos:

a)	 En aquellos supuestos en que así lo ordene el Presi-
dente de la Corporación o cuando lo solicite un tercio 
de sus miembros con antelación suficiente a la celebra-
ción de la sesión en que hubieren de tratarse.

b)	 Siempre que se trate de asuntos sobre materias para las 
que se exija una mayoría especial.

2.	 Los informes que se emitan deberán señalar la legislación, 
en cada caso aplicable y la adecuación a la misma de los 
acuerdos en proyecto.

3.	 Los acuerdos para el ejercicio de acciones necesarias para la 
defensa de los bienes y derechos de las Entidades locales 
deberán adoptarse previo dictamen del Secretario, o, en su 
caso, de la Asesoría Jurídica y, en defecto de ambos, de un 
Letrado.
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4.	 En cuanto a la representación y defensa en juicio de las Enti-
dades locales, se estará a lo dispuesto por la Ley Orgánica 
del Poder Judicial.

Art. 55.

En la esfera de su competencia, las Entidades locales podrán 
aprobar Ordenanzas y Reglamentos, y los Alcaldes dictar Ban-
dos. En ningún caso contendrán preceptos opuestos a las leyes.

Art. 56.

La aprobación de las Ordenanzas locales se ajustará al procedi-
miento establecido en el artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Para la modificación de las Ordenanzas y Reglamentos deberán 
observarse los mismos trámites que para su aprobación.

Art. 57.

Serán de aplicación a las infracciones de las Ordenanzas, Regla-
mentos y Bandos los plazos de prescripción que establece el 
Código Penal para las faltas, sin perjuicio de lo que, en cada 
caso, establezcan las leyes.

Art. 58.

Para la exacción de multas por infracción de Ordenanzas, en 
defecto de pago voluntario, se seguirá el procedimiento admi-
nistrativo de apremio.

Art. 59.

Las multas por infracción de Ordenanzas no podrán exceder, 
salvo previsión legal distinta, de 25.000 pesetas en Municipios 
de más de 500.000 habitantes; de 15.000 pesetas en los de 
50.001 a 500.000; de 10.000 pesetas en los de 20.001 a 50.000; 
de 5.000 pesetas en los de 5.001 a 20.000, y de 500 pesetas en 
los demás Municipios.

Art. 60.

Las autoridades y funcionarios de cualquier orden que, por dolo 
o culpa o negligencia, adopten resoluciones o realicen actos con 
infracción de las disposiciones legales, estarán obligados a 
indemnizar a la Corporación Local los daños y perjuicios que 
sean consecuencia de aquéllos, con independencia de la res-
ponsabilidad penal o disciplinaria que les pueda corresponder.
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CAPITULO II

Relaciones interadministrativas

Art. 61.

La Administración del Estado colaborará con las Entidades loca-
les en los términos y para los fines previstos en la Ley 7/1985, de 
2 de abril.

Art. 62.

La asistencia técnica consistirá en cualquier ayuda prevista por 
las leyes, y, en especial, la elaboración de estudios y proyectos 
relativos a la ejecución de obras, prestación de servicios o cual-
quier otra actividad propia de las Entidades locales o de interés 
común.

Art. 63.

1.	 La ayuda financiera se llevará a cabo mediante subvenciones 
incluidas en los Presupuestos Generales del Estado o en los 
de otros Organismos estatales.

2.	 Serán condiciones indispensables para la concesión de sub-
venciones:

a)	 Que tengan por objeto la realización de obras o pres-
tación de servicios cuyos efectos sociales o administra-
tivos se contraigan al territorio de la Entidad local 
subvencionada.

b)	 Que tales obras o servicios sean gestionados por las 
Corporaciones locales, según las formas determinadas 
en el artículo 85 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Art. 64.

La constitución con las Entidades locales de entes de gestión de 
carácter público o privado se regirá por la legislación de régi-
men local.

Art. 65.

La colaboración de la Administración del Estado será objeto de 
especial consideración cuando se trate de municipios que se 
encuentren en alguna de las circunstancias objetivas siguientes:

a)	 Los de reconocido valor histórico-artístico.
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b)	 Los de marcado interés turístico.

c)	 Los que, por el emplazamiento o forma de asentamiento de 
su población, experimenten un mayor costo en los servicios 
considerados esenciales.

d)	 Los que presenten un índice de expansión extraordinario en 
el aspecto industrial o urbano, y

e)	 Los que hayan sufrido las consecuencias de fenómenos 
catastróficos que, por la magnitud de los daños, volumen de 
la población afectada y carencia de recursos locales, exijan 
asistencia especial temporal.

Art. 66.

El Estado y las Comunidades Autónomas podrán delegar en las 
Entidades Locales la realización de obras, ejecución de servicios 
y, en general, el ejercicio de actividades propias de su compe-
tencia. Los Municipios podrán recibir delegaciones de las otras 
Entidades locales.

Art. 67.

1.	 La delegación habrá de referirse a funciones en cuya gestión 
sea conveniente la participación de los representantes de 
los intereses locales. por razón de su trascendencia munici-
pal o provincial.

2.	 Al acordarse la delegación, se determinarán las facultades 
de dirección y fiscalización que se reserve la Administración 
delegante, en los términos de los artículos 7.3 y 27.2 de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril.

3.	 La delegación podrá acordarse en favor de una o de varias 
Entidades locales vinculadas entre sí, siempre que éstas 
cuenten con los medios técnicos y de gestión convenientes, 
y que les sean cedidos los necesarios medios financieros. La 
aceptación expresa de las Entidades delegadas será indis-
pensable para que la delegación se produzca válidamente, 
salvo en lo dispuesto en el artículo 27 3 de la Ley 7/1985, de 
2 de abril.

4.	 El ejercicio de las facultades delegadas se realizará con-
forme al ordenamiento estatal o autonómico, según de 
quien proceda la delegación, y sin perjuicio de que las Enti-
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dades locales se atengan al ordenamiento local para su eje-
cución.

Art. 68.

1.	 A petición de las Entidades locales Interesadas, el Gobierno 
o el Consejo de Gobierno de las Comunidades Autónomas 
podrán delegar en aquéllas la realización de funciones, 
obras o servicios. El acuerdo preverá la oportuna dotación 
económica con cargo a los Presupuestos del Estado o de las 
Comunidades Autónomas.

2.	 Además de las facultades de dirección y fiscalización, la 
Administración del Estado o de la Comunidad Autónoma 
delegante, podrá reservarse potestades decisorias en mayor 
o menor grado, apreciadas las circunstancias de cada caso, 
y, especialmente, la trascendencia municipal o provincial de 
las funciones, la conveniencia de participación en su ejerci-
cio de las Entidades locales, los medios técnicos y de ges-
tión con que cuenten éstas y los recursos financieros que 
tengan o les sean cedidos.

Art. 69.

Las competencias compartidas o concurrentes podrán ser ejer-
cidas conjuntamente por la Administración del Estado o de la 
Comunidad Autónoma y la Local, mediante la constitución de 
entes instrumentales de carácter público o privado, conforme a 
lo dispuesto en el artículo 61 de esta Ley.

Art. 70.

Mediante el correspondiente acuerdo, las Entidades locales 
podrán también asumir, o, en su caso, colaborar en la realización 
de obras o en la gestión de servicios del Estado, incluidos los de 
la Seguridad Social, a través de cualquiera de las formas de ges-
tión previstas por las leyes, y, en todo caso, mediante consorcio 
o convenio.

Art. 71.

Sin perjuicio de los supuestos de financiación concurrentes pre-
vistos por Ley, las Corporaciones locales no costearán servicios 
del Estado o de las Comunidades Autónomas, salvo las fórmulas 
de colaboración voluntaria a la prestación de los mismos.
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CAPITULO III

Estatuto de los miembros de las Corporaciones locales

Art. 72.

1.	 Los miembros de las Corporaciones locales están obligados 
a concurrir a todas las sesiones, salvo justa causa que se lo 
impida, que deberán comunicar con la antelación necesaria 
al Presidente de la Corporación.

2.	 Las ausencias fuera del término municipal que excedan de 
ocho días deberán ser puestas en conocimiento de los res-
pectivos Presidentes.

Art. 73.

Los límites de las sanciones que podrán imponer los Presidentes 
de las Corporaciones locales a los miembros de las mismas serán 
los establecidos en el artículo 59 de esta Ley sin perjuicio de lo 
que determinen las Leyes de las Comunidades Autónomas, de 
acuerdo con el artículo 78.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

TITULO VI

Bienes, actividades y servicios y contratación

CAPITULO I

Bienes

Art. 74.

1.	 Son bienes de uso público local los caminos y carreteras, 
plazas, calles. paseos, parques, aguas, fuentes, canales, 
puentes y demás obras públicas de aprovechamiento o uti-
lización generales cuya conservación y policía sean de la 
competencia de la Entidad local.

2.	 Son bienes de servicio público los destinados al cumpli-
miento de fines públicos de responsabilidad de las Entida-
des locales, tales como Casas Consistoriales, Palacios 
Provinciales y, en general, edificios que sean sede de las 
mismas, mataderos, mercados, lonjas, hospitales, hospicios, 
museos, así como los montes catalogados de propiedad 
provincial.
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Art. 75.

1.	 El aprovechamiento y disfrute de bienes comunales se efec-
tuará preferentemente en régimen de explotación colectiva 
o comunal.

2.	 Cuando este aprovechamiento y disfrute general simultáneo 
de bienes comunales fuere impracticable, regirá la costum-
bre u Ordenanza local, al respecto y, en su defecto, se efec-
tuarán adjudicaciones de lotes o suertes a los vecinos, en 
proporción directa al número de familiares a su cargo e 
inversa a su situación económica.

3.	 Si esta forma de aprovechamiento y disfrute fuere imposi-
ble, el órgano competente de la Comunidad Autónoma 
podrá autorizar su adjudicación en pública subasta, 
mediante precio, dando preferencia en igualdad de condi-
ciones a los postores que sean vecinos.

4.	 Los Ayuntamientos y Juntas vecinales que, de acuerdo con 
normas consuetudinarias u Ordenanzas locales tradicional-
mente observadas, viniesen ordenando el disfrute y aprove-
chamiento de bienes comunales, mediante concesiones 
periódicas de suertes o cortas de madera a los vecinos, 
podrán exigir a éstos, como condición previa para participar 
en los aprovechamientos forestales indicados, determinadas 
condiciones de vinculación y arraigo o de permanencia, 
según costumbre local, siempre que tales condiciones y la 
cuantía máxima de las suertes o lotes sean fijadas en Orde-
nanzas especiales, aprobadas por el órgano competente de 
la Comunidad Autónoma, previo dictamen del órgano con-
sultivo superior del Consejo de Gobierno de aquella, si exis-
tiere, o, en otro caso, del Consejo de Estado.

Art. 76.

Son bienes patrimoniales o de propios los que, siendo propie-
dad de la Entidad local, no estén destinados a uso público ni 
afectados a algún servicio público y puedan constituir fuente de 
ingresos para el erario de la Entidad.

Art. 77.

En casos extraordinarios, y previo acuerdo municipal, adoptado 
por la mayoría absoluta del número legal de miembros de la 
Corporación, podrá fijarse una cuota anual que deberán abonar 
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los vecinos por la utilización de los lotes que se les adjudiquen, 
para compensar estrictamente los gastos que origine la custo-
dia, conservación y administración de los bienes.

Art. 78.

1.	 Los bienes comunales que por su naturaleza intrínseca o por 
otras causas, no hubieren sido objeto de disfrute de esta 
índole durante más de diez años, aunque en alguno de ellos 
se haya producido acto aislado de aprovechamiento, podrán 
ser desprovistos de su carácter comunal mediante acuerdo 
de la Entidad local respectiva. Este acuerdo requerirá, pre-
via información pública, el voto favorable de la mayoría 
absoluta del número legal de miembros de la Corporación 
y posterior aprobación de la Comunidad Autónoma.

2.	 En el supuesto de que tales bienes resultasen calificados 
como patrimoniales y fueren susceptibles de aprovecha-
miento agrícola, deberán ser arrendados a quienes se com-
prometieren a su explotación, otorgándose preferencia a 
los vecinos del Municipio.

Art. 79.

1.	 Toda enajenación, gravamen o permuta de bienes inmue-
bles habrá de comunicarse al órgano competente de la 
Comunidad Autónoma. Si su valor excediera del 25 por 100 
de los recursos ordinarios del presupuesto anual de la Cor-
poración requerirá, además, autorización de aquél.

2.	 Los bienes inmuebles patrimoniales no podrán cederse gra-
tuitamente salvo a Entidades o Instituciones públicas y para 
fines que redunden en beneficio de los habitantes del tér-
mino municipal, así como a las instituciones privadas de 
interés público sin ánimo de lucro.

Art. 80.

Las enajenaciones de bienes patrimoniales habrán de realizarse 
por subasta pública. Se exceptúa el caso de enajenación 
mediante permuta con otros bienes de carácter inmobiliario.

Art. 81.

Cuando se trate de enajenaciones o gravámenes que se refieran 
a monumentos, edificios u objetos de índole artística o histórica, 
será necesario el informe previo del órgano estatal o autonó-
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mico competente de acuerdo con la legislación sobre Patrimo-
nio Histórico y Artístico.

Art. 82.

1.	 No implicarán enajenación ni gravamen las cesiones de par-
celas de terrenos del patrimonio municipal a favor de veci-
nos braceros, aunque el disfrute de éstos haya de durar más 
de diez años, ni las que se otorguen a vecinos para plantar 
arbolado en terrenos del mismo patrimonio no catalogados 
como de utilidad pública.

2.	 Dichas cesiones habrán de ser acordadas por el Ayunta-
miento Pleno con el voto favorable de la mayoría absoluta 
del número legal de miembros de la Corporación.

3.	 Los vecinos cesionarios se harán, en su caso, dueños del 
arbolado que cultiven, y durante los cinco años primeros 
podrán acotar las parcelas plantadas para preservarlas de 
los ganados. Si esta acotación perjudicara aprovechamien-
tos comunales y hubiera reclamaciones de vecinos, quedará 
en suspenso la cesión hasta que sobre ella recaiga nueva-
mente acuerdo del Ayuntamiento Pleno.

Art. 83.

El arrendamiento de bienes patrimoniales de las Entidades loca-
les se regirá, en todo caso, en cuanto a su preparación y adjudi-
cación por las normas jurídico-públicas que regulen la 
contratación.

Art. 84.

1.	 Las Entidades locales tendrán la facultad de explotar los 
montes de su propiedad y realizarán el servicio de conser-
vación y fomento de los mismos, todo ello con arreglo a lo 
establecido en la legislación específica sobre montes y apro-
vechamientos forestales.

2.	 Corresponde a las Entidades locales la repoblación forestal, 
ordenación y mejora de los montes de su pertenencia, estén 
o no declarados de utilidad pública, con intervención de la 
Administración del Estado o de !a Comunidad Autónoma en 
los planes y trabajos de acuerdo con la legislación de mon-
tes.
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3.	 Si para el cumplimiento de tales fines precisaren aquellas 
Entidades auxilio o colaboración de la Administración del 
Estado o de la Comunidad Autónoma, podrán establecerse 
con éstas o con las Entidades públicas que ejerzan sus dere-
chos forestales los acuerdos que crean convenientes.

4.	 Las Entidades locales poseedoras de montes, declarados o 
no de utilidad pública, despoblados en superficie igual o 
superior a cien hectáreas, deberán proceder con sus propios 
medios o con el auxilio o la colaboración antes mencionada 
a la repoblación de la cuarta parte de dicha superficie, con-
forme a las normas dictadas por la Administración compe-
tente en materia de agricultura.

5.	 Si no lo hiciesen, a pesar de la colaboración de las Adminis-
traciones del Estado o de la Comunidad Autónoma, éstas 
podrán efectuar por su cuenta la repoblación a que viene 
obligada la Entidad local, concediendo a la misma opción 
para adquirir la propiedad del monte formado, mediante el 
reintegro con o sin interés del capital invertido, deducción 
hecha, en su caso, de la parte concedida como subvención 
o reservándose una participación en las masas arbóreas 
creadas con arreglo al valor del suelo.

Art. 85.

Las Entidades locales deberán inscribir en el Registro de la Pro-
piedad sus bienes inmuebles y derechos reales, siendo suficiente 
a tal efecto la certificación que, con relación al inventario apro-
bado por la respectiva Corporación, expida el Secretario, con el 
visto bueno del Alcalde o Presidente y que producirá iguales 
efectos que una escritura pública.

Art. 86.

Las Entidades locales están obligadas a formar inventario valo-
rado de todos los bienes y derechos que les pertenecen, del 
que se remitirá copia a las Administraciones del Estado y de la 
Comunidad Autónoma y que se rectificará anualmente, compro-
bándose siempre que se renueve la Corporación.

Art. 87.

Los valores mobiliarios podrán depositarse, por acuerdo plena-
rio, en establecimientos bancarios en que exista intervención del 
Estado. Los resguardos de depósito se conservarán en la Caja 
de la Entidad local.
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CAPITULO II

Actividades y servicios

Art. 88.

Tendrán la consideración de obras locales todas las de nueva 
planta, reforma, reparación o entretenimiento que ejecuten las 
Entidades locales, tanto con sus propios fondos como con auxi-
lio de otras Entidades públicas o particulares, para la realización 
de servicios de su competencia.

Art. 89.

(Derogado)

Art. 90.

Todo proyecto de obra deberá constar de planos, presupuesto 
de realización y memoria en que se incluya relación detallada y 
valoración aproximada de terrenos y construcciones que hayan 
de ocuparse y, en su caso, expropiarse, así como condiciones 
económicas y facultativas, las cuales podrán ser ampliadas con 
anterioridad al anuncio de la subasta o concurso.

Art. 91.

Los planes de ordenación urbana, los proyectos de obras y de 
instalación de servicios, cuando los Ayuntamientos carezcan de 
personal técnico, estarán a cargo de la respectiva Diputación 
Provincial.

Art. 92.

Se estimarán expropiables los edificios respecto a los cuales el 
Municipio tenga adquirido compromiso firme de ceder en el 
momento oportuno al Estado, Provincia o Entidad pública, para 
destinarlos a fines que redunden en pro de los intereses de la 
comunidad municipal. La cesión habrá de ser autorizada, en su 
caso, por el órgano competente de la Comunidad Autónoma.

Art. 93.

La aprobación de los proyectos de obras locales se ajustará al 
procedimiento legalmente establecido. En todo caso, las provin-
ciales, una vez tomados en consideración los proyectos por la 
Diputación Provincial, serán sometidos a información pública 
con carácter previo a su resolución definitiva.
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Art. 94.

Las obras comprendidas en los planes de obras y servicios loca-
les, incluidos los planes provinciales de cooperación, llevarán 
aneja la declaración de utilidad pública y la necesidad de ocu-
pación de los terrenos y edificios en ellos comprendidos a efec-
tos de su expropiación forzosa.

Art. 95.

1.	 Los servicios públicos locales, incluso los ejercidos en virtud 
de la iniciativa pública prevista en el artículo 86 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, podrán ser gestionados directa o indi-
rectamente. Sin embargo, los servicios que impliquen ejer-
cicio de autoridad sólo podrán ser ejercidos por gestión 
directa.

2.	 (Derogado)

Art. 96.

La iniciativa de las Entidades locales para el ejercicio de activi-
dades económicas, cuando lo sea en régimen de libre concu-
rrencia, podrá recaer sobre cualquier tipo de actividad que sea 
de utilidad pública y se preste dentro del término municipal y en 
beneficio de sus habitantes.

Art. 97.

1.	 Para el ejercicio de actividades económicas por las Entida-
des locales se requiere:

a)	 Acuerdo inicial de la Corporación, previa designación 
de una Comisión de estudio compuesta por miembros 
de la misma y por personal técnico.

b)	 Redacción por dicha Comisión de una memoria relativa 
a los aspectos social, jurídico, técnico y financiero de la 
actividad económica de que se trate, en la que deberá 
determinarse la forma de gestión, entre las previstas 
por la Ley, y los casos en que debe cesar la prestación 
de la actividad. Asimismo, deberá acompañarse un pro-
yecto de precios del servicio, para cuya fijación se ten-
drá en cuenta que es lícita la obtención de beneficios 
aplicable a las necesidades generales de la Entidad 
local como ingreso de su Presupuesto, sin perjuicio de 
la constitución de fondos de reserva y amortizaciones.
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c)	 Exposición pública de la memoria después de ser 
tomada en consideración por la Corporación, y por 
plazo no inferior a treinta días naturales, durante los 
cuales podrán formular observaciones los particulares y 
Entidades, y

d)	 Aprobación del proyecto por el Pleno de la Entidad 
local.

2.	 Para la ejecución efectiva en régimen de monopolio  de las 
actividades reservadas de acuerdo con lo dispuesto en el  
artículo 86.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de 
las Bases  de Régimen Local, se requerirá el cumplimiento 
de los trámites previstos  en el número anterior referidos a 
la conveniencia del régimen de  monopolio y se recabará 
informe de la autoridad de competencia  correspondiente, 
si bien el acuerdo a que se refiere su apartado d)  deberá ser 
optado por mayoría absoluta del número legal de miembros 
de  la Corporación.

Recaído acuerdo de la Corporación, se elevará el  expe-
diente completo al órgano competente de la Comunidad 
Autónoma. El  Consejo de Gobierno de ésta deberá resolver 
sobre su aprobación en el  plazo de tres meses.

Téngase en cuenta que se declara inconstitucional y nulo el inciso 
destacado, en la redacción dada por la disposición final 1 de la 
Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756., por 
Sentencia del TC 111/2016, de 9 de junio.

Si se solicitase dictamen del Consejo de Estado o  del órgano 
consultivo superior del Consejo de Gobierno de la Comunidad  
Autónoma, donde existiese, no se computará el tiempo inver-
tido en  evacuar la consulta.

Art. 98.

Todo acuerdo por el que se disponga la efectiva ejecución en 
régimen de monopolio de alguna de las actividades a que se 
refiere el artículo 86.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, llevará 
aneja, cuando requiera la expropiación de empresas, la declara-
ción de utilidad pública y la necesidad de ocupación de los bie-
nes afectos al servicio.
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Art. 99.

1.	 En los casos en que se requiera la expropiación de empresas 
Industriales o comerciales o el rescate de concesiones, se 
dará aviso a los interesados con seis meses de anticipación, 
por lo menos.

2.	 Para la determinación del justo precio se seguirán las reglas 
y el procedimiento establecidos en el Capítulo III del Título 
II de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 
1954, si bien en el Jurado provincial de expropiación el fun-
cionario técnico a que se refiere el apartado b) del artículo 
32 de la misma será designado por la Corporación local 
interesada

Art. 100.

Los servicios monopolizados en los términos del artículo 86.3 de 
la Ley 7/1985, de 2 de abril, podrán ser prestados por gestión 
directa a cargo de personal directamente dependiente en su 
actuación de los acuerdos y actos de los órganos de gobierno 
de la Corporación local.

Art. 101.

1.	 Cuando la gestión directa de los servicios se realice 
mediante una organización especializada, habrá de consti-
tuirse un Consejo de Administración que será presidido por 
un miembro de la Corporación.

2.	 A propuesta de dicho Consejo, el Alcalde o Presidente 
designará al Gerente.

Art. 102.

1.	 La organización especializada tendrá, dentro del presu-
puesto único previsto en el artículo 112 de la Ley 7/1985, de 
2 de abril, sección presupuestaria propia, constituida por las 
partidas consignadas a tal fin y nutrida por el producto de la 
prestación y por las subvenciones o auxilios que se recibie-
sen.

2.	 Los servicios prestados mediante una organización especia-
lizada llevarán, con independencia de la contabilidad gene-
ral de la Entidad local, una contabilidad especial, debiendo 
publicarse los balances y las liquidaciones.
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3.	 La liquidación o compensación de las pérdidas se hará en la 
forma prevista en el acuerdo de establecimiento. Con cargo 
a las ganancias se constituirán fondos de reserva en la cuan-
tía que establezcan las Ordenanzas.

Art. 103.

1.	 En los casos en que el servicio o actividad se gestione direc-
tamente en forma de empresa privada, habrá de adoptarse 
una de las formas de Sociedad mercantil de responsabilidad 
limitada. La Sociedad se constituirá y actuará conforme a las 
disposiciones legales mercantiles, y en la escritura de cons-
titución constará el capital, que deberá ser aportado ínte-
gramente por la Entidad local, la forma de constituir el 
Consejo de Administración y la determinación de quienes 
tengan derecho a emitir voto representando al capital 
social.

2.	 Cuando las pérdidas excedan de la mitad del capital social, 
será obligatoria la disolución de la Sociedad, y la Corpora-
ción resolverá sobre la continuidad y forma de prestación 
del servicio.

Art. 104.

1.	 Para la gestión indirecta de los servicios podrán las Entida-
des locales utilizar las formas de Sociedad mercantil o coo-
perativa cuyo capital social sólo parcialmente pertenezca a 
la Entidad.

2.	 En el acuerdo constitutivo podrán establecerse las especia-
lidades internas tanto estructurales como funcionales que, 
sin perjuicio de terceros, exceptúen la legislación societaria 
aplicable, en la medida necesaria para promover y desarro-
llar la empresa mixta de carácter mercantil o cooperativo.

En todo caso, deberá determinarse si la participación de los 
particulares ha de obtenerse únicamente por suscripción de 
acciones, participaciones o aportaciones de la empresa que 
se constituya o previo concurso en que los concursantes for-
mulen propuestas respecto a la cooperación municipal y a la 
particular en la futura Sociedad, fijando el modo de consti-
tuir el capital social y la participación que se reserve la Enti-
dad local en la dirección de la Sociedad y en sus posibles 
beneficios o pérdidas y demás particulares que figuren en la 
convocatoria.
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3.	 Las Entidades locales podrán aportar exclusivamente la con-
cesión, debidamente valorada a efectos de responsabilidad 
económica, u otra clase de derechos, así como instalacio-
nes, equipamientos o numerario, siempre que tengan la 
condición de bienes patrimoniales. La escritura de constitu-
ción consignará, en todo caso, las facultades reservadas a 
quienes representen en la empresa a la Entidad local, así 
como los casos en que proceda la disolución.

4.	 En estas empresas podrán participar como socios, junto a la 
Entidad local, cualesquiera personas físicas o jurídicas, sea 
cual fuere la clase y el nivel o grado de la Sociedad resultante.

Art. 105.

En las Sociedades mercantiles o cooperativas a que se refiere el 
artículo anterior, la responsabilidad de la Entidad local se limi-
tará a lo que expresamente conste en la escritura de constitu-
ción, sin que, en ningún caso, sea inferior al valor de los bienes 
o derechos aportados por aquélla.

Art. 106.

Los actos de gestión del servicio en sus relaciones con los usua-
rios estarán sometidos a las normas del propio servicio y, en su 
caso, a la legislación del Estado y de la Comunidad Autónoma 
que regule la materia.

Art. 107.

1.	 La determinación de las tarifas de los servicios que, con arre-
glo a la legislación sobre política general de precios, deban 
ser autorizadas por las Comunidades Autónomas u otra 
Administración competente, deberá ir precedida del opor-
tuno estudio económico. Transcurridos tres meses desde la 
fecha de entrada del expediente en la Administración auto-
rizante sin que haya recaído resolución, las tarifas se enten-
derán aprobadas.

2.	 Las tarifas deberán ser suficientes para la autofinanciación 
del servicio de que se trate. No obstante, cuando las cir-
cunstancias aconsejaren mantener la cuantía de las tarifas 
con módulos inferiores a los exigidos por la referida autofi-
nanciación, la Comunidad Autónoma o Administración com-
petente podrá acordarlo así, autorizando simultáneamente 
las compensaciones económicas pertinentes.
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Art. 108.

En los casos de prestación indirecta de la actividad, con la única 
excepción de los servicios concedidos, regirán las siguientes 
normas:

a)	 Se fijará el término del convenio de acuerdo con las carac-
terísticas del servicio, sin que en ningún caso pueda exceder 
de cincuenta años.

b)	 Se determinarán los precios de prestación del servicio, así 
como los plazos y condiciones de su revisión.

c)	 Se establecerán las garantías precisas para que, al término 
del convenio, las instalaciones, bienes y material integrante 
del servicio reviertan al patrimonio de la Entidad en condi-
ciones normales de uso.

d)	 Se señalarán las condiciones de rescisión de los contratos y

e)	 Se fijará, en su caso, el canon anual que haya de satisfacerse 
a la Corporación, determinándose, además, la participación 
que la Entidad local tenga en la dirección de la empresa, así 
como en sus beneficios y pérdidas.

En cualquier caso, será necesario obtener la previa autorización 
de la Corporación para introducir mejoras en la prestación del 
servicio, sin perjuicio de que tales mejoras puedan ser impuestas 
por aquella Corporación mediante adecuada indemnización.

Art. 109.

Si el monopolio de un servicio afecta a varios términos munici-
pales, deberán adoptar el acuerdo todos los Ayuntamientos res-
pectivos, aun cuando el servicio haya de ser prestado a través 
de Mancomunidades u otras formas asociativas.

Art. 110.

(Derogado).

CAPITULO III

Contratación

Art. 111.

Las Entidades locales podrán concertar los contratos, pactos o 
condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean 
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contrarios al interés público, al ordenamiento jurídico o a los 
principios de buena administración, y deberán cumplirlos a 
tenor de los mismos, sin perjuicio de las prerrogativas estableci-
das, en su caso, en favor de dichas Entidades.

Art. 112.

(Derogado)

Art. 113.

(Derogado)

Art. 114.

1.	 El órgano de la Entidad local competente para contratar 
según la Ley ostenta también la prerrogativa de interpretar 
tos contratos administrativos y resolver las dudas que 
ofrezca su cumplimiento. Igualmente, podrá modificar, por 
razón de interés público, los contratos celebrados y acordar 
su resolución dentro de los límites y con sujeción a los requi-
sitos y efectos señalados legalmente.

2.	 Las facultades establecidas en el número anterior se entien-
den sin perjuicio de la obligada audiencia del contratista y 
de las responsabilidades e indemnizaciones a que hubiere 
lugar.

3.	 Los acuerdos que, previo informe de la Secretaría y de la 
Intervención de la Corporación, dicte el órgano compe-
tente, en cuanto a la interpretación, modificación y resolu-
ción de los contratos serán inmediatamente ejecutivos. En 
los casos de interpretación y resolución, cuando el precio 
del contrato exceda de la cantidad fijada por la legislación 
estatal sobre contratación administrativa, y en los de modi-
ficación de estos últimos, cuando la cuantía de aquélla 
exceda del 20 por 100 del precio del contrato, será, ade-
más, preceptivo el dictamen del órgano consultivo superior 
de la Comunidad Autónoma, si existiere o, en su defecto, 
del Consejo de Estado.

Art. 115.

(Derogado)

Art. 116.

(Derogado)
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Art. 117.

1.	 Cuando las Entidades locales tengan que realizar obras, ser-
vicios, adquisiciones o suministros de emergencia, a causa 
de acontecimientos catastróficos, situaciones que supongan 
grave peligro o necesidades que afecten directamente a la 
seguridad pública, se estará al siguiente régimen excepcio-
nal:

1.° El Pleno de la Corporación podrá ordenar la directa eje-
cución de las obras, prestación de los servicios o realización 
de adquisiciones o suministros indispensables o contratarlos 
libremente, en todo o en parte, sin sujetarse a los requisitos 
formales legalmente establecidos.

Podrá, igualmente, ejercer dicha facultad el Presidente de la 
Corporación local, debiendo dar conocimiento al Pleno de 
la Corporación en la primera sesión que se celebre.

2.° Simultáneamente, se autorizará el libramiento de los fon-
dos precisos para hacer frente a los gastos con el carácter 
de a justificar, sin perjuicio de instruir el oportuno expe-
diente de modificación de créditos, cuando fuere necesario.

2.	 El resto de las obras, servicios, suministros o adquisiciones 
que puedan ser necesarios se contratará de conformidad 
con los requisitos formales legalmente establecidos.

Art. 118.

(Derogado)

Art. 119.

(Derogado)

Art. 120.

(Derogado)

Art. 121.

(Derogado)

Art. 122.

(Derogado)
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Art. 123.

(Derogado)

Art. 124.

(Derogado)

Art. 125.

(Derogado)

TITULO VII

Personal al servicio de las Entidades locales

CAPITULO I

Disposiciones generales

Art. 126.

1.	 Las plantillas, que deberán comprender todos los puestos 
de trabajo debidamente clasificados reservados a funciona-
rios, personal laboral y eventual, se aprobarán anualmente 
con ocasión de la aprobación del Presupuesto y habrán de 
responder a los principios enunciados en el artículo 90.1 de 
la Ley 7/1985, de 2 de abril. A ellas se unirán los anteceden-
tes, estudios y documentos acreditativos de que se ajustan 
a los mencionados principios.

2.	 Las plantillas podrán ser ampliadas en los siguientes supues-
tos:

a)	 Cuando el incremento del gasto quede compensado 
mediante la reducción de otras unidades o capítulos de 
gastos corrientes no ampliables.

b)	 Siempre que el incremento de las dotaciones sea con-
secuencia del establecimiento o ampliación de servicios 
de carácter obligatorio que resulten impuestos por dis-
posiciones legales.

Lo establecido en este apartado será sin perjuicio de 
las limitaciones específicas contenidas en leyes especia-
les o coyunturales.
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3.	 La modificación de las plantillas durante la vigencia del Pre-
supuesto requerirá el cumplimiento de los trámites estable-
cidos para la modificación de aquél.

4.	 Las relaciones de los puestos de trabajo, que tendrán en 
todo caso el contenido previsto en la legislación básica 
sobre función pública, se confeccionarán con arreglo a las 
normas previstas en el artículo 90.2 de la Ley 7/1985, de 2 
de abril.

Art. 127.

Una vez aprobada la plantilla y la relación de puestos de trabajo, 
se remitirá copia a la Administración del Estado y, en su caso, a 
la de la Comunidad Autónoma respectiva, dentro del plazo de 
treinta días, sin perjuicio de su publicación íntegra en el «Boletín 
Oficial de la Provincia», junto con el resumen del Presupuesto.

Art. 128.

1.	 Las Corporaciones locales aprobarán y publicarán anual-
mente, dentro del plazo de un mes desde la aprobación de 
su Presupuesto, la oferta de empleo público para el año 
correspondiente, ajustándose a la legislación básica del 
Estado sobre función pública y a los criterios que reglamen-
tariamente se establezcan en desarrollo de la normativa 
básica estatal para su debida coordinación con las ofertas 
de empleo del resto de las Administraciones Públicas.

2.	 No podrá nombrarse personal interino para plazas que no 
se hayan incluido en la oferta de empleo público, salvo 
cuando se trate de vacantes realmente producidas con pos-
terioridad a su aprobación.

El personal que ostentare la condición de interino cesará 
automáticamente al tomar posesión como funcionarios de 
carrera los aspirantes aprobados en la respectiva convoca-
toria. Sólo podrá procederse al nombramiento del nuevo 
personal interino para las plazas que continúen vacantes una 
vez concluidos los correspondientes procesos selectivos.

Art. 129.

1.	 Corresponde al Gobierno, a propuesta del Ministro de 
Administración Territorial:
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a)	 Establecer los límites máximos y mínimos de las retribu-
ciones complementarias de los funcionarios de Admi-
nistración Local.

b)	 Establecer límites de carácter general a los gastos de 
personal de las Entidades locales, sin perjuicio de los 
que puedan establecerse en las Leyes de Presupuestos 
Generales del Estado o en otras Leyes.

c)	 Establecer las normas básicas específicas de la carrera 
administrativa, especialmente en cuanto se refiere a la 
promoción y movilidad.

d)	 Aprobar los demás proyectos de normas básicas de 
aplicación a la función pública local que deban revestir 
la forma de Real Decreto.

2.	 Corresponde al Ministerio de Administración Territorial:

a)	 Establecer las normas con arreglo a las cuales hayan de 
confeccionarse en las Entidades locales las relaciones 
de puestos de trabajo, la descripción de puestos de 
trabajo tipo y las condiciones requeridas para su crea-
ción.

b)	 En relación con los funcionarios con habilitación de 
carácter nacional:

1.°	 El desarrollo de su régimen legal general.

2.°	 La convocatoria de las pruebas selectivas para el 
acceso a los cursos para la obtención de la habilita-
ción y la aprobación de las bases y programas 
correspondientes.

3.º	 La expedición de los títulos acreditativos de la habi-
litación de carácter nacional a quienes superen los 
cursos de formación.

4.°	 El establecimiento de las normas básicas de los 
concursos para la provisión de las plazas reservadas 
a funcionarios con habilitación de carácter nacional, 
incluyendo los méritos generales de preceptiva 
valoración.

5.º	 (Derogado)

6.°	 (Derogado)
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7.°	 Las acumulaciones y comisiones de servicio de fun-
cionarios con  habilitación de carácter nacional, 
cuando excedan del ámbito territorial  de una 
Comunidad Autónoma.

8.º	 Acordar la destitución del cargo o la separación del 
servicio de los funcionarios con habilitación de 
carácter nacional previo expediente instruido al 
efecto en la forma prevista en los artículos 149 y 
150 de esta Ley.

3.	 Corresponde a los órganos de la Corporación local, según 
la distribución de competencias prevista en la Ley 7/1985, 
de 2 de abril, las restantes competencias en materia de per-
sonal a su servicio y, en particular, las siguientes:

a)	 La aprobación de plantillas y relaciones de puestos de 
trabajo y sus modificaciones.

b)	 El establecimiento de escalas, subescalas y clases de 
funcionarios y la clasificación de los mismos.

c)	 La determinación del procedimiento de ingreso en las 
Subescalas de Administración Especial.

Los acuerdos de las Corporaciones que versen sobre estas 
materias deberán ser comunicados al Ministerio de Adminis-
tración Territorial, y al órgano competente en materia de 
régimen local de la Comunidad Autónoma, dentro del plazo 
de treinta días, a partir del siguiente a la fecha de su adop-
ción, y sin perjuicio del deber general de comunicación de 
acuerdos a que se refiere el artículo 56.1 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril.

CAPITULO II

Disposiciones comunes a los funcionarios de carrera

Art. 130.

1.	 Son funcionarios de la Administración Local las personas vin-
culadas a ella por una relación de servicios profesionales y 
retribuidos, regulada por el Derecho Administrativo.

2.	 Son funcionarios de carrera de la Administración Local los 
que, en virtud de nombramiento legal, desempeñen servi-
cios de carácter permanente en una Entidad local, figuren 
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en las correspondientes plantillas y perciban sueldos o asig-
naciones fijas con cargo a las consignaciones de personal 
del presupuesto de las Corporaciones.

Art. 131.

1.	 Los funcionarios de carrera que no ocupen puestos de tra-
bajo reservados a funcionarios con habilitación de carácter 
nacional se integrarán en las escalas, subescalas, clases y 
categorías de cada Corporación, con arreglo a lo que se 
previene en la presente Ley.

2.	 Las subescalas, clases y categorías quedarán agrupadas con-
forme a la legislación básica del Estado en los grupos que 
ésta determine, de acuerdo con la titulación exigida para su 
ingreso.

Art. 132.

Corresponde a los funcionarios de carrera el desempeño de los 
puestos de trabajo que tengan atribuidas las funciones señala-
das en el artículo 92.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, así como 
las que en su desarrollo y en orden a la clasificación de  puestos, 
se determinen en las normas estatales sobre confección de las  
relaciones de puestos de trabajo y descripción de puestos de  
trabajo-tipo.

Art. 133.

El procedimiento de selección de los funcionarios de Adminis-
tración Local se ajustará a la legislación básica del Estado sobre 
función pública, y se establecerá teniendo en cuenta la conexión 
entre el tipo de pruebas a superar y la adecuación a los puestos 
de trabajo que se hayan de desempeñar, incluyendo a tal efecto 
las pruebas prácticas que sean precisas.

Art. 134.

1.	 Las convocatorias serán siempre libres. No obstante, podrán 
reservarse para promoción interna hasta un máximo del 50 
por 100 de las plazas convocadas para funcionarios que reú-
nan la titulación y demás requisitos exigidos en la convoca-
toria.

2.	 Serán aplicables las normas de la presente Ley, y las que 
dicte el Estado en uso de las autorizaciones contenidas en 
los artículos 98.1 y 100.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril; en 



215

lo no previsto en ellas, la reglamentación que para el ingreso 
en la función pública establezca la respectiva Comunidad 
Autónoma, y supletoriamente, el Real Decreto 2223/1984, 
de 19 de diciembre (*), por el que se aprueba el Reglamento 
general de ingreso del personal al servicio de la Administra-
ción del Estado.

Art. 135.

Para ser admitido a las pruebas para el acceso a la Función 
Pública local será necesario:

a)	 Ser español.

b)	 Tener cumplidos 18 años de edad.

c)	 Estar en posesión del título exigible, o en condiciones de 
obtenerlo, en la fecha en que termine el plazo de presenta-
ción de instancias, en cada caso.

d)	 No padecer enfermedad o defecto físico que impida el des-
empeño de las correspondientes funciones.

e)	 No haber sido separado, mediante expediente disciplinario, 
del servicio al Estado, a las Comunidades Autónomas, o a 
las Entidades locales, ni hallarse inhabilitado para el ejerci-
cio de funciones públicas.

Art. 136.

1.	 El nombramiento de los aspirantes que superen las pruebas 
establecidas y, en su caso, los correspondientes cursos 
selectivos, corresponderá al Alcalde o Presidente, o al 
miembro de la Corporación, que, por delegación de aquél, 
ostente la jefatura directa de personal.

2.	 Será nulo el nombramiento como funcionario de la Entidad 
local de quienes estén incursos en causas de incapacidad 
específica, conforme a la normativa vigente. Idénticas reglas 
serán de aplicación al personal interino a que se refiere el 
artículo 128.2.

Art. 137.

La condición de funcionario de carrera se adquiere por el cum-
plimiento sucesivo de los siguientes requisitos:
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a)	 Superar las pruebas de selección, y en su caso, los cursos de 
formación preceptivos.

b)	 Nombramiento conferido por la autoridad competente.

c)	 Prestar juramento o promesa en la forma legalmente esta-
blecida.

d)	 Tomar posesión dentro del plazo señalado reglamentaria-
mente.

Art. 138.

1.	 La condición de funcionario de carrera de la Administración 
local se pierde en virtud de alguna de las causas siguientes:

a)	 Renuncia.

b)	 Pérdida de la nacionalidad española.

c)	 Sanción disciplinaria de separación del servicio.

d)	 Por imposición de la pena de inhabilitación absoluta o 
inhabilitación especial.

e)	 Por jubilación forzosa o voluntaria.

2.	 La renuncia a la condición de funcionario no inhabilita para 
nuevo ingreso al servicio de la Administración local.

3.	 En el caso de recuperación de la nacionalidad española se 
podrá solicitar la rehabilitación de la cualidad de funcionario 
de la Administración local.

4.	 La pérdida de la condición de funcionario, prevista en los 
apartados c) y d) del número 1 tiene carácter definitivo, sin 
perjuicio de los supuestos de rehabilitación.

5.	 La relación funcionarial cesa durante el tiempo de la con-
dena a la pena de suspensión de cargo público.

Art. 139.

1.	 La jubilación de los funcionarios tendrá lugar:

a)	 Forzosamente por cumplimiento de la edad.

b)	 De oficio o a petición del interesado, por incapacidad 
permanente para eI ejercicio de sus funciones.
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c)	 A instancia del interesado, por haber cumplido sesenta 
años de edad y haber completado treinta años de ser-
vicios efectivos.

2.	 La jubilación forzosa se declarará de oficio al cumplir el fun-
cionario los sesenta y cinco años de edad.

3.	 Los derechos pasivos de los funcionarios de Administración 
Local se regirán por su legislación  específica, que deberá 
ser homologada a la normativa general de los  funcionarios 
civiles del Estado. De igual forma, cuando se trate de fun-
cionarios con jornada reducida, se aplicarán principios aná-
logos a los establecidos para los funcionarios del Estado.

Art. 140.

1.	 Las situaciones en que pueden hallarse los funcionarios de 
carrera de la Administración local serán las siguientes:

a)	 Servicio activo.

b)	 Servicio en Comunidades Autónomas.

c)	 Excedencia forzosa o voluntaria.

d)	 Servicios especiales.

e)	 Suspensión.

2.	 Dichas situaciones se regularán por la normativa básica esta-
tal, y por la legislación de función pública de la respectiva 
Comunidad Autónoma y, supletoriamente, por la legislación 
de los funcionarios de la Administración del Estado, tenién-
dose en cuenta las peculiaridades del régimen local.

Art. 141.

1.	 Se asegura a los funcionarios de carrera en las Entidades 
locales el derecho al cargo, sin perjuicio de su adscripción a 
unos u otros puestos de trabajo, efectuada dentro de sus 
competencias respectivas por los distintos órganos compe-
tentes en materia de funcionarios públicos locales. Los fun-
cionarios con habilitación de carácter nacional gozarán, 
asimismo, del derecho a la inamovilidad en la residencia. 
También estarán asistidos del derecho de inamovilidad en 
la residencia los demás funcionarios, en cuanto el servicio lo 
consienta.
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2.	 Las Corporaciones locales dispensarán a sus funcionarios la 
protección que requiere el ejercicio de sus cargos, y les 
otorgarán los tratamientos y consideraciones sociales debi-
dos a su rango y a la dignidad de la función pública.

Art. 142.

Los funcionarios de la Administración local tendrán derecho a 
las recompensas, permisos, licencias y vacaciones retribuidas 
previstas en la legislación sobre función pública de la Comuni-
dad Autónoma respectiva y, supletoriamente, en la aplicable a 
los funcionarios de la Administración del Estado.

Art. 143.

Las Entidades locales, sin perjuicio de lo establecido en la Dis-
posición adicional de esta Ley y disposiciones dictadas en su 
desarrollo, estarán obligadas en los términos de la legislación 
vigente a facilitar a sus funcionarios una adecuada asistencia 
médico-farmacéutica, que incluirá la quirúrgica y de especialida-
des.

Art. 144.

Los funcionarios de Administración local tienen las obligaciones 
determinadas por la legislación sobre función pública de la 
correspondiente Comunidad Autónoma y, en todo caso, las pre-
vistas en la legislación básica del Estado sobre función pública.

Art. 145.

El régimen de incompatibilidades de los funcionarios de la 
Administración local es el establecido con carácter general para 
la función pública en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, y en 
las normas que se dicten por el Estado para su aplicación a los 
funcionarios de la Administración local.

Art. 146.

1.	 Las faltas cometidas por los funcionarios de la Administra-
ción local en el ejercicio de sus cargos serán calificadas de 
leves, graves y muy graves.

2.	 Las faltas leves prescribirán al mes; las graves, a los dos 
años, y las muy graves, a los seis años.

3.	 Reglamentariamente se determinará la forma de computar 
dichos plazos de prescripción.
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Art. 147.

1.	 Las faltas muy graves serán las tipificadas por la legislación 
básica de la función pública.

2.	 Las faltas graves y leves serán las establecidas en la legisla-
ción de función pública de la respectiva Comunidad Autó-
noma y supletoriamente en la legislación de funcionarios 
civiles del Estado.

Art. 148.

1.	 Por razón de las faltas a que se refiere el artículo anterior 
podrán imponerse las sanciones siguientes:

a)	 Apercibimiento.

b)	 Deducción proporcional de las retribuciones.

c)	 Suspensión de funciones.

d)	 Destitución del cargo.

e)	 Separación del servicio.

2.	 Las faltas leves sólo podrán corregirse con las sanciones que 
se señalan en los apartados a) y b) del número 1 de este 
artículo.

Las faltas de puntualidad y las de asistencia, cuando consti-
tuyan faltas leves, se sancionarán con la deducción propor-
cional de las retribuciones.

3.	 Las sanciones de los apartados b), c) y d) de dicho número 
se impondrán por la comisión de faltas graves.

4.	 Las faltas muy graves se corregirán con las sanciones de los 
apartados c), d) y e) del mismo número.

5.	 La sanción del apartado d) sólo será de aplicación a los fun-
cionarios con habilitación de carácter nacional. No se les 
aplicará, en cambio, la suspensión de funciones por más de 
un año, que será sustituida por la destitución del cargo, con 
prohibición de obtener nuevo destino en el plazo que se 
fije, con el máximo de tres años.

6.	 La suspensión firme determina la pérdida del puesto de tra-
bajo, que será cubierto reglamentariamente sin perjuicio de 
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lo establecido en el número anterior para los funcionarios 
con habilitación de carácter nacional.

7.	 No se entenderá como sanción la facultad de las Corpora-
ciones para adscribir y remover de los distintos puestos de 
trabajo a los funcionarios sin habilitación de carácter nacio-
nal.

Art. 149.

1.	 No se podrán imponer sanciones por faltas graves o muy 
graves sino en virtud de expediente instruido al efecto con 
audiencia del interesado. La tramitación del expediente se 
regirá por las disposiciones reglamentarias correspondien-
tes.

2.	 Las faltas leves podrán ser corregidas sin necesidad de ins-
truir expediente, dando audiencia, en todo caso, al intere-
sado.

Art. 150.

1.	 Son órganos competentes para la incoación de expedientes 
disciplinarios a las funcionarios de la Administración local los 
siguientes:

a)	 El Presidente de la Corporación, en todo caso, o el 
miembro de ésta que, por delegación de aquél, ostente 
la jefatura directa del personal.

b)	 La Dirección General de Administración Local, cuando 
se trate de funcionarios con habilitación de carácter 
nacional, por faltas cometidas en Corporación distinta 
de aquélla en la que se encuentren prestando servicios, 
o cuando, por la gravedad de los hechos denunciados, 
pudiera dar lugar a sanción de destitución o separación 
del servicio.

2.	 El órgano competente para acordar la incoación del expe-
diente, lo será también para nombrar Instructor del mismo 
y decretar o alzar la suspensión provisional del expedien-
tado, así como para instruir diligencias previas antes de 
decidir sobre tal incoación.

3.	 En cualquier caso, decretada por el Presidente de la Corpo-
ración la instrucción de expediente disciplinario a funciona-
rio con habilitación de carácter nacional, aquél podrá 
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solicitar de la Dirección General de Administración Local la 
instrucción del mismo si la Corporación careciera de medios 
personales para su tramitación.

4.	 La tramitación del expediente se ajustará a lo que esta-
blezca la legislación de la Comunidad Autónoma respectiva 
y supletoriamente el Reglamento disciplinario de los funcio-
narios de la Administración Civil del Estado.

Art. 151.

Son órganos competentes para la imposición de sanciones por 
faltas graves o muy graves al resolver el expediente disciplina-
rio:

a)	 El Ministro de Administraciones Públicas, cuando se trate de 
imponer  sanciones que supongan la destitución del cargo 
o la separación del  servicio de funcionarios con habilitación 
de carácter nacional. También  lo será para imponer la san-
ción de suspensión de funciones a los  funcionarios con 
habilitación de carácter nacional cuando la falta se  hubiera 
cometido en Corporación distinta de la que se encuentren  
actualmente prestando servicios.

b)	 El Pleno de la Corporación, cuando se trate de sanciones a 
funcionarios con habilitación de carácter nacional no com-
prendidas en el párrafo anterior o de la separación del ser-
vicio de otros funcionarios cuyo nombramiento esté 
atribuido a la Corporación.

Art. 152.

1.	 Las sanciones disciplinarias que se impongan a los funciona-
rios se anotarán en sus hojas de servicios y, en todo caso, en 
el Registro de Personal, con indicación de las faltas que las 
motivaron. La cancelación se regirá por la legislación de fun-
ción pública de la respectiva Comunidad Autónoma y suple-
toriamente por la legislación de funcionarios civiles del 
Estado.

2.	 Los funcionarios de Administración local podrán ser rehabi-
litados cuando hayan sido separados del servicio por san-
ción disciplinaria, acreditando la cancelación de 
antecedentes penales, en su caso, el cumplimiento de las 
responsabilidades en que hubieran incurrido y que observen 
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conducta que les haga acreedores a dicho beneficio a juicio 
de la autoridad que deba decidir.

Art. 153.

1.	 Los funcionarios de Administración local sólo serán remune-
rados por las Corporaciones respectivas, por los conceptos 
establecidos en el artículo 23 de la Ley 30/1984, de 2 de 
agosto.

2.	 En su virtud, no podrán participar en la distribución de fon-
dos de ninguna clase ni percibir remuneraciones distintas a 
las comprendidas en dicha Ley ni, incluso, por confección de 
proyectos, o dirección o inspección de obras, o presupues-
tos, asesorías o emisión de dictámenes e informes.

Las cantidades procedentes de los indicados fondos se 
incluirán en el presupuesto de ingresos de las Corporacio-
nes.

3.	 La estructura, criterios de valoración objetiva, en su caso, y 
cuantías de las diversas retribuciones de los funcionarios de 
Administración local, se regirán por lo dispuesto en el artí-
culo 93 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Art. 154.

1.	 La Ley de Presupuestos Generales del Estado para cada año 
fijará los límites al incremento de las retribuciones o gastos 
de personal de las Corporaciones locales.

Cuando tales límites hagan referencia a la cuantía global de 
las retribuciones de los funcionarios, se entenderán sin per-
juicio de las ampliaciones de plantillas que puedan efec-
tuarse,  de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 126.2 y 3 
de esta Ley.

2.	 Lo dispuesto en el párrafo segundo del número anterior no 
obstará a que, por la Ley de Presupuestos o por otras leyes 
especiales o coyunturales, puedan establecerse reglas espe-
cíficas para ciertos casos o limitaciones a la cuantía de las 
retribuciones individuales.

3.	 La ordenación del pago de gastos de personal tendrá pre-
ferencia sobre cualquier otro que deba realizarse con cargo 
a los fondos de la respectiva Entidad. Reglamentariamente 
se regulará el procedimiento sustitutivo para el percibo por 
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los interesados de las cantidades que indebidamente hayan 
dejado de satisfacerse.

Art. 155.

1.	 En el caso de que un funcionario preste sus servicios sucesi-
vamente en distintos cuerpos o, en su caso, subescalas, cla-
ses o categorías, tendrá derecho a seguir percibiendo los 
trienios devengados en los anteriores.

2.	 Cuando un funcionario cambie de cuerpo o, en su caso, de 
subescala, clase o categoría, antes de completar un trienio, 
la fracción de tiempo transcurrido se considerará como 
tiempo de servicio prestado en el nuevo a que pase a per-
tenecer.

Art. 156.

El disfrute de las retribuciones complementarias no creará dere-
chos adquiridos en favor de los funcionarios, salvo lo estable-
cido legalmente respecto del grado consolidado en relación con 
el nivel de complemento de destino.

Art. 157.

La ayuda familiar, las indemnizaciones por razón del servicio o 
por residencia en ciertos lugares del territorio nacional del per-
sonal al servicio de las Corporaciones locales que tengan dere-
cho a ellas, serán las mismas que correspondan al personal al 
servicio de la Administración del Estado. En ningún caso, habrá 
derecho a percibir indemnización por casa-habitación.

CAPITULO III

Disposiciones específicas para los funcionarios con habilitación de 
carácter nacional

Téngase en cuenta que este capítulo queda derogado por la disposi-
ción derogatoria única.e) del texto refundido de la Ley  del Estatuto 
Básico  del Empleado Público aprobado por Real Decreto  Legislati-
vo 5/2015, de 30 de octubre manteniéndose  vigente en tanto no se 
oponga a la establecido en el Estatuto y hasta que se dicten las Leyes 
de Función Pública y las normas reglamentarias de desarrollo, según 
establece su disposición final 4.2.
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Art. 158.

La obtención de la habilitación de carácter nacional se regirá por 
lo  dispuesto en el artículo 98 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, y 
normas  reglamentarias que la desarrollen.

Art. 159.

1.	 La competencia de ejecución en materia de  creación, 
supresión y  clasificación de los puestos de trabajo  reserva-
dos a funcionarios de la  Administración Local con habilita-
ción  de carácter nacional corresponde a  las Comunidades 
Autónomas de acuerdo  con los límites de población,  pre-
supuesto y demás circunstancias  generales y objetivas que 
se  establezcan reglamentariamente por la  Administración 
del Estado.

2.	 A solicitud de los municipios donde exista   población muy 
superior a la residente durante importantes temporadas del   
año o en los que concurran las condiciones de centro de 
comarca o de   localización de actividades o de acción urba-
nística muy superior a la   normal u otras objetivas análogas, 
la Comunidad Autónoma podrá acordar   que el puesto de 
trabajo se clasifique en categoría superior a la que   corres-
ponda por su población.

3.	 El Gobierno regulará la situación en que  hayan  de quedar 
los funcionarios que desempeñen puestos de trabajo cuya   
clasificación sea alterada, pudiendo preverse, en determina-
dos casos, y a   petición de la respectiva Corporación, que 
continúen como funcionarios   de Administración General 
de la misma, con respeto de sus  retribuciones  básicas.

Art. 160.

1.	 La provisión de puestos de trabajo vacantes  reservados a 
funcionarios con habilitación de carácter nacional, se  regirá 
por lo dispuesto en el artículo 99 de la Ley 7/1985, de 2 de  
abril, y sus normas de desarrollo.

2.	 Para la provisión de estos puestos de trabajo en  los Ayun-
tamientos de Madrid y Barcelona se tendrá en cuenta lo  
establecido en la Disposición adicional sexta de la Ley 
7/1985, de 2 de  abril.

3.	 De acuerdo con las Corporaciones locales   afectadas y previa 
conformidad de los interesados, las Comunidades   Autóno-
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mas podrán efectuar nombramientos provisionales a favor de 
habilitados nacionales, en puestos a ellos reservados.

Dichos nombramientos podrán ser revocados por la   Comu-
nidad Autónoma que los efectuó de acuerdo con la Corpo-
ración local afectada.

Los nombramientos y revocaciones aludidos se efectuarán 
con sujeción a las normas que determine la Administración 
del Estado.

4.	 De acuerdo con las Corporaciones locales   afectadas y con 
los funcionarios interesados, las Comunidades Autónomas,   
dentro de su ámbito territorial, podrán autorizar la acumu-
lación de   funciones reservadas en el supuesto de vacante, 
ausencia o enfermedad en   funcionarios con habilitación de 
carácter nacional de entidad local   próxima a la de su 
puesto de trabajo. Asimismo, de acuerdo con las   Corpora-
ciones locales, podrán conferirles comisiones de servicios.

5.	 De acuerdo con las Corporaciones locales afectadas y los 
funcionarios interesados, las Comunidades Autónomas,   
dentro de su ámbito territorial, podrán autorizar permutas, 
atendiendo a lo dispuesto en la normativa aplicable a los 
funcionarios civiles del   Estado.

Art. 161.

En todas las entidades locales existirá, al  menos, un puesto de 
trabajo que tenga atribuida la responsabilidad administrativa de 
la función a que se refiere el artículo 92.3, a), de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, reglamentaria-
mente se determinarán por la Administración del Estado los   
supuestos, requisitos y condiciones en que proceda la agrupa-
ción de   Municipios u otras entidades locales a efectos de sos-
tenimiento en común   de dicho puesto de trabajo que, en tal 
caso, será un puesto único para   el conjunto de los Municipios 
o entidades agrupadas. Tales  agrupaciones  serán acordadas 
por el órgano competente de la respectiva  Comunidad  Autó-
noma, al que corresponde asimismo la clasificación de los  pues-
tos  resultantes de la misma conforme al artículo 159 de este 
texto   refundido.

La Administración del Estado determinará los   supuestos, requi-
sitos y condiciones en que los Municipios u otras entidades loca-
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les que carezcan de medios para sostener el puesto de trabajo 
a que se refiere el párrafo primero y no se hallen agrupados a   
tal efecto a otros, quedarán dispensados de la obligación de 
sostener dicho puesto, cuyas funciones serán, en tal caso, ejer-
cidas por los servicios de asistencia correspondientes o mediante 
acumulación, en la forma que se establezca reglamentaria-
mente.

Art. 162.

1.	 La función de la Secretaría comprende:

a)	 El asesoramiento legal preceptivo de la Corporación, 
así como de su Presidencia y Comisiones.

b)	 La fe pública de todos los actos y acuerdos.

2.	 El alcance y contenido de la expresada función será deter-
minado reglamentariamente por la Administración del 
Estado.

Art. 163.

1.	 En las Entidades locales en que así se establezca  reglamen-
tariamente por la Administración del Estado, existirá al 
menos  un puesto de trabajo distinto del previsto en el artí-
culo 161 que tenga  atribuida la responsabilidad administra-
tiva de las funciones de control y fiscalización interna de la 
gestión económico-financiera y  presupuestaria y de la con-
tabilidad, con el alcance y contenido que en  aquellas nor-
mas se determine.

2.	 En las restantes Entidades locales las funciones a que se 
refiere el número 1 de este artículo formarán parte de las  
funciones que legalmente corresponden a los puestos de 
trabajo a que se  refiere el artículo 161 de esta Ley.

Art. 164.

1.	 En las Entidades locales a que se refiere el número 1 del 
artículo anterior existirá también un puesto de trabajo  espe-
cífico que tenga atribuida la responsabilidad administrativa 
de las  funciones de tesorería, que incluye el manejo y cus-
todia de fondos y  valores de la Entidad, y recaudación, que 
implica la Jefatura de los  Servicios correspondientes, con el 
alcance y contenido que se determinen reglamentariamente 
por la Administración del Estado.
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2.	 El funcionario con habilitación de carácter  nacional que des-
empeñe dicho puesto de trabajo, antes de entrar en  pose-
sión del mismo, deberá constituir fianza en la forma prevista 
por  las disposiciones vigentes. Igual obligación alcanzará a 
cualquier otro  funcionario o miembro de la Corporación 
que, de acuerdo con lo dispuesto  en el artículo 92.4 de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, se haga cargo de  la responsabi-
lidad a que se refiere el número anterior.

Art. 165.

1.	 Con independencia de los puestos de trabajo  mínimos 
reservados a  funcionarios con habilitación de carácter 
nacional  a que se refieren los  artículos anteriores, las Cor-
poraciones locales,  en los términos que  reglamentaria-
mente se determinen por la  Administración del Estado,  
podrán crear otros puestos de trabajo  reservados igual-
mente a  funcionarios que posean dicha habilitación,  cuya 
clasificación  corresponderá a las Comunidades Autónomas.

2.	 En todo caso la provisión de estos puestos se  ajustará al 
sistema general previsto en el artículo 99 de la Ley 7/1985,  
de 2 de abril.

Art. 166.

1.	 Lo dispuesto en los artículos anteriores no  impedirá la asig-
nación, a los puestos de trabajo a que los mismos se  refie-
ren, de otras funciones distintas o complementarias.

2.	 La asignación de funciones complementarias a  dichos pues-
tos se realizará a través de la relación de puestos de  tra-
bajo, sin perjuicio de que mientras ésta no haya sido 
aprobada por el  Pleno de la Corporación pueda el Presi-
dente de la Entidad, en uso de  sus atribuciones básicas en 
orden a la dirección de la administración de  la misma, enco-
mendar a los funcionarios que desempeñan dichos puestos  
la realización de este tipo de funciones.

CAPITULO IV

De los demás funcionarios de carrera

Art. 167.

1.	 Los funcionarios de carrera de la Administración local que 
no tengan habilitación de carácter nacional se integrarán en 
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las escalas de Administración General y Administración 
Especial de cada Corporación, que quedarán agrupadas 
conforme a lo dispuesto en la legislación básica del Estado 
sobre función pública, en los grupos que éste determine, de 
acuerdo con la titulación exigida para su ingreso.

2.	 La escala de administración general se divide en  las subes-
calas siguientes:

a)	 Técnica.

b)	 De gestión.

c)	 Administrativa.

d)	 Auxiliar.

e)	 Subalterna.

3.	 La Escala de Administración Especial se divide en las Subes-
calas siguientes:

a)	 Técnica.

b)	 De Servicios Especiales.

4.	 La creación de Escalas, Subescalas y clases de funcionarios 
y la clasificación de los mismos dentro de cada una de ellas, 
se hará por cada Corporación, de acuerdo con lo previsto 
en esta Ley.

Art. 168.

La provisión de puestos de trabajo que, de conformidad con la 
relación aprobada, estén reservados o puedan ser desempeña-
dos por funcionarios de carrera, se regirá por las normas que, en 
desarrollo de la legislación básica en materia de función pública 
local, dicte la Administración del Estado.

Art. 169.

1.	 Corresponde a los funcionarios de la Escala de Administra-
ción  General el desempeño de funciones comunes al ejer-
cicio de la actividad  administrativa. En consecuencia, los 
puestos de trabajo  predominantemente burocráticos 
habrán de ser desempeñados por  funcionarios técnicos, de 
gestión, administrativos o auxiliares de  Administración 
General.
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La Administración del Estado fijará los criterios de pobla-
ción, clasificación de la Secretaría respectiva, y demás que 
sirvan para la determinación de las Corporaciones en que 
puedan existir puestos de trabajo a desempeñar por funcio-
narios de cada una de las Subescalas de la Escala de Admi-
nistración General.

a)	 Pertenecerán a la Subescala Técnica de Administración 
General, los funcionarios que realicen tareas de ges-
tión, estudio y propuesta de carácter administrativo de 
nivel superior.

b)	 Pertenecerán a la subescala de gestión de Administra-
ción General los  funcionarios que realicen tareas de 
apoyo a las funciones de nivel  superior.

c)	 Pertenecerán a la Subescala Administrativa de Adminis-
tración General, los funcionarios que realicen tareas 
administrativas, normalmente de trámite y colabora-
ción.

d)	 Pertenecerán a la Subescala Auxiliar de Administración 
General, los funcionarios que realicen tareas de meca-
nografía, taquigrafía, despacho de correspondencia, 
cálculo sencillo, manejo de máquinas, archivo de docu-
mentos y otros similares.

e)	 Pertenecerán a la Subescala de Subalternos de Admi-
nistración General, los funcionarios que realicen tareas 
de vigilancia y custodia interior de oficinas, así como 
misiones de Conserje, Ujier, Portero u otras análogas en 
edificios y servicios de la Corporación.

Podrá establecerse la normativa adecuada para que los 
puestos de trabajo atribuidos a esta Subescala puedan ser 
desempeñados por funcionarios de Servicios Especiales 
que, por edad u otras razones, tengan disminuida su capa-
cidad para misiones de particular esfuerzo o penosidad, 
pero que conserven la requerida para las tareas de Subal-
terno.

2.	 Hasta tanto se dicten las normas reglamentarias previstas en 
el artículo 100.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, la selección 
de los funcionarios a que se refiere el número anterior se 
ajustará a las siguientes reglas:
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a)	 El ingreso en la Subescala Técnica se hará por oposición 
libre y se precisará estar en posesión del título de Licen-
ciado en Derecho, en Ciencias Políticas, Económicas o 
Empresariales, Intendente Mercantil o Actuario.

No obstante, se reservarán para promoción interna el 
25 por 100 de los puestos de trabajo para Administra-
tivos de la propia Corporación que posean la titulación 
indicada, cuenten, como mínimo, con cinco años de 
servicios en la Subescala de procedencia y superen las 
pruebas selectivas correspondientes.

b)	 El ingreso en la Subescala Administrativa se hará por 
oposición libre, y se precisará estar en posesión del 
título de Bachiller, Formación Profesional de segundo 
grado, o equivalente.

No obstante, se reservarán para promoción interna el 
50 por 100 de los puestos de trabajo existentes para 
los pertenecientes a la Subescala de Auxiliares de 
Administración General que posean la titulación indi-
cada, y cuenten con cinco años de servicios en la Sub-
escaIa.

c)	 El ingreso en la Subescala Auxiliar se hará por oposición 
libre, con exigencia, en todo caso, de título de Gra-
duado Escolar, Formación Profesional de primer grado, 
o equivalente.

d)	 El ingreso en la Subescala Subalterna se hará por con-
curso, oposición o concurso-oposición libre, según 
acuerdo de la Corporación, y con exigencia del certifi-
cado de escolaridad.

Art. 170.

1.	 Tendrán la consideración de funcionarios de Administración 
Especial los que tengan atribuido el desempeño de las fun-
ciones que constituyen el objeto peculiar de una carrera, 
profesión, arte u oficio.

2.	 Los puestos de trabajo a desempeñar por funcionarios de 
servicios especiales podrán existir en cualquier clase de Cor-
poración.

3.	 El personal que forme parte de los Servicios de Informática 
de las Corporaciones locales, que no resulte incluido en las 
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Subescalas de Administración General, será clasificado 
según la naturaleza de su especialidad y los títulos exigidos 
para su ingreso, en la clase que corresponda de las Subes-
calas Técnicas o de Servicios Especiales.

Art. 171.

1.	 Pertenecerán a la Subescala Técnica de Administración 
Especial, los funcionarios que desarrollen tareas que son 
objeto de una carrera para cuyo ejercicio exigen las leyes 
estar en posesión de determinados títulos académicos o 
profesionales.

En atención al carácter y nivel del título exigido, dichos fun-
cionarios se dividen en Técnicos Superiores, Medios y Auxi-
liares, y, a su vez, cada clase podrá comprender distintas 
ramas y especialidades.

2.	 El ingreso en esta Subescala se hará por oposición, concurso 
o concurso-oposición libre, según acuerde la Corporación 
respectiva, y se requerirá estar en posesión del título acadé-
mico o profesional correspondiente a la clase o especialidad 
de que se trate; todo ello sin perjuicio de las normas que 
pueda dictar la Administración del Estado, en uso de la 
autorización contenida en el artículo 100.2 de la Ley 7/1985, 
de 2 de abril.

3.	 En todo caso, la provisión de plazas de Médicos de la Bene-
ficencia Provincial podrá hacerse de acuerdo con su regula-
ción específica o mediante los procedimientos regulados en 
este artículo.

Art. 172.

1.	 Pertenecerán a la Subescala de Servicios Especiales, los fun-
cionarios que desarrollen tareas que requieran una aptitud 
específica, y para cuyo ejercicio no se exija, con carácter 
general, la posesión de títulos académicos o profesionales 
determinados.

2.	 Se comprenderán en esta Subescala, y sin perjuicio de las 
peculiaridades de cada Corporación, las siguientes clases:

a)	 Policía Local y sus auxiliares.

b)	 Servicio de Extinción de Incendios.

c)	 Plazas de Cometidos Especiales.
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d)	 Personal de Oficios.

3.	 El ingreso en la Subescala de Servicios Especiales se hará 
por oposición, concurso o concurso-oposición libre, según 
acuerde la Corporación respectiva, sin perjuicio de lo que 
dispongan las normas específicas de aplicación a los funcio-
narios de Policía Local y del Servicio de Extinción de Incen-
dios.

Art. 173.

La Policía Local ejercerá sus funciones de acuerdo con lo pre-
visto en el Título V de la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad.

Art. 174.

Se comprenderán en la clase de cometidos especiales al perso-
nal de las Bandas de Música y los restantes funcionarios que 
realicen tareas de carácter predominantemente no manual, no 
comprendidas en el artículo 171.1, en las diversas ramas o sec-
tores de actuación de las Corporaciones locales, subdividiéndo-
las en categorías, según el nivel de titulación exigido.

Art. 175.

1.	 Se integrarán en la clase de Personal de Oficios, los funcio-
narios que realicen tareas de carácter predominantemente 
manual, en los diversos sectores de actuación de las Corpo-
raciones locales, referidas a un determinado oficio, industria 
o arte.

2.	 Se clasificarán, dentro de cada oficio, industria o arte, en 
Encargado, Maestro, Oficial, Ayudante y Operario, según el 
grado de responsabilidad o de especialización, y siendo 
necesario, en todo caso, poseer la titulación exigida para el 
ingreso, conforme a lo dispuesto por la legislación básica de 
función pública.

3.	 Lo dispuesto en los apartados anteriores se entiende sin 
perjuicio de que estas tareas no tengan la consideración de 
funciones públicas a que se refiere el artículo 92.2 de la Ley 
7/1985, de 2 de abril.
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CAPITULO V

Personal eventual y laboral

Art. 176.

1.	 El personal eventual se rige por lo establecido en el artículo 
104 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

2.	 Los puestos de trabajo reservados a este tipo de personal 
deberán figurar en la plantilla de personal de la Corpora-
ción.

3.	 Podrán ser desempeñados por personal eventual determi-
nados puestos de trabajo de carácter directivo, incluidos en 
la relación de puestos de trabajo de la Corporación, de 
acuerdo con lo que dispongan las normas que dicte el 
Estado para su confección. En estos supuestos, el personal 
eventual deberá reunir las condiciones específicas que se 
exijan a los funcionarios que puedan desempeñar dichos 
puestos.

4.	 En ningún caso el desempeño de un puesto de trabajo 
reservado a personal eventual constituirá mérito para el 
acceso a la función pública o a la promoción interna.

Art. 177.

1.	 La selección del personal laboral se rige por lo establecido 
en el artículo 103 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

2.	 La contratación laboral puede ser por tiempo indefinido, de 
duración determinada, a tiempo parcial, y demás modalida-
des previstas en la legislación laboral.

El régimen de tales relaciones será, en su integridad, el esta-
blecido en las normas de Derecho Laboral.

3.	 Será nulo el contrato laboral por tiempo indefinido cele-
brado por una Entidad local con persona incursa en alguna 
de las causas de incapacidad específica que sean de aplica-
ción a los funcionarios y al personal interino.
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TITULO VII I

Haciendas Locales

Arts. 178 a 461

(Derogados)

Disposición transitoria primera.

De acuerdo con la Disposición transitoria segunda de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local 
y en tanto las Leyes sectoriales no dispongan otra cosa, los 
Municipios, las Provincias y las Islas conservarán las competen-
cias que les atribuyan dichas disposiciones sectoriales.

Disposición transitoria segunda.

La Comisión Provincial de Colaboración del Estado con las Cor-
poraciones locales será el órgano encargado de coordinar los 
órganos de la Administración Periférica del Estado en la Provin-
cia en todo lo relativo a la cooperación entre la Administración 
estatal y la local, sin perjuicio de las funciones atribuidas a las 
Diputaciones Provinciales.

Disposición transitoria tercera.

En tanto no se desarrolle reglamentariamente el régimen esta-
tutario de los funcionarios con habilitación de carácter nacional, 
a que se refiere los artículos 92.3, 98 y 99 de la Ley 7/1985, de 
2 de abril, serán de aplicación las siguientes reglas:

1.ª	 La habilitación de carácter nacional prevista en la Ley 
7/1985, de 2 de abril, tiene las siguientes especialidades.

a)	 Secretaria.

b)	 Intervención.

c)	 Depositaria.

2.ª	 La habilitación de carácter nacional en su especialidad de 
Secretaria está dividida en tres categorías:

1.	 Corresponderá a los Secretarios de primera categoría 
el desempeño de los puestos de trabajo a que se 
refiere el artículo 161 existentes en las Diputaciones 
Provinciales. Cabildos y Consejos Insulares, Ayunta-
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mientos, Capitales de Provincia y Municipios con pobla-
ción superior a 20.000 habitantes.

2.	 Corresponderá a los de segunda categoría el desem-
peño de los existentes en Ayuntamientos de Munici-
pios con población comprendida entre 5.001 y 20.000 
habitantes.

3.	 Corresponderá a los de tercera categoría el desem-
peño de los Ayuntamientos de Municipios con pobla-
ción hasta 5.000 habitantes.

4.	 Cuando se trate de Agrupaciones de Municipios para 
sostenimiento en común del puesto de trabajo, la cate-
goría se fijará por la Dirección General de Administra-
ción Local conforme a la población de los Municipios 
agrupados. En estos casos podrá ser común el personal 
administrativo.

5.	 Los límites de población establecidos en los cuatro 
números anteriores se entenderán sin perjuicio de la 
posibilidad de que los puestos de trabajo de los Ayun-
tamientos correspondientes sean clasificados en cate-
goría distinta a la que corresponda por el censo de 
población, con arreglo a lo dispuesto en esta Ley.

6.	 Se atribuirán por analogía a las distintas categorías los 
puestos de trabajo de las Mancomunidades, Áreas 
Metropolitanas, Comarcas u otras Agrupaciones de 
Municipios distintos de las provincias que pudieran 
crearse por las Comunidades Autónomas.

3.ª	 La Secretaría de las Entidades de ámbito territorial inferior 
al Municipio corresponderá a quien desempeñe la del Ayun-
tamiento o Agrupación a que pertenezcan aquéllas.

4.ª	 En las Entidades locales en que la responsabilidad adminis-
trativa de la función de Secretaría corresponde a los Secre-
tarios de primera categoría, podrán crearse otro u otros 
puestos de trabajo que, con las denominaciones de Vicese-
cretaría, Adjuntía, Oficialía Mayor, Secretaría de Distrito u 
otras análogas, tengan atribuido el desempeño de funcio-
nes de colaboración inmediata en las tareas del Secretario y 
la sustitución de éste en los casos de vacante, ausencia, 
enfermedad o abstención legal o reglamentaria.
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Estos puestos quedan igualmente reservados a funcionarios 
con habilitación de carácter nacional en la especialidad de 
Secretaría y su clasificación, a efectos de la categoría nece-
saria para su desempeño, corresponderá al Ministerio de 
Administración Territorial.

Su provisión se rige por lo dispuesto en el artículo 99 de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, y sus normas de desarrollo.

5.ª	 En todas las Entidades locales en que la responsabilidad 
administrativa de las funciones de la Secretaría corresponde 
a Secretarios de primera categoría, existirá al menos un 
puesto de trabajo que tenga atribuida la responsabilidad 
administrativa de las funciones de control y fiscalización 
interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria 
y de la contabilidad de la Entidad local.

La Dirección General de Administración Local, a petición de 
la Entidad local interesada, podrá aprobar asimismo la crea-
ción de este tipo de puesto de trabajo en otras Entidades 
locales o Agrupaciones de las mismas autorizadas a tal 
efecto por las Comunidades Autónomas, cuando el volumen 
de su presupuesto así lo aconseje.

El desempeño de los puestos de trabajo a que se refieren 
los dos párrafos anteriores corresponde a funcionarios con 
habilitación de carácter nacional de la especialidad de Inter-
vención.

6.ª	 En las Entidades locales en que la responsabilidad adminis-
trativa de la función de Secretaria corresponde a los Secre-
tarios de primera categoría podrán crearse otro u otros 
puestos de trabajo que, con denominaciones de Viceinter-
ventor, Adjuntia u otras análogas, tengan atribuido el des-
empeño de funciones de colaboración inmediata en las 
tareas a que se refiere el párrafo 1.º de la regla 5.ª y la sus-
titución de su responsable administrativo, en los casos de 
vacante, ausencia, enfermedad o abstención legal o regla-
mentaria.

Estos puestos quedan igualmente reservados a funcionarios 
con habilitación de carácter nacional en la especialidad de 
Intervención y su clasificación corresponderá al Ministerio 
de Administración Territorial.
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Su provisión se rige por lo dispuesto en el artículo 99 de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, y sus normas de desarrollo.

7.ª	 El puesto de trabajo a que se refiere el número 1 del artículo 
164 de esta Ley existirá en todas las Corporaciones en que 
la Secretaría deba ser desempeñada por Secretario de pri-
mera categoría. Su desempeño está reservado a funciona-
rios con habilitación de carácter nacional de la especialidad 
de Depositaría.

8.ª	 En tanto se dicten las normas reglamentarias previstas en el 
artículo 98.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, la obtención de 
la habilitación de carácter nacional en cualquiera de sus 
modalidades se efectuará por oposición libre seguida de 
curso selectivo, reservándose un 10 por 100 de las vacantes 
convocadas en cada categoría para promoción interna de 
los funcionarios que posean la habilitación nacional en la 
categoría inmediata inferior y cuenten con tres años, al 
menos, de servicios efectivos en ella, siempre que posean la 
titulación exigida.

Para concurrir a las oposiciones será preciso estar en pose-
sión de los siguientes títulos:

a)	 Para los Secretarios de primera y segunda categoría, el 
de Licenciado en Derecho o Ciencias Políticas.

b)	 Para los Secretarios de tercera categoría, el de Bachiller 
Superior o equivalente.

c)	 Para los interventores y para los Depositarios el de 
Licenciado en Derecho o en Ciencias Económicas o 
Empresariales, Intendente Mercantil o Actuario.

La Dirección General de Administración Local autorizará las 
oportunas convocatorias de oposiciones para el acceso a los 
cursos, que realizará el Instituto de Estudios de Administra-
ción Local conforme a las bases y programas actualmente 
vigentes.

Disposición transitoria cuarta.

En tanto se aprueben las normas estatutarias de los Cuerpos de 
Policía Local, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 7/1985, de 
2 de abril, y en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, serán de aplicación las siguien-
tes normas:
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1.	 La Policía Local sólo existirá en los Municipios con población 
superior a 5.000 habitantes, salvo que el Ministerio de 
Administración Territorial autorice su creación en los de 
censo inferior. Donde no existan, su misión se llevará a cabo 
por los auxiliares de la Policía Local, que comprenderá el 
personal que desempeñe funciones de custodia y vigilancia 
de bienes, servicios e instalaciones, con la denominación de 
Guardas, Vigilantes, Agentes, Alguaciles o análogas.

2.	 Dentro de cada Municipio, la Policía se integrará en un 
Cuerpo único, aunque puedan existir especialidades de 
acuerdo con las necesidades. Bajo la superior autoridad y 
dependencia directa del Alcalde, el mando inmediato de la 
Policía Local corresponderá en cada Entidad al Jefe del 
Cuerpo.

3.	 Orgánicamente, la Policía Local estará integrada por una 
escala técnica o de mando y otra ejecutiva. En la escala téc-
nica podrán existir los empleos de Inspector, Subinspector 
y Oficial, pero los dos primeros sólo podrán crearse en los 
Municipios de más de 100.000 habitantes; en la ejecutiva los 
de Suboficial, Sargento, Cabo y Guardia.

4.	 El ingreso como Guardia de la Policía Local se hará por opo-
sición exigiéndose no exceder de treinta años de edad y 
acreditar las condiciones físicas que se determinen.

5.	 Los miembros de los Cuerpos de Policía Local, en el ejerci-
cio de sus funciones, tendrán a todos los efectos legales el 
carácter de Agentes de la Autoridad.

Disposición transitoria quinta.

En tanto se aprueba el Estatuto específico de los Cuerpos de 
Bomberos a que se refiere la Disposición final tercera de la Ley 
7/1985, de 2 de abril, el régimen del personal de los servicios de 
Extinción de Incendios establecidos por las Corporaciones loca-
les se acomodará a las siguientes regias:

a)	 Cuando los puestos de trabajo correspondientes a dicho 
servicio hayan de ser desempeñados por funcionarios a los 
que se exija estar en posesión de título superior universitario 
o de enseñanza media, podrán integrarse en la Subescala 
de Técnicos de Administración Especial.
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b)	 Dentro del personal del Servicio de Extinción de Incendios 
existirán las siguientes categorias: Oficiales, Suboficiales, 
Sargentos, Cabos y Bomberos.

Disposición transitoria sexta.

La integración de los funcionarios del extinguido Cuerpo Nacio-
nal de Directores de Banda de Música Civiles entre el personal 
de cometidos especiales a que se refiere el artículo 174 de esta 
Ley se hará teniendo en cuenta lo establecido en la Disposición 
transitoria séptima, número 3, de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Disposición transitoria séptima.

La aplicación de la jubilación a la edad de sesenta y cinco años 
se hará conforme al Derecho transitorio establecido por la Ley 
30/1984, de 2 de agosto. Completada esta fase transitoria, 
entrarán en vigor los requisitos para la jubilación voluntaria a la 
que se refiere el artículo 139.1.c) de este texto refundido.

Disposición transitoria octava.

(Derogada)

Disposición transitoria novena.

Los actuales recaudadores contratados podrán continuar en el 
ejercicio de sus funciones de agentes ejecutivos durante la 
vigencia de los contratos establecidos, los cuales podrán ser 
prorrogados, de mutuo acuerdo, en tanto las Entidades locales 
no tengan establecido el servicio con arreglo a lo previsto en 
esta Ley, o bien, tratándose de Municipios, Mancomunidades u 
otras Entidades locales o Consorcios, no lo tenga establecido la 
Diputación como forma de cooperación al ejercicio de las fun-
ciones municipales.

Disposición final primera.

(Derogada)

Disposición final segunda.

(Derogada)

Disposición final tercera.

(Derogada)
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Disposición final cuarta.

(Derogada)

Disposición final quinta.

A la vista de los datos y resultados que suministre la experiencia 
en la aplicación de los preceptos de esta Ley, el Ministro de 
Administración Territorial informará al Gobierno y le propondrá, 
en su caso, las reformas que convenga introducir en los mismos.

Disposición final sexta.

Los funcionarios de la Administración Local que, de conformi-
dad con lo establecido en la Disposición final cuarta, 3, de la Ley 
7/1985, de 2 de abril resulten adscritos a servicios de la Admi-
nistración del Estado, quedarán sometidos a la legislación apli-
cable a los funcionarios de la Administración Civil del Estado, sin 
perjuicio de que la sanción de separación definitiva del servicio 
deba ser, en su caso, acordada por los órganos previstos en la 
Ley 7/1985, de 2 de abril.

Disposición final séptima.

1.	 De conformidad con la Disposición transitoria primera de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril:

a)	 Tienen carácter básico, en las materias reguladas por 
los cinco primeros títulos, los artículos 1; 2; 3.2; 12; 13; 
14; 15; 16; 18: 22, inciso primero; 25; 26; 34; 48; 49; 50; 
52; 54; 56; 57; 58; 59; 69, y 71.

b)	 En las materias reguladas por los Títulos VI y VII se infe-
rirá el carácter básico de sus preceptos según disponga 
la legislación estatal vigente en aquéllas. En todo caso, 
tendrán carácter básico los artículos 151.a), 167 y 169.

2.	 (Derogado)

Disposición final octava.

Las menciones del «Boletín Oficial de la Provincia» que se hacen 
en esta Ley deben entenderse referidas, en el caso de las Pro-
vincias integradas en Comunidades Autónomas uniprovinciales, 
al «Boletín Oficial» de la respectiva Comunidad Autónoma.

Disposición derogatoria.

1.	 Quedan derogadas las siguientes disposiciones:
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Primera.  La Ley de Régimen Local, Texto Articulado y 
Refundido aprobado por Decreto de 24 de junio de 1955.

Segunda.  Texto Articulado Parcial de la Ley 41/1975, de 
Bases del Estatuto de Régimen Local, aprobado por Real 
Decreto 3046/1977, de 6 de octubre.

Tercera.  La Ley 40/1981, de 28 de octubre, sobre Régimen 
Jurídico de las Corporaciones Locales.

Cuarta.  La Ley 11/1960, de 12 de mayo, por la que se 
regula y crea la Mutualidad Nacional de Previsión de la Admi-
nistración Local, en todo lo que resulte alterada o modificada 
por el texto que aprueba la Disposición adicional.

Quinta.  El artículo 3.º de la Ley 70/1980, de 16 de diciem-
bre, sobre formación del padrón municipal.

Sexta.  Artículos 18, 19, 20 y 23 de la Ley 48/1966, de 23 
de julio, de modificación parcial del Régimen Local.

Séptima.  Real Decreto 3250/1976, de 30 de diciembre, 
por el que se aprueban las Normas provisionales para la 
aplicación de las bases 21 a 34 de la Ley 41/1975, de 19 de 
noviembre, sobre Ingresos de las Corporaciones Locales.

Octava.  Real Decreto-ley 34/1977, de 2 de junio, por el 
que se crea el Fondo Nacional de Cooperación Municipal y 
arbitra otras medidas de reordenación de la Cooperación 
del Estado con las Corporaciones Locales.

Novena.  Real Decreto-ley 11/1979, de 20 de julio, sobre 
medidas urgentes de Financiación de las Corporaciones 
Locales.

Décima.  Artículo 13 de la Ley 24/1983, de 21 de diciem-
bre, sobre medidas urgentes de Saneamiento y Regulación 
de las Haciendas Locales.

Undécima.  El Texto Refundido de la Contribución Territo-
rial Rústica, aprobado por Decreto de 23 de julio de 1966, 
el del Impuesto sobre Actividades y Beneficios Comerciales 
e Industriales, aprobado por Decreto de 29 de diciembre de 
1966, y el del Impuesto sobre el Trabajo Personal, aprobado 
por Decreto de 2 de marzo de 1967, en la parte no dero-
gada por la Disposición Transitoria primera de la Ley 
44/1978, de 8 de septiembre.
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Duodécima.  El Texto Refundido de la Contribución Territo-
rial Urbana, aprobado por Decreto de 12 de mayo de 1966.

Decimotercera.  Real Decreto-ley 15/1978, de 7 de junio, 
de aplicación de los Impuestos sobre Solares e Incremento 
del Valor de los Terrenos y dotación de los presupuestos 
especiales de urbanismo en 1978.

Decimocuarta.  Decreto-ley 13/1970, de 12 de noviembre, 
sobre beneficios fiscales a los Consorcios de las Corporacio-
nes Locales.

2.	 Cuantas otras disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a los establecido en esta Ley.

Disposición adicional.

La Ley 11/1960, de 12 de mayo, sobre creación de la Mutualidad 
Nacional de Previsión de la Administración Local, queda redac-
tada en los siguientes términos:

CAPITULO PRIMERO

De la Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración 
Local y sus fines

Art. 1

Se crea la Mutualidad Nacional de Previsión de la Administra-
ción Local para la gestión de la Seguridad Social de los funcio-
narios de las Corporaciones locales.

Art. 2

1.	 La Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración 
Local tendrá personalidad jurídica independiente capacidad 
plena y patrimonio propio y se regirá por lo dispuesto en la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, la presente Ley, sus Estatutos, las 
normas reglamentarias dictadas en desarrollo de aquéllas y, 
en su defecto, por las normas del Derecho Administrativo. 
A los efectos de la aplicación de la Ley 11/1977, de 4 de 
enero. a los Presupuestos Generales del Estado se unirá el 
presupuesto-resumen de la Mutualidad y las funciones de la 
Intervención General de la Administración del Estado se 
ejercerán en dicha Entidad por la lntervención Delegada en 
el Ministerio de Administración Territorial.
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2.	 Gozará de los mismos beneficios de justicia gratuita. fran-
quicia postal y telegráfica y exenciones tributarias reconoci-
das a las Entidades Gestoras de la Seguridad Social.

CAPITULO SEGUNDO

De los miembros de la Mutualidad

Art. 3

Serán obligatoriamente afiliados a la Mutualidad Nacional de 
Previsión de la Administración Local:

a)	 Todas las Entidades locales que tengan a su servicio perso-
nal que cumpla las condiciones establecidas en esta Ley 
para ser asegurado en la misma.

b)	 Los demás Organismos y dependencias de las Administra-
ciones Públicas cuando tengan adscritos a su servicio funcio-
narios de la Administración Local por su condición de tales, 
y únicamente por lo que se refiere a los mismos.

Art. 4

Se considerarán obligatoriamente asegurados a la Mutualidad 
Nacional de Previsión de la Administración Local:

a)	 Los funcionarios al servicio de las Corporaciones locales.

b)	 Los funcionarios de Administración Local que en virtud de 
tal carácter se encuentren prestando servicio activo adscri-
tos a Organismos y Dependencias de las Administraciones 
Públicas.

c)	 Los funcionarios de la propia Mutualidad.

Art. 5

Podrán asegurarse con carácter voluntario en la Mutualidad 
Nacional de Previsión de la Administración Local aquellas per-
sonas que, no teniendo el carácter de funcionarios de la Admi-
nistración Local, presten servicios en propiedad en Organismos 
y dependencias de las Administraciones Públicas cuando sus 
funciones guarden relación inmediata con la Administración 
Local y siempre que cumplan los requisitos que los Estatutos de 
la Mutualidad establezcan.
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CAPITULO TERCERO

Del gobierno y administración de la Mutualidad

Art. 6

La Mutualidad, bajo la superior dirección y tutela del Ministerio 
de Administración Territorial, al que estará adscrita orgánica-
mente, se estructura en un Consejo General y una Comisión 
permanente, como órganos de participación en el control y vigi-
lancia de la gestión, y una Dirección Técnica, como órgano de 
dirección y gestión, con la composición, forma de designación, 
atribuciones y régimen de funcionamiento que se determinen 
por el Gobierno, mediante Real Decreto aprobado a propuesta 
del Ministerio de Administración Territorial.

CAPITULO CUARTO

De las prestaciones

Art. 7

Las prestaciones que concederá la Mutualidad Nacional de Pre-
visión de la Administración Local serán de las siguientes clases:

a)	 Básicas.

b)	 Complementarias.

c)	 Especiales.

Art. 8

Las prestaciones básicas de la Mutualidad a las que tendrán 
derecho los asegurados o sus familiares beneficiarios que cum-
plan las condiciones que para cada caso se establezcan, son las 
siguientes:

a)	 Pensión de jubilación por edad;

b)	 Pensión de jubilación por invalidez;

c)	 Pensión de jubilación voluntaria;

d)	 Pensión de viudedad;

e)	 Pensión de orfandad, y

f)	 Pensión a favor de los padres pobres en concepto legal.
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Art. 9

La cuantía de las prestaciones que se determinarán en los Esta-
tutos de la Mutualidad será actualizada en la forma que se 
determine, en cada caso, por las disposiciones legales pertinen-
tes.

Art. 10

Las prestaciones complementarias de la Mutualidad Nacional de 
Previsión de la Administración Local que se concederán en los 
casos y las condiciones que se establezcan en sus Estatutos a sus 
asegurados y beneficiarios son las siguientes:

a)	 Ayuda por nupcialidad.

b)	 Ayuda por natalidad.

e)	 Subsidio por gastos de sepelio.

d)	 Capital seguro de vida.

Art. 11

Serán prestaciones especiales las de asistencia sanitaria. Tam-
bién tendrán este carácter cualesquiera otras que reglamenta-
riamente se establezcan.

CAPITULO QUINTO

Del régimen económico-financiero

Art. 12

Los recursos de la Mutualidad Nacional de Previsión de la Admi-
nistración Local estarán constituidos por:

a)	 Las cuotas de las Entidades, Organismos y dependencias 
afiliados.

b)	 Las cuotas de los asegurados.

c)	 Los bienes y reservas de otras Mutualidades o Montepíos 
que con arreglo a esta Ley se le transfieran.

d)	 Las rentas e intereses de sus bienes.

e)	 Las subvenciones, donativos, legados, mandas y cuales-
quiera otros recursos que se destinen a sus fines.
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Art. 13

1.	 La suma de la cuota del afiliado y del asegurado constituye 
la cuota íntegra.

2.	 Los tipos de cotización y las bases sobre las que recaigan 
éstos se determinarán por el Gobierno, a propuesta del 
Ministro de Administración Territorial.

Art. 14

1.	 Las Entidades, Organismos y dependencias afiliados están 
obligados a ingresar en la Mutualidad, en la forma y plazos 
que se establezcan reglamentariamente, la cuota íntegra 
correspondiente a su personal asegurado, descontando a 
éste el importe de la parte que corre a su cargo en concepto 
de cuota de asegurado.

2.	 Las Corporaciones locales podrán encargarse del pago 
directo a sus pensionistas, y si lo hacen presentarán la opor-
tuna liquidación a la Mutualidad.

Art. 15

1.	 La obligación de pago de la cuota íntegra tendrá carácter 
de preferencia absoluta.

2.	 La contravención de lo dispuesto en este artículo llevará 
aparejada las responsabilidades que se determinen regla-
mentariamente.

Art 16

1.	 El régimen financiero de la Mutualidad se determinará por 
el sistema conveniente para garantizar la cobertura de las 
prestaciones con el menor volumen de cuotas y gastos de 
gestión y podrá utilizarse el de prima media obtenida por 
reparto simple progresivo.

2.	 Los gastos de gestión no podrán exceder del 2 por 100 del 
volumen de las cuotas liquidadas.

Art. 17

El Banco de Crédito Local podrá concertar su concurso finan-
ciero con la Mutualidad.
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CAPITULO SEXTO

De las inversiones

Art. 18

La Dirección Técnica de la Mutualidad formulará cada año un 
Plan de Inversiones para el ejercicio siguiente. En dicho plan se 
consignarán separadamente las inversiones que exijan una fácil 
liquidez y que habrán de efectuarse en valores mobiliarios y 
aquellas otras que, reuniendo las necesarias condiciones de 
seguridad y rentabilidad, se apliquen a fines sociales de directa 
utilidad para los asegurados.

Art. 19

La Dirección Técnica de la Mutualidad someterá anualmente a 
los órganos competentes del Ministerio de Administración Terri-
torial y del Ministerio de Economía y Hacienda, de acuerdo con 
las disposiciones vigentes en la materia, el plan anual de inver-
siones correspondiente al ejercicio siguiente. Si transcurrido el 
plazo de un mes, a contar de la fecha de presentación del plan, 
dichos órganos competentes no oponen reparo alguno se con-
siderará automáticamente aprobado y la Dirección de la Mutua-
lidad procederá a su ejecución.

CAPITULO SEPTIMO

Del procedimiento y régimen jurídico

Art. 20

1.	 Corresponderá a las Entidades locales, a la Dirección Gene-
ral de Administración Local o al Organismo competente en 
cada caso, según la legislación vigente, adoptar los acuer-
dos previos que estimen pertinentes sobre la jubilación de 
los funcionarios.

2.	 Dichos acuerdos servirán de base a la Mutualidad Nacional 
de Previsión de la Administración Local para la incoación y 
tramitación del oportuno expediente a los efectos de la 
declaración de los derechos que, de acuerdo con la pre-
sente Ley y con el Reglamento de la Mutualidad, puedan 
corresponder al interesado. La resolución será de la exclu-
siva competencia de la Mutualidad.
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Art. 21

Las resoluciones de la Mutualidad Nacional de Previsión de la 
Administración Local podrán ser recurridas en alzada ante el 
Ministerio de Administración Territorial, de acuerdo con la Ley 
de Procedimiento Administrativo.

En todo caso y con carácter previo y potestativo, podrá interpo-
nerse el recurso de reposición ante el Director Técnico de la 
Mutualidad.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.

1.	 El régimen de la Mutualidad Nacional de Previsión de la 
Administración Local no será aplicable a las Corporaciones 
y Entidades locales de Navarra, cuyo personal seguirá some-
tido a su régimen peculiar.

2.	 Para los asegurados a la Mutualidad que hayan prestado 
servicio en Navarra se estará a lo que se establezca en las 
disposiciones de carácter general que regulan la compensa-
ción de cuotas entre los distintos regímenes de previsión 
social.

Segunda.

Todo funcionario que ingrese al servicio de la Administración 
Local con posterioridad a la publicación de los Estatutos, para 
aplicación de esta Ley, quedará sometido a lo dispuesto en ella, 
sin que las Entidades locales puedan extender a los mismos 
aquellos derechos reconocidos para los ingresados con anterio-
ridad.

Tercera.

1.	 A partir de la entrada en vigor de la presente Ley, las Enti-
dades locales, Organismos, Dependencias y Servicios que 
según la misma hayan de ser obligatoriamente afiliados, no 
podrán adoptar, respecto al personal a su servicio que haya 
de tener el carácter de asegurado, acuerdo alguno en mate-
ria de reconocimiento de derechos pasivos ni modificar el 
régimen de éstos, vigente en dicha fecha.

2.	 Se reputarán nulas, en todo caso, las modificaciones adop-
tadas en el régimen de derechos pasivos con posterioridad 
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al Decreto de 30 de noviembre de 1956, que no se hubieran 
ajustado a lo dispuesto en el articulo 8.° del mismo.

Cuarta.

Las Corporaciones locales no podrán en lo sucesivo conceder 
aportaciones, subvenciones o ayudas de cualquier género para 
fines de previsión de sus funcionarios. Serán nulos los créditos 
que se concedan con infracción de este precepto y su pago 
engendrará las responsabilidades pertinentes.

Quinta.

Los funcionarios al servicio de la Administración Local que 
deseen constituir una Entidad de previsión de carácter volunta-
rio, a fin de mejorar los beneficios establecidos en esta Ley y en 
los Estatutos de la Mutualidad Nacional de Previsión de la Admi-
nistración Local, podrán hacerlo de conformidad con las dispo-
siciones legales correspondientes y siempre que las aportaciones 
y cuotas sean exclusivamente a su cargo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.

Con arreglo a los principios establecidos en esta Ley y condicio-
nes que reglamentariamente se determinen, la Mutualidad 
Nacional se hará cargo del pago del total de percepciones de 
las clases pasivas de la Administración Local que hubiesen 
adquirido tal condición con anterioridad a la fecha de entrada 
en vigor de esta Ley.

La obligación de pago por parte de la Mutualidad Nacional sólo 
alcanzará, sin embargo, a la cuantía estricta de la pensión abo-
nable con arreglo a la legislación común.

Segunda.

La Mutualidad aplicará, en caso necesario, con las demás Enti-
dades públicas de previsión el traspaso, compensación o reco-
nocimiento recíproco de las cuotas satisfechas, en la forma que 
señalen las disposiciones sobre la materia.
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A

Abastecimiento domiciliario de agua potable:

Servicio municipal, L. 26.1 a).

Acceso a los núcleos de población:

Competencia municipal, L. 26. 1.

Actos de las Entidades Locales:

Declaración de lesividad, L. 110.
Ejecutividad, L. 51.
Impugnación, L. 63, 65 a 67.
Recurso, L. 52.
Revisión, L. 53.
Suspensión, L. 67.
Acuerdos de las entidades Locales:

De ámbito territorial inferior al municipal, L. 47.

Ejecutividad, L. 51.
Impugnación, L. 63 y 65 a 67.
Quórum, L. 47; TR. 51.
Recurso, L. 52.
Revisión, L. 53.
Suspensión, L. 67.

Administración Local:

Relaciones con las demás Administraciones Públicas, L. 10.

(Véase Ayuntamientos, Cabildos Insulares, Concejo Abierto, 
Consejos Insulares, Entidades Locales, Entidades locales de 
ámbito inferior al municipio, Haciendas locales, Juntas veci-
nales, Mancomunidades Provinciales Interinsulares, Munici-
pios, Personal al servicio de las Entidades Locales, etc.)

Agua potable

(Véase Abastecimiento domiciliario de agua potable).

ÍNDICE ANALÍTICO
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Álava

(Véase Regímenes municipales especiales).

Alcalde:

Delegación, TR. 21.
Juramento, TR. 18.
Representación en poblados y barriadas, TR. 20.
Sustitución, TR, 21.
Tratamiento, TR. 19.

Alcalde pedáneo:

Atribuciones, TR. 40.
Elección, TR. 39.

(Véase Entidades locales de ámbito territorial inferior al Municipio).

Alcantarillado:

Competencia municipal, L. 26.1 a).

Aldeas:

Ente de ámbito territorial inferior al Municipio, L. 24 bis.

Alteración de términos municipales, L.13, 47 y 50.3.

Alumbrado público:

Competencia municipal, L. 26.1 a).

Ampliaciones de crédito

(Véase Presupuesto de las Corporaciones locales).

Anteiglesias

Ente de ámbito territorial inferior al Municipio, L. 24 bis.

Aprovechamientos comunales

(Véase Montes vecinales en mano común).

Áreas Metropolitanas:

Condición de entidad local, L. 3.
Creación, modificación y supresión, L. 43.
Estatutos, L. 44.
Finalidad,
Órganos de gobierno, L. 43.3.
Personalidad y capacidad jurídica, L. 44.2.

(Véase Administración Local).
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Autonomía local, L. 1, 2, 7, 10, 63 y 119.

Ayuntamiento:

Formación, mantenimiento, revisión y custodia del Padrón mu-
nicipal, L. 17. 

Organización, L. 20.
Representación, L. 21. 

B

Bandas de música, TR. 174.

Bandos municipales, L. 84.1; TR. 55.

Barrios:

Ente de ámbito territorial inferior al Municipio, L. 24 bis.
Bienes comunales, L. 79.3 y 80; TR. 75 y 78.

Bienes de dominio público, L. 79.2 y 3; TR. 74.1.

Bienes de las Entidades Locales:

Alteración de su calificación jurídica, L. 81.
Arrendamiento, TR. 83.
Bien patrimoniales de las Entidades locales, L. 79.2 y 80.2; TR. 

76 y 79.2.
Defensa. L. 68.
Enajenación, gravamen o permuta, TR. 79 y 81.
Enajenación, TR. 80.
Inscripción en el Registro de la Propiedad, TR. 85.
Prerrogativas de las Entidades Locales, L. 82.

Bomberos (Cuerpos de):

Estatuto especifico, L. D. F. 3.ª; TR. D.ª 5.ª

C

Cabezas de partido judicial:

Depósito de detenido, L. DF. 5.ª

Cabildos:

Personal Directivo de, L. 32 bis.
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Cabildos Insulares Canarios, L. 41.

Caseríos:

Competencia, TR. 38.
Constitución, TR. 42.
Entidad inferior al Municipio, L. 45.1.
Representante del Alcalde, TR. 20.

(Véase Entidades locales de ámbito territorial inferior al Municipio).

Cataluña:

Derechos históricos , D.A. 17ª.

Cementerio:

Competencia municipal, L. 26.1 

Comarcas:

Composición y funcionamiento, L. 42.3.
Condición de entidad local, L. 3.2 b).
Creación, L. 42.

Comisión Nacional de Administración Local, L. 117 a 119.

Competencias municipales, L. 25 y 26.

Comunidades Autónomas:

Comunidades Autónomas uniprovinciales, L. 40. 
Creación de áreas metropolitanas, L. 43.
Delegación de competencias en Diputaciones, L. 37. 
Delegación de competencias en municipios, L. 27. 
Establecimiento de regímenes especiales para Municipios pe-

queños, L. 30 
Regulación del régimen local en los entes de ámbito territorial 

inferior al Municipio, L. 24 bis.

Comunidades de Ciudad y Tierra:

Normas aplicables, TR. 37.

Comunidades de Pastos, Leñas, aguas y otras análogas:

Normas aplicables, TR. 37.

Comunidades de Tierra:

Normas aplicables, TR. 37.
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Comunidades de Villa y tierra:

Normas aplicables, TR. 37.

Concejales:

Elección, L. 19.2.

Concejo Abierto, L. 29 y 30.

Funcionamiento, TR. 53.

Concejos:

Ente de ámbito territorial inferior al Municipio, L. 24 bis.

Concursos:

Anuncio, TR. 123.
Contratos que se celebran bajo esta forma, TR. 119.

Conflictos de atribuciones y competencias:

Entre Entidades locales, L. 50.2.
Consejo de Empadronamiento, L. 17.4.

Consejo de Estado:

Dictamen preceptivo, L. 48.

Consejo de Ministros:

Disolución de órganos de las Corporaciones locales, L. 61.1.

Consejos Insulares:

Competencias, L. 41.
Personal Directivo de, L. 32 bis

Consorcios:

Para fines de interés común, TR. 110.

Contratación de las Entidades Locales:

Audiencia al contratista, TR. 114.2.
Capacidad jurídica, TR. 111.
Órgano competente, TR. 114.1.
Régimen jurídico, TR. 111, 114 y 117.

Cortes Generales:

Determinación y capitalidad de provincias, TR. 25.2.
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D

Daños y perjuicios:

Causados a particulares por las Entidades locales, L. 54.

Declaración de lesividad, L. 110.

Delegado del Gobierno:

Suspensión de actos y acuerdos de entidades locales, L. 67.

Deportes (instalaciones de):

De uso público: servicio municipal, L. 26.1. c).

Derechos de las entidades locales:

Defensa, L. 68.

Deslinde de bienes:

Competencia de municipios, provincias e islas, L. 4.1 d)

Deslinde de términos municipales:

Municipios de la misma Comunidad Autónoma, TR. 10.
Municipios de distinta Comunidad Autónoma, L. 50.3.

Diputaciones Provinciales:

Capacidad jurídica, TR. 1.
Competencia, L. 36 a 38; TR. 30 a 34.
Gobierno y administración de la provincia, L. 31.3.
Junta de Gobierno, L. 32.1.
Organización, L. 32 a 35.
Personal directivo de, L. 32 bis.
Pleno, L. 32.1.
Presidente, L. 32.1.

Directores de Banda de Música Civiles:

Integración de estos funcionarios, TR. D. T.6.ª

Distritos municipales:

Creación, L. 128.
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E

Ejecutividad, L. 51.

Empadronamiento:

Del que vive en un municipio, L. 15.

Entidades locales:

Competencias propias o atribuidas, L. 7.
Disolución de órgano, L. 61.1.
Disposiciones comunes a, L. 46 y ss.
Información y participación ciudadana, T. R. 69 a 72.
Relaciones interadministrativas, L. 55 a 62; TR. 61 a 71.
Servicio a los intereses públicos, L. 6;

Entidades locales de ámbito inferior al municipio, L. 45.1.

Competencia, TR. 38.
Constitución, TR. 42.
Funcionamiento, TR 43.
Modificación, TR. 44.
Supresión, TR. 44 y 45.

Estado:

Organización territorial, L. 137 y 138.

Extranjeros:

Inscripción en el padrón municipal, L. 18.2.

F

Funcionarios de carrera al servicio de las entidades locales, L. 89.

Adquisición de su condición, TR. 137.
Concepto, TR. 130.
Concursos:

De méritos, L. 101.
Para provisión de puestos de Trabajo, L. 102; TR. 168.

Escala de Administración especial:

De Servicios especiales, TR. 167.3 b) y 172 a 175.

Escala de Administración General, TR. 167.
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Administrativa, TR. 167.2 c)
Auxiliar, TR. 167.2 d)
Funciones, TR. 169.1.
Gestión, TR. 167.2
Selección, TR. 169.2
Subalterna, TR. 167.2 e)
Técnica, TR. 167.2 a)

Eventual, TR. 176.
Integración en escalas, TR. 167.
Jubilación, TR. 139.
Oferta de empleo, TR. 128.
Pérdida de su condición, TR. 138.
Plantillas, TR. 126.
Procedimiento de selección, TR. 133.

Admisión a las pruebas, TR. 135.
Convocatoria, TR. 134.
Nombramiento, TR. 136.
Pruebas de acceso, TR. 133.

Retribuciones, TR. 153 y ss.
Situaciones:

En servicio activo, TR. 140 a).
En servicio en Comunidades Autónomas, TR. 140 b).
Excedencia forzosa o voluntaria, TR. 140 c).
Servicios especiales, TR. 140 d).
Suspensión, TR. 140 e).

I

Impugnación, L. 63, 65 a 67.

Incendios (prevención y extinción):

Servicio municipal, L. 26.1 c).
Subescala de Servicios Especiales, TR. 172.2.

Instalaciones deportivas de uso público, L. 26.1 b).

Interventores:

Función, TR. 163.
Informe, TR. 54.
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Isla (La):

Capacidad jurídica, TR. 1.
Entidad local, L. 3.1. c).
Potestades, L. 4.
Régimen jurídico, L. 5.
Servicios de la Administración autonómica, L. 8.

J

Junta de Gobierno de la Administración Provincial:

Competencial, L. 35.2.
Composición, L. 35.1.
Órgano provincial, L. 32.1.
Sesiones, TR. 46.

(Véase Diputaciones Provinciales).

Junta de Gobierno Local:

Atribuciones, L. 23.2. y 127.
Composición, L. 23.1. y 126.
Órgano municipal, L. 20.1 b).
Sesiones, TR. 46.

(Véase Municipios).

Juntas Vecinales, TR. 41.

L

Libro de actas de las entidades locales, TR. 52.

Limpieza viaria:

Servicio municipal, L. 26.1 a).

M

Mancomunidades de Municipios:

Competencia, TR. 35.2.
Condición de entidad local, L. 3.2 d).
Constitución, TR. 35.3.
Estatutos, L. 44; TR. 36.
Órganos de gobierno, TR. 35.4.
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Medio ambiente (protección):

Servicio municipal, L. 26.1 d).

Mercados:

Servicio municipal, L. 26.1 b).

Montes vecinales en mano común, L. 83; TR. 84.

Multas:

Cuantía, TR. 59.
Exacción, TR. 58.

Municipios:

Autonomía, L. 2; 
Capacidad jurídica, TR. 1.
Competencia, L. 25 a 28.
Creación, L. 13.
Denominación (cambio), L. 14.1.
Elementos, L. 11.2. 
Entidad básica, L. 1, 3 y 11.1.
Fusión, L. 13.3.
Municipios de gran población:

Ámbito de aplicación, L.121.
Organización, L. 122 a 132.
Gestión económico-financiera, L. 133 a 137.
Conferencia de ciudades, L. 138.

Nombre y capitalidad, TR. 11.
Organización, L. 19 a 24.
Personalidad jurídica, L. 11.1.
Potestades, L. 4.
Supresión, L. 13.1.

N

Navarra, L. D. F. 1.ª

Régimen especial, L. 40.
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O

Obras locales:

Consideración, TR. 88.
Declaración de utilidad pública, TR. 94.
De urbanización, TR. 89.
Ordinarias, TR. 89.
Proyecto:

A cargo de Diputación Provincial, TR. 91.
Aprobación, TR. 93.
Cesión de edificios, TR. 92.
Contenido, TR. 90

Ordenanzas locales:

Competencia Entidades Locales, TR. 55
Infracciones a, TR. 57 y 59 
Procedimiento, TR. 56.

P

Padrón municipal:

Concepto, L. 16.
Obligación de inscribirse, L. 15.

País Vasco:

Régimen especial, L. 39.

Parcelas:

Cesiones del patrimonio municipal, TR. 82.

Parques públicos:

Servicio municipal, L. 26.1 b)

Parroquias:

Ente de ámbito territorial inferior al Municipio, L. 24 bis.

Pavimentación de las vías públicas:

Servicio municipal, L. 26.1 a).

Pedanías:

Ente de ámbito territorial inferior al Municipio, L. 24 bis.
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Personal al servicio de las entidades locales:

Disposiciones generales, TR. 126 a 129.
Funcionarios de carrera:

Disposiciones comunes, TR. 130 a 166.
Otros funcionarios, TR. 167 a 175.
Personal eventual y laboral, TR. 176 y 177.

Personal Directivo de Diputaciones, Cabildos y Consejos Insulares, 
L. 32 bis.

Pleno de la Diputación Provincial, L. 33; TR. 28.

Pleno de la Corporación Local:

Funcionamiento, L. 46.

Población:

Concepto, L. 15.

Presidente de la Diputación Provincial, L. 34; TR. 27.

Presupuestos de las Corporaciones Locales:

Aprobación, TR. 41.

Prevención y extinción de incendios:

Servicio municipal, L. 26.1 c).

 Protección civil:

Competencia municipal, L. 26.1).

Provincias:

Concepto, L. 31.
Organización, L. 32. 

R

Reales Señoríos, TR. 37.

Regímenes municipales especiales:

Cabildos Insulares Canarios, L. 41.1.
Comunidades Autónomas uniprovinciales, L. 40. 
Comunidad Foral de Navarra, L. 40.
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Consejos Insulares de las Islas Baleares, L. 41.3.
Órganos forales de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, L. 39.

Relaciones interadministrativas, L. 55 a 62; TR. 61 a 71. 

Residuos (recogida de):

Servicio municipal, L. 26.2 a)

S

Subasta

Aprovechamiento y disfrute general simultáneo de bienes co-
munales, TR. 75.

Enajenaciones de bienes patrimoniales, TR. 80.

T

Tenientes de Alcalde, TR. 22.

Transporte colectivo urbano de viajeros:

Competencia municipal, L. 26.1 d).

Tratamiento de residuos:

Servicio municipal, L. 26.

U

Universidades, TR. 37.

V

Vecinos:

Derechos y deberes de los vecinos, L. 18.
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